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			Prólogo

			Luis Maira Aguirre

		

		
			El libro que tiene en sus manos —lector— es muy útil porque entrega criterios sustantivos para comprender la difícil situación que enfrenta, en la coyuntura actual, la mayoría de los países de nuestra región. En ella, se mezclan el peso de la desaceleración del crecimiento económico, la falta de transparencia en los episodios cotidianos que dañan la credibilidad de los sistemas políticos, y una sensación de estancamiento de la movilidad social que ya no permite echar a andar la indispensable agenda de equidad requerida en las políticas sociales. Todo esto se combina con la falta de otro proyecto y nuevas perspectivas.

			Pienso que para entender la historia reciente de América Latina debemos partir del inmenso big bang de la historia mundial causado por la caída del Muro de Berlín, de noviembre de 1989 hasta diciembre de 1991; con el fin del proyecto comunista y de la Unión Soviética, episodio amplificado, a su vez, por las múltiples repercusiones de la Tercera Revolución Científico-Técnica. A este ciclo de transformaciones, el historiador británico, Eric Hobsbawm, desde el primer momento calificó el impacto, con agudeza, como un “cambio epocal”, explicando que no asistía­mos a una crisis particular del orden internacional, sino a un cambio de edad histórica que ponía fin al mundo iniciado en la se­­gunda mitad del siglo XVIII con las grandes revoluciones liberales.

			En tal perspectiva, muchas cosas han cambiado desde entonces en nuestros países: la modificación del impacto de la hegemonía internacional estadounidense y sus efectos; la apa­­rición de nuevas fuerzas y procesos políticos que han sido resultado de una mayor autonomía internacional relativa de nuestros gobiernos; la búsqueda de impulsos más activos de integración y coope­ración regional; y un salto importante en las condiciones que determinan la calidad de vida y los indicadores estratégicos en muchas de las naciones latinoamericanas, por ejemplo. Desde esta óptica, la América Latina de la segunda década del siglo XXI resultaría irreconocible para quienes la examinaran a la luz de rasgos y características prevalecientes en la última fase de la Guerra Fría, y de la forma en que la pensábamos, por ejemplo, con el instrumental teórico de la Teoría de la Dependencia.

			Pero, ahora mismo, resulta claro que enfrentamos otro ciclo histórico, cuyas convulsiones y retos están conmoviendo los cimientos del orden que, provisionalmente, fuimos construyendo desde la Posguerra Fría. Sin embargo, en este contexto, resultan contrapuestas las trayectorias que caracterizan a las dos primeras etapas de este periodo. 

			La década de los años noventa fue de clara preeminencia del pensamiento neoconservador y de una implacable aplicación de las reglas que el economista John Williamson codificara bajo la denominación “Consenso de Washington.” De la mera revisión de las diez recomendaciones centrales con las que Williamson sintetizó su propuesta, se confirma hasta qué punto inspiraron el proyecto neoliberal, y que prevaleció en América Latina de modo prácticamente uniforme. La mayoría de los veinte países latinoamericanos tuvieron programas de gobierno que buscaron, sobre todo, disciplina en la política fiscal; una redirección focalizada del gasto social; enmiendas tributarias para “aliviar la carga de los sectores de mayores ingresos y fortalecer la inversión nacional”; tipos de cambios “únicos y competitivos”; una amplia liberalización del comercio y la supresión de las barreras a la inversión extranjera; junto a la sistemática privatización de las empresas estatales. 

			En suma, el continente fue sometido a una desregulación económica y a la supremacía absoluta del mercado, unido a la protección entera de los derechos de propiedad.

			De esta manera, cuando el mundo experimentaba una transformación sin precedentes a finales del siglo XX, debimos hacer frente a una amplia ofensiva que —de acuerdo con la formulación hecha por los ideólogos neoconservadores que redactaron el programa de gobierno de Ronald Reagan— apuntaba a desmantelar el Big Government, estableciendo en su remplazo una visión de carácter mercantil que reflejaba una articulada cosmovisión, impulsada, con arrogancia y dogmatismo, por los empresarios y sus organizaciones, junto con los partidos políticos tradicionales.

			Los gobiernos, consecuencia de esta nueva visión, fueron emblemáticos: Carlos Salinas de Gortari en México; Alberto Fuji­­mori en Perú; Carlos Menem en Argentina; Fernando Collor de Mello en Brasil y Gonzalo Sánchez de Lozada en Bolivia, entre otros. Podemos agregar que estas políticas resultaron viables en esos años por el enorme impacto que provocó a nivel global el fin de la URSS, que llevó al descredito no solo la visión sustentada del comunismo soviético, sino a toda la gama de pensamiento y de fuerzas políticas y organizaciones sociales de izquierda. Al mismo tiempo, esta situación aumentó los efectos de lo que parecía un estable poderío norteamericano en el mundo, reflejado en las ideas de un sistema internacional unipolar, dominado y conducido discrecionalmente desde Washington (Unipolar Politics).

			Pero, vistas las cosas en perspectiva, lo asombroso fue la fugacidad de estas propuestas. Esto tiene su explicación debido a los desastrosos resultados que produjeron la aplicación de sus políticas económicas. Un buen resumen de ellas es el peor indicador de la década: el aumento del nivel de pobreza en América Latina, que subió de 170 a 221 millones de personas pobres —67 mi­­llones de ellos, indigentes— entre los años de 1990 y 2000. Junto a eso, se hizo evidente una redistribución regresiva de la renta y una amplia desnacionalización de riquezas fundamentales de los países. Así, todo acabó en cuadros de desorden y crisis, como los que vivimos luego de los “errores de diciembre” y el “efecto tequila” de México en 1994, o la crisis brasileña de 1998, vinculada a los desórdenes de la recesión asiática. Con todo, el peor de los balances fue el de Argentina, donde la quiebra generalizada de las instalaciones productivas y una desocupación de más del 30% de la población activa, llevó a fenómenos como la bancarrota de las instituciones financieras, “el corralito” y la emisión de moneda y contratación de deuda pública por las autoridades provinciales. 

			El modelo neoliberal estuvo al borde de comprometer, en algunos casos, la existencia misma de los Estados en los que se implantó. A la luz de tales resultados, no fue extraño que, de acuerdo con nuestra tradición política pendular, los ciudadanos le fueran entregando el poder a los críticos de esta propuesta, exigiendo la corrección de los excesos producidos. Esto se co­­­menzó a esbozar en 1998 en Venezuela, con la elección de Hugo Chávez, pero se afianzó como tendencia con el triunfo de Lula y el pt en Brasil, en diciembre de 2002. A partir de ahí, la mayoría de los gobiernos de América Latina, especialmente de América del Sur, pasaron a manos de un variado arco de Partidos y movimientos so­­ciales de centro-izquierda e izquierda. Hacia 2008, con excepción de Colombia, los otros nueve países sudamericanos tenían go­­biernos que se definían como de izquierda o “progresistas”, que permitieron reforzar la integración y cooperación nacional a través de la creación de UNASUR y dieron forma a un nuevo triángulo en la inserción internacional en que, con una geometría variable, se ubicaban los países latinoamericanos frente a Estados Unidos, pero ahora también ante China, que se fue convirtiendo en el primer socio comercial de esa subregión. 

			Por su parte, en Centro América y el Caribe, también se registraron hechos en similar dirección: con el triunfo del FMLN en El Salvador, el breve gobierno del Presidente Manuel Zela­ya en Honduras y el del Presidente Martín Torrijos en Panamá. En el Caribe, además del afianzamiento de Cuba, se implantó el régimen más moderno del Presidente Leonel Fernández en República Dominicana, que estableció amplios acuerdos con los países de América Central.

			Esta nueva correlación de fuerzas políticas se benefició por un sustancial giro en la economía mundial. El ascenso de China como una superpotencia y, en paralelo, el aumento de la capacidad productiva de la India, generaron un notable cambio en el mercado mundial de los commodities e incrementaron sustancialmente el precio de materias primas y recursos naturales que ex­­­portan los países de América Latina. Esto dio lugar a lo que ya se denomina la “década dorada” de la región que, por primera vez en cincuenta años, el aumento de nuestro pib fue de más del doble que el promedio de las economías desarrolladas del G7. En un auge inusual de los países del sur, acentuado por la Gran Re­­ce­­sión que estalló en Estados Unidos en sep­­tiembre de 2008, 79 na­­­ciones en desarrollo también crecieron el doble que las siete economías más desarrolladas, lo que representó un cambio en la correlación de fuerzas mundiales. El ejemplo más significativo, la economía china tuvo en la primera década del siglo XXI un crecimiento promedio de 10.2%, mientras que la estadounidense lo hacía solo al 2%. 

			Y, por si fuera poco, los ahora llamados “países emergentes” acabaron dotándose de un poder de asociación que dio lugar al BRICS, en 2009, en la Conferencia de Ekaterimburgo, Rusia, lo que produjo un desasosiego intelectual entre los académicos estadounidenses y puso nuevamente al centro del debate el tema de una rápida declinación de Estados Unidos y de su poderío internacional. 

			Pero, las tendencias de este segundo decenio tampoco resultaron estables. La Gran Recesión, iniciada con la quiebra del banco Lehman Brothers en Nueva York, desplomó el prestigio de la Administración de G. W. Bush y pronto se extendió, incontenible, a los principales países de la Unión Europea, com­­plementando la anticipada contracción económica de Japón. América Latina al principio absorbió bien el impacto de este proceso, pero a partir de 2011 se fue produciendo una desaceleración económica bastante marcada, que ha hecho del tercer decenio del siglo XXI uno de contratiempos y dificultades gene­­ralizadas que, sin embargo, se diferencia de los anteriores en que ahora no hay ninguna orientación ideológica predominante, ni un curso predecible a los problemas que encaramos. Más bien, los rasgos contradictorios de las décadas previas han reabierto un camino de desafíos y riesgos inciertos en la mayoría de nuestras naciones.

			Se podría decir que América Latina vive, a partir del actual contexto económico y de la aparición simultánea de factores de preocupante debilitamiento político, en un cuadro de incer­­ti­dumbre con respecto a la orientación y desenlace de esta tercera década de la Posguerra Fría. Esto hace más indispensable que nunca una reflexión amplia y creativa de cara a la complicada situación a la que nos enfrentamos.

			El primer mérito del libro que edita Darío Salinas es lo opor­­tuno. Junto a ello, cabe destacar la amplitud y certeza de su enfoque. Los años de crecimiento y la mayor autonomía de la década anterior tuvieron varios efectos, entre otros, el hacer universal la formulación de nuestras políticas exteriores y poner a América Latina —como lo ha probado la creciente acti­­vidad de CELAC — en contacto con casi todos los otros bloques de países emergentes: como África, el Medio Oriente y el Asia del Sur. Nuestro destino no es ahora el de una región aislada, sino el de una que se organiza y trata de actuar en un mundo de grandes regiones llamadas a remodelar un sistema internacional que se quedó sin marco institucional y sin gobernanza global desde 1991, tras el fin de la Guerra Fría. 

			Por eso, uno de los mayores aportes de este libro está en su agenda, que busca examinar el detalle de estas nuevas relaciones en los casos de Rusia, China e Irán. También intenta ver los efectos del nuevo contexto en el comercio y la política eco­­nómica internacional, junto a las nuevas oportunidades para la integración económica latinoamericana. Todo ello con el propósito de insertarnos de manera más eficaz en la economía mundial que tanto ha cambiado últimamente, pero que ofrece más espacio a las economías regionales fuertes —como puede llegar a ser una América Latina con más unidad y coope­­ración regional— que a los esfuerzos de países que solo apuestan por decisiones individuales correctas.

			De aquí en adelante no nos va a servir la idea de integración como sueño utópico global, pero vamos a necesitar —si queremos seguir progresando— un diseño de avance para América Latina que nos permita tener voz y un proyecto definido y claro en la reorganización del Sistema Internacional, que continúa pendiente desde el final de la Guerra Fría.

			

		

	
		
			Estudio introductorio

			Darío Salinas Figueredo

			Los trabajos que integran esta obra proceden de esfuerzos diversos desde ámbitos académicos distintos, nacionales e internacionales, que convergen en la preocupación por entender el carácter de los procesos políticos actuales de América Latina y el Caribe, sus principales tendencias regionales a la luz de la dinámica hemisférica que le circunda, así como las nuevas manifestaciones que surgen de la relación con la política estadounidense en un contexto de crisis global. Los autores son investigadores que desde sus miradas específicas tienen un acervo reconocido de aportaciones sobre los temas que abordan. Una red de redes académicas, con preocupaciones afines, sirve de referencia para apuntalar la articulación de este proyecto. Un eslabón de esta red es el Seminario Permanente sobre “Gobernabilidad y Procesos Políticos en América Latina”. Este Seminario conforma parte de la línea de investigación que, bajo el mismo nombre, se instrumenta en la Universidad Iberoamericana y desde hace más de una década viene desarrollando sus trabajos de discusión, refle­xión, análisis y difusión del conocimiento con el concurso de investiga­dores de la Universidad Nacional Autónoma de Méxi­co, la Uni­­ver­sidad Autónoma Metropolitana, la Universidad de Guadalajara, la Universidad Autónoma de la Ciudad de México, la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, entre otros centros e instituciones de educación superior, así como de otras instituciones latinoamericanas, entre ellas, La Universidad de Costa Rica, la Universidad de La Habana y la Uni­­versidad Nacional de Ro­­sario. Los autores, procedentes de estas instituciones, son parte fundamental de este esfuerzo colectivo. Su participación en los seminarios o actividades de intercambio académico produjeron los insumos iniciales que más tarde se convirtieron en los capítulos de este libro. 

			El espacio temporal que enmarca el trabajo de discusión producido en esta obra corresponde a los primeros tres lustros del siglo XXI. Este señalamiento es apenas una referencia indicativa que va más allá de reconocer un calendario. Lo que importa es el tiempo histórico dentro del cual la emergencia de determinados fenómenos, profundos y gravitantes, sirvieron de impulso para poner en relación el ejercicio siempre com­­plejo de generar aportes al conocimiento y el abordar importan­­tes procesos de cambio abiertos a mejores explicaciones. La jerarquización de los ejes que hilvanan la estructura de esta obra busca responder al parámetro histórico y político justo de este período. Los cambios en curso se refieren a un contexto de crisis global del capitalismo, a señales cada vez más insistentes de que la hegemonía estadounidense ya no es la misma, desde el punto de vista de sus impactos y resultados, así como de la centralidad que va adquiriendo la región latinoamericana y el Caribe a partir de sus transformaciones políticas y gubernamen­tales, colocando nuevos desafíos, propuestas e interrogantes en la dinámica agenda hemisférica. 

			Desde luego, no podría omitirse la trayectoria altamente negativa que necesitamos seguir discutiendo, y sintetizada en la extensa experiencia neoliberal en la región. Esta forma de valoración está asociada a un proceso argumental. Nos referimos a que su instalación, como modelo del capitalismo de este tiempo, ha impuesto una portentosa remodelación de la sociedad, que al demostar derechos sociales adquiridos, trans­­­formando de manera regresiva el papel del Estado, ha convertido al mercado y a la mercantilización en piezas nodales de su estrategia, como soportes de un desarrollo insostenible ni siquiera en sus niveles más básicos de crecimiento económico. La imposición de la cultura de la “libre competencia” y la desregulación han provocado grandes destrucciones en el tejido social y regional, debilitando, a niveles nunca antes vistos, las condiciones de integración e inserción regional. 

			Pero así como la región fue el laboratorio preferencial para desarrollar este experimento, en la actualidad los procesos en curso están impulsados desde un cuestionamiento más profundo sobre las concepciones y políticas de este modelo. Aque­­llas invocaciones asociadas al Consenso de Washington, y que fueron enarboladas por medio de sendas plataformas gubernamentales triunfalistas, en las actuales circunstancias ya no aparecen con la viabilidad de entonces. So reserva de las particularidades, y hasta de las singularidades, la región latinoamericana y el Caribe, en su conjunto, puede razonablemente admitir la conformación de un escenario que se carcateriza por el desarrollo de nuevas tendencias políticas. Tanto que en el horizonte de la discusión aparecen perfilados proyectos diferentes, algunos incluso abiertamente anti-neoliberales e impug­­nadores de su sistema de dominación, todo lo cual, y más allá de su facticidad, anticipa la necesidad de otro modelo de sociedad y, por supuesto, nuevas perspectivas de desarrollo e integración. 

			Frente a la tendencia que ha venido rediseñando el mapa político regional, desde los primeros años del presente milenio, constatamos el desarrollo simultáneo de un proceso adverso a los gobiernos progresistas. Sobre todo, y con mayor agudeza, cuando las transformaciones articulan políticas de afectación estatal, es decir, de los resortes del poder, como en Venezuela, Bolivia y Ecuador; aunque no únicamente en estos países porque también en registros distintos e impulsados por similares intenciones de “restauración conservadora” se pueden advertir en Brasil y Argen­­tina. El alcance de sus expresiones va más allá de la desestabilización de los gobiernos antineoliberales o simplemente distintos a los propósitos o designios hegemónicos de dominación. El golpismo no está descartado en esta fase. Entonces, al hablar de reor­­denamiento en la correlación estratégica y desde el pensamiento crítico, el análisis demanda considerar que se perfila un escenario dinámico de mayores confrontaciones y profundización de lucha política en todos los terrenos. La perspectiva de esta confrontación también asume ingredientes renovados, toda vez que combina y articula el desarrollo de una guerra no declarada compuesta de múltiples frentes que incluye el despliegue ofensivo en di­­versos registros: mediáticos, diplomáticos, electorales, acciones encubiertas, entre otros recursos. 

			La “restauración conservadora” dispone de capacidad para desplegar su ofensiva hacia la sociedad civil, incubar fuerzas políticas de referencia acorde con sus propósitos, activar una opinión pública favorable capitalizando las debilidades del progresismo, tocar incluso las puertas de las instituciones castrenses, impulsar propuestas de recambio político en nombre de una “oposición democrática”, etcétera. Lo anterior puede significar en los hechos que todas las formas de lucha son concebidas como válidas si se trata de retrotraer el mapa político que se ha configurado en la región. Sus avances no son ajenos a las decisiones de la política estadounidense. 

			Llegado a este punto es preciso reconocer que, si bien la más importante potencia del capitalismo se enfrenta a una disminución relativa de su capacidad de dominación sobre el sistema internacional, así como en su gravitación económica global, hace falta profundizar en la pregunta sobre cuáles pueden ser sus implicaciones para la región. Todo intento por avanzar hacia un mejor análisis de este proceso implicará preguntarse, de nueva cuenta, cómo se trasladan sus propósitos globales hacia América Latina y el Caribe. Este conocimiento es fundamental. Ante un debilitamiento relativo del liderazgo estadounidense en el escenario global y las fisuras advertibles en su tradicional capacidad hegemónica, no resulta descabellado suponer que propenderá, por medio de sus políticas con­­cretas, a recuperar los espacios perdidos y a reposicionarse con el objetivo de garantizar la viabilidad de sus objetivos estra­­tégicos. Bajo este planteamiento adquiere renovada importancia su gran frontera sur. 

			El predominio que la política estadounidense tenía en la región latinoamericana, hoy, no es el mismo, si consideramos la existencia de importantes contrapesos o contra-tendencias que se han configurado. Aquella relación de “normalidad” fun­­dada en la subordinación se encuentra trastocada. Un indicador de este cambio en la naturaleza de la relación es el desarrollo de un conjunto de organismos de concertación polí­­tica que, movilizando esquemas multilaterales, han venido impulsando propuestas y acuerdos de integración. La extensión de estos nuevos procesos, que sugieren la existencia de una nueva política desde la región, llega incluso hasta el establecimiento de políticas de cooperación con las llamadas “economías emergentes”, sin que para ello medie la anuencia estadounidense. 

			Sin embargo, sería un error gravísimo suponer que las se­­ñales que suguieren un declive estadounidense no puedan ser remontadas. Visto de manera integral, es un país que sigue disponiendo de importantes activos, recursos e infraestructuras muy avanzadas, así como bases científico-tecnológicas que lo colocan por encima de cualquiera de sus competidores en las áreas predominantes de desarrollo. Esta trama acumulada de recursos está detrás del pensamiento político profundo de su clase dominante, que al proyectar su visión hegemónica no admite la posibilidad de que se desarrollen proyectos fuera de su control. Garantizar y expandir sus áreas de influencia le resulta vital. Más todavía si se considera el contexto de crisis que afecta profun­damente al sistema capitalista y continúa su curso. Desde esta perspectiva, conviene saber leer incluso los positivos giros de la polí­­tica estadounidense hacia Cuba, que requieren de una re­­­flexión que reconozca esta preocupación. Ninguno de los documentos, oficialmente disponibles, referentes a sus concepciones geopolíticas y de seguridad nacional, formula planteamientos estratégicamente diferentes. En la dinámica de ese marco, la disputa por la dirección de los pro­­cesos políticos, endógenos y regionales, se encuentra abierta en América Latina y el Caribe. Conviene hacer hipótesis en esta perspectiva para la reflexión de que ninguno de los avances logrados en América Latina, en el campo de la autodeterminación política, debieran considerarse irreversibles. 

			Entre el otrora orden bipolar, la formidable reconstitución del capitalismo tras la caída del bloque socialista, el fortalecimiento de la creencia estadounidense alrededor de la concepción unipolar y el reordenamiento de fuerzas que se perfilan hacia un orden multipolar o policéntrico, se erige actualmente un dinámico escenario global, yuxtapuesto de innumerables fenómenos antiguos y nuevos, coyunturas diversas, mutaciones y contextos. En la densidad de ese contradictorio espacio se mueven las transformaciones actuales, cuya trayectoria nos inducen a observar con cautela analítica el reordenamiento de las relaciones de fuerza en el orden internacional. La hegemonía que Estados Unidos ejercía sobre el sistema se ha modificado, en parte por el progresivo debilitamiento de su propia economía, pero también, y principalmente, por el fenómeno de las “potencias emergentes” o factores de contrapeso, que en diversos registros, incluyendo el comercial y la posesión de recursos estratégicos, están gravitando en el reordenamiento del tablero internacional. En la medida en que estas formulaciones sean plausibles para detectar procesos, parece que va quedando relativamente claro la sugerencia de que el nuevo orden emergente no descansará de modo exclusivo en los soportes del unipolarismo bajo el liderazgo estadounidense. El conocimiento de estas tendencias, y sus contratendencias, puede ser crucial para el presente y el futuro político de los procesos latinoamericanos.

			En fin, y para no alargar en demasía este estudio introductorio, parece indispensable remarcar que los tres campos proble­­­má­ticos que diseñan la estructura del libro se refieren a tendencias advertibles en diversos registros. Posiblemente ninguna sociedad latinoamericana pudiera reconocerse con toda exactitud dentro de las tendencias caracterizadas, pero ninguna podría con­­­siderarse ajena a ellas. Si el abordaje de los tres campos problemáticos, presentados en tres partes sucesivas, logran establecer una sintonía con las preguntas que surgen de este tiempo político, el libro podría considerarse en el itinerario de sus objetivos. 

			-I-

			Los capítulos de la primera parte se preocupan por estudiar la dinámica regional, los elementos geopolíticos del nuevo escenario post-guerra fría y las reformulaciones de las políticas estadounidenses. Darío Salinas desarrolla una línea reflexiva según la cual se plantea que, al estudiar los procesos políticos de la región, a partir de la crisis del neoliberalismo y las propuestas de cambio, sociales y/o gubernamentales emergentes, se hace necesario identificar los ingredientes del entramado de las relaciones hemisféricas, entre cuyas expresiones aparece con notable centralidad la problemática de la hegemonía estadounidense en el sistema global. Al abordar las llamadas “piezas de la hegemonía” y las reformulaciones del concepto de seguridad, muestra sus implicaciones en la política regional. En una línea desprendida de este planteamiento se afirma que la nueva política hacia Cuba no es independiente de su estrategia hemisférica. Concluye que, aunque en la región lati­­noamericana y caribeña no se defina el liderazgo global estado­unidense, el fortalecimiento de su hegemonía pasa por recuperar todos los espacios de influencia en las decisiones de la política latinoamericana. 

			En la trayectoria de la problemática que concierne a la hege­­monía, el capítulo de María José Rodríguez estudia la cons­­truc­ción del miedo como instrumento de la política dominante. A diferencia del pasado, en la actualidad y por primera vez en Amé­­rica Latina, dice la autora de este capítulo, asistimos a la “inter­­nacionalización del uso del miedo y de la impunidad como mecanismo de control social”. Su estudio implica, tal como puede observarse en Colombia, México y otras experiencias de la región, presuponer la reconstrucción de un continuum histórico que forma parte del ciclo conservador y que se extiende hasta nuestros días bajo gobiernos democráticos-electorales. Entre sus conclusiones destaca que una mejor comprensión del fenómeno pasa por revisar “los lineamientos y concepciones de seguridad de Estados Unidos hacia América Latina y su carácter contrainsurgente…”.

			Desde una perspectiva de “ecología política”, que concierne al estudio de las relaciones socioeconómicas y de poder, el texto de Gian Carlo Delgado analiza la “geopolítica de los recursos naturales”. Bajo la premisa de que las reservas estratégicas de América Latina están en disputa, aunque no solamente su estudio aborda el desarrollo de la “ingeniería de conflictos”, que se refiere a la movilización de diversos instrumentos, legales e ilegales, que terminan por configurar un escenario de “conflicto interno”, que a la postre justifique la instalación de la fuerza “legítima” con el propósito de ejercer el control sobre determinado territorio. Entre sus conclusiones enfatiza que la “ingeniería de conflictos” se construye como “procedimiento de seguritización de los recursos”, toda vez que su control tiene proyecciones regionales e internacionales. En su reflexión final, plantea la problemá­tica de la “seguridad ecológica”, y en la perspectiva de alternativas sugiere la impor­­tancia del “buen vivir” como referente que contribuye a pensar en la recuperación histórica de la experiencia la­­tinoamericana.

			Héctor Vega, en el apartado sobre “El plan Colombia y la dinámica hemisférica”, estudia esta experiencia desde el pun­­to de vista de los criterios y objetivos estratégicos que aparecen en la agenda de cooperación. Aunque su justificación oficial está relacionada con la lucha antidroga, el trabajo se empeña por recuperar su formulación inicial, escasamente reconocida, cuando en 1998 fue presentada por las Fuerzas Armadas Re­­­volucionarias de Colombia, FARC, en las negociaciones de paz iniciadas en aquella coyuntura. Entre sus diversos elementos empíricos, este estudio muestra cómo, no obstante los recursos movilizados para cumplir con sus objetivos formalmente de­­­clarados y la intervención militar requerida para su puesta en marcha, cerca del 80% de la co­­caína consumida en Esta­­dos Unidos proviene de Colombia. Al estudiar los distintos planes de cooperación, el autor aborda las implicaciones de la guerra, su financiamiento y el complejo vínculo entre narcotrá­fico y la política de seguridad hemisférica. Aborda su análisis con una valoración crítica de las negociaciones entre el Estado colombiano y las FARC en territorio cubano. Aun­­que re­­ser­vado en sus conclusiones, para el autor es significativo el uso de los recursos políticos y diplomáticos para dialogar sobre las causas del conflicto armado más antiguo de América Latina.

			Cierra esta unidad el capítulo de Luis Suárez. Desde un enfoque que denomina “futurológico” o de “prospectiva crítica”, cons­­truye algunos escenarios para la región, tomando distancia de las tentaciones deterministas o voluntaristas. Al hacerlo, estudia con acuciosidad empírica la política diseñada durante la primera y segunda presidencia de Barack Obama. Su trabajo puede verse como una verdadera arqueología de los principales hechos y co­­yunturas de este período en la relación entre Estados Unidos y América Latina y el Caribe. De los puntos que adquiere especial importancia, en el análisis de la política estadounidense, es el sis­­tema interamericano y la defensa actualizada de sus instituciones frente a sus intereses hemisféricos. Escéptico, frente al discurso oficial estadounidense, entre sus conclusiones destaca un sugerente ejercicio de reconceptualización del llamado “gobierno permanente”. Categoría desde la cual se estudian los elementos re­­­gulares en la articulación del poder estatal estadounidense, más allá de las variaciones en el ejercicio de la política gubernamental. 

			Desde allí extrae la idea de que los objetivos de la política norteamericana, a reserva de conocer sus variantes tácticas, en­­­cuentran su impulso en el imperativo de obstruir y destruir los actuales proyectos de gobiernos reformadores o revolucionarios de América Latina y el Caribe. Aunque se registren variaciones de métodos políticos, sus objetivos dirigidos a definir la política de otros países son permanentes. Aun cuando el trabajo del profesor Suárez fue escrito antes de los acontecimientos que se suceden al inicio del dialogo para impulsar las relaciones diplomá­ticas entre Cuba y Estados Unidos, su perspectiva de análisis abona elementos de referencias importantes para estudiar la complejidad de este proceso bilateral y sus implicancias regionales. 

			-II-

			La segunda parte del libro fija su preocupación en el análisis de aquellas relaciones que, desde cierta perspectiva restringida, quedaron englobadas en la literatura bajo la denominación de “actores extra-regionales”. El motivo que inicialmente impulsó a la conformación temática de esta parte dentro de la obra, tiene que ver con la importancia de analizar estas experiencias, en alguna, sus expresiones concretas, y arribar hasta donde sea posible a las conclusiones que ayuden a entender su significado y sus perspec­tivas. Para ello se tuvo en cuenta que la presión histórica siempre estuvo encaminada a dinamizar un tipo de vínculo que ha tendido a circunscribirse a las asimé­tricas relaciones dentro de las coordenadas norte-sur bajo la hegemonía estadounidense. La sospecha movilizada se encaminaba alrededor de la idea de que los alineamientos de la región con Estados Unidos se habían modificado. Las nuevas relaciones con Irán, por ejemplo, se produjeron en momentos en que la República Islámica estaba asociada ideológicamente al “terrorismo” y a la llamada “amenaza nuclear”, al tiempo que Estados Unidos hacia desplazar, junto con sus aliados, todo el peso del hostigamiento posible a su economía y a su política. Bajo esta preocupación incluimos el análisis de las experiencias estudiadas en este apartado. 

			En el apartado dedicado a “Rusia y América Latina en la geopolítica global”, Ana Teresa Gutiérrez del Cid, retomando una línea de su producción sobre el tema, aborda los problemas y posibilidades que se advierten en los acuerdos y convenios de cooperación que involucra a varios gobiernos de la región. Con énfasis en la experiencia inicial de relación que se vincula con los tiempos políticos de Lula y Chávez, aunque no se limita a sus respectivos países, el estudio analiza las proyecciones de la política rusa en la región junto con las señales de debilitamiento hegemónico de Washington. Entre sus conclusiones principales, el trabajo muestra de qué manera la multilateralidad ejercida por los gobiernos latinoamericanos ha abierto espacios de cooperación, de intercambio comercial, incluso bajo esquemas de libre comercio, y de convenios en el terreno militar, sin exponer los elementos comprometidos en su capacidad de autodeterminación. Todo este proceso se desarrolla junto con modificaciones en el tradicional liderazgo ejercido por la política comercial y de seguridad estadounidenses sobre la región. 

			José Luis León Manríquez y Eduardo Tzili, en su aportación “Las relaciones China-América Latina y su importancia en la dinámica hemisférica”, analizan la perspectiva económica, política y los acuerdos multilaterales de acercamientos del país asiático con la región. Para los autores, las relaciones económicas no son simétricas pues no afectan de la misma forma a los países latinoamericanos, sentando diferentes esquemas comerciales e industriales con actores de la región. Respecto al tema político, se enfatiza que detrás de estos acercamientos se encuentra de fondo nuevamente el tema económico, destacando el posible debilitamiento de la agenda estadounidense en la región al establecer relaciones que modifican las “preferencias de los gobiernos latinoamericanos”. Entre sus conclusiones se destaca que en las relaciones de China con América Latina y el Caribe se recono­­ce la enorme vinculación que man­­tiene esta región con los Estados Unidos. Sin embargo, “esto no significa que no existan cambios notables”. Más allá de la relación comercial con 21 países latinoamericanos, para los autores adquiere importancia política las relaciones multilaterales, tal como ocurre en los vínculos entre Chi­­na con el MERCOSUR y la CELAC, aunque como proceso todavía puedan resultar muy incipientes. 

			El texto de Jaime Preciado y Aarón Villaruel, “México y Centroamérica en las relaciones interamericanas: resistencias y visibilidad social”, analiza geopolíticamente las relaciones en esta parte de la región a partir del escenario de coyuntura post 11 de septiembre, donde resalta el tema de la seguridad, el narcotráfico y la migración como pilares de las relaciones interamericanas. Estos temas no se desligan del proceso de militarización de la franja regional. La zona de México, Cen­­troamérica y el Caribe, por la cercanía geográfica, resulta como área prioritaria, así como las relaciones con países afines a la hegemonía estadounidense en el sur del continente. Entre los puntos destacados del análisis se reconoce que, si bien para la agenda política de Estados Unidos latinoamérica no es un tema preferente, sí resulta “fundamental para sus intereses”, pues constituye “una importante fuente energética y de recursos naturales”. Una de las conclusiones a las que llegan los autores, analizando diferentes planes y proyectos que han tenido lugar en la zona mesoamericana, es que ésta juega un papel de “co­­rredor de seguridad”, pero que, debido a la emergencia de una sociedad civil en movimiento, comienzan a surgir propuestas que complejizan las relaciones políticas con Estados Unidos. 

			-III-

			La tercera parte se preocupa del tema sobre la integración, el desarrollo y la inserción internacional de las economías latinoamericanas. La perspectiva general se propone explorar las condiciones de la crisis, las posibilidades de otros enfoques y otras políticas sin desconocer la problemática estructural de re-primarización que afecta a las economías de la región en un contexto recesivo y de tendencia a la baja en los precios de los commodities. En el diagnóstico regional pesa el saldo del neoliberalismo, cuyas políticas han hecho que la mayoría de las economías sean hoy más dependientes de las exportaciones. Esto está obligando a repensar la matriz productiva en los países en que se desarrollan proyectos de construcción con propósitos alternativos como en Venezuela, Bolivia y Ecuador. Frente a lo que se ha dado en llamar la propuesta de “integración profunda”, se discute el significado de la relación de Estados Unidos con los integrantes de la estrategia de la “Alianza del Pacífico”. Cierra este apartado el análisis de la cooperación Sur-Sur como perspectiva contra-hegemónica en el campo de la relación política y comercial para el desarrollo. 

			El capítulo de Alicia Puyana aborda, desde una perspectiva de la política económica, el tema de la integración regional como plataforma para el desarrollo. Haciendo un recorrido histórico de la región a partir de los acuerdos de integración, el trabajo ofrece una caracterización de las experiencias y sus resultados. Debido a los problemas estructurales no resueltos por las economías nacionales, la “tendencia es a abandonar la creación de mercados comunes o unidades económicas y preferir arreglos, estrictamente comerciales, situación que complejiza el desarrollo económico de los actores de la región”. En esa perspectiva afirma que tampoco ha servido mucho la incli­­nación a una mayor integración con la economía estadounidense. Entre sus conclusiones, además de mostrar que la experiencia de integración no ha sido motor para el desarrollo, por las características de las políticas no se han logrado crear mecanismos que protejan a la región de “los choques externos”, lo cual, ha ocasionado que se busquen acuerdos bilaterales “debilitando la posibilidad de integrarse”. 

			El trabajo de Mariana Aparicio estudia La Alianza del Pacífico. Al hacerlo, recupera lo que dicho proyecto representa para el interés de la política norteamericana, a la luz de los víncu­los políticos y económicos afines con los países miembros, todos comprometidos con el libre comercio y el incremento de su relación con la región Asia-Pacífico. La Alianza, desde la perspectiva estadounidense, puede jugar un punto de conexión entre los diferentes acuerdos de libre comercio vigentes en América Latina. Si la expectativa del gobierno norteamericano es que sus socios comerciales tengan posiciones cercanas a su política exterior en el ámbito internacional, es posible que no se cumplan en todos los casos. Se puede observar que los países socios de la Alianza del Pacífico presentan diferencias de afinidad de acuerdo al grado de dependencia del mercado estadounidense y de sus intereses nacionales. El mecanismo principal reside en que la afinidad se convierte en selectiva cuando las economías tienen asegurado el acceso al mercado de Estados Unidos mediante un acuerdo de libre comercio. En la medida en que lo logran, velarán primeramente por sus intereses y sopesarán los costos y beneficios de tener una posición en contra o diferente de la política estadounidense.

			Ampliando el tratamiento de esta tercera parte del libro, el apartado de Ninfa Fuentes estudia la región desde el punto de vista de la “integración comercial profunda”. Un concepto que encierra complejidades teóricas de cuya perspectiva se derivan posibles dimensiones que pueden caracterizar las relaciones comerciales en la región. El ejercicio de realizar un meticuloso seguimiento de los acuerdos firmados por los países de la región, entre 1982 y 2010, le permite al trabajo proponer una clasificación a partir del concepto que moviliza para el análisis. Muestra entre sus conclusiones que la experiencia que arroja estos procesos comerciales quedan por debajo de las expectativas generadas en el campo problemático del desarrollo.

			El artículo de Gladys Lechini “Cooperación Sur-Sur desde una perspectiva latinoamericana: problemas, perspectivas e impactos”, estudia el tema de las relaciones políticas y económicas desde un escenario de crisis global. Aporta referentes para valorar la importancia multifacética del concepto Sur-Sur y sus alcances políticos en el campo de la cooperación. Se reconoce la importancia que tiene para los países del Sur los procesos de cooperación entre ellos, pues genera nuevos apoyos entre países con escenarios afines. La autora hace un recorrido histórico de estas cooperaciones entre países de América Latina, Asia y África, donde las iniciativas y coincidencias desde las economías periféricas se han generado acuerdos para “reforzar las relaciones bilaterales”, así como “formar coaliciones en los foros multilaterales” con el fin de posicionar sus intereses y tener mayor capacidad de maniobra en la agenda internacional. Sin embargo, las cooperaciones Sur-Sur presentan dificultades y problemas debido a limitantes de carácter estructural entre los actores involucrados. El capítulo propone una conclusión importante, re­­conociendo que, aun con las debilidades que pueden presentar estas relaciones, en el escenario actual se está promoviendo un tipo de vinculación diferente que permite pensar en nuevas formas de inserción internacional. 

			Esta reflexión introductoria sería incompleta sin la referencia al aportador trabajo que a manera de prólogo hace Luis Maira. Toda su experiencia analítica volcada en la jerarquización de algu­­nos tópicos fundamentales que preocupan a la obra. También es necesario mencionar la contribución de colegas que han participado tanto en los seminarios que dieron origen a muchos de los trabajo aquí reunidos como en la revisión de los manuscritos. Entre ellos, no podría dejar de mencionar a Mariana Aparicio, Adán García y Ana Paula Ruiz. No pocas sugerencias fueron retomadas de reuniones de trabajo compartidas con John Saxe-Fernández, Marco Antonio Gandásegui, Jaime Zuluaga, Dídimo Castillo, Carlos Eduardo Martins, Theotonio dos Santos y Silvina Romano en actividades del Consejo Latinoamericano de Cien­­cias Sociales y la Asociación Latinoamericana de Sociología. La revisión más acuciosa de este libro, en la relación y organización de aspectos centrales comprometidos en su contenido, contó con la valiosa participación académica de Sergio Tapia. 
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			América Latina y Estados Unidos: hegemonía y contra-hegemonía en las tendencias políticas hemisféricas

			Darío Salinas Figueredo

		

		
			Introducción

			El contenido de este estudio se organiza a partir de un eje de preocupación que tiene que ver centralmente con los procesos de cambio político en la región y el sentido de las dinámicas internas y externas que acarrea un modelo de “sociedad de mercado” bajo señales de crisis. Más que un desarrollo exhaustivo de los referentes específicos, se busca una presentación general, sugiriendo algunos principios analíticos que pueden ser relevantes para la discusión del escenario hemisférico e interamericano, a la luz de sus problemas, tensiones y perspectivas. Observando algunas manifestaciones de tendencias que se desarrollan en la historia política reciente, emergen interrogantes importantes que buscan interpretar el carácter de las transformaciones en curso en América Latina y el Caribe, cuyo alcance parece cuestionar, no siempre con suficiente organicidad, el sistema de dominación en sus fundamentos internos y externos. Es exactamente aquí donde se sitúa el locus analítico desde el cual se plantea la problemática de la hegemonía, sus variantes y contrapesos. 

			Al colocarnos en la perspectiva de la historia actual, y también en la de la “larga duración”, la política en la región puede ser leída como un proceso más amplio de lucha por la igualdad y la autodeterminación. Referentes constitutivos de importancia actual cuyas raíces se entroncan con la conquista, la dominación y la lucha por la independencia. Acorde con esta perspectiva general, el puente entre la dinámica nacional y lo regional se ratifica con notable regularidad. El grado de consis­tencia de las decisiones que atañen a la política en cada uno de nuestros países tiene su correlato con lo que acontece en lo re­­gional y lo hemisférico. Lo que tiene de plausible este punto de vista es el proceso político latino­ame­ricano que encierra, a su turno, una dimensión problemática de alcances geopolíticos. 

			La perspectiva adoptada tiene en mente la idea de que los cambios más significativos de este tiempo están vinculados con el cuestionamiento del neoliberalismo, cuyos resultados políticos diversos contienen una proyección alternativa que, como procesos, vienen reconfigurando la geografía política de la región. De aquí se deriva una línea reflexiva que trata de volver a observar cómo los actuales procesos políticos no pueden entenderse sin los ingredientes vinculados al entramado de las relaciones hemis­­féricas, entre cuyas expresiones aparece comprometida de manera central la problemática que hace a la hegemonía norteame­ri­cana en el sistema global.

			Perspectiva unipolar y hegemonía

			El ciclo histórico que se inició después de la Segunda Guerra Mundial ha concluido con el desmoronamiento del orden bi­­polar. Si nos volviéramos a colocar por un momento en el escenario que inmediatamente sucede al término de la confrontación entre el socialismo y el capitalismo, en aquel denso contexto de la última década del siglo pasado, la idea que pa­­re­­ció más razonable apuntaba —en teoría, al menos— a revalorar positivamente las condiciones requeridas para fortalecer la capacidad de decisión de América Latina. Aquella expectativa tuvo su asidero en que los conflictos sociales y las legítimas demandas de autodeterminación ya no aparecerían agudamente acotadas por el esquema de la confrontación bipolar. No se puede echar al olvido el peso ideológico de aquella confrontación, toda vez que ha sido una recurrente “razón” esgrimida por la política del Norte, en los hechos durante casi medio siglo, para “justificar” diferentes modalidades de presión, injerencia o intervención en los asuntos internos de los países de América Latina y el Caribe.

			Sin embargo, en la medida en que la relación de confrontación Norte-Sur continuó, proliferando conflictos en diversas zonas del mundo en donde los intereses de la política estadounidense sigue constituyendo un factor de importancia de­­­ci­­siva, correlativamente se ha venido produciendo un complejo realineamiento en el campo del poder mundial, en cuyo rasgo el uso de la fuerza o la amenaza de usarla, la falta de concertación en la política predominante y la fragilidad del sistema internacional, vienen definiendo las principales características del inestable escenario global.

			Aquellas políticas que fueron dirigidas a equilibrar las fuerzas de disuasión o contención son asumidas, en el contexto de post-Guerra Fría, como prohibiciones para la actual conducta exterior y de seguridad estadounidenses. Algunas expresiones de la misma dibujan con nitidez la índole de ese reposicionamiento. En efecto, en el escenario internacional ha prevalecido, por ejemplo, una negativa recurrente en la política estadounidense de hacer sentir su peso sobre Israel en el conflicto con los palestinos. Su obstinada oposición al “Protocolo de Kioto” para ratificar consecuentemente acuerdos ambientales sobre calentamiento cada vez más global, es otro indicador. El anuncio de terminar unilateralmente con el tratado de misiles antibalísticos. El haberse sustraído de los esfuerzos encaminados a controlar las armas biológicas y a limitar la proliferación nuclear. En la dirección de tales expresiones de conducta puede inscribirse también su negativa a ratificar el Estatuto de Roma para la creación de la Corte Penal Interna­­cional, CPI, destinado a enjuiciar crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra y genocidio,1 considerados como graves violaciones al derecho internacional público, a los derechos humanos, y al derecho internacional humanitario. Este listado, meramente indicativo, de expresiones similares que se desatan desde un mismo núcleo conceptual puede extenderse a muchas otras esferas de relación en el orden internacional. 

			Acorde con la ideología del “pensamiento único” y la prospectiva del “fin de la historia”, en el horizonte de posibilidad se afirmaba la derrota del socialismo y el triunfo histórico del capitalismo. Lo que sobresalía de manera contundente sobre los escombros de aquel orden bipolar no era otra cosa que el proyecto hegemónico compactando los intereses del capitalismo bajo el liderazgo norteamericano y la supremacía militar que le hacía de soporte. Desde la teoría del poder esto remite a la clásica representación de los elementos que articulan la posibilidad del consenso con los recursos del “poder duro” que ejercen la coerción y la violencia. La recuperación de este ángulo conceptual, que reconoce raíces gramscianas, ayuda a ordenar la comprensión de cómo se ejerce el poder global en la actual mundialización y sus dificultades. La dinámica de aquella portentosa transformación no ha hecho más que reforzar su proyecto hegemónico en favor de los intereses del sistema. Ese peso global es único, ya que intensificó su ca­­­pa­­cidad de influencia, cuyo alcance moldea la definición política de las instituciones financieras y comerciales más gravitantes. No es una simple casualidad que las principales instituciones internacionales como el Fondo Monetario Interna­cio­nal, el Banco Mundial, la Organización de Estados Americano, el Ban­­co Interamericano de Desarrollo y la propia Naciones Unidas, ratifiquen su domicilio en Estados Unidos. Allí se localizan el peso de la influencia predominante en sus decisiones y en el di­­­seño de los criterios de políticas internacionales. Aunque abunden señales que ponen entredicho el recurso de la persuasión, la credibilidad y la legitimidad de su accionar político, sobresale desde el sistema de dominación estadounidense, como algo indiscutible, su robusto poderío militar y el engrosamiento ascendente de sus alianzas o miembros subordinados al diseño de sus concepciones estratégicas. Un índice incuestionable de todo ello se advierte en la organización militar de la OTAN, que no ha dejado de fortalecerse en su composición y poderío bélico después de la dislocación del Pacto de Varsovia. 

			Con el beneficio del tiempo ya transcurrido, para los grandes intereses del sistema capitalista en la base de aquel diseño de po­­der, no era cosa de simplemente dar por cum­­plida la misión de la OTAN ante la desaparición de su contrincante. Su diagnóstico es­­­tra­­tégico se realizó desde esas posiciones de fuerza, por medio de las cuales se proyectaba su hegemonía para los propósitos de do­­­minio global. El crecimiento de cualquier fuerza intra o extra sistema, acarrea, ipso facto, el riesgo de convertirse en competidora y eventualmente enemiga de Estados Unidos. 

			Por lo tanto, aquel escenario para Estados Unidos era crucial e inherente a la naturaleza del capitalismo. Es el núcleo en que se sitúa la referencia que abona en favor de la conceptualización unipolar. Como construcción, ella alude a esa característica de estructuración del poder en el campo político-militar, que coincidió en sus inicios con el desplome del socialismo en Europa y la desintegración de la Unión So­­­viética, que se desencadena entre 1989 y 1991 y se reconceptualiza operacionalmente luego de los atentados del martes 11 de septiembre de 2001. Los actos terroristas perpetrados en aquella fecha acentuaron el sentido que venía asumiendo la política exterior y de seguridad estadounidense. 

			A diferencia del pasado, el resurgimiento de una percepción de amenaza global no irá acompañado de la construcción de una alianza ba­­­sada en el entendimiento, sino por asegurar la imposición polí­­tica de su liderazgo desde la perspectiva de poder. Se trataba en los hechos de exigencias perentorias para enfrentar, junto con la decisión estadounidense, al “nuevo enemigo”. 

			Supremacía militar y contexto de crisis

			La política fundada en la supremacía no estaba proyectada en el vacío. Tras “la caída del muro”, tempranamente quedó de­­mos­trada esa política en Panamá y en el Golfo Pérsico. Contra­­dicto­riamente a ese poderío, prácticamente sin contrapesos, su posición dominante en el terreno económico global no se ha venido fortaleciendo en la misma proporción. 

			El proceso de creación de un portentoso mercado capitalista, con centros co­­­merciales y financieros interconectados, ha tenido una gran incidencia en el proceso de reordenamiento del sistema a nivel global. Una tendencia importante de todo ello apunta al fortalecimiento de referentes económicos y comerciales que tiende hacia una estructura poli-céntrica o multipolar. 

			Cada segmento de esta globalización capitalista, en efecto, ha ido mostrando distinta consistencia y capacidad de influen­­cia en los diferentes ámbitos de las relaciones internacionales, comerciales y de seguridad. Sin embargo, la expansión de las transnacionales en sus interconexiones, fusiones y mecanismos de adquisición, el ocaso del proteccionismo y la liberación de las trabas para el movimiento de capital y de todas las mercancías rentables, fueron articulando mercados en complejos procesos de integración y competencia, impulsando interdependencias y eslabones productivos globales. 

			En el sistema financiero mundial se ha venido expresando un lado cada vez más vulnerable de este formidable proceso. Pro­­cesos económicos pautados por una rápida acumulación y recurrentes contracciones de crisis, cada vez más agudas como las actuales, que desde el 2008 remesen no solo al diseño financiero hegemónico sino a todo el sistema capitalista. La crisis desatada con el estallido de la burbuja especulativa hipotecaria y su rápida propagación, profundizando a su paso un conjunto de problemas como los energéticos, alimentarios y socio-am­­bien­­tales, puso en evidencia la fragilidad de las bases sobre las que se ha construido el orden económico internacional. Sus tendencias negativas han planteado agudas consecuencias para la población estadounidense así como en la mayoría de las economías del mundo. 

			Diversos estudios han coincidido que en el análisis de esta crisis tiene un peso decisivo la llamada “apertura de cuenta de capitales”, lo que ha significado todo un campo disponible y sin mayores restricciones para la expansión de los capitales especulativos. En la imposición de las condiciones que alimen­taron la crisis y su impacto negativo, destaca la responsabilidad de los organismos financieros internacionales, el Fondo Monetario Internacional en primer lugar. Sin sus criterios, polí­­ticas y exigencias de condicionalidad en el otorgamiento de recursos fi­­nan­cie­ros no se explican las tendencias negativas en la economía y el traslado de sus onerosas consecuencias hacia los países de “menor desarrollo relativo”, incluidos los latinoamericanos y caribeños. Cabe integrar a este esquema de análisis la mantención de dólar como moneda base de las relaciones económicas internacionales. Este señalamiento compromete directamente la responsabilidad de las decisiones de la política estadounidense, la cual, viene arras­­trando, sin visos de solución, graves problemas de funcionamien­to económico, entre ellos, el peso de su deuda pública.2 La crisis actual, estimulada por un proceso de desregulación que parece no tener límites, considerada de carácter planetario por su impacto, y civilizatoria por su naturaleza, está lejos de haber tocado fondo. Las discusiones que la circundan, así como las expresiones de ma­­lestar y las respuestas igualmente globales que genera son parte de su complejo proceso desarrollo.3 

			En ese contexto se está planteando la tesis del multipolaris­mo y el debate sobre el declive de la hegemonía estadounidense como una problemática crucial de la agenda internacional. Por los factores que allí concurren, todo indica que estamos ante un proceso que sugiere una transición profunda del orden mun­­dial, que no tiene lugar de manera lineal pero que muestra el agotamiento del sistema internacional.4 Puede ser cierto que la economía estadounidense, aunque haya recuperado su ca­­­pacidad para crecer, ya no tenga la preponderancia que logró exhibir al colocarse du­­rante un ciclo expansivo a la cabeza del sistema capitalista. Esta hipótesis se advierte cada vez más plausible. Con respecto al resto del mundo, su desenvolvimiento, tanto en cuenta corriente como en el presupuesto federal, arroja signos deficitarios. Asimismo, esa economía, de importante acreedora actualmente es deudora. Una referencia sorprendente que avala esta mutación se encuentra en el hecho de que una economía como la China está financian­do al país más rico del mundo. Desde perspectivas distintas, diversos estudios especializados arriban a similares conclusiones.5

			Sin embargo, el capitalismo actual no tiene ningún contrapeso sistémico. Ninguna iniciativa de orientación extra-sistémica ha desarrollado hasta ahora la capacidad para imponer una mo­­­dificación sustantiva a la agenda de poderes del capi­­talismo. El carácter de decisiones para remediar los efectos de la crisis sigue obedeciendo estrictamente a la lógica de proteger beneficios y socializar costos. Resulta paradigmáti­ca a este respecto la experiencia de Grecia al término del primer semestre del 2015, y que no debiera considerarse tan distante a los desafíos que amenazan a la región latinoamericana y ca­­­­ribeña. La mecánica de préstamos a cambio de crueles polí­­ticas de austeridad son decisiones instrumentadas desde los mismos centros de poder, para seguir imponiendo la infinita ra­­zón aritmética de la deuda y cercenar a la vez la capacidad de autodeterminación democrática de la sociedad griega. 

			Vuelve a reproducirse esa misma disposición de exigir el so­­­metimiento de la po­­­blación. Entonces, hay que volver a preguntar­se “cómo domina la clase dominante”, siguiendo las huellas teóri­­cas de Therborn.6 Es en esa senda, previamente conceptualizada, el lugar por el hay que transitar para repensar en el desa­­­rrollo actual de sus políticas y valorar los soportes de su estructura de poder, en la que se articula la importancia específica de la supremacía militar. Es decir, lo que el complejo industrial-militar le aporta a la dinámica del sistema como totalidad.7 Esa maquinaria, incluyendo sus instituciones del Atlántico Norte y las bases desplegadas en todo el mundo, bajo determinadas concepciones políticas de seguridad, constituye la plataforma sobre la cual descansa la capacidad coercitiva del sistema capitalista. A esa concentración de fuerzas corresponde la gigantesca concentración económica que, a ni­­veles nunca antes vistos, se produce justamente en el marco de la crisis actual. El 1% más rico del mundo concentra a un círculo todavía más concentrado, el 0.1 y en éste al 0.01%.8 Detrás de las estadísticas se esconden procesos modernos que institucionalmente remozan antiguas prácticas vinculadas al despojo. La instalación y reproducción del neoliberalismo, expresión del capi­talismo de este tiempo, supone bajo diversas modalidades el traspaso a corporaciones privadas de activos, recursos fiscales y servicios, además del doloroso desmontaje de la gestión pública del Estado. De otra forma no se entiende la portentosa extracción de riqueza hacia el uno por ciento, para conformar la subordinación del 99.9% del resto de la sociedad global. El escenario actual con estos referentes puede entenderse como el de “una guerra hecha de muchas guerras”, en la preocupante afirmación de González Casanova, para someter a pueblos, sociedades y regiones. En ese escenario, de cara a la crisis sistémica, el paralelismo entre los procesos que imponen las formas de obtención de las ganancias, así como la posesión concentrada de la riqueza, y la disponibilidad coercitiva del sistema, no resulta descabellado. En esta perspectiva, Harvey9 ha desarrollado un sugerente dispositivo argumental en el que se articula la estrategia militar del capitalismo y las políticas de privatización de servicios públicos y de recursos a escala pla­netaria. En sus conclusiones, destaca que la guerra y la “acumulación por desposesión” son mecanismos del sistema. 

			Limitaciones del poder coercitivo

			A pesar de la profundidad de la crisis que lo permea, las propuestas para encararla siguen siendo coherentes con las necesidades de su reproducción. Por nuestra parte, y desde una lectura latinoamericana, tendremos que subrayar la importancia de preguntarnos, en ese contexto de crisis, acerca de la solidez de los referentes sobre los que descansa la capacidad hegemónica estadounidense. En el marco de estas consideraciones reflexivas, pro­­­pias de un debate en curso, lo que queda fuera de toda duda es la supremacía militar de EUA. Si el problema en la balanza de fuerzas a nivel global fuera solamente de carácter militar, tendría completamente el sartén por el mango. Sin embargo, como está visto, esa superioridad no es absoluta. Sus límites están vinculados con aquellos puntos en que la fuerza desplegada no produce los re­­­sultados políticos deseados. Es más, cuando lo que consigue con­­fi­­gurar después de una “aventura militar”, en términos de escenarios, no le resulta globalmente favorable. El deterioro de la hegemonía en tales circunstancias resulta inevitable.10 

			En efecto, los referentes disponibles proyectan la idea de que todo lo que ha venido realizando, por ejemplo, en el Medio Oriente, no logra traducirse en un verdadero control sobre la situación política. No obstante su presencia militar en la zona, el escenario que logra conformar le resulta tendencialmente adversa y profundamente amenazante. Allí donde el fundamen­talismo de raigambre islámica, coadyuvado antes por recursos del poder estadounidenses, como la cia, para enfrentar a la otrora Unión Soviética que ocupó Afganistán, actualmente amenaza a los grandes intereses de las estructuras monárquicas petroleras pro-norteamericanas de la zona. La guerra en Irak no ha logrado instalar siquiera una cuota de estabilidad política para ese país. Tampoco se advierte un acceso a la extracción del recurso petrolero en favor de eua. Diversos documentos oficiales emitidos por el Departa­mento de Estado son un buen ejemplo, cuando coloca justamente la obtención de petróleo en un lugar central de la seguridad norteamericana. Impor­tante elemento de diagnóstico, si se considera que después de tantas invasiones a zonas ricas en hidrocarburos no logra disponer de saldos que no sean proyecciones deficitarias y mayores amenazas. 

			A contrapelo de las resoluciones de las Naciones Unidas, sus agresivas políticas no han hecho más que profundizar los conflictos en los que se ha involucrado. El ejemplo palestino-israelí puede considerarse una verdadera amenaza, incluso nu­­clear, de desenlaces impredecibles, si se tiene en cuenta la hostilidad que existe en contra de Irán por parte de la política de Washington. Agrava la índole de los conflictos la conducta de doble rasero, cuando se exige el establecimiento de mecanismos de verificación de un lado mientras que la tecnología armamen­tista y la infraestructura nuclear de Israel no se encuentran sujetos a ninguna exigencia de es­­crutinio internacional, tampoco la estadounidense. No está demás volver a registrar que Estados Unidos en la historia reciente hace solo lo que sabe hacer mejor: agredir e invadir, lo que no significa triunfar políticamente. A confesión de partes relevo de prueba: 

			Washington durante el mandato de Obama decidió bajo modalidades muy específicas retirar sus tropas, sin poder registrar ningu­na victoria, contribuyendo a profundizar la desestabilización en toda la región donde provocó la guerra, la invasión o la destitución de gobernantes. Donde ingresaron sus tropas, además de exacerbar los problemas que en teoría pretendieron resolver,11 solo han logrado sembrar fuertes sentimientos anti-norteamericanos.12

			 

			Con todo, no obstante su poderío militar, la dinámica geo­­política no se perfila por ningún lado a su favor. En el mismo sentido no ha podido cultivar una política eficaz ante lo que le significa el desafío de Corea del Norte, tampoco Irán. Al lado, el poderío de la República Popular China en poco tiempo y con inusitada rapidez se ha convertido en el referente principal de la economía y el comercio mundial. Aunque lleve a cabo sus deci­­siones más allá de la legalidad internacional, en el Consejo de Seguridad no dispone de un tablero incondicional, empezando por sus discrepancias con Rusia. De allí que reaparezca la pregunta sobre la problemática de su hegemonía, toda vez que no es muy complicado constatar que ejerce un impacto indiscutible en prácticamente todo lo que acontece en el mundo contempo­ráneo. Sin embargo, el ejercicio de mantener su presencia en el dominio mundial tiene sus costos. Esa descomunal fuerza con­­centrada para amenazar, intimidar y aterrorizar al mundo no produce fácilmente los consensos requeridos en el plano político global. Esto puede ser un problema estratégico adverso para sus propósitos e importante para avanzar en la discusión. 

			Aristas de un debate inconcluso

			Relacionado con este proceso, asistimos a un debate que cuestiona la consistencia de la supremacía estadounidense, en el sentido de garantizar su liderazgo internacional. Importante problemática en la medida que aun cuando se constate un cues­tionamiento a la eficacia de ese poder, prevalece al mismo tiempo su capacidad económica, política, cultural e ideológica para reproducir las condiciones de subordinación. El eje del cuestio­namiento gira alrededor de si lo puede seguir haciendo como antes, o como hasta ahora. Es decir, hasta qué punto puede im­­poner sus estratégicas globales e influir en las decisiones internacionales conforme a sus objetivos. Para algunos, como Wallerstein,13 siendo la potencia mundial más avanzada, su capacidad hegemónica se encuentra erosionada y en decaden­cia. Más allá de su superioridad militar, el proceso de decadencia tiene décadas desarrollándose, siendo sus expresiones advertibles en la economía, la cultura y la geopolítica. En la línea de tal preocupación y desde el pensamiento de otro gran co­­nocedor de las vicisitudes del poder estadounidense, como Lowental,14 se reconocen las expresiones del declive esta­­douni­dense, aunque discute que ello sea un proceso irreversible. A su juicio, en esferas estratégicas conserva una influencia glo­­bal. A partir de un estudio de la Distribución de los recursos de poder a principios de siglo XXI, Nye15 concluye que esa capacidad de influencia constituye un recurso en la disponibilidad del llamado “poder suave”. Este “soft power” estadounidense le otorga una preeminencia global sobre las instituciones educativas, la producción y difusión de productos culturales, los medios y la tecnología de la comunicación proyectando y logrando el impacto deseado en temas vinculados a la concep­ción de democracia, de desarrollo y otros valores como la li­­­ber­­tad o libre co­­­mercio. La cuota que esta producción de con­­senso le aporta a su hegemonía constituye un engranaje decisi­vo para el sistema de dominación. 

			De cualquier modo, el proceso al que nos remite este debate se refiere al papel de Estados Unidos en el cambiante escenario internacional. Que siga recreando aquella visión del mundo con todos los medios a su alcance es algo importante, pero más aún son las dificultades con las que se enfrenta para hacerlo. En medio de una crisis de carácter sistémico, mutaciones y reacomodos en sus diferentes esferas, la trama clasista de los grandes intereses se empeñará por hacer prevalecer aquella visión del mundo que avala y legitima la gra­­vitación de sus grupos de poder he­­­gemónicos. 

			Piezas de la proyección hegemónica 

			Al retomar esta preocupación conviene preguntarse sobre el sentido exacto que le atribuye la política estadounidense en la actual coyuntura mundial a América Latina y el Caribe. Apa­­ren­­temente ofrece la impresión que la región no es prioridad para sus intereses. Incluso, desde las propias instancias del Depar­­ta­­mento de Estado, se escuchan voces que afirman que en la re­­­gión no hay problemas graves, como las guerras en el Medio Oriente o la amenaza del terrorismo o el hambre como en África.16

			Si observamos la dimensión de las variables comerciales y financieras entre Estados Unidos y América Latina, comparada con el peso relativo que ellas tienen con otras regiones del mun­­do, podríamos igualmente concluir que por esa línea argumental tampoco encontramos razones para que le atribuyan importan­cia de primer orden. Pero la cuestión que aquí interesa valorar es su capacidad de influencia en la región y el peso capaz de irra­­diar en la política hemisférica. Los cambios recientes y las nuevas tendencias que se registran en los procesos políticos no le son favorables. Aunque la problemática de su liderazgo mundial no se define en nuestra región, el debilitamiento de su in­­fluencia en América Latina y el Caribe es una amenaza que pesa sobre los requerimientos de su hegemonía global.

			El sentido de las nuevas amenazas

			No es muy complicado apreciar el ropaje discursivo de la “lucha contra el terrorismo”, que vino a ocupar el sitio que durante la Guerra Fría tuviera el llamado “comunismo internacional” y la “lucha contra la subversión”. No hay que olvidar que históricamente la orientación de aquella política ha construido la conformación de un enemigo como amenaza y a la vez como so­­­porte en sus necesidades internas de cohesión social y legitimidad estatal. Esta forma de apuntalar su consenso interno era la base para proyectar su aspiración a la supremacía mundial.17 Para los estudiosos de la tradición política del país del Norte, en su expresión dominante, no constituye mayor novedad la no­­­ción de “fortaleza sitiada” que requiere ser protegida, sin ningún tipo de regateo presupuestal ante las antiguas y nuevas amenazas que se perciben sobre su seguridad. “Eje del mal”, “gobiernos populistas”, “países cómplices del terrorismo”, “go­­biernos no democráticos” son, entre otras, referentes que se invocan ideológicamente ante la población norteamericana en la justificación de su política. Puede resumirse que habiendo desaparecido el comunismo como amenaza, el enemigo está domiciliado en todos los pueblos no occidentales, primordialmente aquellos que cuestionan el orden unipolar del mundo. Subyace a esta percepción toda una forma de entender la seguridad. 

			La política en América Latina y el Caribe se enfrenta a una ofensiva estratégica en favor de la cooperación para la lucha contra el narcotráfico y el crimen organizado. Cuando se hace notoria la fragilidad del Estado en términos de autodeterminación y la falta de una política propia en materia de seguridad, así como en los temas conexos como migración y derechos hu­­­manos, la frontera entre cooperación e intromisión se vuelve peligrosamente tenue. Tributario del neoliberalismo, hay un sus­­­trato socioeconómico que entrelaza requisitos y consecuen­­cias de la vigencia de un modelo y que potencian los gérmenes de la conflictividad social y política. Esto implica la necesidad de poner más atención en las características del modelo de ex­­­pansión económica prevaleciente. La caracterización conservadora de la “desestabilización” vinculada a la “amenaza del terrorismo” necesita de una mayor discusión. En este sentido, un riesgo que potencialmente amenaza el ejercicio de la política de seguridad pública en América Latina y el Caribe es que esa lógica de seguridad nacional, bajo el imperativo de la hege­­­mo­nía, tienda a imponer un concepto tal de “seguridad regional”, en virtud del cual el control militar tiene que hacerse cargo del conflicto social. Un alcance extremo de esta tendencia, nada irreal en los procesos concretos, supone un paso decisivo hacia la criminalización de la protesta social. Se requieren conocer mejor los criterios y conceptos que subyacen en aque­­llas legis­­laciones que moldean jurídicamente las disposiciones en materia de seguridad. 

			Es la experiencia reciente de Chile, por ejemplo, la ley antiterrorista 18.314 ha servido para criminalizar las de­­­mandas sociales o como escudo para proteger aquellos inte­­reses que practican el saqueo de recursos de pueblos originarios. 

			En cuanto a los criterios que están operando en la estrategia de “seguridad hemisférica”, además de la realización de ejercicios militares conjuntos, cabe mencionar el “Plan Co­­­lombia”, la “Iniciativa Regional Andina”, el “Plan Mérida” o las bases aeronavales en territorio panameño, entre otros referentes fundamentales. En un acucioso trabajo de Silvina Ro­­­ma­­no18 se desglosa una amplia y renovada esfera de actividades bajo nuevas invocaciones ideológicas, tales como las “tareas conjuntas de rescate ante desastres naturales”, o la cooperación para el entrenamiento de “fuerzas locales para combatir al cri­­­men organizado”. Prácticas como éstas, vinculadas a la jurisdicción del Comando Sur, han proliferado en la experiencia de Centro América y más recientemente en Paraguay, a través de ba­­­ses estadounidenses bajo ropaje humanitario, como el “Centro de Operaciones de Emergencias”. La población “adiestrada” para percibir la existencia de una amenaza (“huracanes”, “inun­­daciones” o frente al peligro de una acción criminal, etcétera) que aunque difusa e indeterminada, su estudiada propalación hace aparecer oportuno y bienhechor, a los ojos del buen sentido, el accionar de estos programas.

			La problemática de la seguridad

			Más allá de la dimensión fáctica de los programas y políticas hacia la región y forma en que se presenta la noción de amenaza, la pregunta que no se puede eludir tiene que ver con los términos en que se procesan los enunciados que comprometen los criterios de seguridad. En efecto, en la Estrategia de Se­­­gu­­ridad Nacional divulgada por el Departamento de Estado en fe­­brero de 2015, más allá de sus variantes, se aprecia una línea de regularidad en el mantenimiento de algunos eslabones con­­cep­­tuales con respecto a las formulaciones anteriores.19 Se rea­­­firma explícitamente la profundización del principio de aso­­ciación estratégica con Co­­­lombia, a la que le atribuye un papel primor­dial en materia de seguridad internacional. Por otro lado, la estrategia contempla el resguardo del ejercicio pleno de la de­­­mocracia, tema frente al cual, para las circunstancias de Venezuela, considera el país que se encuentra en riesgo, por lo que se auto asigna la responsabilidad de brindar apoyo y protección a los ciudadanos. En el caso de Cuba, explícitamente señala que la apertura hacia el país caribeño busca promover con mayor eficacia la capacidad del pueblo para determinar su futuro. 

			Hay un aspecto que ligado a las anteriores referencias con­­viene mencionar y que se desprenden del documento de marras. Se trata del reforzamiento de aquellos principios enunciados en la Carta Democrática Interamericana. He aquí todo un eje articulador de su política hemisférica encaminada a “promover la democracia”. Esa llamada promoción de la democracia históricamente ha transcurrido por diversos registros, abiertos y encubiertos. Ese objetivo, lejos de ser un compartimento estanco en su Estra­­tegia de Seguridad, cuenta con los nexos interamericanos vinculantes con los diversos tratados, acuerdos y planes aprobados por las Cumbres de las Américas, por las Cumbres de sus Minis­­tros de Defensa, por las Reuniones de Ministros de Justicia, al igual que por los principales órganos po­­lítico-militares y político-jurídicos del Sistema Interamericano, es decir, la Organización de Estados Americanos, OEA, y sus di­­ver­­sas componentes institucionales como la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Junta Interamericana de Defensa (JID). Todo este entramado existente permite plantear que su con­­cepción hemisférica va de la mano con la construcción de una estrategia de seguridad interamericana. Por supuesto que las expresiones de estos lineamientos de seguridad pasarán por la prueba de las correlaciones concretas, pero su im­­­portancia estriba en señalar una intencionalidad frente a la región. 

			Estos elementos que se pueden desprender de los documentos oficiales son directrices que se asocian a procesos previos con los cua­­les se entronca. A todo ello hay que incluir el desarrollo de las prácticas políticas, la certificación unilateral periódica sobre la conducta de nuestros países en materia de democracia, derechos humanos y cooperación en la lucha con­­tra el narcotráfico, el terro­­rismo o sobre tráfico de personas. Certificados políticos, a manera de diagnósticos en materia de “buena conducta”, que se constituyen en piezas de la hegemonía estadounidense para el juego de la “guerra no convencional”, especialmente en su dimensión mediática, acciones encubiertas y desde luego para orientar su operación en el sis­­tema financiero como carta de chantaje frente a las diversas nece­­sidades de las economías dependientes. 

			Desmontar estos instrumentos de su política desde un diag­­nóstico latinoamericano constituye un desafío de crucial impor­­tancia en el proceso de entender los factores de gravitación hacia la construcción de una política contra-hegemónica y para indagar cuánto está cambiando la conducta estadounidense. 

			Tendencias contra-hegemónicas 

			En el escenario actual se encuentra en curso un proceso de re­­­diseño estratégico con impactos globales y hemisféricos. Ante ello conviene preguntarse sobre el potencial político de América Latina y el Caribe. Lo primero que se puede reconocer es que junto a las señales de crisis del neoliberalismo y su sistema de do­­­­­minación, se ha desatado en franjas importantes de la región una nueva dinámica política, una de cuyas tendencias apunta hacia un rumbo político distinto, en sentido alternativo, lo que genera movimientos tendenciales de signos contra-hegemónicos.

			Las nuevas configuraciones de fuerzas contienen los ingre­­dientes para preguntarse por qué no han podido avanzar más las políticas de “libre mercado” y sus tratados comerciales. En la densidad de ese juego de tendencias y contra-tendencias, un mo­­­mento político primordial es aquel en el que la concertada polí­­tica regional le ha puesto, en noviembre de 2005 en la IV Cumbre de las Américas celebrada en Mar del Plata, un freno a las pretensiones hegemónicas de llevar a todo el continente el proyecto de “Acuerdo de Libre Comercio para las Américas”.20 Aquel acontecimiento que caracterizó una coyuntura regional pudo dimensionar el cuestionamiento a las concepciones conservadoras de integración, seguridad y cooperación hemisféricas. Frente a los valores impulsados por el mercantilismo neoliberal, la “com­­petitividad” y las oportunidades del “libre comercio” y la cultura del consumismo, se han venido instalando, especialmente después de aquel importante momento, referentes distintos como el principio del “comercio justo” o el del “intercambio solidario”, integración para el desarrollo, así como la necesidad de un diseño bancario y financiero, pensado desde la matriz económica y productiva de la región. Un punto insoslayable que habla de la emergencia de nueva política, estri­­ba en ese proyecto de trabajar desde los desafíos compartidos, ejercitando un esquema de en­­tendimiento multilateral en medio de la diversidad y hasta de las singularidades que caracteriza al conjunto regional.21 Las coin­­cidencias se encuentran plasma­das en el impulso de propues­tas diferentes de integración y cooperación, como la Alternativa Boli­­variana para Nuestra Amé­­rica (ALBA), la Unión de Naciones Suda­­mericanas (UNASUR), el Proyecto del Banco del Sur, el Consejo Sudamericano de De­­­fensa, junto con otros proyectos de gran envergadura como PETROCARIBE. Son todas respuestas políticas en la configuración de nuevos esquemas de integración, de concertación política, de defensa de la soberanía para el tratamiento de los desafíos comerciales, políticos y diplomáticos comunes.22

			Estos procesos sugieren que hay un nuevo consenso regional en marcha. Que desde la política se han forjado proyectos para articular las coincidencias. En ese marco se entiende que la reactivación de la Cuarta Flota por parte de Estados Unidos no haya logrado en su momento contar con la anuencia de los gobiernos latinoamericanos, como fácilmente hubiera podido ocurrir en otros períodos. Otra importante señal de esta tendencia puede considerarse la clausura del puesto militar norteamericano en la Base de Manta por el gobierno Ecuatoriano en 2009. Heredera del Grupo de Río, que consolidó su fisonomía con la incorporación de Guyana, Haití y un poco más tarde Cuba, la denominada “Cumbre de la Unidad”, celebrada en la Riviera Maya en 2010, culminó con el consenso de todos los países de la región para la constitución de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC). La Declaración de Cancún, suscrita por los países de la región, se ha ratificado ampliamente en la Cumbre de Caracas.23 Los acuerdos igualmente suscritos por unanimidad en la reunión de Chile, luego en Cuba y Costa Rica hablan de una nueva correlación de fuerzas en la región, porque incluso gobiernos como el de Colo­mbia, Perú, Panamá o Trinidad y Tobago asumen las declaraciones y posicionamientos regionales de la Comunidad. Más allá de su expresión protocolar, la proclamación de América Latina y el Caribe como Zona de Paz, firmada en la II Cumbre de la CELAC fija todo un posicionamiento sustantivo en favor de la estabilidad del continente y el respeto al principio de autodeterminación consagrado en la Carta de las Naciones Unidas. Todo este proceso, que modifica el mapa político regional, sirve a la vez para plantear que la hegemonía, aunque vigente, ya no es la misma.

			Por su naturaleza y composición, la CELAC sugiere un punto de quiebre con la trayectoria de la región. Sus propósitos apun­­tan hacia la integración política, económica, social y cultural. Es igual­­mente destacado el hecho de que entre sus objetivos figura la defensa del multilateralismo como medio para incidir en el manejo de los grandes temas de la región y los acontecimientos de la agenda global. De una revisión de su agenda se desprenden temas fundamentales como el apartado dedicado a crisis económica y el punto a favor de la creación de una nueva arquitectura financiera regional, incluyendo la posibilidad de realizar a futuro pagos en monedas nacionales, así como la cooperación entre bancos nacionales y regionales de fomento. Otros aspectos de su preocupación son los rubros dedicados a “energía” y a la “integración física en infraestructura”. Sin perder de vista que se trata de un proceso, no es menos signifi­cativo que haya aparecido con especial fuerza el desafío energético, la expansión y diversificación de fuentes de energía, la socialización de experiencias y transferencia de tecnología sobre programas nacionales de biocombustibles y la producción de etanol.24 Por estas razones, la CELAC se proyecta como actor regional ante socios e interlocutores estratégicos como la Unión Europea o el Foro CELAC-China, lo cual permite a Amé­­ri­ca Latina y el Caribe participar en diversos proyectos de coope­­ración e impulsar criterios y mecanismos de intercambio en rubros importantes para el desarrollo. 

			Sin embargo, este formidable proceso de reconfiguración política de la región, al margen del liderazgo hegemónico hemisférico, su potencial fuerza transformadora parece mermada cuando se focalizan los enormes desafíos internos y externos que deberán afrontarse. En el Salvador, Nicaragua, Bolivia, Vene­­zuela, Ecuador y en prácticamente todos los go­­­biernos de la UNASUR y desde luego en los que integran el ALBA, resulta crucial consolidar los avances, articulando más fuerza social y política, proyectar convincentemente la cualidad de un “buen gobierno” que re­­com­­ponga el tejido social desmembrado por el neoliberalismo. Estos procesos, ya los estamos percibiendo didácticamente, conforme avanzan en la implemen­tación de sus programas, se van enfrentando de manera inevita­ble con el sistema de dominación en sus poderosos referentes endógenos y externos. Avanzar “democratizando la democracia”, profundizando las conquistas y a la vez transformar el poder. Sabemos que esto no es asunto de simple buena voluntad. Un colosal desafío vigente en la política latinoamericana, abierto al debate y a mejores articulaciones en las distintas formas de lucha. 

			El proceso de transformación en su vertiente anti-neoliberal va acompañado de preguntas relativas al peso que puede tener la región en los acontecimientos globales. Es razonable pensar que América Latina puede tener poco impacto en el desenvolvimiento de la situación económica global, sin menoscabar las relaciones con China, Rusia y Sudáfrica. El crecimiento de los intercambios y acuerdos de cooperación Sur-Sur, vinculados a los nuevos conceptos de integración, son importantes, en los que hay que considerar a India e Irán. Estas tendencias se apun­­talan sin que Estados Unidos pueda pesar como lo hubiera hecho antes. Aunque se pueda constatar que la política desde el liderazgo norteamericano no gravita como antes en el desarrollo de los nue­­vos procesos regionales, el posicionamiento de sus obje­­­tivos hegemónicos se rearticulan alrededor de los acuerdos de libre comercio bilaterales y de “integración profunda” con alcances geoestratégicos. En este juego de pesos y contrapesos, la conjunción de esfuerzos concertados desde la región en el plano multilateral, así como en la comunidad internacional, puede seguir jugando un papel de significación política. De allí se deriva una clara lectura en contra de toda política injerencista o expansionista, en línea de continuidad de aquella expresada en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas cuando la decisión norteamericana no pudo concertar la votación requerida, ni siguiera entre sus aliados, para justificar la invasión de Iraq. La participación de algunos países de América Latina junto a China, India y Rusia fue similar en 2011 cuando Estados Unidos pretendió en­­contrar apoyo internacional para establecer una “zona de exclusión aérea” sobre territorio de Libia. 

			El reconocer en este balance de fuerzas que dibuja tendencias en la parte benéfica que se viene configurando desde el esce­­nario político regional no es, desde luego, para sacar cuentas alegres. Conforme avanzan los procesos de cambio, los objetivos políticos en pugna se tornan más agudos. La heterogénea oposición al neoliberalismo, como modelo de desarrollo, sus formas de integración y sus políticas, no implica en todos los casos un cuestionamiento al sistema de dominación con sus soportes internos y externos. Este es un debate que concierne a la problemática de las alternativas en el seno de la política lati­­­noamericana. Los golpes de Estado como en Venezuela (2002), Honduras (2009) y el “gol­­pe parlamentario” que culmina con la destitución del presidente Fernando Lugo en Paraguay (2012), las agudas políticas de desestabilización o intentos de golpes, como en Bolivia (2008) y Ecua­­dor (2010), son páginas recientes de agresión y resistencia. Las guerras actuales, diseñadas desde el Pentágono, tienen al escenario venezolano su campo preferencial de experimentación. Sus instrumentos multiformes, con­­vencionales y no convencionales, convergen en la aplicación de una renovada ofensiva contra el gobierno de Caracas que busca el derrocamiento de su presidente, como parte de la estra­­tegia de retrotraer todos los avances que se registran en la pro­­yec­ción de gobiernos que se instalan sin la anuen­­cia del Departa­mento de Estado estadounidense.

			En la medida exacta que estos procesos tienden a modificar aquella tradicional relación entre EUA y América Latina, dentro de la que se concebía la normalidad basada en la subordinación de la región, no hay que desmerecer anticipadamente ninguna es­­­trategia de respuesta. Precisamente en ese marco hay que entender la activación de una iniciativa concertada que parece moverse en el campo de la relación comercial y que compromete precisamente a los gobiernos actualmente aliados de la política estadounidense. 

			La Alianza del Pacífico (AP), que reúne a Chile, Perú, Co­­­lombia y México se expresa como proyecto de integración desde 2011. Abierta al libre comercio, posee todos los perfiles de una plataforma estratégica para la recuperación de espacios regionales ante las nuevas tendencias integracionistas y acuerdos de cooperación que han venido proyectándose en una franja importante de la región sin la presencia de Estados Unidos. 

			La convergencia de países con lineamientos políticos y co­­­­merciales cercanos y la afinidad estatal de sus posicionamien­tos con la política norteamericana son datos importantes. Los criterios que alimentan el sentido de sus actuales políticas esta­­­­blecen puentes de coherencia con los tratados de libre co­­mer­cio, de seguridad y defensa firmados entre estos países y Estados Unidos, a lo que habrá de añadir la cooperación en ma­­­teria de lucha contra el narcotráfico. Como toda propues­ta de orientación es­­tra­­­tégica que requiere de una relación bá­­­sica, sus aliados al sur del Río Bravo articulan las coincidencias para lo que se ha dado en llamar proyecto de “integración pro­­­fun­da”. Esta expresión de voluntad política, atada a la hege­­mo­nía estadounidense, se propone “contribuir a la consolidación del Arco del Pacífico Lati­no­americano como un espacio de concertación y convergencia, así como un mecanismo de diálogo político y proyección con la región Asia Pacífico” para “avanzar hacia un espacio más amplio que resulte más atractivo para las inversiones y el comercio de bienes y servicios, de manera que proyecte a nuestros países con mayor competitividad…”.25

			Es la localización geográfica de los principales flujos de comercio internacional, como los potenciales registros del crecimiento económico, lo que, en primera instancia, aparece justi­ficando la índole de estos proyectos. Pero más allá de esto, se encuentra la re-proyección de la política norteamericana y sus grandes intereses globales que pasa, desde luego, también por la región latinoamericana. Sin ser necesariamente explícitos, todos los documentos de seguridad y las entrelíneas del discurso oficial norteamericano entregan elementos para plantear, de manera plausible, que se busca subordinar a los intereses económicos y geopolíticos estadounidenses a los gobiernos de los Estados del hemisferio occidental localizados en la franja del Pacífico, desde Canadá, pasando por México, Guatemala, El Salvador, Hon­duras, Nicaragua, Costa Rica, Panamá, Colombia, Ecuador, Perú y Chile. Esa pretensión, de carácter geoestratégico, está relacionada con la necesidad de contrarrestar la amenaza que le significa el declinante proceso por el que transita su poder global frente a la cada vez más for­­talecida proyección de la República Popular China, RPCCHI, y las políticas instrumentadas por el gobierno de la Federación Rusa, orientadas, según la versión oficial estadounidense, a limitar el control en todas áreas que forman parte de su esfera de influencia.26 

			No es ajena a la evaluación estratégica estadounidense la cercanía entre China y Rusia, que además de impulsar la iniciativa de la Organización de Cooperación de Shanghái, ejerce su cuota de gravitación en la conformación del Grupo BRICS (Brasil, Rusia, la India, la RPCH y Sudáfrica).

			En el marco de estos planteamiento es donde encuentran su lógica y articulación como proceso deliberado la mencionada ap, la Asociación Transatlántica de Libre Comercio, (TTIP, por sus si­­glas originales), así como el Acuerdo de Asociación Transpacífico (TPP, también por sus siglas de origen) y el Acuer­­do sobre Co­­­mer­cio de Servicios (TISA). Con áreas de incidencia específicas, directamente vinculadas hacia una mayor desregulación, privatización y un renovado control de ganancias en favor de las economías nacionales y mundiales. Las transnacionales sin territorio propio, de la Unión Europea y de Estados Unidos, con el concurso de los principales organismos multilaterales, articulados al diseño de los grandes intereses comerciales y financieros, están en la re­­composición de estas nuevas fórmulas de integración. Aunque estamos apenas ante un proceso inicial, no resulta descabellado plantear que estos tratados apuntan desde esferas específicas a ser complementarias entre sí para la expansión y acumulación capitalistas, y tornar irreversibles los “derechos” otorgados a sus intereses globales. En la medida que estos objetivos logren avanzar, es de suponer que correlativamente podrían acarrear presiones para promover cambios institucionales antidemocráticos, por la posible afectación al ámbito de derechos sociales de la po­­­blación y a la soberanía de nuestros países. Su implicación geo­­­política resulta evidente. Para el poder hegemónico hemisférico se trata de neutralizar el desarrollo de bloques fuera de su control. Estos procesos de recomposición en marcha no han cursado el filtro de la deliberación como tema de acceso den­­tro de las instituciones involucradas. Tampoco hacia la opinión pública y menos hacia el discernimiento ciudadano. Mientras tanto, podemos ra­­zona­ble­mente plantear que no están muy claros los aspectos sustantivos que los gobiernos de la región, involucrados en tales pro­yectos, están negociando con Estados Unidos y las instancias impulsoras de tales acuerdos.

			Llegado a este punto es preciso reconocer que si bien la su­­­perpotencia se enfrenta a una disminución relativa de su capa­­­cidad de dominación sobre el sistema internacional, así como su gravitación económica global, no es menos cierto que esta tenden­cia no se traslada mecánicamente a América Latina y el Caribe. Ante un debilitamiento relativo de su liderazgo en el escenario global y las fisuras advertibles en su tradicional hege­­monía, Estados Unidos propenderá a aferrarse con más fuerza a su antiguo “patio trasero”. Es indudable que el predominio de la política estadounidense tenía antes en la región latinoamericana, hoy, ciertamente, no es el mismo si consideramos la existencia de im­­portantes contrapesos o tendencias que se desa­­rrollan sin su consentimiento. Sin embargo, sería un gravísimo error considerar que su declive no pueda ser remontado. Los in­­tereses hegemónicos no están en posibilidad de admitir el desa­­­­rrollo de proyectos fuera de su control y ámbito de influencia. 

			En ese contexto, la disputa por la dirección de los procesos políticos se encuentra abierta en América Latina y el Caribe. Los avances alcanzados por los gobiernos progresistas se en­­frentan a las amenazas de posibles reversiones. Los objetivos políticos en pugna no dejan exento ningún plano de la vida social, incluyendo desde luego las bases epistemológicas com­­prometidas en los formas de entender, diagnosticar la realidad y el desarrollo de las ideas.27 Esa disputa en el desarrollo de los procesos políticos pasa por la disyuntiva que supone la profundización de las transformaciones democráticas y anti-neoliberales, con sentido de autodeterminación, o el redoblado desencadenamiento de la “recomposición conservadora”, con apoyo norteamericano, abierto y encubierto, en la instrumentación de sus objetivos estratégicos de infringir derrotas políticas al campo, popular, progresista y sus expresiones más avanzadas. El neoliberalismo y su sistema de dominación están en crisis, pero lejos se encuentran de haber sido superados. Los proyectos gubernamentales de reforma, de profundización democrática y cambios en la institucionalidad vigente, en las franjas regionales en que están ocurriendo, lograron introducir correcciones importantes al sistema. Sin embargo, con cada avance democrático, como puede observarse principalmente en los procesos de Venezuela, Ecuador y Bolivia, aparecen las anti­­democracias y los planes de reversión bajo diferentes ropajes. 

			Cuba y Estados Unidos en el contexto regional

			El anuncio simultáneo de Cuba y Estados Unidos de iniciar los pasos conducentes a la reanudación de relaciones constituye, a no dudarlo, un momento de inflexión histórica, con impli­­caciones significativas no sólo para los dos países involucrados, sino también para las relaciones políticas internacionales, sobre todo para el entramado geopolítico interamericano y las nuevas tendencias hemisféricas. El gobierno de Estados Unidos fundamentó su decisión de modificar la conducta oficial hacia Cuba, sin que ello haya implicado una reconsideración abierta de sus intereses permanentes y estratégicos. El anuncio hecho simultáneamente pú­­blico, el 17 de diciembre de 2014, puede anticipar algo que de algún modo se encontraba desde hace tiempo anidado en una reciproca necesidad acorde con la Carta de las Naciones Unidas y los principios del derecho internacional. Aunque el objetivo de la normalización de relaciones se advierta muy distante, esa decisión diplomática de reabrir las embajadas resulta significativa en la trayectoria de una rela­­ción acorde con el sentir de la comunidad internacional.

			¿Qué es lo que ha hecho que la diplomacia estadounidense haya llegado a la conclusión de que tenía que modificar su con­­duc­­ta política hacia Cuba? La pregunta está muy lejos de ser trivial y las autoridades gubernamentales y la dirigencia de la revo­lución cubana seguramente lo saben. El diagnóstico acerca de la inoperancia de una política seguida por décadas sin lograr el objetivo deseado es la parte más evidente que encierra la de­­­cisión. De ser así, lo que prevalece en la decisión es el sentido pragmático de su política. En cierta medida diversas voces ya se venían expresando en esa perspectiva. Señales, aparentemente aisladas, que fueron emergiendo y amalgamando una importante corriente de opinión. Un indicador de esto puede considerarse, por ejemplo, las diversas encuestas que son favorables a la “normalización de relaciones”.28 La decisión del gobierno norteamericano de desarrollar este giro en su po­­­lítica hacia Cuba cuenta, además, con una creciente aprobación de empresas que han manifestado su interés de realizar negocios con la isla. 

			Más allá de todo este arco de referencias existen otras dimensiones. No es muy complicado avizorar que un factor que incide para propiciar este cambio en la diplomacia estadounidense fue la presión política que, especialmente en el re­­ciente período, provenía de América Latina y que en los hechos aislaba a Estados Uni­­dos de la región debilitando el sistema interamericano. En tal sen­­­­tido, la apuesta es relativamente clara, toda vez que se trata de distender la “cuestión cubana”, restau­rar la credibilidad enjui­­ciada y el liderazgo estadounidense en el hemisferio. En la inmediatez de la política endógena, seguramente no escapa al diag­­nóstico de Washington que Cuba hace rato dejó de depender del veredicto estadounidense, en lo que respecta a su integración en el contexto latinoamericano, más allá de la OEA y el Sistema Interamericano. Sin necesidad de ninguna auscultación que implicara recargar el trabajo de sus embajadas y de sus aparatos de inteligencia, Estados Uni­­dos ya sabía qué se pensaba de Cuba en la región y cómo es per­­cibido al régimen cubano en las relaciones internacionales. Es más, que —sobre cualquier apreciación ideológica— la polí­­tica exterior y la diplomacia cubanas, lejos de restringirse, pueden actualmente exhibir considerable connotación internacional.

			Dentro de las diversas referencias posibles de recuperar, hay una que no se puede omitir. Conocedora de sus intereses funda­mentales, en un texto reciente de quien desde su responsabi­lidad a cargo del Departamento de Estado impulsara la diplo­­macia contra Cuba, encontramos la siguiente observación:

			Hacia el final de mi mandato, recomendé al Presidente Obama que él vuelva a revisar nuestro embargo, que no estaba logrando sus objetivos y que estaba frenando nuestra agenda más amplia en toda América Latina. Después de veinte años de observar y abordar la relación entre Estados Unidos y Cuba, pensé que deberíamos trasladar la responsabilidad a los Castro para explicar por qué se mantuvieron antidemocráticos y abusivos.29 

			Agudo señalamiento que pone de manifiesto, de nueva cuenta, que Cuba es importante, pero dentro de una “agenda de preocupación más amplia”, la proyectada hacia la región en su conjunto y, por otro lado, el propósito de volver a sembrar un germen de la antidemocracia, desde su concepción liberal restringida, exactamente en el terreno político que corresponde como supuesta “responsabilidad” a la dirigencia de la revo­­lu­ción cubana. Intento de trasladar —según esta última idea— el tema de la ruptura de relación diferendo al ámbito de la política cubana.

			Pero más allá de esto, para la revolución cubana se abre un pe­­ríodo probablemente excepcional, en cuya forja retiene la capacidad diplomática del Estado, sin duda, lo podemos razo­­nablemente suponer, alguna parte central de los reconocimientos políticos, tanto que las referencias positivas llegan incluso hasta el propio jefe del Estado Vaticano. En el eje de este accionar se pueden recuperar las diversas formas de obligada resistencia y labor política, desplegadas en su dimensión estra­­tégica durante estos cinco siglos. La conducta se explica frente al multiforme y sistemático hostigamiento de la política estadounidense, que tuvo y sigue te­­niendo en el bloqueo económico, comercial y financiero su línea de mayor agresividad, y que actualmente se enfrenta, después de los primeros acercamientos oficiales, a un escenario que puede ser benéficamente diferente.30 Surgen ciertas condiciones para que los posicionamientos de criterio tengan un sitio diferente. No se puede olvidar que tanto en la comunidad internacional como en la Asamblea General de las Naciones Unidas, nunca, en toda la his­­toria de la diplomacia, se ha visto tanta coincidencia para condenar el bloqueo impuesto por Estados Unidos contra Cuba.31

			En ese mismo escenario, sin embargo, y ante la decisión de la política estadounidense de establecer un “nuevo trato”, se avizoran al mismo tiempo nuevos desafíos, siendo uno de los más importantes el vinculado a la potencial profundización de la es­­­fera mercantil ante la avalancha de ofertas y capitales que podrían ingresar a la isla. Aquí hay que tener en cuenta la dinámica previa ya desatada con el proceso de las reformas económicas. La posibilidad de regular los instrumentos de mer­­­cado que ya están en marcha, se podrían enfrentar al desafío, igualmente abierto, en el sentido de que éstos pueden producir, a partir de su propia dinámica, otros retos —no sabemos de qué envergadura concreta— al desarrollo del modelo cubano. No es descabellado suponer que la política estadounidense se muestre interesada en promover la consolidación de un sector privado, constituido precisamente alrededor de las reformas en marcha y articulado con el ingreso de recursos y mecanismos comerciales, en el marco de la nueva relación para impulsar referentes políticos anti-sistémicos. Este razonamiento no es viable si se considera que el giro que le ha impuesto a su política no conlleva ningún planteamiento que sugiera o impli­­que algún cambio en sus objetivos estratégicos.

			Por otra parte, tampoco pueden desconocerse las dificultades que presupone involucrarse en un proceso de negociación tendiente a normalizar las relaciones con Estados Unidos, mientras la voluntad derivada de la correlación interna no parece estar dispuesta a discutir algunos temas sensibles para la agenda cubana; tales como la cuestión de los derechos humanos, la política mi­­­gratoria y, a no dudarlo, la ilegítima presencia norteamericana en Guantánamo. En la historia de las relaciones internacionales ha quedado suficientemente demostrado que los agravios cometidos deben reconocerse y repararse en el proceso de entendimiento que aspire a la normalización de los vínculos entre dos estados. 

			No cabe duda de que la búsqueda de un entendimiento por medios diplomáticos, fundado en el respeto y la legalidad in­­­ternacional, resulta siempre más benéfica que una relación de confrontación y de hostilidad. La propia relación bilateral resta­blecida contribuye a una mejor atmósfera política en el conjunto regional, en la perspectiva de contar con nuevas condiciones para una relación menos problemática entre la política estadounidense y la política latinoamericana. 

			Reflexiones finales

			En un esfuerzo de reflexión desde América Latina, se hace ina­plazable una mejor comprensión de los alcances que pueden derivarse de los giros políticos y señales provenientes de la estrategia estadounidense. ¿Cómo está reconstruyendo sus recursos de poder ante la crisis económica que permea el sistema, el gran problema del petróleo y el gas que forman parte de su seguridad, el descrédito que ha cosechado con sus guerras de agresión, la inocultable práctica de las torturas a prisioneros, el asesinato de civiles por drones o por sus grupos de opera­cio­nes especiales en cada vez más países, la práctica del es­­­pio­naje a escala global, incluso en las comunicaciones de sus aliados, el costo económico y humano de sus agresiones bélicas que alarma a su propia ciudadanía?

			Ante este abigarrado cuadro de interrogantes, y estableciendo un ángulo de visualización hacia la región, resulta ine­­quívoco su objetivo que apunta de manera muy notoria hacia el proceso venezolano y hacia todas aquellas expresiones so­­­ciales y gubernamentales que no coinciden con sus designios. Pero su extensión se despliega hacia todo el hemisferio donde se desarrollan proyectos gubernamentales y políticos que no están dispuestos al sometimiento, que buscan alternativas a las políticas del mo­­­delo neoliberal y estructuran plataformas multilaterales de entendimiento hacia una integración sin su­­­bordinación. Su plataforma geoestratégica requiere fortalecer su menguado liderazgo para imponerse al resto del mundo. Una problemática que no se define ciertamente en nuestra re­­­gión. Sin embargo, el debilitamiento de su influencia en Amé­­rica Latina y el Caribe es una amenaza que pesa sobre los requerimientos de su hegemonía. 

			El declive económico estadounidense en un contexto de crisis sistémica profunda, la presencia de China, India, e Irán como im­­­­­­portantes referentes mundiales, lo que se suma la emergencia del bloque brics y el reposicionamiento de la Fe­­­deración Rusa como actor global, han abierto el debate geopolítico en cuya trayectoria aparece cuestionada la concepción unipolar estadounidense. 

			Aun así, sus datos de base no pierden de vista el desarrollo de un proceso global que dibuja un nuevo paralelogramo de fuerzas, en un contexto de crisis planetaria. Más allá de su superioridad militar, en la complejidad de ese cuadro es difícil imaginar que el poder estadounidense pueda consolidar a corto plazo y, de acuerdo con sus intereses, un nuevo consenso internacional. Esto propicia el desarrollo de una disputa en el campo de la hegemonía mundial, cuya di­­­námica constituye un dato de referencia para la comprensión de las tendencias hemisféricas. 

			Desde el escenario regional latinoamericano se necesita re­­­valorar la importancia de los avances y proyectos impulsados al margen de la política y la seguridad estadounidenses. La diplomacia de Washington no cejará en su empeño por retrotraer la situación regional, especialmente en aquello países cuyos gobiernos están instrumentando políticas que afectan a su sistema de dominación. Sin dejar de valorar el acontecimiento del 17 de di­­­ciembre de 2014 y la instalación de las relaciones diplomáticas entre Cuba y Estados Unidos a partir del 20 de julio de 2015, nada indica que su objetivo de reinstaurar el capitalismo y propiciar el apetito por una democracia liberal, al margen incluso de la opinión de la ciudadanía cubana, haya cambiado. 

			No resulta descabellado, por tanto, pensar que el debilitamien­to de los nexos y los entendimientos entre gobiernos y fuer­­zas políticas que dibujan el mapa político regional constituye, a no dudarlo, uno de los propósitos centrales para la re­­­composición de su deteriorada hegemonía. La política, que desde el 2005 se viene desplegando en América Latina y el Ca­­ribe, necesita tomar en cuenta en toda su amplitud este pro­­pó­sito. Porque la inteligencia del poder estadounidense sabe que su política ha estado perdiendo el control sobre la región o, al menos, los instrumentos que para ello existen no están pu­­diendo desarrollar como antes su tarea. La Doctrina Monroe, la política del “gran garrote”, todas las formas de panamericanismo, incluyendo el sistema interamericano en su versión hasta ahora conocida, no logran proseguir con eficacia el papel estratégico esperado. La capacidad de articular política y di­­plomacia y su ratificación en propuestas y procesos concretos, como UNASUR, PETROCARIBE, ALBA Y CELAC, además de mostrar la consistencia desarrollada por la política regional, son el mejor índice del debilitamiento por el que atraviesa la po­­lítica hegemónica. La creciente influencia de la República Popular China en la región, especialmente en la franja sudamericana, es un referente geopolítico que está gravitando más de lo que se alcanza a percibir. 

			Todo el empeño desplegado por los EUA, al tratar de aislar y destruir a la revolución cubana se le ha revertido. La pregunta sobre cuáles son los intereses que están cosechando la política de aislamiento permea los patios interiores del poder estadounidense. La decisión de restablecer relaciones diplomá­ticas con Cuba tiene entre sus principales objetivos mantener o reparar los nexos agrietados con la región y/o construir otros nuevos para re-proyectar sus objetivos estratégicos que en lo fundamental no parecen haberse modificado. Cuba, en la pers­pectiva de la nueva situación, enfrentará seguramente el desafío de avanzar con su proyecto revolucionario interactuando con el capitalismo, aunque tiene a su haber relaciones potencialmente estratégicas no solo con América Latina sino también con Rusia y parte importante de Asia, China incluida. América Latina enfrenta hoy, en un contexto de profunda crisis, el de­­­sa­fío de consolidar el avance de sus proyectos de transformación anti-neoliberal. Ese desafío supone conocer mejor la trama combinada de factores políticos, financieros, comerciales, mediáticos y de seguridad que se movilizan en el proceso de reafirmar la hegemonía necesaria para el ejercicio de la dominación, tanto en la esfera de la dinámica regional como en el proceso endógeno de cada uno de nuestros países. 
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			El miedo y la cultura de guerra: impactos de la norteamericanización  de la seguridad en América Latina

			María José Rodríguez Rejas

			“Si no tuvieras miedo, ¿qué harías?”

			(Acción Poética San Luis)

			Introducción

			El gran éxito de la refundación social del capitalismo de fines del siglo XX, que conocemos como fase neoliberal aunque políticamente sea neoconservadora, ha tenido lugar, sin duda, y tras revisar el impacto, en nuestras sociedades, en el ámbito sociocultural. Más allá de las medidas en materia económica por todos conocidas, en especial cuando se vive en países de la región que están estrechamente subordinados a la política imperial estadounidense, como es el caso de México, Colombia, Perú y varios países centroamericanos, lo que puede constatarse es el impacto de la refundación en el sujeto social y político de a pie. Los procesos de ruptura del tejido so­­cial, de atomización, corrupción y crecimiento de la violencia urbana en contextos de violencia estructural asociados a una desigualdad y pobreza no resuelta, son una constante no sólo en nuestra región sino en otros continentes. Sin duda, son mucho más evidentes en las experiencias más dependientes de Estados Unidos (EUA), y en la misma medida, más conservadurizadas, como México y Colombia, países, ambos, inmersos en una situación de guerra que expresa la violencia en su forma más cruenta y a la que acompañan procesos de anomia, vulnerabilidad e impotencia funcionales a la reproducción del orden social dominante y que, en la misma medida, dificul­tan las expectativas de cambio social. Nuestra mirada, inevitablemente, está marcada por la experiencia mexicana actual; un país arrasado por la violencia, el dolor y la expoliación de sus recursos.

			Nos interesa destacar que esta refundación conservadora no sólo se expresa y reproduce de forma explícita en el ámbito político (descrédito de la política, estigmatización de lo organizativo, desconfianza en las instituciones, descalificación de lo público, etcétera), sino que se incorpora a la vida cotidiana del sujeto y que éste mismo reproduce en su relación con los otros, en una práctica de tejer y hacer cultura. Esta expresión tiene un impacto social y político tanto o más relevante que la primera. Somos, en nuestros intercambios sociales; nuestros códigos de sentido, desde los que pensamos, sentimos e imaginamos; están insertos en una cultura. Nos construimos como sujetos en un campo so­­­ciocultural. Hegemonizar el campo de la cultura es proyectarse y reproducirse a futuro y, como bien sabemos, las transformaciones culturales son procesos complejos y lentos en el tiempo. En este campo, los neoconservadores han logrado eficientes y rápidos éxitos si consideramos este periodo de treinta y cinco años de embate abierto.

			En las últimas décadas, las preocupaciones por la seguridad no sólo han inundado los medios de comunicación sino que hemos asistido a una reformulación de las concepciones y políticas de seguridad tanto a nivel nacional como en los espa­­cios subregionales, estén éstos subordinados directa y estrechamente a la política estadounidense —siendo Plan México o Plan Co­­­lombia un claro ejemplo— o no. Desde Brasil pasando por Chile o Argentina, la seguridad es una preocupación que se enfrenta militarizando la seguridad pública, la frontera entre seguridad nacional y seguridad pública se ha ido hacien­do cada vez más tenue. Sea, en una u otra escala, la refundación conservadora, tiene un marcado componente militar desde el que se construyen las relaciones entre países pero también al interior del país, no solo institucionalmente sino entre la gente, en el día a día. No obstante, la magnitud e intensidad no son un asunto menor. En casos como el de México, donde la hegemonía neoconservadora se impone, la inseguridad se torna abier­­tamente en guerra. 

			La cultura de guerra es la expresión más acabada de la re­­fun­dación de cultura conservadora. La guerra en este momento, y no sólo en esta parte del mundo, es sobre todo ideológico-cultural. La dimensión militar es la más evidente, aunque no la más profunda, como queremos ir mostrando a lo largo de este trabajo. La inseguridad se manifiesta en diversos planos interrelacionados, desde el personal atravesando por el social, hasta el de la corporalidad-vida que se manifiesta en violencia urbana, cada vez más contaminada por los excesos y prácticas de la guerra. De las imágenes de la televisión en que aparece Afganistán pasamos a los descabezados y descuartizados de Michoacán, o los levantados en Guerrero, o las desparecidas de Juárez y de ahí a nuestro en­­­torno urbano, que va tintándose con los mismos códigos de guerra (armas que disparan, cu­­­chi­­llos que cortan, violaciones, ampu­­taciones de dedos, etcétera). 

			Las concepciones de la amenaza, del “otro” como enemigo y del miedo, permean la cultura y se instalan en nuestra vida cotidiana. Lo que queremos plantear en este trabajo es el vínculo que hay entre las políticas de seguridad y defensa continentales con la vida cotidiana del sujeto, eso que en principio parecería tan distante, pero es ahí, donde, precisamente, el conservadurismo logra su mayor éxito, al habitar-ocupar-invadir nuestro mundo de vida y nuestras emociones. El caso de México, en este momento, es una muestra diáfana de cómo se expresan a nivel nacional, en el plano legal e institucional, una concepción de la seguridad cimentada sobre la guerra y que fue diseñada desde las necesidades e intereses geopolíticos y geoeconómicos de Estados Unidos.1 Es un ejemplo de cómo la economía de despojo y enriquecimiento —legal e ilegal— usa la guerra y la violencia como mecanismo de control de territorio pero, además, cómo la guerra construye una cultura funcional al control social. Este trabajo está centrado en las trayectorias de la dominación y en cómo opera esa construc­ción e irradiación de las concepciones de seguridad basadas en la lógica de guerra, más concretamente en contrainsurgencia, y que tienen su matriz en Estados Unidos y en el proyecto de Seguridad Hemisférica que, en tanto proyecto geoeconómico de saqueo y acumulación, comparte intereses con las élites nacionales de varios países de América Latina.2

			Por primera vez en América Latina los procesos que legalizan e institucionalizan la militarización, que descansan en definiciones de enemigo interno, guerra total y permanente, uso social del miedo, y que consideran las intervenciones armadas en terceros países en nombre de un modelo de civilización (caso de Haití en 2004), son ahora dirigidos por gobiernos democrático-electorales. Todos y cada uno de esos términos y concepciones han formado históricamente parte de las es­­­trategias de contrainsurgencia, ahora reproducidas en escala masiva, lo que también es una novedad histórica. Estamos asistiendo a la internacionalización del uso del miedo y de la impunidad como mecanismos de control social. La ex-Yugoslavia, Irak, Afganistán, Siria o Pales­tina son ejemplos de territorios desangrados y rotos en los últimos años, así como México o Colombia lo son en América Latina. Sorprende nues­­tra dificultad en el ámbito académico para identificar el carácter contrainsurgente de estas experiencias, el desdibujamiento de nuestra memoria que también parece ser parte del éxito de la contraofensiva conservadora. Lejos de las concepciones que marcan un cambio de signo con el 11-S, consideramos que hay un continuum histórico desde los setenta hasta nuestros días que forma parte de ese ciclo neoconservador. 

			El texto propone, en primer lugar, un recorrido desde el mundo de vida cotidiano en el que podamos reflexionar sobre la cultura de guerra y el papel del miedo como mecanismo de control social; una parte central del material fue obtenido de un Grupo de Discusión (GD) realizado con jóvenes de la Ciu­­dad de Mé­xico en 2015.3 Decidimos documentar las percepciones de in­­seguridad y los miedos de jóvenes con un perfil que consideramos representativo de la población mayoritaria: son jóvenes, no viven en los escenarios más violentos del país, lo que arrojaría una visión centrada de antemano en el miedo, sesgando la investigación, y no tienen una participación política explícita o en organizaciones vinculadas a derechos humanos, lo que también les colocaría en lógicas de reflexión desde proyectos específicos. El grupo se conformó con estudian­tes universitarios de ambos géneros que viven en colonias populares de la Ciudad de México. Elegimos una mirada desde los jóvenes no sólo por su peso de­­mo­­gráfico sino porque son los sujetos y víctimas mayoritarias de la violencia y la guerra. A continuación, nos adentraremos en el papel que juega el dolor y el cuerpo en la transformación cultural de nuestros días en este contexto de guerra. Por último, revisaremos los lineamientos y concepciones de seguridad de EUA hacia América Latina y su carácter contrainsurgente, cerrando con algunas conclusiones generales. En definitiva, se trata de plasmar una reflexión sobre el tema y, sobre todo, intercambiar ideas para entender nuestro hoy pero también para visualizar un horizonte futuro de vida.

			El uso social del miedo en una cultura de guerra, el “otro” cotidiano como potencial enemigo

			Las cifras de muertos, desaparecidos y desplazados en Mé­­xico4 en los últimos años, dan cuenta de una situación de guerra: entre 2006 y 2012 hubo 121 683 muertes violentas,5 sólo en 2013 hubo 18 388;6 los desaparecidos entre 2007 y 2014 ascienden a 23 272;7 y los desplazados de la guerra del narcotráfico se estiman en 160 000.8 El secuestro y la extorsión siguen una curva de ascenso permanente desde 1997,9 que no es revertida por la baja en algunos años. 

			La cultura de violencia y guerra nos rodea, nos envuelve y se introduce en nuestras vidas con una rapidez inusitada. Nos hemos acostumbrado a vivir en medio de la violencia y la guerra, con muertos, desaparecidos, torturados y desplazados; con militares y policías-militares que patrullan las calles en una demostración de fuerza, subametralladora en mano; con delincuentes que a plena luz del día y, también armados, cobran su cuota de extorsión en los negocios. Esta cultura de guerra usa el sentimiento del miedo como vehículo de (re)socialización, a través del cual interiorizamos los códigos, valores, representaciones y papeles de esta puesta en escena de brutal violencia. En el grupo de discusión (GD) realizado con jóvenes10 sobre la percepción de la inseguridad en su mundo de vida, la palabra “miedo” apareció explícitamente en treinta y cuatro ocasiones, y otras muchas “inseguridad”, “asustar”, “terror”, “pavor” y sus variantes. La vida de los jó­­ve­­nes está inundada de miedo; son el espejo de quienes les ro­­­deamos en su mundo de vida y de la sociedad en la que viven. 

			¿Cómo son nuestras relaciones sociales y nuestras prácticas en las que este sentimiento encuentra su caldo de cultivo? Dirá Delumeau en su obra clásica sobre el miedo en Occidente que no hay guerra, ni violencia, sin un ‘otro’ amenazante.11 La amenaza se transforma en una sensación de inseguridad ante ese “otro” que desata el miedo.12 La amenaza, en este México de hoy, se centra, desde la experiencia del ciudadano de a pie, en el delincuente y, más recientemente, en los cuerpos de segu­­ridad del Estado, algo que no sucedía años atrás, al menos con las Fuerzas Armadas, que estaban entre las instituciones más respetadas. En relación con esto dice un joven: “No sabes ni qué te puedes en­­contrar en la calle, ahí andas con esa incer­­tidumbre”,13 pero ese miedo está cimentado en experiencias reales y cercanas, secuestros (“a mi hermano lo secuestraron por un día”, “A uno de mis hijos lo trajeron encañonado en un carro como cinco horas“), asaltos (“llevaban cada uno una navaja... y a una de las chicas sí le rasgaron parte del vientre porque se movió cuando le pusieron la navaja”), agresiones físicas (“Cuando me pegaron dice que me le quedé viendo, que le barrí con la mirada. Yo no entendía... luego te das cuenta de que traen otro concepto”), y asesinatos (“ahí, donde vivo, hace como un año asesinaron a 11 jóvenes a las 12 del día, a todos les dieron tiro de gracia“, “yo no lo vi en el periódico, yo lo vi realmente. Estuve trabajando en Michoacán hace tres años y medio y me tocó ver a un descabezado literal… No da miedo, da terror”).14 En relación con la policía uno de ellos señala: “A pesar de que conoces el espacio, hay una pre­­sión ahí de la policía. Ahora veo a muchos policías en todos lados y más que te causen seguridad te causan inseguridad porque los ves con su escudo, con su equipo, como para golpearte”. 

			En una sociedad en la que el 80% de la población es pobre, la amenaza está altamente asociada con este sector, pobres serán los actores centrales de la guerra: quienes ingresan a las filas del crimen organizado buscando una forma de subsistir, quienes ingresan a la policía y a las Fuerzas Armadas con el mismo fin, y la población que vive en medio de la guerra. El ‘otro’ amenazante —real o potencial- siempre es pobre, joven, o indígena y peor aún si se expresa políticamente. Es decir, hay una amenaza percibida desde lo concreto de la población y una amenaza estereotipada desde el poder, que van coincidiendo. La forma de enfrentar al crimen organizado, y en particular al narcotráfico, ha sido es­­trictamente militar sin que exista una política social que ofrezcan otras oportunidades a los sectores pauperizados. Además, la tipificación de la delincuencia invisibiliza las causas socioeconómicas de la pobreza.

			El miedo va rompiendo el tejido social y atomizándonos, nos hace sentir desconfiados y vulnerables:

			[…] recuerdo que sí tenía mucho miedo, mucho miedo, todo el tiempo estaba volteando […] a todo el mundo le veía cara de que me quería asaltar, la cara de estos tipos la veía en todos los muchachos que veía en el camino y ese miedo me duró meses. Recuerdo que salía de la universidad corriendo y me iba rapidísimo […] oía un ruido y sentía miedo, me dejaron un miedo muy fuerte.15

			La fragmentación social acompaña a la violencia y va abonando el sentimiento de inseguridad en tanto la persona cada vez se siente más sola y aislada. La brutalidad de la violencia avasalla al tiempo que las instituciones ni siquiera están presentes como referente de seguridad. El ciudadano, abandonado con sus propios recursos, siente “impotencia y frustración, desesperanza hacia lo que tienes, hacia lo que te rodea, hacia la gente misma. ¿En quién confío?...”; “Yo no entendía” es una frase asociada a varios relatos, unos en relación con el agresor y otros en relación con las instituciones: “fuimos a dar a la Delegación [tras haber sido golpeado] y al final esa persona salió libre… se voltearon los papeles. Como joven dijeron que yo era el desmadroso, que estaba en una edad violenta y no era así”.16 El descrédito del Estado aparece reiteradamente en la voz de los jóvenes asociado a la corrupción y robo del erario público, y, en la misma medida se desconfía de la llamada guerra contra el narcotráfico: “es algo que ha creado el propio Estado porque saben que están coludidos con ellos... La idea que generó el Estado de que está peleando contra el narco pues no es cierto, es una batalla que estamos te­­­niendo pero por intereses”,17 y alguien más agrega que hay un “discurso oculto” que se expresa en la realidad y contradice el dis­­cur­so oficial:

			[…] el Estado no desconoce lo que hay [...] estos grupitos segmentados del crimen organizado que dañan, que te pueden secuestrar o que te pidan extorsión. Simplemente que se queden en la zona y ya te sabes vulnerable porque nos pueden llegar a atacar [...] pero esto de que la guerra contra el narcotráfico ha dis­minuido, yo creo que se ve más bien en las calles, donde tienes acceso a cualquier cosa.18

			Los abusos y denuncias contra la policía y Fuerzas Arma­­das en estas acciones han crecido. 

			El enojo es otra emoción, relacionada con las anteriores, que desata una explosión de contradicciones:

			Cada vez que me ha pasado alguna circunstancia de violencia conmigo o con algún familiar, o alguien cercano que yo aprecio, ha nacido un rencor ante la sociedad [alguien más asiente] y va contra mí, con cómo me estoy formando […] va uno por la calle, y de re­­­pente ya no sabes cómo actuar, o no como actuar sino como vivir, porque vas a la defensiva, con inseguridad y odiando a la misma vez a la gente […] y te formas como una persona muy individualista [otra persona asiente]... a mí sí me ha creado esta parte de indiferencia hacia las problemáticas sociales.19 

			La persona se da cuenta de que la violencia destruye parte de sus referentes y valores, es decir, es doblemente violentada. Por un lado, esta violencia; por otro, los discursos sobre la nece­­­sidad de la guerra; y unas instituciones políticas y de seguridad abatidas por la corrupción y el descrédito, hacen que la ciudadanía pierda sus parámetros de ubicación, quedando a la deriva, sola, confundida, sintiéndose indefensa y sin perspectiva de cambio social. El cambio social y personal, como plantea una de las jóvenes, produce inseguridad. Como muy bien identifica otro, “el individualismo se alimenta con miedo”; un nutriente mucho más eficiente que el consumismo.

			La percepción sobre el espacio público se deteriora (“Ya no sabes en qué lugar puedes estar seguro”) y el espacio es el territorio donde se realizan las relaciones sociales; si el espacio público desaparece, éstas se fragmentan. El espacio público se percibe como “sustraído”, “privatizado”, en palabras de los jóvenes, y eso va impulsando al sujeto a su mundo de vida privada:

			Ahora un espacio público, como un parque o algún otro, ya no es como antes, un lugar donde podías entablar una relación con otra persona. Ahora, estos espacios se empiezan a privatizar [… ]es una presión para nosotros los jóvenes […] a pesar de que tengo un previo conocimiento del espacio, existen presiones como es la violencia; violencia en todos los aspectos.20 

			En varios de los relatos de los jóvenes se mencionan los lugares a los que se ha dejado de ir tras una mala experiencia porque el lugar se ve como el territorio del ‘otro’. Es el mismo fenómeno que sucede a nivel nacional, primero era el norte, un lugar lejano, luego fue el sur que también se percibía como un lugar lejano y después la frontera territorial va haciéndose más pequeña hasta construir esta idea-ficción del Distrito Federal como una de los lugares más seguros del país. Los jóvenes asocian los espacios no conocidos con inseguridad, sin embargo, cuando aparece el tema de la violencia en el mismo entorno en el que se vive, surge una nueva dimensión de la fragmentación espacial-relacional: “no tanto lo nuevo sino perder lo rutinario, nuestra cotidianidad... [cuando conocemos algún hecho violento en la zona] Nos desarraigamos de donde vivimos y ya no queremos salir ni a la esquina de nuestra casa”.21

			La casa y la familia es la única referencia que aparece entre los jóvenes como referente de seguridad. El afuera es sólo un espacio de tránsito, es el riesgo. En tanto la familia es el espacio más valorado, la posibilidad de agresión o daño a sus miembros produce mucho miedo y así aparece también el miedo último de esta cultura de guerra, el miedo al daño corporal y a la muerte, del que más tarde hablaremos.

			La muerte de los seres queridos [...] las figuras que de cierta forma te apoyas para sentirte seguro en algún momento. Un espacio donde tú regresas y te sientes seguro es tu casa, con tu familia. Y, sí, cuando experimentas la pérdida de esto, a mí eso me causa una inseguridad ante mi vida grandísima […] Entonces, de cierta manera, te ves desprendido de ahí y ahora te tienes que enfrentar con lo que de ahí aprendiste ahí afuera.22 

			La ciudad es un campo plagado de símbolos del miedo como las vallas de protección o los dispositivos de seguridad de las viviendas. El sujeto no sólo se aísla físicamente sino social y afectivamente de los otros que le rodean. La casa y la familia simbolizan el nido-prisión que refuerza la fragmentación y el control social. 

			La importancia del mundo privado y de la familia como ámbi­­­­to de seguridad es una expresión más de la retirada de las funcio­nes sociales del Estado neoliberal que dejó al sujeto en la inde­­­fen­sión, no sólo de seguridad pública sino también social. 

			Yo tengo miedo a la vejez, es como inseguridad al futuro porque no sé qué vaya a ser, si voy a tener un trabajo… Esa parte de la cuestión eco­­­­nómica es una inseguridad que sí nos hace pensar de qué vamos a vivir, qué vamos a comer, qué va a pasar con nosotros el día de mañana que ya no podamos trabajar... esa parte sí da miedo” [y alguien más precisa] “desafortunadamente nada se mueve sin dinero, hay que pagar ser­­vicios, no nos podemos salir de este sistema; no puedo dejar de pagar la luz, el teléfono, el gas. Esa es una de mis inseguridades más fuertes. Yo creo que es algo muy común los miedos que nos puede provocar el hecho de no tener dinero.23 

			Es decir, el miedo en esta cultura de guerra se cimenta en todos los otros miedos gestados décadas atrás con la violencia social de las políticas de ajuste: a perder el trabajo, la vivienda, la salud, la educación y demás derechos sociales. A estos miedos, le siguió el miedo a la delincuencia que fue creciendo con la exclusión social. La guerra será el escenario último, el de los excesos de la violencia en todas sus formas, incluido el daño corporal y la pérdida de la vida: “influye mucho esto de la gue­­rra contra el narco porque creo que de ahí se desprenden muchas violencias… la gente va siendo afectada, si ya no tengo chance de extorsionar aquí pues vamos a extorsionar a otro lado”.24 Y du­­­rante todo el tiempo, la violencia se reproduce al interior del medio familiar que es al mismo tiempo percibido como espacio de protección por la brutalidad de la violencia en el exterior. 

			El futuro25 da miedo y no sólo a los jóvenes; el tiempo ne­­­­cesario para proyectarnos como personas y como grupo social es colonizado desde la dominación y nos cuesta mucho es­­­fuer­­zo pensar en el cambio social que, como ya vimos, da miedo. La es­­­piral del miedo entra al sujeto y sale nuevamente de él hacia su medio, a la par que es un reflejo de su sociedad: “esa inseguridad la traigo conmigo todos los días, desde cómo te haces presente en cada espacio donde estás, con las personas, con tus relaciones, pue­­de ser con alguien que conozcas o que no conozcas… esa inseguridad yo la veo más interiorizada a raíz de todos estos factores que vivimos y que nos han inculcado”.26 

			Ante tal sobre-exposición a la violencia e indefensión, el su­­jeto construye una narrativa que desdibuja lo real para tratar de auto-restituir sus seguridades. Ocupa expresiones como “algo habrá hecho”, “en algo andaría”, cuando conoce un hecho violento cercano que lo atemoriza. De esta manera, se pone a salvo y toma distancia ante lo inmediato. Conocer la existencia de falsos positivos, o pensar que puede ser sacado de su propia casa, produce un miedo irrefrenable. En otras ocasiones, su narración trata de restarle importancia a lo que acontece e incluso, bromean con ello: “a mi hermano una vez lo secuestraron por un día pero eso, nada más [los demás ríen y remedan ‘¡aha, eso nada más!’].27 Como muy bien plantea uno de los jóvenes, esta forma de elaborar una narrativa de la violencia y la guerra, se queda en la su­­per­­ficie, sólo registra discursivamente el hecho pero no permite procesarlo y darle un sentido: 

			hasta cierto punto también se vuelve morboso conocer las formas de violencia... hace como un año asesinaron en mi rumbo a 11 jóvenes a las 12 del día, a todos les dieron tiro de gracia y más que a la gente les preocupara el lugar tan violento donde estamos, preguntaban ‘¿qué hicieron?’, ‘¿de dónde eran?’. Entonces, sí se naturaliza [la violencia] pero en una forma como de morbo”.28

			 Hay una sensación de placer-repulsión ante esa sobre-exposición (real y mediática) a la violencia. 

			Por otro lado, ante los excesos de violencia en esta guerra y cuanto más cercano es el hecho violento, también se autoimpone el silencio. En la mayoría de los casos, no se habla, ni entre los amigos ni con la familia: 

			En mi casa no hablamos de eso. Muchas veces piensas que si no lo volteas a ver no existe porque no está ahí directamente y así de cierta manera te sientes más segura; prefiero no saberlo y entonces no existe. Lo más que llega a suceder es que si vemos alguna noticia de que lo mataron el mayor comentario es ‘tú da lo que tengas... no arriesgues tu vida’… pero hasta ahí. Aventarnos una plática extensa sobre eso, pues no”. [Alguien agregó:] “si hablas de ello te va dando cada vez más miedo, como ahora que estamos hablan­­­do”.29 

			El “diálogo con el miedo”, del que habla Delumeau, es, desde nuestra perspectiva, lo que hay detrás del silencio, lo que no se co­­­munica y el sujeto afronta interna e individualmen­te, solo. Cuando eso ya no sucede en Michoacán, o en Juárez, o en Guerrero, sino en el propio barrio, entonces dejamos de hablar de ello. 

			En nuestro último intento por acallar la violencia-guerra; la convertimos en tabú, eso, ello, sin nombre siquiera. Pareciera que no se habla para no invocarla. 

			Mientras tanto, los medios de difusión nos someten a una sobre-exposición violenta de la violencia. Las imágenes explícitas de la violencia en el mundo y en el país,30 el lenguaje inva­­­di­do de códigos de guerra;31 una narración visual y oral que convierte la guerra en espectáculo. Es, como dirá Clemencia Castro: la fiesta de la muerte,32 porque la guerra es en sí misma exceso, derroche y ostentación. 

			Creo que sí influye mucho la forma en que los medios de comuni­cación difunden el tema de la violencia, es tan explícito... que empezamos a naturalizar la violencia, la vemos tan normal que ya no nos sorprende ver en la primera plana del periódico a un descabezado, por ejemplo, o ver a una persona en la esquina que quiere hacer algo… impacta en mi vida personal enfrentándose [no usa la primera persona] a esa violencia, desde que salgo de mi casa para acá pues yo sé que puedo encontrarme a una persona que me puede hacer daño.33

			Alguien agrega:

			[…] en gran medida va por la parte del amarillismo, no es el hecho de que le hayan quitado la cabeza sino ‘¿por qué se la quitaron?’, pero pensamos ‘mientras no me pase a mí y no le pase a mi familia’, lo ves como chisme. Parece que es parte de la vida cotidiana, ver estos ciclos de violencia, pero cuando ya te toca entonces ves que no debería ser parte de lo común. 

			Somos receptores de las imágenes y los rostros de la violencia así como de una narrativa ajena-fabricada por terceros desde la que nombramos nuestra realidad. 

			Sí, estamos bien invadidos y los medios nos imponen un miedo, no sé por qué lo hacen. Yo me he hecho esas preguntas, ¿por qué tanto ponen eso? ¿En la portada?, cuando pueden haber otros problemas... Por eso unos los evitamos, a otros les provoca mor­­bo.34 

			Alguien agrega, “o estrés” y otro se suma y dice “Es que causa pavor”. Los medios de comunicación y la creciente propaganda gubernamental construyen una narrativa dualizadora que simplifica la realidad: amigos y enemigos, buenos y malos, “nosotros” y los “otros”.35 En el escenario, entre los salvadores y los enemigos, aparece un tercero, las “víctimas colaterales”; esa población civil que cae, o es susceptible de caer, en toda guerra contrainsurgente. Desde la teoría de la elección racional es el mal menor que hay que aceptar, es también guerra preventiva. 

			La cuantificación de la muerte está asociada a la cosificación y naturalización de la guerra. La muerte homogeneiza y no diferencia entre delincuentes, militares, disidentes, civiles. ¿Quién elabora el conteo? ¿Cómo se realiza? El secretismo es también parte de la cultura de guerra. En parte, los actores armados tienen una narrativa y hasta un ritual de despedida, pero los “otros”, en su mayoría víctimas, dejan de tener historias, vidas, rostros, anhelos. Son simplemente cuerpos sin vida que yacen en fosas clandestinas o desaparecidos que vagan como fantasmas, despojados de su humanidad.

			El sentimiento del miedo y su interiorización: la importancia de la corporalidad

			A medida que la guerra se intensifica, rápidamente hemos pasado del miedo a la pérdida de las posesiones al miedo mayor y más profundo: el de a ser lesionados corporalmente e incluso de perder la vida. La institucionalización de la llamada guerra contra el terrorismo y el narcotráfico, tanto en EUA como en América Latina -especialmente Colombia y México-, focalizó el miedo en la pérdida de la vida; éste es el miedo más ancestral del ser humano y el que le hace sentir más vulnerable. Detrás de este miedo corporal está en último término el miedo a la muerte.36 Como dice Castro,37 la guerra transgrede lo “sacro de la vida” al colocar en el centro de nuestros valores y prácticas sociales la violencia y desplazar la ética de lo humano. El miedo es así un regulador de la vida social cuando lo imprevisible puede suceder cada día y proceder de actores tan dispares como narcotraficantes, paramilitares, ejército o policía. 

			Aunque, sin duda, el sentir sobre el cuerpo cobra miradas distintas desde los actores armados y no armados de la guerra. En “El cuerpo en la guerra”, Clemencia Castro plantea cómo el cuerpo es percibido por parte de quienes están armados: “En la guerra el cuerpo no es pensado ni sentido, no se advierte su fisonomía cambiante… No se repara en su forma, no hay fácil ocasión para mirarlo, pero sí para su espectáculo, que contrasta con su valor superfluo y olvido”.38 Sin embargo, desde nuestra perspectiva, el cuerpo de la población no armada es un cuerpo que aspira a pasar desapercibido, invisible, fantasmal, ante el temor de que le suceda cualquier cosa, en cualquier momento, en cualquier lugar, como vimos en el apar­­tado anterior. En México, en varios estados del país, los relatos sobre balas perdidas de fuegos cruzados, levantones y asaltos son una constante a la que se suman los excesos de las propias instituciones, como las muertes en puestos de revisión militar, por ejemplo. El cuerpo sólo desea evitar ser maltratado, evitar el dolor y cuidar la vida. Todo el tiem­­po lo sentimos en nuestra experiencia cotidiana, así sea inconscientemente, y vivimos construyendo nuestras propias medidas de seguridad para protegerlo:

			[Trato de] evitar ciertas cosas, soy muy precavida. Fijarte por dónde vas, si ves que alguien te viene siguiendo le dejas que pase, a dónde andas, a qué horas [...] porque a mí sí me da mucho miedo [...] uno no se pone a pensar qué vas a hacer si en un momento dado te se­­­cuestran, si te quieren robar y te ponen una navaja.39

			Así, vivimos ritualizando esa protección, desde no llevar nada llamativo pero sí lo mínimo para “cooperar” si hay un asalto, seguir ciertas rutas por dónde caminamos, evitar otras rutas de carretera, no salir por la noche en muchas ciudades y pueblos, etcétera. En este Estado de desprotección permanente, el sujeto se hace cargo de sí mismo, una muestra más de la llamada co-responsabilidad que difundió la ideología neolibe­ral; igual que nos socializaron para hacernos cargo de nuestra salud, educación, vejez y demás, porque había que colaborar con el Estado, ahora además, nos toca hacernos responsables de nuestra seguridad y cuidado. Son recurrentes las expresiones que usamos de forma muy crítica hacia nosotros mismos cuando somos víctimas de violencia (“me apendejé”, “estaba muy cansado y no les vi”, “me confié”, “ya estaba oscuro”, ”sabía que esa zona es complicada”, “se puso nerviosa y por eso la hirieron”.40

			El cuerpo es el lugar donde habita el miedo, experimentamos corporalmente el miedo y al cuerpo se dirigen las acciones y mensajes de los actores de la guerra, cuyos principales destinatarios serán los mal llamados espectadores, la población no armada que intenta seguir siendo ciudadanía. Como dice Elsa Blair, recuperando a Marc Augé, “el cuerpo es superfi­cie de inscripción, emisor, portador y transmisor de signos”.41 Es el único espacio propio que habitamos, que tenemos y que nos queda en esta sociedad que nos despoja de todo. Si bien las emociones y sentimientos ocurren todos en el cuerpo, en este espacio físico que habitamos, parece que el miedo es un sentimiento del que nos percatamos con mayor facilidad que de otros porque es nuestra alerta de vida ancestral ante los riesgos; notamos como el cuerpo se contrae o se tensa, e incluso se paraliza, la respiración se agita y la adrenalina corre por nuestra geografía. En tanto el cuerpo es espacio de vida, el único espacio de vida con que contamos cada uno de nosotros, ver ese otro cuerpo trizado, roto, ensangrentado, nos sobrecoge, porque así es el dolor y la muerte; nos proyecta ante nuestra propia vulnerabilidad, nos sabemos —aunque no sea conscientemente— “potenciales” bajas colaterales de esta guerra preventiva.42 

			El cuerpo pasa a ser un territorio de violencia-guerra y un símbolo a tatuar a través del miedo, así el mensaje llega para el sujeto-objeto de la violencia y también para quien la presencia o sabe de ella, la potencial víctima. El mensaje llega a todos y es efectivo. La representación del cuerpo y la relación con él, es una construcción social y cultural, como señala Le Breton;43 es, en este sentido, una expresión de la sociedad en la que vivimos.

			El cuerpo del otro es un territorio sobre el que expandirse y ejercer el poder. La violencia y la cultura de guerra destruyen el límite de la frontera con el cuerpo del otro, que también es un límite de seguridad porque es el espacio que no debe ser invadido. Incluso, en culturas como la latina, en las que el contacto corporal es mucho más permisivo, hay un límite frente al otro, más aún si es desconocido. Traspasar esa frontera es invadir la intimidad, el mundo de vida del otro, y esto es lo que sucede en las experiencias de violencia urbana cotidiana. Las sensaciones de vul­­­nerabilidad ante la agresión corporal recogidas en el grupo de discusión plantean este tema de la invasión: “Entre más grande la agresión es más grande tu sentimiento de enojo y de miedo. Porque si te bolsean, ni cuenta te diste, te enojas pero ya pasó. Pero cuando es una agresión...”. Otra agrega: “cuando te sientes invadido es muy diferente” y alguien más asiente y precisa “cuando sabes que puedes ser tocado... porque aparte te tocan, te agreden pero inva­­­den ese espacio y te tocan. Es muy diferente a que tomen el objeto... esto de que sabes que te pueden tocar en el momento que quieren e imponer sobre ti una acción, eso sí te vuelve muy vulne­­rable”.44 Cuando pasamos a la violencia en mayor escala de los cár­­­teles o de los cuerpos de seguridad, el tema cobra aún mayor fuerza. 

			En el caso de México, las formas de violencia conocidas a lo largo del país dan cuenta de la brutalidad del daño corporal y de la centralidad del cuerpo en la contienda: degollados, despellejados, descuartizados, diluidos en ácido, cremados, etcétera. Situa­­cio­nes que, además, son repetidas hasta el cansancio en la primera plana de prensa, en revistas, y en las redes, además de la televisión. La cultura de guerra “implica la haza­­ña que se regodea en el cuerpo... el semejante pierde su posibilidad de existencia, adquiere el status de objeto degradado”.45 Y, sin embargo, esa representación y papel del cuerpo se diferencia dependiendo del tipo de actor que se es en la guerra, combatiente o no combatiente, víctima o victimario. En el espec­­táculo de la guerra, el sufrimiento del cuerpo y el dolor forman parte de la escena que requiere de un tercero que la presencie. No sólo los medios realizan esta labor sino que está en el escenario mismo de la guerra. Son muchos los ejemplos, desde los relatos que podemos leer en la revista Proceso sobre distintos Estados de la república hasta los relatos de Mireles46 sobre la brutalidad de ejecuciones con tortura pública en Michoacán, a la luz del día en la plaza de un pueblo donde los habitantes son obligados a presenciar los hechos, o los más recientes acon­­tecimientos en Ayotzinapa (Guerrero).

			El espectáculo47 requiere un espectador que se sumerge en la dicotomía de ser la siguiente posible víctima o el posible victimario; la otra opción es convertirse en desplazado, con lo que esto conlleva. En este contexto, el horror de la narración es tan apabullante que no deja horizonte posible de transformación. No se trata solo del daño sino de la crueldad que se muestra y se masifica, y que se pone en práctica por parte de los distintos actores armados, desde los cárteles, pasando por los cuerpos de seguridad del Estado, hasta la delincuencia urbana cotidiana. En este nivel, que es el más inmediato, alguien puede matar a una persona por no tener más que unas monedas, o empujarlo de un transporte en marcha porque el celular que le está robando es muy viejo, etcétera. La gente asume que “si no tienes, te va peor”. La crueldad tiene un sentido en el mensaje que se construye y, matizando lo que plantean algunos enfoques,48 no es inútil para el productor de violencia sino que responde a los propósitos de parálisis del sujeto y control masivo de poblaciones y sus territorios. Su impacto, a través de la generación del miedo, resulta altamente eficiente en la re-socialización a la que somos sometidos, con valores, roles y representaciones propios de una cultura de guerra. 

			El sentir es acostumbrado a experimentar sólo el miedo, la desgracia, lo oscuro, el sufrimiento. Esta emoción nutre la deses­­peranza que emana de los sentimientos de frustración, abandono y soledad que derivan de la destrucción de lo social y de la violencia social en sí, como ya vimos. Para los actores no armados, el cuerpo del otro violentado le proyecta ante la posi­­bilidad de ser uno mismo o un ser cercano y querido. El dolor y la muerte nos sobrecogen mientras el sentimiento del miedo nos va tatuando por dentro. La fuerza de la interiorización49 a través del miedo está relacionada con este sentir corporal que nos tatúa por dentro.

			El cuerpo es el espacio que tenemos para ser, es el espacio de nuestra historia, el medio para relacionarnos con los otros y el territorio de nuestra memoria. Es decir, es el lugar de nues­­tra identidad personal y social. Cuando destruimos el cuerpo del otro o cuando lo dañamos estamos desdibujando su trayectoria, su vida toda. Es una invasión y colonización del futuro de ese otro, en caso de que sobreviva, y de los otros que sabrán del hecho. En el caso de Julio César Mondragón Santos, quien fue desollado vivo en los hechos recientes de Ayotzinapa (Guerrero), en los que además fueron desaparecidos 43 jóvenes de la normal rural, la brutalidad de su asesinato expresa esta concepción del cuerpo en la guerra: “El cuerpo no fue ocultado sino expuesto, abandonado en una calle de Iguala, arrancado el rostro, extraídos los ojos. Pronto esta imagen comenzó a circular en las redes sociales; alguien - no sabemos quien- le tomó una fotografía que pronto se hizo pública. El mensaje fue enviado”.50 Es decir, como sostiene la autora, la forma del crimen está hecha para ser mostrada y enviar un mensaje de miedo, terror y desmovilización. La crueldad del hecho expresa la ruptura de todos los códigos éticos, hasta llegar a la destrucción no sólo del cuerpo del otro sino de su propia identidad. Despojar a una persona del rostro es despojarle de su ser, de sus referencias, arrancarle sus señas de identidad y su historia, condenarle a la nada. Es el “embeleso del poder”.51 El mensaje no tiene como destinatario a la persona asesinada sino a los otros, en un amplio espectro social, a los que se pretende re-socializar en el sentir del miedo, del dolor, de la pa­­­rálisis social. Los códigos de la contrainsurgencia se revelan en la forma, en la intención, en el mensaje. ¿Cómo se aprenden estas técnicas de la crueldad? ¿Quién la enseña? 

			En esta cultura de guerra que usa el cuerpo como instrumento, se produce también una apropiación de la memoria de los otros, se reescriben sus historias y se desdibuja su identidad. La situación de los falsos positivos en Colombia y en México es un ejemplo de ello. El caso de Jorge Antonio Mer­­cado y Javier Fran­­cisco Arredondo, estudiantes de maestría del Tecnológico de Monterrey (México), una institución educativa privada a la que acuden sectores acomodados del país, destapó la existencia de este tipo de prácticas en México. Los jóvenes fueron asesinados en el campus en un enfrentamiento entre militares y una organización de delincuentes, después “los militares de la Unidad Néctar Urbano 4 les colocaron armas de grueso calibre para hacerlos pasar como delincuentes y manipularon la escena del crimen, según informó la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en su recomendación 045/2010”.52 Los medios de comunicación hicieron eco de la historia, de jóvenes universitarios que fueron convertidos en delincuentes y criminalizados, no sólo la violencia les dio muerte sino que además fueron violentados tras su muerte, envilecida su historia, maltratados e injuriados. 

			La muerte cobra distinto sentido y significado para los acto­­res armados y no armados de la guerra. Los primeros pueden construir una conexión de sentido en la muerte de sus pares o en su propia muerte, son formados como “guerreros” y adquieren una formación en la que se exaltan los valores de la guerra, sea en las instituciones de seguridad y defensa o en las organizaciones criminales. Aunque los fines sean muy distintos, hay un sentido del dolor y de la muerte. Se participa en un ritual de despedida en el que se es reconocido por el colectivo, lo que permite trascender. Sin embargo, los actores no armados y despolitizados enfrentan la muerte desde el sinsentido —”la bala perdida”, “el lugar no adecuado”—. En este caso, la pérdida del familiar, o su propio daño les condenan al vacío donde sólo habita el dolor, la indefensión y el potencial riesgo que puede representar para cualquiera, para todos. 

			La situación de los desaparecidos es aún peor; los familiares y amigos ni siquiera tienen el cuerpo del ser querido, se les arre­­­bata la posibilidad de realizar el ritual de despedida, se les niega el lugar del enterramiento, el lugar al que regresar. El desa­­sosiego se instala en su vida, que es un deambular fantasmal como el del propio desaparecido. 

			Las armas son también un símbolo de la diferente condición de los actores. Aquellos que están armados cuentan con una protección ante el riesgo que, a la vez, es una expresión de poder. Los no armados exponen el cuerpo todo el tiempo en medio de la inse­­guridad, a la que suman todas las otras inseguridades de su mundo social. Otros símbolos forman parte de esta cultura, desde la estética de la ropa de camuflaje, que se ha puesto de moda, hasta las representaciones en los juegos electrónicos para niños y jóvenes, o las películas que inundan el mercado, muchas estadounidenses, en las que se naturaliza la violencia del cuerpo, la guerra y de la muerte. La propia estética y música del narcotráfico que atrae y asusta es parte de esta banalización de la violencia. El espectáculo de la guerra alimenta la confusión entre la realidad y la ficción.

			La violencia contra el cuerpo femenino tiene siempre tintes sexuales, llegando a ejercer el poder sobre lo más íntimo de la persona. Los casos de las mujeres asesinadas en Ciudad Juárez, pero también en la frontera sur y en el Estado de México, son una muestra de cómo opera la delincuencia. Sin embargo, esta misma violencia se expresa institucionalmente como en el caso de la acción de la policía en San Salvador Atenco.53 Al machismo cultural se superpone el dominio del poder en la guerra. En la vida cotidiana, además, la educación de género, en la familia y en la escuela, reforzará el circuito protección-miedo. Como plantea una joven hay una diferencia entre educarnos en el cuidado o en el miedo:

			[Una joven habla de cómo ella y su hermana no salen casi y van de la casa a la escuela o a la tiendita pero su hermano anda por todas partes y cuenta cosas que ni se hubieran imaginado que pasan en su Colonia] Lo que te inculcan no es lo mismo que a los hombres. Siempre a nosotras nos inculcan más precaución para salir, a qué, con quién, cómo, adónde... Hay cosas que ni siquiera se las mencionan a ellos porque los papás sienten que no tienen ese riesgo. Lo que nos inculcan las madres es el miedo, no es tanto que te cuides... ‘si te comportas de tal o cual manera te puede pasar algo’.54

			 Así, lo real de la violencia de género se combina con la educación en el miedo que tendrá los consabidos efectos sobre el éxito para el control social. 

			Las marcas sobre los cuerpos aspiran al sometimiento para hacer del cuerpo un “cuerpo dócil”, como dirá Foucault.55 El control y la dominación que se ejerce con este fin aspiran al control social de los sujetos, en función del territorio, de sus riquezas, de su potencial de autonomía ante el poder total que se trata de imponer. Si esta intencionalidad procede de las instituciones de seguridad o de los grupos ilegales, sin embargo tiene el mismo efecto, conduce al enajenamiento del espacio público y, por tanto, al control político de éste. El dolor, la muerte y el miedo, derivan en la muerte del ciudadano, en ese cuerpo y esa mente que se pa­­­ralizan, aíslan y silencian, en cuerpo-mente que se desvanece del mundo público y queda invisibilizado. El caos, la violencia y la guerra impulsan la formación de ciudadanos dóciles funcionales al orden político dominante. Las instituciones de seguridad, así como las instituciones políticas, con que contaba el ciudadano van siendo horadadas por la guerra y sus excesos, de los que es parte la corrupción y falta de transparencia sobre las decisiones públicas en nombre de la seguridad y de la emergencia de las crisis. 

			Es necesario recordar que esta violencia sobre el cuerpo del otro (enemigo o potencial enemigo) que llega a su aniquila­ción, tiene ya un largo recorrido que precede a la parte armada —la más reciente— de esta guerra. Las políticas de ajuste estructural del neoconservadurismo han condenado a miles al hambre, a la enfermedad, a la muerte por causas solucionables, a la locura, a la autolesión y al suicidio. Igual que la guerra-militar-armada, destruyen el cuerpo biológico, socio-cultural y político del sujeto-persona, le condenan a la ignorancia, al aislamiento, a la inde­­­fensión y al dolor. Las políticas de ajuste estructural son políticas de guerra y sus impactos son crímenes de guerra que, como tal, deberán ser enjuiciados algún día.

			La norteamericanización de la seguridad es una estrategia de guerra contrainsurgente hacia la que camina el mundo,56 aunque con distintas escalas, y no sólo los países que están bajo la influencia de EUA en América Latina. Las condiciones y políticas de seguridad son el espejo de una concepción política y económica centrada en el saqueo y la concentración económica desde el nivel micro-local al internacional. 

			La norteamericanización de las políticas de seguridad: institucionalización del miedo y contrainsurgencia

			El miedo cumple un papel clave en la guerra ideológica y cultural de este tiempo porque es guerra contrainsurgente, esa es la situación que narran las voces del grupo de discusión. Como de­­cíamos al inicio de este trabajo, ésta es la forma en que EUA está enfrentando la disputa por los territorios y sus recursos en su competencia con los otros bloques de poder.57 La sensación de incertidumbre e inseguridad ante el “otro” es parte de la es­­­tra­tegia y tiene, como hemos visto, un alto impac­to como mecanismo de control social. Tenemos miedo y guardamos silencio, tenemos miedo y nos replegamos a nuestra vida privada, atemorizados.

			La penetración del miedo en nuestra vida cotidiana y las prác­­ticas de guerra y contrainsurgencia están enmarcadas en algo que nos puede resultar ajeno y lejano. La concepción general de seguridad y defensa de las políticas de EUA hacia América Latina, ha ido creciendo y se incorpora a las instituciones y legalidad interna. El hecho es muy evidente en el área de influencia que se extiende desde México hasta Colombia pasando por Centro­amé­rica, e incluso Perú.58 Transformación institucional y reformas legales son el complemento imprescindible de esta refundación social basada en la concentración de la riqueza, el despojo y el saqueo. La conflictividad se gestiona a través del control policíaco-militar y de la guerra ideológico-cultural. 

			Los contenidos de esta transformación ideológico-cultural se re-producen no sólo a través de los medios de comunicación y de la propaganda59 —lo que también—, sino desde el entramado institucional en el que nos socializamos60 y desde el que reproducimos y recreamos la cultura (la escuela, la fa­­milia, el barrio, el trabajo, etcétera). Es decir, en las prácticas sociales en las que construimos nuestros referentes del mundo, en que nos relacionamos, sentimos, nombramos, pensamos, pero también en las que interiorizamos la autocensura. 

			Estas concepciones de seguridad las encontramos plasmadas en los documentos institucionales de EUA, en los acuerdos generales de las Cumbres en las que participan los países latinoamericanos, en los acuerdos subregionales o binacionales como Plan Colombia, Plan México o el Proyecto Mesoame­ri­cano, y en las reformas legales que se han ido implementando a nivel nacional.61 En todos ellos, se comparte la misma concepción sobre el enemigo y la amenaza, que ahora serán también internos; sobre la guerra como guerra permanente, total, preventiva y multidimensional; y sobre el desdibujamiento de la frontera entre seguri­dad nacional y seguridad pública, lo que, para el caso de América Latina, se traduce en la partici­pación de las Fuerzas Armadas en tareas de seguridad interior. Todos y cada uno de esos elementos son característicos de la guerra contrainsurgente y, desde luego, no son nuevos en América Latina.62

			A partir del fin de la Guerra Fría, el enemigo se redefine como terrorista; es concebido como amenaza letal que hay que erradicar en tanto pone en riesgo las bases mismas de la sociedad (democracia liberal y economía de mercado). La idea del terrorista desideologiza políticamente la idea de enemigo. El carácter difuso de esta definición permite convertir en potencial amenaza a cualquier miembro de la población, así como sucedió con las primeras estrategias constrainsurgentes en Indochina. El término ha sido usado desde los ochenta como sinónimo de delincuen­te, narcotraficante, guerrillero, tanto en el lenguaje mediático como gubernamental. Ese ca­­rácter difuso aumenta la percepción de inseguridad y miedo, así como la petición a las instituciones para que usen la fuerza y restituyan la seguridad. El enemigo además puede estar en cualquier parte del mundo pero también a la vuelta de la es­­quina, de manera que intervencionismo y contrainsurgencia caminan de la mano desde un inicio. El Patriot Act (2001), auto­­rizó unilateralmente a EUA a intervenir en cualquier parte del mundo ante una amenaza potencial; así se justificó la intervención en Afganistán y en Irak. La intervención en Haití en 2004 tuvo su fundamentación en la Declaración de Seguridad de las Américas (2003) y contó, por primera vez en la historia, con la participación militar de varios países de América Latina. A su vez, el golpe de estado en Honduras (2009) se presentó como una intervención en defensa de la democracia haciendo alusión a la Carta Democrática Interamericana (2001).63 La guerra contrainsurgente es guerra colonial y de intervención, desde sus inicios hasta hoy; es la herramienta militar e ideológico-cultural del capitalismo de saqueo que tiene como objetivo desestabilizar territorios para hacerse con el control de recursos y de la población.64 Los mismos argumentos sirven para militarizar la seguridad pública en las ciudades.

			En correspondencia con la amenaza, la guerra contra el enemigo será total, permanente y preventiva. La guerra será por tanto militar, política, económico-financiera, psicológica e ideológico-cultural. Los ejemplos actuales sobran, desde la desestabilización política e intentos de golpe de Estado en Ve­­­nezuela, hasta la actual guerra financiera contra Argentina y Venezuela, o la fractura y descomposición de países como Colombia y México. La National Strategy for Combating Terro­­rism de EUA (2003) plantea explícitamente: “erradicar el terrorismo donde quiera se encuentre... usando todos los instru­­­mentos de poder nacional: diplomático, económico, de ejecución de la ley, financiero, de información, de inteligencia y militar”. El que la guerra sea permanente establece los niveles de alerta y articulación de las instituciones contra el enemigo, es una guerra sin fin, y el que sea preventiva, implica hacer frente a la situación antes incluso de que surja. Similares directrices aparecen en la ASPAN, Plan Colombia, Plan México, la Estrategia Regional Andina y en las instituciones continentales de seguridad como Comando Sur, Comando Norte, los Acuerdos Smart Border y los Centros de Fusión de Inteligencia.65 Re­­­cor­­demos que, como señalan los manuales de contrainsurgencia del ejército estadounidense más recientes,66 la llamada guerra contra el narcotráfico y la delincuencia organizada es guerra con­­trainsurgente. 

			En América Latina, la concreción de la guerra contra el terrorismo, se tradujo en guerra contra el narcotráfico —como expresión genérica de la delincuencia organizada— y contra la desestabilización, proceda de la pobreza o del “radicalismo” populista. Si bien hay antecedentes desde fines de los sesen­ta,67 en una muestra más del continuum histórico al que hicimos mención, los lineamientos de estas amenazas fueron plasmados más recientemente en el documento de Santa Fe IV (2000). Estas son: terrorismo, narcotráfico, desestabilización, catástrofes naturales, deforestación, migración, pobreza, endeudamiento y “democracias populistas”. Los impactos han sido muchos, algunos mencionados como ejemplo en este apartado, otros en las voces de los jóvenes quienes habitan nuestra ciudad.

			Cuando se equipara un problema social con un objetivo militar y se enfrenta con cuerpos institucionales entrenados para generar acciones impactantes entre la población civil y con técnicas especializadas, no solo comienza a naturalizarse la existencia de “bajas colaterales” sino la violencia misma. Es el caso de Cen­­troamérica y la herencia de la guerra que alcanza a las maras, Colombia y los paramilitares adiestrados desde el Estado, o Mé­­­xico, donde los conocimientos de los cuerpos de élite se traspasan a las organizaciones delincuenciales.68 Este escenario aún se complejiza más cuando la corrupción, estructural, como reconoce el mismo gobierno, en el caso de México, desata una espiral creciente sobre la que cada vez hay menos control. 

			La legislación se va modificando, no sólo para legalizar, sino para tratar de legitimar las acciones que derivan de esta política de seguridad. Por ejemplo, la concepción de terrorismo que se plasma en la National Strategy for Homeland Security (2002) y en la National Security Strategy (2003), establece que puede ser una amenaza, o potencial amenaza, “cualquier” ciudadano estado­unidense o extranjero y “cualquier” acto peligroso que coercione al gobierno a través de “cualquier” forma de violencia. Esta concep­ción es adoptada textualmente en la legislación mexicana69 en la reforma del Artículo 139 del Código Penal cuya más reciente reforma es de 2014 y que en 2007 sustituyó el término “seguridad pública” por “seguridad nacional”. Este desdibujamiento de la frontera entre seguridad nacional y seguridad interior es otro elemento característico de la concepción centrada en el enemigo interno y en las amenazas enunciadas anteriormente. Es además, un elemento central para impulsar la militarización de la seguridad pública, sea directamente con la participación de las Fuerzas Arma­­das en tareas de seguridad interna o con la creación de cuerpos policiales militarizados. El papel subalterno de las Fuerzas Armadas latinoamericanas formó parte desde los ochenta de la concepción de Seguridad Hemisférica de EUA. El resultado de estas políticas es un deterioro y crisis de instituciones centrales para el Estado, como sucede con las Fuerzas Armadas que, en el caso de México pero también en el de otros países de la región, se han visto envueltas en procesos de descrédito y corrupción do­­­cumentados en prensa. Cuando los cuerpos de seguridad pública son entrenados en objetivos de guerra y no para tratar situa­­­ciones sociales, se disparan los riesgos de criminalización de la protesta social y los abusos en las detenciones; se confunde la llamada delincuencia organizada con el delincuente común y éstos con quienes participan de la protesta social.70

			La obtención de información e inteligencia es otro elemento clave de esta concepción de guerra así como el carácter multidimensional de las amenazas. En la práctica, esto se traduce en un crecimiento de las violaciones de derechos humanos tanto a nivel internacional71 como nacional, y en una creciente impunidad ante los abusos de los que es víctima la población. “Las torturas son enseñadas y mecanizadas, y se exportan de un país a otro”,72 penetran el medio social y acaban como prácticas que rebasan a los cuerpos de élite institucionales y son adoptados masi­­vamente por las organizaciones delincuenciales, como en el caso de México, o los paramilitares, en el caso de Colombia. El rostro arrancado a Julio César en un pequeño pueblo de México no es ajeno a estas concepciones y formaciones a nivel macro que, a menudo, nos parecen lejanas y ajenas. Las reformas legales de las que hemos hablado han caminado en ese sentido así como los acuer­­­dos de cooperación para el intercambio de informa­ción e inteligen­cia, asesoría jurídica y formación. La Declaración sobre Segu­­ridad de las Américas, a la que ya hemos hecho mención, plasmó los acuerdos continentales.73 Comando Norte, ASPAN, Plan Co­­lombia o Plan México contiene estos elementos en sus acuer­­dos. La existencia de uno de los Centros de Fusión de Inteligencia de EUA en México así como la propia estructura del Centro de Se­­guridad Nacional en el país responden a esta concepción del inter­­cambio entre aparatos y estructuras.74 La conformación de estas estructu­­ras transnacionales y legalizadas de seguridad son una novedad histórica que marcan un cambio cualitativo en la el ejer­­cicio del poder. Una de las implicaciones para la ciudadanía es la pérdida de supervisión y transparencia, creándose espacios cada vez más ajenos y autónomos del poder que ponen en cuestión las insti­­tucio­­nes básicas de la democracia formal.75 La información se clasifica en nombre de la seguridad y las decisiones se toman en grupos sus­­­­traídos del control público por ser asuntos de se­­­gu­­ridad. Es el caso recientemente del Acuerdo Transpacífico, por poner sólo un ejemplo. 

			El discurso del miedo se convierte en la justificación de la acciones a emprender. La incidencia en la subjetividad de la po­­blación desde el recurso del miedo, la inseguridad, las necesidades, la frustración e impotencia son parte de las estrategias de control social que se fueron perfeccionando y sistematizando con el paso del tiempo, tanto dentro como fuera de EUA. Es la idea del caos y la seguridad que hay que restituir. El cine, la televisión y demás medios de comunicación son sólo la caja de resonancia de una experiencia más profunda que atraviesa nuestra vida cotidiana, como pudimos ver. 

			La guerra o, su variante, la desestabilización —que genera descomposiciones del tejido social similares a las de una condición de guerra—, serán la garantía para acceder a los recursos de “otros” territorios. Eso es lo que está detrás de las concepciones de seguridad y de la recomposición ideológica del miedo y la guerra: los recursos estratégicos.76 

			Economía de despojo y saqueo, la violencia cruenta del capitalismo en todas sus formas, incluida la guerra. 

			Nuestra mirada sobre el escenario de desestabilización y miedo que se vive en México debería considerar algunos de estos elementos para complejizar los discursos mediáticos y adentrarnos en la reflexión de fenómenos evidentes, pero silenciados, como las transformaciones culturales en un territorio de miedo y guerra. Ese escenario que necesitamos entender para vivir los que aquí vivimos.

			Algunas conclusiones sobre la violencia y la guerra 

			Las transformaciones neoconservadoras en el México actual, hacen del país un caso de estudio por la velocidad e intensidad del impacto destructivo en muy distintos planos: la destrucción socioeconómica asociada al saqueo; el empobrecimiento masivo de la población al ser uno de los países con mayor nivel de desigualdad y exclusión de América Latina, que cons­­tituirá ser reserva de mano de obra inagotable de la que se nutre la delincuencia organizada y los cuerpos de seguridad del Estado; la inserción dependiente del bloque geopolítico liderado por EUA, que se expresa desde la condición de de­­­pendencia alimentaria hasta en una legalidad mimetizada con la del vecino del norte, así como en una política de seguridad y defensa ajena y enajenante; la destrucción de una institucionalidad arrasada por las políticas de ajuste y por una de seguridad que asignó a las Fuerzas Arma­­das un papel subalterno, al inmiscuirlas en seguridad pública, lo que ha llevado a la institución más prestigiada del país a enfrentar acusaciones por violación de derechos humanos y, por otro lado, de corrup­ción vinculada al narcotráfico; la masificación de la vio­­­lencia y la brutalidad de sus formas en un territorio arrasado por la guerra, el miedo y la desestabilización. Tal escenario, como el de Colombia en su momento, no puede ser entendido al margen de las concepciones de seguridad hemisférica de EUA. ASPAN y Plan Mérida son una expresión del capitalismo de(es) guerra,77 del que la guerra contra el narcotráfico es sólo una dimensión, aunque sin duda la más explícita de esta guerra contrainsurgente. Si el resultado de las acciones de EUA en terceros países es destrucción del tejido social, criminalización y violación de los derechos humanos, ¿acaso pensábamos que aquí iba a ser diferente? 

			Esta guerra nos ha colocado en una situación con consecuen­cias imprevisibles. Por un lado, crecen los actores armados (ilegales y legales) y, por otro, los grupos del crimen orga­­nizado se reproducen cual fractales y se van autonomizando; no tienen jerarquía de­­finida o, aunque la tengan, cuentan con ámbitos de actuación por cuenta propia. Tampoco responden a concepciones ideológicas, como pudo suceder inicialmente en Colombia. Esta situación, en un contexto de pobreza y crisis sin precedentes, es una bomba de tiempo. La formación militar de carácter contrainsurgente irradió a las organizaciones paramilitares y delincuenciales y llega al nivel local. Ahí, en lo microsocial, la reproducción de la violen­cia usa el conocimiento de ese otro, “espectador forzado” y/o víc­­tima, de sus relaciones familiares, historia, intereses, etcétera. Es decir, la afectividad del otro es usada como un arma de guerra. Es lo que Veronique Nahoum llama la crueldad por proximidad:

			[…] la proximidad entre enemigos pertenecientes al mismo tejido social o nacional permite ese saber sobre el otro, sus costumbres, sus espacios de lo sagrado, sus preferencias, lo que ayuda a la escogencia del suplicio, el más preciso en cuanto a su objetivo. La proximidad afectiva supone un conocimiento aún más profundo de ese otro.78 

			El tejido social será así marcado por odios, resentimientos y venganzas que ya, hoy, están alojadas en el futuro, reproduciendo la guerra de forma crónica. ¿Quién está pensando en eso? si ni si­­­quiera nos atrevemos a mirarnos como un país en guerra, si ni siquiera podemos nombrar el miedo que nos habita, el dolor y las pérdidas. Las secuelas y costos sociales de la guerra, como vimos en la ex-Yugoslavia, en Centroamérica o en Colombia, se extienden por décadas, incorporándose al in­­­consciente colectivo. 

			Por ahora, estas rupturas profundas del tejido social, proporcionales a las heridas en que se fundan, fructifican polí­ticamente y son capitalizadas por el conservadurismo. La frag­­­mentación y atomización social, la reclusión en el mundo de vida privado y el miedo que nos paraliza favorecen el control social. Los mecanismos de control social más efectivos se dan en situaciones de guerra, haciendo aún más complejo el escenario si pensamos en un cambio social que es, vitalmente, necesario. Muchos, demandarán el restablecimiento de condiciones de seguridad, aunque ello conlleve aceptar la violencia del Estado y la militarización creciente; otros, incluso, aceptarán la protección de un grupo del crimen organizado ante otro que opera en el mismo territorio, como si de relación de vasallaje se tratara. 

			Otros más, se auto-organizan, constituyendo un espectro de altísima heterogeneidad que no deja de ser una muestra del aban­­dono de las instituciones del Estado.79

			México, es ahora, como lo fue Colombia, un gran cementerio y un territorio de dolor. Los miles de muertos y desaparecidos que conocemos hasta ahora parecen ser sólo la punta del iceberg que comenzó a visualizarse con la Caravana por la Paz con Jus­­ticia y Dignidad, en 2011. Los casos son muchos, como los 72 mi­­­grantes asesinados en San Fernando (Tamau­lipas) por los Zetas, o el pueblo de Allende (Coahuila) donde unas 300 personas desaparecieron y fueron asesinadas también por los Zetas sin que los medios lo dieran a conocer hasta después de varios años. El caso más reciente de los 43 jóvenes desaparecidos en Ayotzinapa (Guerrero) ha marcado un quiebre en esta historia de miedo y silencio. Las movilizaciones públicas pidiendo su aparición son el inicio de un duelo colec­tivo en el que personas de distintas edades, lugares y condiciones sociales, se dieron el permiso para juntas, sentir, llorar, acompañarse y hacer de su voz una voz con la de otros en de­­­manda de justicia. Esa voz colectiva, grita justicia en cada evento, no sólo por los 43 sino por todos los demás que engrosan la larga lista de esta guerra, justicia también para sí mismos, por el derecho a la vida, a poder caminar por las calles, a ex­­­presar su opinión, a tener acceso a la información, a una repre­­­sentación que no sea una pantomima, a un techo, a un trabajo digno que restituya humanidad a quien lo realiza frente a la brutalidad de una explotación que lo condena a trabajar a cam­­bio de miseria. Esa voz de justicia es un grito colectivo de restitución de la propia dignidad para ser tratados como per­­sonas y como ciudadanos, es un grito a las instituciones del Estado que dejaron al sujeto abandonado a su suerte y se hicieron cómplices de la impu­­­nidad. Estas manifestaciones colectivas están conformadas por los más activos, pero aún, los silentes son la mayoría social, los que aún no se atreven a llorar, a nombrar y a gritar su dolor. 

			Transformar esa cultura de muerte en una cultura de vida aparece como una necesidad imperiosa y urgente. Ese cambio cultural requiere, en primer lugar, romper el silencio y re-apropiarnos de nuestra palabra para nombrarnos, para nombrar nuestro mundo, nuestro dolor y nuestras pérdidas, pero también para nombrar nuestro futuro, nuestros sueños y nues­­tros proyectos, para recuperar un “nosotros” que nos restituya nuestra humanidad, ahora herida. 

			“Si no tuvieras miedo, ¿qué harías?”
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					63 Para una revisión detallada del contenido de estos documentos y cómo se entrelazan sus trayectorias con los acuerdos comerciales, véase: María José Rodríguez Rejas, “La centralidad de América Latina en la estrategia de Seguridad Hemisférica de Estados Unidos”, en Estados Unidos más allá de la crisis, op cit.

				

				
					64 En América Latina, el recuento de intervenciones desde los cincuenta, sesenta, se­­­ten­­ta y en la actualidad ha sido una constante. De la misma manera, lo ha sido y es en el ex­­­terior, Indochina, Argelia, o Irak, Afganistán, Libia, Siria, Yemen, en nuestros días.

				

				
					65 En los ejercicios militares conjuntos con EUA en los que se siguen formando cientos de militares latinoamericanos es también esa la orientación. Por ejemplo, en Cabañas, realizado en Argentina en 2001, se establecía el supuesto de “un campo de batalla compuesto por civiles, organizaciones no gubernamentales y agresores potenciales” (Centro de Militares para la Democracia Argentina, CEMIDA), Fuerzas Armadas y Fuerzas de Seguridad y el momento actual, op cit.

				

				
					66 Véase Nydia Egremy, “Contrainsurgencia para el siglo XXI”, en Contralínea; y, Department of de army, Headquarters, FM 3-24 MCWP 3-33.5 Insurgencies and Countering Insurgencies.

				

				
					67 La guerra contra el narcotráfico se remonta a los años setenta, fue anunciada por Nixon en 1971 y se justificó, ya por entonces, como una guerra en defensa de la democracia. El primer operativo fue la Operación Cóndor en México (1975-77), diseñada especialmente como lucha contra el narcotráfico y en la que participaron diez mil soldados en la zona de Sinaloa, Durango y Chihuahua (Astorga, 1999). El general José Hernández Toledo, a cargo de la operación, había participado en la masacre de Tlatelolco y en las luchas contra el movimiento universitario en la UNAM, la Universidad Nicolaita y la de Sonora. Se fumigaron territorios, se desplazó a campesinos y crecieron los abusos. Se armó sobre la base de cooperación militar y tuvo sus antecedentes en la Operación Intercepción (1969) y en el primer acuerdo antidroga México-EUA conocido, la Operación Cooperación. Véase Kate Doyle, “La Operación Intercepción: los peligros del unilateralismo”.

				

				
					68 Éste fue el caso de los Zetas, uno de los cuerpos de élite del ejército que conformó su propio cártel y que ha sido uno de los más violentos.

				

				
					69 Las reformas en materia de seguridad inician en 1996 con la creación de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada que fue reformada en 2004. Además en 2005 se crea la Ley de Seguridad Nacional y en 2009 la Ley de la Policía Federal, además de las reformas mencionadas y la reciente iniciativa en discusión de Reforma Constitucional en Materia de Seguridad y Justicia.

				

				
					70 El relator especial de la onu sobre tortura, considera que ésta es una práctica generalizada en México —lo que el gobierno niega—, y fue un término que ya aparecía en el informe preliminar de 2014. Sin duda esto tiene que ver con las transformaciones legales e institucionales de las que hemos hablando y afecta al ciudadano de a pie, muchos de ellos jóvenes. Véase: La Jornada (11 marzo 2015) y Naciones Unidas (2014).

				

				
					71 Recordemos que la tortura para obtención de información es una práctica habitual de las fuerzas de seguridad de EUA y así tuvo que reconocerlo el Senado en relación con las acciones de la CIA en los años recientes (Senate Select Comittee on Intelligence, 2014). Los términos “ciclos de información continua” y “plan especial de interrogatorio” estaban en las declaraciones de soldados que habían estado en Abu Ghraib y otras cárceles en Afganistán. 

				

				
					72 Sayuri Herrera Román, “¿Por qué torturaron hasta la muerte al normalista Julio César Mondragón Montes?”, en op cit.

				

				
					73 La Declaración sobre Seguridad de las Américas, abre la posibilidad de intervenciones ante “conflictos internos… cuando el Estado afectado así lo solicite”. En el mismo sentido, el Comando Norte, al que México quedó adscrito por decisión unilateral de EUA (2002), considera el despliegue militar para misiones de seguridad interna. 

				

				
					74 María José Rodríguez Rejas, “La centralidad de América Latina en la estrategia de Seguridad Hemisférica de Estados Unidos”, en Estados Unidos más allá de la crisis, Dídimo Castillo Hernández y Marco A. Gandásegui Hijo [coords.], México, CLACSO/UAEM/Siglo XXI, 2012.

				

				
					75 Un ejemplo de las decisiones tomadas por legisladores bajo presión y sobre el desconocimiento se dio en el caso de la autorización del Congreso de EUA para intervenir en Irak. Otro ejemplo documentado lo podemos ver en el documental de Michael Moore sobre el rescate bancario vía fast track o lo que una congresista de Ohio calificó como “golpe de estado financiero”.

				

				
					76 En América Latina está la gran reserva de la biodiversidad del planeta, así como del agua dulce; cuenta con importantes fuentes y reservas de petróleo y gas natural alternativo a las fuentes de Medio Oriente; así como importantes minerales estratégicos, de hecho entre los diez principales países mineros del mundo, siete son latinoamericanos. En el área del Proyecto Mesoamericano, desde México a Colombia, se concentra un tercio de esos recursos de América Latina. Véase María José Rodríguez Rejas, “La centralidad de América Latina en la estrategia de Seguridad Hemisférica de Estados Unidos” op cit.

				

				
					77 La competencia intrabloques y las contiendas por la hegemonía son disputas a muerte por el territorio, sus recursos, incluido el capital humano, y el poder. Estamos en una fase del capitalismo en la que se está repartiendo nuevamente el mundo. La expansión de territorio y la conquista de nuevos mercados requiere indefectiblemente de la violencia de guerra.

				

				
					78 Elsa Blair, op cit., p. 91.

				

				
					79 En las ciudades existen auto-organizaciones en los barrios para hacerse cargo de su seguridad; en lugares como Michoacán, las autodefensas, hoy fracturadas y en crisis, fueron la respuesta de los ganaderos de la zona. Las experiencias que se basan en una historia organizativa previa y en un tejido identitario arraigado son las menos, como la CRAC, hoy dividida, y Cherán. 

				

			

		

	
		
			América Latina, reserva estratégica en disputa

			Gian Carlo Delgado Ramos

			Introducción

			En las décadas recientes se atestigua un aumento acelerado de los flujos metabólicos o biofísicos (de materiales y de energía), y consecuentemente de la explotación del trabajo aunado a un proceso estructural de despojo de los bienes comunes. El resultado es una correlación cada vez más marcada entre la dinámica del aumento de flujos biofísicos y la de acumulación de capital, un proceso que toma cuerpo en los territorios concretos donde se transforma la naturaleza en función de esquemas más aptos para la absorción de excedentes y la acumulación de capital.

			Se estima que entre 1900 y el 2000, cuando la población creció cuatro veces y la economía más de 20, el consumo de materiales y energía aumentó en promedio hasta diez veces: el incremento del consumo de biomasa se estima en 3.5 veces, el de energía en 12 veces, el de metales en 19 y el de materiales de construcción, sobre todo cemento, unas 34.1 Así, al cierre del siglo xx el consumo de energía fue de alrededor de 500 mil petajoules de energía primaria y la extracción de recursos naturales de entre 48.5 mil y 60 mil millones de toneladas (más de una tercera parte biomasa, 21% combustibles fósiles y 10% minerales), registrándose un consumo global per cápita de 8.1 toneladas al año con diferencias per cápita de más de un orden de magnitud.2 El 10% de la población mundial se acaparaba entonces el 40% de la energía y el 27% de los materiales.3

			Debido a los ritmos de extracción y de modificación en los espacios territoriales concretos, se pone en cuestión la preservación de los bienes comunes, e incluso, la viabilidad de la vida misma, no solamente la humana, ello en tanto que se ponen en entredicho las condiciones propias del Holoceno.4 Dicho de otro modo, la tendencia del sistema actual de producción lastima de forma creciente y dramática las fronteras ecologías planetarias5 y con ello las expectativas de las generaciones actuales, pero sobre todo futuras; interrogante que diluye la posibilidad de dar pie a la construcción colectiva del bien común de la humanidad6 en sus múltiples formas y mo­­­dalidades. Justo por ello, es que en el espacio territorial también se gestan las contradicciones, disputas, conflictos y res­­­puestas sociales, así como otras formas de apropiación y construcción del mismo. En el proceso, la cuestión del metabolismo social, o el análisis de flujos de materiales y energía, no es algo menor. Por el contrario, se considera de gran importancia en cualquier intento de construcción de alternativas pues permite analizar la realización del trabajo (y sus modalidades) dando cuenta de los flujos energético-materiales que se requieren y del grado de su viabilidad a nivel multiescalar y miltitemporal.

			 Nótese los cambios que nos colocan en la actual coyuntura, son producto de relaciones sociales y de poder específicas. La responsabilidad mayor no es de toda la humanidad, sino de clases sociales puntuales, por ello es necesario aterrizar lo antes dicho desde una perspectiva de la ecología política, entendida ésta como el análisis, no meramente de la política en la ecología, sino de las relaciones socioeconómicas y de poder, así como de los conflictos que existen en torno al acceso, gestión y usufructo de los re­­­cursos naturales y las diversas narrativas y valoraciones actuales (véase más adelante). La aproximación ha de ser doble, desde la responsabilidad diferenciada entre países ricos y pobres o centrales y periféricos, y como de la responsabilidad diferenciada en ambas tipologías de país, entre clases ricas y medias, por un lado, y las clases pobres, por el otro. 

			En términos generales se puede argumentar una mayor res­­ponsabilidad histórica de parte de los países centrales, puesto que en la periferia, en promedio, poco menos de la mitad de la po­­­blación, hoy día, no tiene acceso siquiera a las más básicas “bondades” de la modernidad (energía suficiente, sobre todo eléctrica o agua de calidad, ya no se diga servicios de saneamien­to o servi­cios médicos de calidad, y mucho menos, servicios de telecomu­nicaciones, entre otros). Así, por ejemplo, sólo en cuanto a energía se refiere, los países de la ocde contribuyen con el 43.8% del consumo energético mundial; en contraste con Amé­­­rica Latina (al) que sólo anota 5.2%, Asia (excepto China) el 11.6% o África con el 5.7% (según datos de la International Energy Agency del 2010). Es de subrrayar, además, que la periferia con­­centra el grueso de la po­­blación mundial, factor que permite dar cuenta con mayor fineza las dimensiones de estas disparidades. 

			La geopolítica de los recursos naturales

			Frente a la presión que se ejerce sobre el medio ambiente al transgredir o acercarse cada vez más a las ya mencionadas fron­­teras ecológicas planetarias, pero también ante el aumento poblacional, la caída de las reservas de fácil acceso —y baratas— de materiales y de energía, y la creciente dificultad socio­­política para acceder a ellas (pues los intereses sobre las mismas aumentan), el garantizar el acceso a los recursos se coloca como una cuestión de primer orden en las agendas políticas y de segu­­ridad de los Estados nación, sobre todo de aquellos que detentan un peso importante en la economía mundial.

			A partir de esta lectura, toma particular relevancia hablar de una escasez relativa de ciertos metales y minerales (incluyendo los energéticos). Por ejemplo, en el caso del pe­­­tróleo, el punto máximo de producción o peak ha sido fijado por muchos geólogos, entre el año 2000 y el 2010, aunque la indus­­­tria petrolera habla de un umbral de entre el 2020 y 2030.7 Por ejemplo, se estima que el peak del fósforo y del potasio —básicos para la producción de agro­químicos— estaría en 2030 y 2070, respectivamente; el del uranio para el 2070;8 el del carbón en el 2034;9 o la del cobre para mediados de siglo, entre el 2040 y el 2050. Igualmente, tendencias similares se observan para otros minerales como el níquel, oro y plata.10 

			Así entonces, el carácter estratégico de los recursos radica en el hecho de que las reservas existentes, su localización, cantidad y/o calidad, y accesibilidad están cambiando. Un recurso natural estratégico es aquel que es clave en el funcionamiento del sistema capitalista de producción y/o para el mantenimiento de la hegemonía regional y mundial. Puede además ser escaso o relativamente escaso, ya sea por las limitadas reservas existentes o como producto de relaciones de poder establecidas, que restringen, en ciertos contextos socio-históricos, el acceso, gestión y usufructo del mismo. Aún más, un recurso natural estratégico puede o no tener sustituto, cuestión que depende de la factibilidad y viabilidad material y técnica de ser reemplazado (vía otro recurso o por el avance científico-tecnológico), pero también de las características intrín­­­secas del propio recurso para el mantenimiento de estructuras de poder y control propias al sistema capitalista de producción. Por ejemplo, un recurso energético debe ser muy eficiente (elevada condensación químico-física) al tiempo que se pueda monopolizar y por tanto de manipular, transportar y alma­­cenar con facilidad: el petróleo es idóneo en este sentido. 

			Ahora bien, un recurso natural crítico es el estratégico que, además, por sus propias características, tiene un bajo o nulo grado de sustitución y no sólo debido al tipo de aplicaciones, sino porque permite contribuir con el mantenimiento de la hegemonía desde el ámbito militar (dígase por ejemplo, el uranio u otros minerales como el indio, manganeso, titanio, platino, paladio o las tierras raras). 

			Otros recursos naturales pueden ser muy importantes o claves para la realización, desarrollo e incluso expansión ma­­terial de las naciones, dados los elevados patrones de su consumo, por ejemplo, sin embargo, pueden no ser estratégicos ni críticos. En ese sentido, entre los materiales esenciales, pode­­mos mencionar el hierro, el aluminio o los materiales de construcción, entre otros. El paquete de materiales estratégicos, críticos y clave ciertamente varía de país a país en relación a las reservas propias de materiales, al rol jugado en la economía mundial y a las aspiraciones de mantener o ampliar su proyección hegemónica.

			Es evidente que las zonas con reservas importantes de re­­­cursos energéticos (petróleo, gas, carbón), mineros, hídricos o de biodiversidad, se perfilen cada vez más como estratégicas y conflictivas. La geopolitización de los recursos alude así al rol estratégico, crítico e incluso esencial, que ésos juegan desde una visión de poder del Estado y de las clases que lo detentan; noción que ha llevado a considerarlos en algunos casos, como una cuestión de seguridad nacional e internacional.

			En particular, desde la década de 1990, se ha asociado en Esta­­dos Unidos (EUA) el discurso de la degradación ambiental con el de geopolitización de los recursos, dando como resultado la doctrina de la seguridad ambiental, misma que se precisa como el ase­­­guramiento o “protección” de zonas ricas en recursos. Esto, en el fondo implica consolidar el acceso, uso y usufructo de los recursos en manos de EUA y/o sus “aliados”, sea por la vía del mer­­cado, la ayu­­da o cooperación internacional, o la mano del Pentá­­gono; todo en el contexto de una crisis ambiental en ascenso. Desde luego, como las implicaciones son mayores, esa seguritización de los recursos tien­­de a presentarse abundante de buenos propósitos en pro de la con­­ser­­vación del medio ambiente y hasta de la atenuación de la pobreza. Así pues, ya desde 1991 la Estrategia de Seguridad Nacional de EUA incluye, de diversas formas y en distintas tonalidades, la va­­­riable ambiental asociada a la cuestión de seguridad nacional.

			Las declaraciones de la CNA Corporation, organización con sede en Virginia con fuertes vínculos al Pentágono, tienen la misma tonalidad de seguritizar los recursos bajo el lema de “seguridad ambiental”. Sugiere, por ejemplo, que de cara a los impactos del cambio climático, el Pentágono tendría que asegurar la reducción de las vulnerabilidades de EUA, al tiempo que debería velar por la “paz” internacional, preparándose en ese sentido para operaciones rápidas y móviles en zonas de conflicto por recursos o de desastres.11 Algo similar sostiene Joshua Busby del Council on Foreign Relations de EUA, quien coincide con lo expuesto arriba, enfa­­tizando las implicaciones que tienen los recursos naturales del Pasaje Norte a la seguridad, en tanto que representan eventuales conflictos o tensiones, por ejemplo, con Rusia y Canadá.12 Otras zonas estratégicas, por sus recursos y posición geográfica, también son consideradas por el autor. 

			Nótese que tal seguritización de los recursos implica enton­­ces la toma de decisiones extraordinarias, comparables al caso de una amenaza militar, lo que incluso compromete, naturalmente, la violación de toda soberanía nacional y autonomía de los pueblos; ello desde luego en zonas estratégicamente ricas en recursos. 

			Esto es una perspectiva notablemente discrepante de la concebida desde la ecología política y que prefiere analizar las causas —más allá de meramente los síntomas— que cruzan los procesos de despojo y conflicto, socioecológicamente distributivos, al dar cuenta de manera explícita, tanto de las relacio­nes de poder como de las contradicciones presentes (para una revisión sobre las di­­versas visiones y énfasis de las corrientes de la ecología política).13

			En cualquier caso, es clara la extraordinaria relevancia que tienen los contextos, es decir, las características en el espacio y tiem­po, tanto políticas y económicas, como sociales e internaciona­les (relaciones diplomáticas, militares, etcétera) de las situaciones en las que se gestiona y evoluciona un conflicto por uno o varios re­­­cursos en una región dada. Ésas pueden potenciar el conflicto, dígase: a) cuando el contexto económico es de crisis aguda con altos índices de desempleo e inflación; b) cuan­­­do el contexto sociopolítico estimula la desconfianza social, el aumento del uso de la violencia del Estado o incluso la instauración de regímenes autoritarios; c) cuando el contexto de las relaciones internacionales pre­­cisa tensiones con países vecinos o pugna por el mantenimiento de relaciones asimétricas que fomentan esquemas de economías de énclave netamente extractivas; etcétera. 

			Y, sin embargo, los conflictos por los recursos siempre tomarán su dimensión concreta en el ámbito local, por más que tengan o no, vínculos con esquemas de seguritización de mayor perspectiva y dimensión. Así, lo que tenemos y lo que se­­­guramente se incrementará, de seguir la actual tendencia de devastación del medio ambiente y de crecientes patrones de con­­sumo, es un escenario de más y más conflictos locales-regionales por los recursos; esquema que en el discurso de la seguritización es un elemento útil y desde luego amenazante en los operativos de despojo y reapropiación de mayores recursos. Por tanto, con excepciones como la del petróleo, más que “guerras por los recursos”, al menos en el corto-mediano plazo, se observa una fuerte oleada de conflictos por los recursos y, en su caso, de ingeniería de conflictos orquestados por los actores interesados en apropiarse de tales o cuales bienes naturales.

			La ingeniería de conflictos es una forma de operar cada vez más común, sofisticadamente elaborada en tanto a los actores involucrados y confrontados, la distorsión de la información y/o en la cooptación y deformación del discurso social. Además, es empleada durante e incluso antes de arrancar proyectos extractivos, ello, en tanto que tal situación suele ser funcional al despojo y usufructo privado de los bienes comunes por parte de los actores con mayor poder político-económico. Se trata de un mecanismo que pasa por la fractura y el desgaste de la(s) comunidad(es) local(es) mediante diversos medios (usual­­mente al ofrecer recursos o promesas sólo a una cierta frac­­ción de la comunidad o por la vía de dejar que ciertos actores sean corruptos o hagan actividades ilegales). Esta situación, que suele derivar en protesta o encono social, permite rápidamente calificar al asunto como “con­­flicto interno”. Una vez “vali­dado” como tal, se instala el uso de la fuerza como medida “jus­­­tificable”, misma que permite a su vez la ocupación y restructuración de la gestión concreta del territorio, incluso en medio de una condición de violencia o falta de “gober­­­nanza” (pero nótese, no de control del territorio). El Esta­­do nación requiere con ese fin equiparse para el control interno, promoviendo, justificando y/o avalando, de algún modo, la cri­­mina­lización de la protesta, contexto en el que los actores so­­­cia­­­les se describen, en el mejor de los casos, como irracionales, opositores al progreso y al desarrollo (en sí al desarrollismo ancla­­do en actividades extractivas). No es pues menor que en este tenor, la ingeniería de conflictos, de manera más usual tanto a nivel regional como internacional, vaya de la mano del atropellamiento de los derechos humanos, la autodeterminación de los pueblos y la autogestión de los territorios.

			América Latina como reserva estratégica

			Considerando lo que hemos precisado arriba, desde la perspectiva de los países centrales, nuestra región se coloca como clara e importante reserva de recursos naturales estratégicos. Esto es particularmente cierto para EUA, dada su creciente dependencia de materiales y energía,14 ya reconocida desde finales de la primera mitad del siglo XX. Desde entonces la vinculación entre seguridad y acceso a los recursos, se fue consolidando en la geo­­política estadounidense, siendo claramente patente durante las primeras décadas de la guerra fría cuando uno de los objetivos clave de EUA en AL, como parte de su agenda de seguridad y de política exterior, era el acceso a “recursos estratégicos”. Para lo­­­grar esta meta, se consideró cru­­cial garantizar la seguridad interna de los países que poseían dichos recursos, de tal suerte que fuera posible su exportación al “mercado internacional”: Los principales objetivos militares de EUA en AL eran y siguen siendo, según el Departamento de Estado (US Department of State, sin fecha): 1) la continua y creciente producción y provisión de ma­­­te­­­rias primas estratégicas; y 2) el mantenimiento al interior de cada nación de una estabilidad política y una relativa seguridad interna, al menos la suficiente como para garantizar la protección de las instalaciones de las cuales dependen la producción y provisión de materiales estratégicos. 

			Lo anterior, era ya textualmente reconocido en un memorándum secreto del 30 de agosto de 1949 del secretario de la Defensa, Louis Johnson, dirigido al secretario ejecutivo del Consejo de Seguridad Nacional de EUA, Sidney W. Souers, al indicar que, “…desde el punto de vista del Departamento de la Defensa, el abastecimiento ininterrumpido de recursos natu­­­rales estratégicos de América Latina hacia EUA es una cuestión vital para cualquier esfuerzo de guerra mayor [de proyección transoceánica] de EUA”.15 Al mostrar preocupación por la falta de capacidades por parte de los gobiernos latinoamericanos en turno (1948-1949) para mantener el orden interno, de modo tal que se garantizara, por ejemplo, el fluido curso del estaño boliviano; Johnson agregaba que había un “compromiso moral implícito” por parte de EUA para apoyar dicha estabilidad y asegurar los intereses de EUA en la región.16 

			Años más tarde, Henry Kissinger, entonces Secretario de Esta­­do, añadía que:

			[…] el mundo depende cada vez más de productos minerales provenientes de países en desarrollo, y si el rápido crecimiento de la población frustra las expectativas de desarrollo económico y progreso social, la inestabilidad resultante puede disminuir las condiciones para incrementar la producción y el flujo sostenido de tales recursos.17

			A principios del siglo XXI, lo anterior se ubica como un asunto claramente de preocupación, pues el consumo anual per cápita mundial de minerales primarios se estima pasó de 77 kilos en 1950 a 213 kilos en 2008, siendo el consumo de EUA de 380 kilos per cápita anual, es decir nueve veces más que China y 15 veces más que India. Consecuentemente, la dependencia de EUA ha registrado un constante aumento. Justo por ello se sostiene que el cruce de la agenda político-económica con la diplomática-militar es, por lo menos desde hace seis dé­­cadas, una constante para EUA. Con­­texto en el que una lectura independiente de cada agenda, li­­­­mita visibilizar la complejidad de la estrategia expansionista del capitalismo monopolista estadounidense y en cuanto tal, el rol que juega, dígase en AL. Una lectura de tal naturaleza para el caso comparativo del Plan Colombia y la Iniciativa Mérida en Mé­­­xico, conclu­­ye, entre otras cuestiones, que la política exterior de EUA en dichos países ha promovido escenarios de desestabilización-estabilización que facilitan o generan mejores condiciones para la transferencia de excedentes hacia EUA.18

			El punto que hemos señalado es claro cuando se da cuenta puntualmente de la creciente dependencia de EUA. Los datos precisan que, por ejemplo, en términos de importaciones de pe­­­tróleo, pasó de ser en 1973 del 28% a cerca del 55% en 2003, y se calcula que para el 2025 será de un 70%. Los principales países exportadores de crudo y sus derivados hacia EUA en 2013 eran: Canadá (con 31.8%), Arabia Saudita (13.47%), México (9.31%) y Venezuela (8.17%); Brasil, Ecuador y Co­­­lombia, en conjunto, su­­­maban un 7.87% adicional.19 Esto implica que en total, Canadá y al, suman el 57% de los casi 3,600 millones de barriles de petróleo que importa dicho país (representaban el 50% en 2007). 

			El caso de los minerales es similar. eua requiere de 11.3 toneladas métricas de minerales “frescos” (no reciclados), necesidad que va en aumento. En 1980 EUA dependía al 100% de cuatro minerales y de 16 más en el orden de un 30% a 99%. En 1992 tal dependencia era de ocho y 22 minerales respectivamente y, para 2014, de 19 y 31. Y dado que EUA no cuenta o no tiene suficientes reservas de materiales desde hace algún tiempo, el Pentágono ha declarado la necesidad de una estrategia nacional de almacenamiento. Se trata de una estrategia ya presente en la Ley de Alma­­cenamiento de 1979, y en la que se contemplaba que, “…además de los proveedores estadounidenses, sólo proveedores Canadien­­ses y Mexicanos podrán ser considerados como fiables”.20 Ello es todo un ante­­cedente en la política exterior de EUA pues devela explícitamente su fuerte dependencia al resolver que los recursos canadienses y mexicanos se tornan a partir de entonces cuestión de seguridad nacional. He pues aquí presente la seguritización o geo­­politización de los recursos vecinos plasmados en la propia legislación de eses país, misma que en 1991 fue geográficamente ampliada al considerar también como fuentes fiables a los países de la cuenca del Caribe.21 

			Toma relevancia si se observa que AL cuenta con minerales de gran uso e importancia en y para la economía mundial. Por ejemplo, el 21% de las reservas mundiales de bauxita (estimadas entre 55 y 75 mil millones de toneladas métricas) se localizan en América Latina y el Caribe. Entre las más impor­­tantes de cobre están las chilenas con cerca de 360 millones de toneladas métricas o el 35-40% de las reservas base en el mundo. Otras son las peruanas con 120 millones y las mexicanas con unos 40 millones de toneladas métricas. En cuanto al zinc, el 35% de las reservas base mundiales o 168 millones de toneladas métricas, corresponden al continente Americano. Las mayores reservas base de níquel en el continente y del mundo están en Cuba con unos 23 millones de toneladas métricas, seguida de Canadá con 15 millones de toneladas y, aún más lejos, Brasil con 8,3 millones y Colombia con 2,7 millones de toneladas métricas.22 Y en lo que respecta a las reservas mundiales de litio, el grueso está en Bolivia, Chile y Argentina. Véase en el Cuadro 1 datos sobre reservas estimadas y reservas económicamente explotables de minerales clave, sea por su aplicación en tecnologías de frontera o por las dimensiones de su uso.

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Cuadro 1

							Reservas mundiales de minerales considerados como estratégicos o críticos dadas sus aplicaciones en tecnologías de frontera o por su uso clave

						
					

					
							
							Mineral

						
							
							Reservas mundiales

						
							
							Mineral

						
							
							Reservas mundiales

						
					

					
							
							Bauxita y alúmina

						
							
							55 a 75 mil millones de toneladas. África 32%, Oceanía 23%, AL y el Caribe (21%), Asia 18%. Las mayores reservas económicamente 
explo­ta­bles están en Australia, Guinea, 
Brasil y Jamaica.

						
							
							Manganeso

						
							
							El 75% de las reservas se encuentran en Sudáfrica y 10% en Ucrania, países donde hoy se encuentran las mayo­­­res reservas económica­­mente explotables, mismas que totalizan 570 mil tone­­ladas. Brasil y México regis­tran 

							54 mil y 5 mil toneladas económicamente explotables.

						
					

					
							
							Cobalto

						
							
							Las mayores reservas están en Congo y Zambia, Australia, Cuba, Rusia 

							y EUA. Se estiman 120 millones de toneladas en 

							el subsuelo del Atlántico, Índico y Pacífico. Las reservas económicamente explotables se localizan en Congo, Australia y Cuba.

						
							
							Niobio

						
							
							Las reservas económi­­ca­men­­te explotables se 

							con­­centran casi en su totalidad en Brasil, aunque Canadá cuenta con 200 mil tonela­­das de los 4.3 millones de toneladas económicamente explotables.

						
					

					
							
							Cobre

						
							
							2,100 millones de toneladas descubiertas y un estimado de 3,500 millones de tonela­das por descubrir. Las re­­­servas económicamente explota­­bles están en Chile, Australia, Perú, México y EUA.

						
							
							Platino

						
							
							Estimadas en 100 millones de kilos. La mayor reserva localizada está en Bushveld, Sudáfrica. Las reservas econó­­­­micamente explotables a nivel mundial se localizan en Sudáfrica, Rusia y Canadá.

						
					

					
							
							Hierro

						
							
							Estimadas en más de 230 mil millones de tone­­la­­das. Las mayores reservas económicamente explo­­­tables se localizan en Australia, Brasil y Rusia.

						
							
							Tántalo

						
							
							Las mayores reservas están en Australia, Brasil y 

							Cana­­dá. Se estiman 100 mil tone­­­ladas económicamente explotables.

						
					

					
							
							Indio

						
							
							No estimadas. Usualmente se obtiene como derivado de la minería del zinc en cantidades de concen­tra­ción que van de una parte 
por millón a cien partes por millón.

						
							
							Tierras Raras

						
							
							Los depósitos de bastnasita en China y EUA represen­­tan el grueso de reservas globa­les. Las reservas econó­­­mica­mente explotables suman 130 millones de toneladas de las cuales las mayores son de China (55 millones) 
y Brasil (22 millones). 

						
					

					
							
							Litio

						
							
							Las principales reservas identificadas está en 
Boli­­via con 9 millones de tone­­ladas, Chile con 7.5 mi­­­llones, Argentina con 
6.5 millones, EUA con 5.5 millones y China con 
5.4 millones. Las re­­­ser­­vas económicamente explo­­­tables se localizan esencial­­mente en Chile y China.

						
							
							Tungsteno

						
							
							Las mayores reservas están en China, Canadá, Kaza­­kstán, Rusia y EUA. De las 3.3 millones de toneladas de reservas económicamente explotables, China se 
adju­­dica 1.9 millones. Canadá suma 290 mil toneladas y Bolivia 53 mil toneladas.

						
					

					
							
							Fuente: elaboración propia con base en usgs, Mineral Commodity Summaries 2015, EUA, 2015.

						
					

				
			

			Ante tal riqueza natural, denota una creciente transferencia hacia EUA, pero también hacia otros países ricos y hacia emergentes como China, cuyas importaciones, tanto de petróleo como de minerales, han aumentado con creces. Datos de 2010 del De­­­partamento de Comercio de EUA precisan que el grueso de sus importaciones las constituyen petróleo, gas y minerales.23 Por ello, el mayor déficit en la balanza comercial es con sus principales proveedores de materia prima o de productos maquilados, a saber, China, los países de la OPEP y México. Es un esquema en el que, mientras las exportaciones de recursos naturales de AL son cada vez más baratas, tanto socio-ambiental como económicamente (muestran una tendencia histórica de su valor a la baja; de 1876 como base, a 85% en 1913, a alrededor del 70% al cierre del siglo XXI), las exportaciones metropolitanas contienen un alto valor agregado pues el negocio de transformación de tales recursos es metropolitano y de ninguna manera periférico.24 Denota, por ejemplo, la exportación de petróleo crudo por parte de Méxi­­co; que luego es importado en forma de gasolina a dicho país y que alcanza ya el orden del 40% de las necesidades nacionales.25 Asimismo, se sabe que una buena parte de la producción minera latinoamericana (alrededor del 50% de la mexicana) tiene como destino EUA, país que en su transformación en la industria metal-mecánica obtiene un valor añadido de más de 2.1 billones de dó­­­lares (trillions en inglés) para todo el sector (según datos de 2006) y genera un total de 1.5 millones de empleos.26 

			En este contexto los ritmos de transferencia de recursos, como los minerales, son muy llamativos. En México, por ejem­­plo, las con­­­cesiones mineras —unas 26 mil— ya alcanzan al menos el 15% del territorio nacional,27 aunque hay estimaciones que hablan de hasta una tercera parte del territorio.

			Al cierre de 2013 las concesiones a capital extranjero suma­­ban 870 proyectos mineros en manos de 267 empresas (69% de origen canadiense).28 De tales proyectos mineros, 636 se en­­­contraban en gas de exploración, 94 en etapa de producción y 36 en desarrollo; además había 104 proyectos con actividades postergadas. Es notorio que el capital extranjero se concentre en oro y plata (en un 66% de los casos), seguidos por el cobre (12%) y hierro (6%), aunque también se apropian de otros mi­­­nerales —como subproductos— tales como germanio, cobalto, titanio, molibdeno, bismuto, baita y wollastonita.29

			Así, el país, netamente productor de plata (en 2013 se extra­­jeron 4,860 toneladas), se ha colocado desde principios del siglo XXI como un productor de oro importante, siendo hoy día la principal producción metalífera del país al pasar de una extracción de 36 toneladas en 2006, a 80 toneladas en 2010 y a 98 en 2013.30 Es de advertirse que las exportaciones de 2001 a 2010 totalizaron 5,833 millones de dólares, poco más de lo que el Ban­­co Central de México pagó en mayo de 2011 por la tercera parte de lo que se envió de metal al exterior.31 

			Las regalías por concesiones mineras que se han pagado en los últimos años se han fijado entorno a los 5 y los 10 dólares la hectárea; en lugar de hacerse con base en las cantidades extraídas de materiales.32 Y, aunque desde 2014 se cobra adicionalmente un impuesto minero de 7.5% y de 8% a la minería de metales preciosos, los ingresos han caído debido al desplome de los precios de los commodities (los recursos recabados para 2014 sumaron unos 2,200 millones de pesos).

			En tal escenario, sin duda ventajoso, la inversión extranjera ha ido en aumento pues del 2000 al 2011 estas se había incrementado casi seis veces cuando se acercaba a los 5 mil millones de dólares. Esta explosión de la IED minera en Méxi­co obedece, además de condiciones impositivas favorables (deducción de pagos de impuestos tales como primer año de asignación minera libre de impuestos, deducción inmediata de la inversión al activo fijo, plazo de amortización de pérdidas fiscales por 10 años, o la excepción de pago por derechos o tasa de exportación), a la modificación de la Ley de Inversión Extranjera de 1992 que permite la participación de esos capitales en un 100% de la propiedad (lineamiento impul­­sado en esa misma década prácticamente en toda América Lati­­na). También a lo establecido por la propia Ley de Minería que, entre otras cuestiones, otorga “plena seguridad jurídica” a las in­­­versiones nacionales y extranjeras, desincorpora las asignaciones y reservas nacionales con el fin de privatizarlas (proceso impulsado desde el sexenio de Salinas [1988-1994]), y reco­­noce a la activi­dad minera como de “interés público” pese a que se trata ya de un negocio privado y, consecuentemente, define el uso minero de la tierra y del agua como prioritario sobre cualquier otra actividad.

			El resultado es que para 2013 el país extraía minerales por un valor de 20.7 mil millones de dólares, exportaba unos 20 mil millones de dólares e importaba 8.2 mil millones de dólares.33 La actividad es claramente de carácter primario-exportador, cuando menos en términos de valor. 

			Además, la participación del sector en el pib nacional es muy baja pues se ha ubicado, desde 1983, entre el 1.63% y el 1% del pib.34 Su aporte en términos de empleo formal tampoco es notorio, pues al cierre de 2013 se estimaban unos 332 mil trabajadores en el sec­­tor, esto es, alrededor del 0.29% de la población nacional o el 0.6% de la población económicamente activa (con base en datos de sgm, 2014). El salario mínimo pro­­­fesional ronda entre los 4 y los 6.5 dó­­­la­­res diarios dependiendo de la zona económica y el tipo de trabajo.35 

			Con todo, la clase política llamativamente sigue vendiendo estos proyectos como de “desarrollo”, generadores de empleo y de activación económica —incluso con la caída de los precios de los minerales— cuando en realidad se trata de actividades extractivas de enclave, fundamento de la transferencia de mi­­­nerales hacia los países metropolitanos —principales consumidores de los mismos— y que en esencia es similar al del saqueo colonial, con la diferencia de que hoy por hoy se sostiene bajo el ropaje del comercio internacional y el “libre mercado”.

			Considerando lo anterior y ante tal escenario de un claro co­­­mercio desigual, se suma el hecho de que al no es sólo re­­serva estra­­tégica de recursos naturales, también es clave tanto en términos de la realización y transferencia de excedentes, dígase por medio de la IED, la transferencia de tecnología, el pago de la deuda y el negocio de la “seguridad”. Así, mientras por un lado, la deuda externa latinoamericana sigue siendo un lastre;36 por el otro, EUA y otras potencias metropolitanas, mantienen importantes flujos de capital por medio de los cuales han especulado y se han hecho de los principales activos de las naciones latinoamericanas; desde petróleo y yacimientos mineros, hasta puertos y aeropuertos, carreteras, ferrocarriles, etcétera. Por ello, no es ca­­­sualidad que EUA registre una tendencia creciente en ganancias provenientes de propiedades del extranjero. 

			Tampoco lo es que AL se coloque como una de las regiones receptoras de una muy buena parte de la IED mundial, al tiempo que constituye un importante mercado para los productos manu­­­facturados de países metropolitanos; de ahí que los tratados de libre comercio bilaterales sean de su interés pues en la práctica han resultado en una ampliación de las asimetrías imperantes y en el incremento de la transferencia de recursos y excedentes por parte de AL. 

			En este tenor no sorprende pero sí llama la atención que por ejemplo en materia de extracción de minerales, gerentes de multinacionales mineras y altos funcionarios del gobierno de eua y Canadá (principal país que funge como plataforma de capitales mineros en el mundo)37 se reunieran en 2005, por un lado, para coordinar esfuerzos publicitarios que promovieran una imagen positiva de la industria en Perú (y por corolario, en al y otras lati­­­tudes), y por otro, para también hacer llegar a los gobiernos el mensaje de que “es crucial detener la impunidad de aquellos que dañan la propiedad privada y bloquean los caminos”.38 Esto acom­­pañado de la “sugerencia” a las entidades de gobierno de educación y la Iglesia católica correspondientes, de rotar a profesores y curas dado que se identifican como incitadores de conflictos.39

			Reflexión final: de la seguridad ecológica y la apuesta de alternativas

			El uso de la fuerza o la amenaza del uso de ésta como procedimiento predilecto de la seguritización de los recursos es muy problemático, no sólo porque se puede salir de control y generar un polvorín social, sino porque puede ser utilizado por los grupos de poder como mecanismo para criminalizar y reprimir los movimientos sociales en defensa legítima de sus recursos y el entorno natural que los contiene, en tanto que este último figura como sustento de vida de dichos pueblos. Al cierre del 2014 se estimaban 208 conflictos en 218 proyectos mineros y con 312 co­­­munidades afectadas en AL.40 

			El debate sobre esta cuestión, con toda la amplitud de aspec­­tos que vincula, se perfila como un asunto de trascendencia que se mantendrá en la agenda latinoamericana, tanto de parte de las élites de poder extranjeras (sobre todo estadounidense, pero en efecto no sólo de ese país) y sus socios regionales, como de los pueblos. Más cuando se sabe que la crisis económica retroalimenta la crisis ambiental.

			Desde el punto de vista de los movimientos sociales, el debate podría ser reducido por algunos actores a un asunto sobre el derecho universal a un medio ambiente sano que es vital para la vida, pero de fondo, lo que está en juego no es sólo eso, sino sobre todo la definición de cómo los pueblos latinoamericanos (y del mundo) han de relacionarse con la naturaleza y cómo han de gestionar su autonomía. Con las características socioeconómicas de Latinoamérica, los límites sociales de tolerancia ante esquemas de creciente saqueo son visiblemente cada vez menores. Ello ha tornado la lucha ambiental en una pugna de clase, de diversos actores y con diversos lenguajes y expresiones. Algunos son antisistémicos, otros son ecologistas, otros sólo no están de acuerdo con un proceso o esquema expoliador particular.

			Es un panorama en el que el concepto de seguridad ecológica, en oposición al de seguridad ambiental (o de seguritización), adquiere una función explicativa importante si ése es entendido como la seguridad de los pueblos y de la diversidad de formas de vidas con las que compartimos el planeta, y no simplemente la del Estado. Y es que el abogar por la satisfacción de las necesidades básicas de los pueblos no sólo en el corto-mediano plazo, sino sobre todo en el largo plazo (lo que incluye su propia identidad y diversidad cultural e histórica), conlleva el establecimiento de una intensa relación armónica de la humanidad con la naturaleza. En tal sentido, la biósfera, como primer y último referente de la vida, se torna elemento nodal en la noción de seguridad ecológica.

			Así, mientras la seguridad ambiental del Estado tiende más a la toma de medidas reactivas y por tanto a la búsqueda de una “paz” impuesta mediante la fuerza del Estado (la segu­ritización en su forma típica), la seguridad ecológica alude, como aquí es asumida, a la construcción y operatividad de medidas proactivas, dialogadas, consensuadas y, consecuentemente, socialmente justas. 

			Por eso, es progresivamente evidente la necesidad de idear, debatir y construir nuevos paradigmas, “otros desarrollos”, con profunda mirada histórica y crítica aguda y que en términos básicos sean socio-ambientalmente más armónicos y justos, que se piensen desde el decrecimiento biofísico (del menor uso posible de materiales y de energía) y que se alejen del extractivismo (o del despojo y el comercio desigual) como fun­­­damento. Ello impli­­ca el replanteo a fondo de cómo gestionar el territorio, entendido como aquel en el que se plasman concretamente las relaciones de producción, circulación y consumo, así como las contradicciones de tales relaciones. En tal contexto, lo científico-tecnológico y la industrialización, si bien son importantes, no deben ser vistos en ningún momento como fines en sí mismos (tal y como lo propone la noción de “capitalismo verde”), sino como herramientas rele­­vantes para la construcción de esos otros desarrollos posibles.

			La construcción de alternativas, diversas pero convergentes sobre otras modalidades de hacer o construir el espacio territorial en toda su complejidad, precisan de procesos colectivos que requieren un compromiso por los bienes comunes (las condiciones de reproducción de la vida) y por el bien común de la humani­­dad (y que no se limita sólo a lo ecológico); una amplia capa­­­cidad de impulsar diálogos de saberes; una responsabilidad sociopolítica y una memoria histórica (social y natural); y sobre todo, imagina­rios que buscan reproducir la vida en buenas condiciones —de calidad— para todos y cada uno de los sujetos, pero también para la diversidad de formas de vida con las que compartimos el planeta.41

			Dar cauce a la construcción de “otros desarrollos”, requiere de entrada elevar el nivel de conciencia, organización y cohesión de la gente en sus diversas magnitudes y modalidades. 

			Propuestas como el buen vivir son ejemplos de experiencias latinoamericanas en plena construcción y experimentación que, pese a ello, pero precisamente por ello, son de gran relevancia actual.42 Su avance concreto, así como su análisis, de­­­bate y crítica constructiva en todas sus múltiples aristas y desde una perspectiva no sólo académica, sino también propia del activismo político y en general desde los pueblos, es cada vez más pertinente y necesaria. Sobre todo ante falsas propuestas (o en el mejor de los casos, limitadas) que precisamente nos han llevado a la actual situación de debacle o de cambio global.
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			El Plan Colombia y la dinámica hemisférica

			Héctor Vega

			Introducción

			La justificación del Plan Colombia y sus ramificaciones está relacionada oficialmente con la lucha antidroga. Sin embargo, en su origen (dato poco conocido) es una propuesta de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) en 1998, presentada en las negociaciones de paz y acogida al mundo campesino de Colombia. Allí se encuentran las bases de las propuestas del campesinado históricamente ignoradas. Formalmente el Presidente de esa época, Andrés Pastrana, de­­clara en Puerto Wilches que “la guerrilla podrá participar a la preparación, y ejecución de los proyectos del Plan Colombia”. El objetivo del Plan es reconvertir la narco agricultura en cultivos legales y, como consecuencia de ello, arribar a la paz e integrar a los combatientes a la vida civil. Por sus antecedentes, anteriores al año 2000, el Plan Co­lombia toma en cuenta puntos de acuerdo que ya existían entre el gobierno y las FARC al momento de la apertura oficial de las negociaciones el 7 de Enero de 1999.1 Recordemos, además, que el gobierno Clinton ya había anunciado su voluntad de consagrar un financiamiento importante para la erradicación de la coca en el departamento de Putumayo, fronterizo con Ecuador. Conviene recordar que 80% de la cocaína consumida en EUA proviene de Colombia. Los recursos solicitados al Congreso estaban destinados en su mayoría a la intervención militarizada, pues el nar­­cotráfico era presentado como un atentado a la seguridad nacional de EUA.

			Es difícil imaginar un conflicto que lleva más de 60 años y que derivó en una guerra interna con miles de muertos, torturados, desplazados y emigrantes, sin conocer los antecedentes históricos de esta larga lucha social. Manuel Marulanda Vélez (Tiro Fijo) se levanta contra el inhumano trato que la oligarquía rural sometía a los campesinos, en una campaña de tierra arrasada, exterminio de la población y ocupación de tierras; métodos con que se reprimía al campesinado y sus peticio­nes. Los primeros enfrentamientos comienzan en 1949 durante los gobiernos de Mariano Ospina Pérez y Laureano Gómez, y enseguida durante la dictadura de Gustavo Rojas Pinilla y los gobiernos de la coalición política y electoral de liberales y con­­servadores del Frente Na­­cional que la sucede. En 1964 se produce el bombardeo contra la zona de autodefensa campesina de Marquetalia llamada por sus enemigos “república independiente”. Luego viene el bombardeo del poblado Río Chiquito y la retirada de campesinos y guerrilleros a la selva. Son estos combatientes que finalmente rompen el cerco tendido por el ejército en el valle, iniciándose así la larga lucha de resistencia y reclamo por justicia social en el campo, el fin de la explotación de los grandes latifundistas y justa distribu­­­ción de la tierra. En esa acción de resistencia se funda la defensa del campesinado y a partir de allí se inicia la transición hacia la guerrilla, cuya resistencia armada se ha mantenido por más de medio siglo.

			La Agenda Común para una Nueva Colombia: un itinerario frustrado

			En enero de 1999 se inaugura la llamada zona de distensión, que comprendía los municipios de Mesetas, La Uribe, la Maca­­rena, Villahermosa y especialmente San Vicente del Caguán. Allí tiene lugar la negociación entre las FARC y el gobierno de Andrés Pas­­trana. Es la reunión que se conoce como de la “silla vacía”, por la ausencia de Marulanda, jefe de las FARC. En esa ocasión la guerrilla reivindicaría la memoria de la República de Mar­­­que­­­talia del año 1964 y la lucha contra el Plan LASO (Latin American Security Ope­­ration) que buscaba su exterminio. Confrontaciones entre el ejército y la guerrilla retrasan durante un año el en­­­cuentro entre Marulanda y Pastrana, período en el cual Gui­­llermo Sáez Vargas, del Secretariado de las FARC, representó el experimento político y social de 1964 y sus proyecciones bajo el nombre de Proyecto “Alfonso Cano”.2

			Previo al encuentro una delegación de representantes del Congreso y del gobierno, además de miembros de la Comi­­sión por la Paz de la guerrilla, integrada por los comandantes Raúl Reyes, responsable político y segundo de Marulanda, así como el Comisario por la Paz, Víctor G. Ricardo, visitaron la Unión Europea. En esta visita los gobiernos europeos acogen el mensaje de la guerrilla, que sostiene que la sociedad civil colombiana y sus organizaciones, entre ellas las ONG, no han sido escu­­chadas. A no mediar un cambio fundamental, el Plan Co­­­lombia, en la versión del gobierno, expresan los delegados, llevará a la destrucción de cultivos lícitos —producto de las fumi­­­gaciones aéreas y el desplazamiento de campesinos y refugiados— al reparto ilegítimo de tierras, y la absoluta ignorancia sobre las verdaderas causas por las cuales los campesinos cultivan la coca y la amapola en áreas alejadas del mercado de consumo de alimentos o de los cultivos de renta orientados a la exportación.

			El resultado inmediato de la gira europea es la realización de una reunión para la reconversión de la agricultura tradicio­nalmente orientada al narcotráfico; la cual, se celebra en la zona desmilitarizada de San Vicente del Caguán bajo la copresidencia de los delegados noruegos y españoles. En esa ocasión la delegación europea expresó, después de escuchar a las partes, que no se podía apoyar un proceso en el que una de estas —el gobierno colombiano— veía como solución final la eliminación de la contraparte. El plan debía ser reformulado a partir de consensos políticos amplios sobre el significado de la paz. Con esa base podrían ser implementados los programas de reconversión de la agricultura y reconstrucción económica.

			Esta convicción de la parte europea contradice dos principios centrales de la estrategia estadounidense y del gobierno de Uribe (que se instalaría dos años más tarde): que la seguridad se en­­­tien­­­de como un subproducto de la intervención armada, y que las nuevas actividades en el proceso de reconstrucción deben someterse a procesos de privatización o subcontratación de actividades. Eso chocaba con la visión central de la parte europea en las negociaciones, a saber, la participación de la sociedad civil en cuanto base de consensos políticos amplios. En términos prácticos para la cooperación internacional, la participación debía realizarse en el contexto de una conferencia destinada a planificar, coordinar y distribuir los fondos acordados para la erradicación de coca y ama­­pola y la reconversión de la economía campesina.

			Un acontecimiento político mayor delimitaría drásticamente las visiones sobre el conflicto mantenidas por EUA y Europa. El 1 de febrero del 2001 el Parlamento Europeo emite una resolución sobre el Plan Colombia y el apoyo al proceso de paz.3 En el documento del Parlamento Europeo se reafirma la dimensión social y política del conflicto y la certidumbre que las soluciones militares no conducirán a la paz. El Parlamento Europeo enumera los temas ineludibles de las negociaciones, a saber, la reforma agraria; la concentración de tierras; el respeto de los derechos humanos; el derecho humanitario y las libertades fundamentales; la mejora de las condiciones de vida de la población local; el fo­­­men­to de los cultivos de sustitución; la protección de la biodiversidad y reformas estructurales en todos los ámbitos que alimentan el conflicto armado. 

			Los crímenes de los paramilitares son mencionados y se insta al gobierno colombiano a proseguir su combate contra estos grupos. En la erradicación de los cultivos ilegales se debe dar preferencia a las soluciones negociadas y concertadas, la reforma agraria y los cultivos de sustitución, así como a las accio­­nes penales contra los traficantes y los blanqueadores de capitales. Todo ello implica la cooperación interregional en materia de control y represión del tráfico de estupefacientes, así como la lucha contra el blanqueo de capitales. En este último punto, la Unión Europea se compromete a apoyar la solicitud de Co­­lom­­bia de firmar la Convención de Estrasburgo.4 La Resolución del Parlamento Europeo es un verdadero código de entendimiento propuesto a las partes y el proceso político que el go­­bier­­no colombiano debe respetar; proceso que se entiende ligado a la institucionalidad internacional.

			Mientras los gobiernos daban a conocer sus posiciones y sensibilidades frente al conflicto, las FARC denunciaban la exis­­tencia de dos versiones del Plan Colombia. Una, según las farc, era destinada al gobierno de Estados Unidos donde “la lucha contra el narcotráfico es colocada al mismo nivel que el combate de la guerrilla”. Otra versión, correspondería a un texto de carácter “reformista y asistencialista”. Llegan así las FARC al convencimiento que Pastrana “está enterrando las expec­­tativas de paz del pueblo colombiano”. Entre las presiones de su propio ejército, constituido en vocero de los halcones de Washington, y del go­­­­bierno de EUA, el presidente Pastrana pierde credibilidad frente a las FARC, con las cuales había firmado la Agenda para la Nueva Colombia (6 de junio de 1999). 

			Las negociaciones con el gobierno de Andrés Pastrana con­­cluyen en lo que se llamó La Agenda Común para una Nueva Co­­­lombia, firmada en La Machaca (departamento de Caquetá) el 6 de junio de 1999 entre el gobierno y las FARC-EP. Docu­mento en el que se aborda el tema fundamental de la búsqueda de una solución política al conflicto. Allí se evoca la protección de los Derechos Humanos, la Política Agraria Integral, la ex­­­plotación y conservación de los recursos naturales, la estructura económica y social, la reforma a la Justicia, la lucha contra la corrupción y el narcotráfico, la reforma política para la am­­­pliación de la democracia, las reformas que requiere el Estado, acuerdos sobre derecho internacional humanitario y desvinculación de los niños del conflicto armado, el tema de las minas antipersonales, el respeto a la población civil, la vigencia de la normatividad internacional sobre derechos humanos, el De­­­recho Penal Internacional, las Fuerzas Militares y la defensa de la Soberanía Nacional, el paramilitarismo, las relaciones internacionales, la libre autodeterminación de los pueblos, la no intervención, la integración regional, los tratados sobre aspectos económicos y la deuda externa.5 

			En esta propuesta se reafirma la visión europea del conflicto donde se condena toda forma de terrorismo. De parte de los dirigentes de las FARC se entendió que la Agenda de La Machaca avanzaba en obtener un reconocimiento “político y beligerante a la vez”. Por su parte, el gobierno reconocía en la mesa de negocia­ciones la existencia de un conflicto interno entre fuerzas armadas constitucionales versus fuerzas armadas revolucionarias. Si se asumía el carácter político del conflicto, significaba dejar de lado la antigua tesis de declarar a las FARC como delincuentes y trasladar por ese mismo hecho el conflicto a las instancias de la ONU para los efectos de reconocer a la guerrilla, en una primera etapa, como fuerza beligerante, para en una segunda etapa, abordar la Agenda política de Ma­­chaca. Bajo la presión de EUA y de las FFAA colombianas, fue un paso que no se dio, dejando entrampado el conflicto en un Plan Colombia destinado a ganar la guerra contra la guerrilla. Así, el conflicto se prolongó indefinidamente, viéndose lejano aún el momento en que las dos fuerzas en conflicto se sienten a ne­­go­ciar, sobre todo después del bombardeo del campamento de las FARC en Sucumbíos y los ataques en respuesta de la guerrilla.

			Es importante recordar que en las negociaciones que ro­­­dean el Plan Colombia el presidente Pastrana, mediante la Ley 418, había reconocido en aquel momento su estatus político a las FARC. Es más, durante el encuentro Pastrana-Marulanda un grupo de juristas de varios países europeos se dirigió a ambos, expresando que en su criterio se reconocía a las FARC-EP, a la luz del derecho internacional público, la condición de fuerza belige­rante. En la argumentación se hacía referencia a la Convención de Ginebra, así como a los protocolos adicionales I y II, ambos ratificados por Colombia. A ello se agregaba que las fuerzas insurgentes habían sustraído parte del territorio al control del gobierno, motivo por el cual se transformaban en sujetos de derecho público internacional. El informe de los juristas re­­­cuerda el tácito reconocimiento del presidente Pastrana cuando inicia conversaciones con el comandante Marulanda. Luego del fracaso de las negociaciones en julio de 2005, se constituyó en diciembre de ese mismo año un grupo de tres países que actuaron en calidad de “facilitadores”: Francia, Suiza y España, los cuales, diseñaron una fórmula de despeje con garantía de la comunidad internacional. Mutuas desconfianzas y la campaña presidencial de Uribe que bregaba por un segundo período fueron determinantes en el desahucio de las conversaciones.6 Además, lo que en un momento fue un apoyo del Presidente Chávez (13 de Enero de 2008) se esfumó en ju­­nio del mismo año cuando precisó que “la guerra de guerrillas pasó a la historia”, y que las FARC debían deponer las armas para no servir como excusa al Imperio. Se desvanecía así una alternativa que de haberse concretado hubiese colocado las negociaciones en la vía institucional, bajo la vigilancia de la comunidad inter­­nacional. Apuesta que sin duda no estaba en la lógica de guerra de los presidentes Bush y Uribe. 

			Las acciones del Estado han sido denunciadas nacional e internacionalmente como terroristas. Isa Conde cita a Azalea Robles del Colectivo Latinos Unidos en su artículo “El Saqueo y el Terrorismo de Estado”, quien describe el dramático ba­­lance de 60 años de terrorismo de Estado con cuatro millones de desplazados por el accionar criminal de un para-militarismo creado por el Estado; seis millones de hectáreas robadas a los muertos y víctimas desplazadas, legalizadas a favor de los pa­­­ramilitares por la “Ley de Justicia y Paz” de Uribe; 3 500 fosas comunes con miles de cadáveres de colombianos masacrados por los para-militares y el ejército; 11 282 colombianos asesinados fuera de combate por el ejército y los paramilitares; más de 2 554 sindicalistas asesi­nados; 1 700 indígenas masacrados; miles de presos políticos torturados en las cárceles, decenas de muertes por asesinatos en cautiverio, “justificados” como “sui­­­cidios”; jaulas de castigo donde se practican modalidades mons­­­truosas y crueles. Atentados contra pobladores barriales y masacres de campesinos falsamente atribuidos a las FARC; cen­­­tenares de montajes judiciales contra militantes políticos oposi­tores y luchadores sociales. Está claro que sin resolver el problema del terrorismo, sea este de Estado, y la respuesta de la guerrilla en los mismos términos, poco o nada se podrá avanzar.

			Una alianza por la guerra

			El apoyo estadounidense al proyecto de guerra contra la guerrilla del presidente Uribe, se otorga mediante certificaciones a que son sometidos los DDHH y la liberación de fondos co­­­rrespon­dien­tes al 2004 y el levantamiento de la interdicción a las cuotas relativas al año fiscal 2005. Se elimina así la interdicción del 25% de la ayuda militar americana al gobierno de Colom­­bia.7 En septiembre de 2004, debido a graves acusaciones contra el gobierno de Uribe por violaciones a los DDHH, in­­­terrumpieron la ayuda militar del Plan Colombia. Graves acu­­­saciones contra el gobierno de Uribe por violaciones a los DDHH habían interrum­­­pido la ayuda estadounidense.8 En su Informe Anual el Comi­­sio­nado de Na­­­ciones Unidas para los Derechos Humanos (2006), denunciaba la par­­ti­cipación del Ejército en asesinatos de civiles en 21 de los 32 departamentos en Colombia. En muchos casos las víctimas eran pre­­sentadas como guerrilleros muertos en combate. Esto como parte de la complicidad que existía entre el ejército y los paramilitares. El Informe relataba que la desmo­vilización de unos 31 mil combatientes paramilitares, en 2003, había dado lugar al resurgimiento de nuevos grupos armados ilegales. Durante el año 2007 denuncias en los sectores rurales revelan de qué manera los campesinos han sido acusados de formar parte de las FARC o del Ejército de Liberación Nacional (ELN) —otro grupo guerrillero— justificando con ello toda clase de atrocidades y violaciones a los derechos humanos. En aras de la lucha anti guerrillas el gobierno de EUA ignoraba las violaciones a los DDHH cometidas por el gobierno de Uribe.

			Según la Agencia Bolivariana de Prensa, el gobierno, como parte de la política de “consolidación de la seguridad democrática”, desplegó una guerra química y militar en contra de cam­­pesinos mestizos, afro descendientes e indígenas.9 Se señalan entre otros municipios objeto de estos ataques, Tumaco, Corre­­­gimiento de Llorente, Veredas Corosala, Mugui y el Azúcar, Rivera del Río Mira, además de ataques en la frontera colombo ecuatoriana y en el pie de monte de la costa pacífica nariñense, Municipio de Tumaco, Corregimiento de Llorente. Se busca sembrar el terror, junto con desarraigar a los campesinos de sus territorios ancestrales señalaba el Informe de abp.

			El financiamiento del Plan Colombia

			En sus comienzos el financiamiento del Plan Colombia fue anun­­ciado oficialmente por el presidente Pastrana en septiembre de 1999, por un período de tres años, 2000 a 2002, esto es, cu­­­bría un año más que el proyecto original americano. Su evalua­­ción ascendía a $ 7 mil 500 millones de dólares estadounidenses, de los cuales $ 4 mil 500 millones serían financiados por el gobierno colombiano, bajo diferentes modalidades: $ 3 mil mi­­­llones provenientes del presupuesto colombiano; $ 900 millones de instituciones financieras internacionales y $ 600 millones, bajo la forma de deuda financiada mediante bonos “por la paz” suscritos por empresas. El resto de los fondos, esto es, $ 3 mil millones serían financiados, por naciones europeas, $ 1 mil mi­­­llones, para la reconversión agraria; $ 2 mil millones, financiados por EUA para la represión y la fumigación de los cocales. La administración de estos dineros correspondía al Fondo de Inversiones para la Paz, cuya misión era la reconversión de la narco agricultura a la producción de cultivos legales. Como se verá más adelante, muchas de las cifras proyectadas fueron revisadas a la baja.

			Este plan se anuncia en un momento en que la economía colombiana se recobraba de su primera recesión en 25 años, calificada como la más profunda en los últimos 70 años. En esa época el PIB, en medio de la crisis asiática, registraba en 1999 una caída de 3.5% y un desempleo en el año 2000, de 20%. De allí la pérdida de confianza en la recuperación política y económica del país, así como el riesgo de que los desempleados se incorporaran a las filas del narcotráfico, de la guerrilla o de los paramilitares. 

			Un recuento de los aportes de EUA, post presupuesto 2000-2002, demuestra que éstos fueron, en el año 2000, sólo $ 1 mil 409,8 millones de dólares, esto es 590,2 millones menos que lo programado en el año 1999.10 En cuanto a su composición, los fondos asignados a operaciones antidrogas representan 97.4% del presupuesto. En los años subsiguientes la proporción de gastos antidrogas es más baja. En el período 2003-2004, dichos gastos representan sólo 89,2%. Para el año 2005 se estimó un presupuesto antidroga de sólo 83% del total de gastos ($ 541 mi­­­llones). Objetivamente los gastos militares son muy superiores a los otros ítems presupuestarios acordados por el Con­­greso de los EUA. La distribución de los gastos en las cifras presupuestadas para el período 2006-2009 confirma esta política. En los años 2006-2007 el Congreso autorizó $ 587 millones 114 mil, donde 78% corresponden a gastos militares y 22% a ayuda económica y social.11 Para el 2008 la cifra acordada es de $ 585 millones 968 mil donde gastos militares y gastos civiles se distribuyen en una proporción de 76% y 24% respectivamente. En un período de 10 años, 1999-2008, se autorizaron gastos por alrededor de $ 6,500 millones. Para el presupuesto 2009 se pre­­­vieron $ 545 millones 189 mil, desglosados en $ 402 millones 823 mil destinados a la fumigación, entrenamiento y educación militar y asistencia anti-terrorista. $ 142 millones 366 mil fueron destinados a fondos para el desarrollo.12 La crisis no ha pasado en vano. Para 2013 el gobierno de Obama previó un re­­corte de casi $ 67 millones o sea 15% de las cifras otorgadas en el presupuesto de 2012 que fue de poco más $ 440 millones. En relación a los montos recibidos durante la administración Bush, se nota una caída sostenida que llega a casi el 50%. La idea es que la administración colombiana asuma progresivamente los gastos del Plan y un rol activo en la seguridad hemisférica. En con­­­tra­partida, EUA espera avances sostenidos en materia de “dere­­chos humanos, desarrollo económico y social e imperio de la ley”.13

			La lucha antinarcóticos en el presupuesto 2013 recibe $ 142 millones de dólares comparado con los $ 160 millones aprobados para el 2012. En ayuda social y desarrollo se invierten $ 155 millones, es decir, $ 25 millones menos que lo previsto para 2012. El mayor recorte se observa en gastos militares, donde bajo la cuenta Financiamiento Militar Extranjero se prevén $ 30 millones, es decir, $ 14 millones menos que el año anterior. A eso debe agregar­se $ 3.5 millones para el programa de desmi­nado y migración y $ 1.6 millones para entrenamiento militar. 

			Los fondos del presupuesto colombiano destinados a proyectos del Plan son financiados mediante créditos externos y privatizaciones, adoptándose un verdadero programa de “ajuste estructural” destinado a equilibrar recursos y necesidades. El desajuste de las demandas de la sociedad civil, con relación a los tiempos en que el gobierno maneja el crecimiento del apa­­rato productivo, crea conflictos sociales que en los más de 10 años, desde la operatividad del Plan, el Estado colombiano ha sido incapaz de resolver. Lo que crea inquietudes cuando el Imperio se enfrenta al “conflicto de menor intensidad” (LIC) de Colombia, que irradia en militarización e inestabilidad creciente, en países de la Región Andina de fronteras porosas como es el caso de Colombia, Vene­­zuela, Ecuador, Perú y a la cual se agrega Brasil. Países de interés vital para EUA por sus recursos mineros, petróleo, gas, biodiversidad y en su calidad de reservorio de agua dulce de la humanidad.

			El Plan Patriota

			El Plan Patriota —culminación del Plan Colombia en 2005— busca consolidar Bogotá y Cundinamarca, como territorios li­bres de guerrilla, para lo que se fortalece la concentración pa­­ramilitar de Colanta, al mismo tiempo se busca el aislamiento de la guerrilla en las grandes concentraciones urbanas de Bogotá, Cali y Me­­­de­­llín. El objetivo militar del Plan Patriota del gobierno de Uribe contempla la invasión a las selvas del sur del país, departamentos de Pu­­­tumayo, Guaviare, Meta, Ca­­quetá y Amazonas, cuya presión sobre las fronteras de Ecuador y Venezuela crea una situación de inestabilidad. Por su vocación, el Plan Patriota es una propuesta política militar impuesta desde Washington y Bogotá que abarca la Región Andina en su totalidad. 

			En ese contexto se busca la calificación por los estados euro­­peos de las FARC como movimiento terrorista. Paralelamente EUA y Colombia, en el marco de la OEA, tratan de imponer la tesis de la “diplomacia preventiva” como variante política de las denominadas “guerras preventivas”. Del fracaso de esta pro­­puesta surge el Plan Patriota o seguimiento del Plan Colombia bajo la coordinación del Comando Sur de EUA y con claras proyecciones a toda la Región Andina y apertura estratégica hacia los recursos de la Amazonía, cuyo control es fundamental para la vida humana y el desarrollo de la economía mundial en el siglo XXI, a saber: agua, petróleo, gas, biodiversidad. En la zona fronteriza entre Ecuador y Colombia, donde se produjo el ataque al campamento de las FARC en suelo ecuatoriano, exis­­ten instalaciones petroleras de importancia estratégica: la loca­­lidad de Orito en el departamento de Putumayo (Colombia) y el Oleoducto Trasandino en Lago Agrio, en el departamento de Sucumbíos (Ecuador). La noción del Plan Patriota supone una lógica de guerra difícil de mantener en un frente extenso como el presentado por la guerrilla, lo que no sólo obliga a conquistar territorios y amagar la retaguardia de las FARC, sino que además proporcionar seguridad a los territorios recuperados. 

			Las intenciones del Alto mando estadounidense, que en algún momento deberá evaluar Obama, se orientan hacia una lógica de guerra que el ex jefe del Comando Sur, James Hill resume expresando: “la guerra en Colombia no es solamen­te una guerra de Colombia, sino de todos sus vecinos y también una guerra para todo el mundo. A mí me parece —agrega Hill— que debe ser una pelea en la que participen todos los vecinos regionales. Espero que Venezuela se dé cuenta de ello”. El sen­tido de la alusión a Venezuela no es otro que subrayar la función de un eventual go­­­­bierno de oposición en convivencia con el ejército colombiano para cercar a las FARC en la región sur oriental de Colombia, depar­­ta­mento de Guainía, geografía de llano y selva de escasa presencia gubernamental donde aún su capital, Inírida, carece de energía la mayor parte del tiempo, pero que de cuyo control militar de­­­pende la proyección de operaciones hacia el territorio de los depar­­ta­mentos de Valpes y Caquetá. Visión guerrerista que supone un ejército binacional —colombiano-venezolano— destinado al aniquilamiento de la guerrilla colombiana.

			El militarismo de influencia estadounidense es un dato central en la ecuación de poder de Colombia, pues significa irra­diación en la Región Andina con efectos directos en Ecuador y Venezuela como países limítrofes. Por ser productores y comercializadores de coca, Perú y Bolivia resienten la inestabilidad de Colombia. La participación de Quito y Lima, como aliados potenciales, en el ensamblado general es central. Sin embargo, la visión crítica del militarismo estadounidense del Pre­­sidente Correa, de Ecuador, así como su determinación de no reanudar el Tratado de la base de Manta, (que expiró en 2009) deja al Perú como futura base de ope­­­raciones. Nótese que nin­guna base instalada en territorio peruano ha sido sometida a controversias por los sucesivos gobiernos de Alan García y Ollanta Humala. La invasión de la fuerza militar colombiana en territorio ecuatoriano llevó a Venezuela y Brasil reforzar sus departamentos limítrofes para impedir que estallidos internos en Colombia irradien desplazados/refugiados hacia sus fronteras. En los hechos, después de la liberación de Ingrid Be­­tan­court, arreció la ofensiva contra las FARC, escenario previsi­ble dentro de la lógica militarista del gobierno de Uribe de la época.

			Narcotráfico y seguridad nacional

			La política internacional de EUA en materia de narcotráfico se enmarca dentro de su gran visión geoestratégica de Seguridad Nacional Cooperativa y Hemisférica. La intervención americana parte del principio que el conflicto armado interno en Co­­­lom­bia afecta la Seguridad Nacional de EUA. De allí la importancia que concede al Plan Colombia. Su visión global, sobrepasa las fron­teras del Estado colombiano y su proyección es regional. La apro­­piación de la Amazonía y de los bienes estratégicos del tercer milenio, a saber: agua, oxígeno, biodiversidad, emerge como parte de la Seguridad Nacional de EUA.

			Bajo el amparo de la OEA, y con la presencia preponderante de EUA, el sistema interamericano ha alineado sus decla­­ra­cio­nes a la reafirmación de los principios de la Seguridad Coope­­­­rativa Hemis­­férica que comprende en un mismo proyecto Sura­mérica y Nor­­teamérica —noción en oposición fundamental a la Segu­­ridad Nacional Cooperativa Latinoamericana de clara raigam­bre bolivariana. La primera pertenece al poder imperial, donde lo global se impone a lo regional, lo militar a lo social y humani­tario, en fin, donde la sociedad latinoamericana, y andina en par­­ticular, no cons­­tituye sino un elemento más de la Pax Americana.

			En el esquema norteamericano, la OEA es el gran mediador de la seguridad hemisférica que se acomoda a los grandes designios de la Seguridad Nacional de EUA, donde la lucha contrainsurgente es consustancial a la lucha antinarcóticos. Vulnerados sus derechos fundamentales, los civiles no combatientes pagan el costo de esta lucha. Se destruyen cultivos legales e ilegales cuando la fumigación aérea arroja herbicidas químicos en los campos. Los daños medioambientales son cuantiosos; la población civil desplazada busca refugio en centros urbanos donde escasea el empleo. En zonas fronterizas dicha intervención, produce inestabilidad a la que se suman los conflictos internos.

			La asimilación de narcotraficantes y guerrilla, o “narco gue­­rrilla”, pertenece al Pentágono y se aleja de la visión del Depar­­­tamento de Estado. En un análisis geopolítico del Plan Colombia, Yenisey Rodríguez escribe que en la década de los 80 las FARC eran grupos pequeños y aislados, dispuestos a negociar el fin de los enfrentamientos con el gobierno de Belisario Betancour. “Sin embargo, escribe Rodríguez, en marzo de 1984, 16 agentes del Grupo de Operaciones Especiales atacaron lo que resultó ser Tranquilandia, uno de los mayores centros de procesamiento y distribución de cocaína. Cerca de ahí se encontró el complejo La Loma, donde parecía haber presencia de las FARC”.14 Rodríguez relata de qué manera Lewis Tambs, embajador norteamericano “avivó la polémica en la víspera de la firma de la tregua y acusó al gobierno colombiano de estar pactando no con una fuerza política sino con narco guerrilleros”. Esto permitió a George H. W. Bush, entonces Vicepresidente, acusar a la guerrilla de narcoterrorismo, con lo que justificó el uso de las armas para eliminar el negocio de la droga.

			Con la nominación del general (CR) Barry McCaffrey (2000), como el zar antidrogas de EUA (i.e., Director de la Oficina de con­­trol de Drogas de la Casa Blanca), se privilegia la militarización en el control de la comercialización de la droga, por sobre los procesos socio-económicos que conlleva la erradicación del cultivo de la coca. En la concepción global de la lucha, EUA se sirve del Plan Colombia como pivote de acciones regionales, donde se incluyen los países vecinos, esto es, Venezuela, Brasil, Ecuador y Perú. Esce­­­nario propio de la Guerra Fría cuando surge la Doctrina Carter (enero de 1980) que declara el crudo del golfo Pérsico como de “interés vital” para Estados Unidos, el cual debe ser defendido “por cualquier medio necesario, incluida la fuerza militar”. Es lo que Bush aplica en el escenario de la Gran Colombia (Venezuela, Colombia, Ecuador), desde donde proviene 20% de las importaciones de petróleo de EUA, siendo Venezuela el segundo abastece­dor de petróleo bruto y Colombia el octavo.

			El Documento de Santa Fe IV otorga a EUA, el derecho de actuar solos, en caso necesario, contra “Estados peligrosos”, aun cuando el Estado que mereciere tal calificación, por la auto­­ridad estadounidense, no hubiese incurrido en agresiones, con lo cual, en último término, se consagra el principio de la guerra preventiva. El Documento en cuestión cita a México, Brasil, Canadá, Chile y Colombia, como ejemplo de socios democráticos con los que, junto a la seguridad, se puede proyectar la prosperidad y las oportunidades. La Cumbre de las Américas, la Organización de los Estados Americanos (OEA) y las Reu­­niones Ministeriales de Defensa de las Américas, son consideradas como instancias del sis­­tema interamericano que pueden ayudar a consolidar los objetivos de la Seguridad Nacional de EUA en un sentido hemisférico.

			Negociaciones en La Habana 

			Por más de 20 años el Plan Colombia moldeó la imagen del Estado y sociedad a través de sus instituciones, tanto en política interna como externa. En su visión esencialmente localista del conflicto, Álvaro Uribe buscó en ocho años de sucesivas presidencias (2002-2010) reducir militarmente a su adversario. Por otro lado, los esfuerzos de las FARC por constituir una base política urbana y nacional han fracasado. De hecho, nunca la guerrilla tuvo un proyecto de refundación del Estado, pero, hecho clave, las acciones de guerra la dirigieron a presentar, durante la discusión de La Machaca y la Agenda Común del Caguán y posteriormente la Plataforma para un Nuevo Go­­­bier­­no de Reconciliación y Reconstrucción Nacional, propues­tas de carácter nacional que nunca realmente fueron discutidas, ni siquiera parcialmente.

			¿Cuál es la envergadura de las fuerzas enfrentadas? En el presente, las FARC cuentan con un total entre nueve y 10 mil efec­­tivos. El Ejército de Liberación Nacional, entre dos y tres mil com­­­batientes, y el ejército colombiano un total de tres mi­­­llones de soldados, a lo que es preciso agregar tecnología de contra-insur­gencia mediante satélites de vigilancia del Pentá­­gono y la inte­­ligencia estadounidense. Es lo que financia el Plan Colombia con un presupuesto apropiado para llevar a cabo la guerra. En sín­­­tesis, se trata de un instrumento para la guerra no apto para la paz. Pro­­seguir en esa ruta sería ignorar, por una parte, una socie­­­dad que mayoritariamente exige la paz y, por otra, la Agenda para la Nueva Colombia, que fuera firmada en el pasado.

			El proceso de paz iniciado por el presidente Juan Manuel San­­­­­­tos en las conversaciones con las FARC, en La Habana en 2012, significa reconocer por ambas partes la esterilidad de un conflicto que se prolonga por más de 60 años con un saldo de 220 mil muertos y millones de desplazados. Negociar implica resolver problemas que hasta ahora las autoridades nacionales, en dife­­rentes épocas y situaciones, se han negado a abordar. El pasado ha dejado una serie de cuestiones pendientes, a saber; el desar­me, la reinserción política de los combatientes, la condi­­ción de las víctimas, no tan sólo de aquellas afectadas por críme­­nes de lesa humanidad y delitos comunes, sino además la situación de la po­­­blación desplazada, minorías negras e indígenas, con pre­­sen­cia sobre todo en las provincias del Cauca y Costa Pacífica, afec­­­­ta­das en sus derechos constitucionales convertidos en letra muerta. 

			No se puede soslayar que un acuerdo en La Habana compromete la transformación del Estado. Pues la nueva política que sur­­girá de aquello conlleva instituciones, cuyo desafío es contener las nuevas relaciones sociales y políticas en el campo y la ciudad que surgirán en el camino de la paz.

			La apuesta institucional como culminación del proceso de paz no es evidente. Sin embargo, es el punto central que deberá dirimirse en los acuerdos de La Habana. Las FARC, por su historia y sus hechos, resulta políticamente inclasificable, según los códigos con que se mueven los partidos en Colombia. Su pensamiento político en sus orígenes, esencialmente de resistencia social, nunca se presentó como un proyecto de poder dis­­­puesto a tomar la conducción de la Nación. Resta saber, frente a los acuerdos a que se deberá llegar en La Habana, cuál será la propuesta de las farc en torno a problemas centrales como el de su integración política, el combate al narcotráfico y el problema de tierras, este último, inicio histórico del movimiento de campesinos liderado por Marulanda en Marquetalia.

			¿Cuál es la base política con que cuenta el presidente Santos en las conversaciones de Paz? 

			Recordemos que actualmente tiene un bajo respaldo político en las encuestas: 29%. Los resultados electorales de las elecciones en las cuales fue elegido demostraron que el electorado no veía otras alternativas que las tradicionales. La desconfianza se reflejó en las elecciones de 2014, así como en las del 2010; la abstención se situó alrededor del promedio histórico que registra niveles superiores al 50%: 60% en 2014 y 51% en 2010.

			Sin resultados contundentes en las negociaciones de La Habana resulta más fácil para la gran mayoría de la población abrazar el contenido reduccionista del combate político y social de las FARC que recurre a interpretaciones tales como hechos meramente delincuenciales, máxime si el gobierno ha lanzado durante las negociaciones ofensivas militares contra la guerrilla en las selvas y las montañas y esta ha respondido con ataques a la infra­­estructura petrolera.

			¿Cuál es el clima político y de confrontación que se vive en estos días en Colombia? Recientemente, el 21 de mayo (2015), la Fuerza Aérea Colombiana atacó, en el municipio de Guapi a 480 km al suroeste de Bogotá, un campamento de las FARC (Frente 29) con un saldo de 26 guerrilleros muertos. Ataque como respuesta a 11 soldados muertos por la guerrilla el 15 de Abril en un polideportivo del departamento del Cauca, el cual, rompía así el cese al fuego unilateral decretado en diciembre de 2014. Un segundo bombardeo de las FFAA (23 de mayo) dejó como saldo siete miembros de las FARC, en el departamento de Antioquia, a 325 km al noroeste de Bogotá. ¿Detendrán estos sucesos el proceso de paz? 

			Extrañamente, el presidente Santos pidió a las FARC acelerar las negociaciones en la Habana, pues “llevamos un año completo sin hacer un avance sustancial… la gente quiere ver que podemos avanzar en la mesa para mantener la fe de que sí podemos obtener la paz” (diario El Tiempo). Todo indica, de una parte y otra, que las negociaciones siguen. Algunos mencionan al nuevo ministro de Defensa, Luis Carlos Villegas, como la voz conciliadora que haría inclinar la balanza en pro de una solución pacífica para los puntos pendientes.

			En el pasado las fuerzas políticas tradicionales o bien se abstuvieron de jugar un rol activo en las negociaciones o decididamente fueron contrarias. Aún fuerzas políticas reconocibles en el espectro político, propensas al diálogo con las FARC, obtuvieron mediocres resultados en la primera vuelta de 2010, entre ellas, Polo Democrático Alternativo, cuarto lugar con escaso 9,13%, tras el Partido Social de Unidad Nacional de Santos, con un tercio del electorado. No olvidemos que la primera vuelta en 2014, donde el tema de fondo era elegir con qué fórmula poner fin al conflicto con la guerrilla, Santos logró solo un 25,63%, detrás de Óscar Iván Zuluaga, opositor de derecha con un 29,27% de los sufragios. En el camino quedaron Polo Democrático y Alianza Verde, proclives a entender el proceso que se desarrolla en La Habana. Si se alcanzara la paz el piso político que tendrían las FARC es objeto de toda clase de conjeturas. 

			Al comienzo de las negociaciones en 2012 se especulaba sobre el rol que podría tener Marcha Patriótica, agrupación que reúne a cerca de 1 700 organizaciones de campesinos, indígenas y estudiantes, además de militantes del Partido Comunista de Colom­bia desprendido del Polo Democrático Alternativo. De ju­­­gar el rol que se asigna a Marcha Patriótica implicaría un escenario refundacional de la política colombiana.

			En el marco de las elecciones de 2014, Marcha Patriótica propuso negociaciones de paz. Las propuestas anunciadas por Mar­­cha Patriótica introducen por primera vez, en más de se­­­senta años de conflicto, ideas que surgen de la sociedad civil y que podrían cambiar el marco político en que se desarrollan las negociaciones. Algunas de las propuestas promueven la redis­­tribución de la tierra y el estatuto de Bienes Públicos para la salud y la educación y veto a las transnacionales mineras. Sin embargo, la proposición cen­­­­tral de las FARC incluiría la realización de una Asamblea Cons­­­tituyente, lo cual, deja entrever un programa de refundaciones institucionales de envergadura.

			Del lado de la guerrilla el dirigente Jesús Emilio Carva­ja­lino (Andrés París) declaró al diario Espectador no tener vinculación alguna con Marcha Patriótica, y tomaron la decisión de no hablar de este tema por las amenazas que penden sobre ellos; ya que cualquier pronunciamiento puede ser tergiversado.

			Los analistas colombianos opinan que una vez producido el desarme y la desmovilización, Marcha Patriótica se constituiría en el partido de acogida de los líderes de la guerrilla. París fue uno de los integrantes de las FARC que participaron en las conversaciones exploratorias sostenidas con el Gobierno colombiano en La Habana. En el terreno del cálculo político algu­­nos opinan que las FARC cuentan en las zonas rurales del sur de Colombia con un contingente de “9 000 guerrilleros”. Juan Andrés Casas, Coordi­­nador del Observatorio de Procesos de Desarme de la Univer­­­sidad Nacional, opina que las FARC “tienen el potencial para lograr un discurso político” sin las armas. Las FARC están presentes sobre todo en las zonas rurales del sur de Colombia, y cuentan con unos 9 000 guerrilleros”. Para León Valencia, Director de la Corpo­ra­ción Nuevo Arcoíris, el número de guerrilleros es irrelevante pues el mayor énfasis de las FARC ahora no es el reclutamiento sino el apoyo social. Agregó, tienen una estructura de unas 30 000 personas muy cercanas, militantes activos de ese proyecto. 

			Tres hechos centrales han permitido el diálogo hacia la paz. El primero es de gran significado para las relaciones entre los países del UNASUR, a saber, la distención y restablecimiento de relaciones normales con los países fronterizos de mayor exposición al conflicto, a saber, Venezuela y Ecuador. Tema abordado en el llamado Plan Fronteras para la Prosperidad, que concreta con ambos países proyectos de desarrollo en los muni­­cipios fronterizos más vulnerables. Las relaciones habían sido seriamente da­­­ñadas con el bombardeo al campamento del comandante de las FARC Raúl Reyes en suelo ecuatoriano (Su­­­cumbíos) y las acusaciones de existencia de santuarios de la guerrilla en suelo venezolano. Segundo, la declaración por el Tribunal Constitucional de Colombia de la inconstitucionalidad de los acuerdos sobre bases militares con EUA. Decla­­ración que coincidió con la reunión del UNASUR y la distensión oficial entre los gobiernos colombiano y venezolano. Tercero, la firma de la Ley de Víctimas y Devo­­lución de Tierras en junio de 2011. 

			Dos cuerpos legislativos abrieron la puerta de entrada a las negociaciones sobre Justicia y Paz entre el gobierno colombiano y las FARC el 18 de octubre de 2012. En junio de 2011 San­­tos firmó la Ley de Víctimas y Devolución de Tierras, y el 3 de julio (2012) el Congreso de Colombia aprobó una reforma constitucional me­­­diante la cual se puso en vigencia la llamada “justicia transicional”. En alguna ocasión, el dirigente de las FARC, Alfonso Cano, calificó la ley de tierras como “esencial para un futuro de concilia­ción” y “una contribución a una solución real del conflicto”.

			La justicia transicional es el concepto que abre la puerta a los puntos centrales hoy discutidos en La Habana. La ley que se refiere a las víctimas así como la restitución de tierras que regirá una vez concluido el conflicto. La justicia se encamina a crímenes y delitos de sangre, casos que se han mencionado como parte del problema de la llamada “justicia transicional”. Pero también está la justicia social en cada una de las soluciones que involucra el de­­recho de propiedad y posesión de la tierra. La Reforma Agra­­ria deberá ser el marco dentro del cual se resuelvan los problemas de restitución de tierras. Problema que se cruza indirectamente con otros planteados por el conflicto armado, a saber: la desmovilización, el desarme y la rein­­serción de los ex combatientes.

			El problema de la tierra evoca la lucha de Marulanda por el restablecimiento de los derechos de los campesinos a su tierra, su producción y comercialización de sus productos. En 60 años de lucha se han reconocido graves violaciones a los derechos humanos cometidos por los grandes propietarios agrícolas; por lo cual, no sólo habrá una reparación para las víctimas y desplazados sino que además se prevé la devolución de millones de hectáreas robadas a los campesinos. Sin embargo, no bastan las declaraciones o intenciones generales. Cuando se decide devolver tierras no se puede desconocer que en más de medio siglo la tenencia de la tierra ha cambiado por efecto de la modernización de las explotaciones y la agroindustria. En las sociedades modernas la cantidad de personas que obtienen su sustento del campo es cada vez más reducida, su lugar ha sido ocupado ya sea por grandes empresas forestales o la agro­­industria. Sin hacerse cargo de la viabilidad eco­­nómica de las nuevas unidades económicas y las nuevas formas de la tenencia, tarde o temprano la enajenación de la tierra que se entregó, y con ello la emigración hacia la urbe, recreará la pobreza en el hábitat de la ciudad. Es el desafío que deberá abordar la Re­­­forma Agraria en la mesa de negociaciones. 

			Recuérdese que la sociedad colombiana (junto con la chilena) exhibe uno los mayores índices de desigualdad de Su­­­ra­mérica y del mundo. Es lo que indica el estudio sobre la Pobre­­za y la Desigualdad de 2009, con ocho millones de indigentes y 20 millones de po­­­bres, es decir 44% de la población colombiana. 

			La justicia transicional deberá hacerse cargo de estadísticas que en 60 años de violencia señalan 100 000 ejecuciones extrajudiciales, 10 000 casos de torturas y cerca de 6 millones de personas desplazadas. Según la Fiscalía, existirían alrededor de 62 000 desaparecidos.15 

			Existen dos puntos clave en la legislación de la justicia tran­­­sicional. El primero se refiere al llamado “delito político” y a aquellos crímenes que le son conexos. El responsable político de un acto, que servirá de medio para perpetuar crímenes de lesa humanidad o de genocidio cometidos de manera sistemá­tica, y que serán considerados como delitos conexos al delito político, no podrá participar en política. Es de tales implicaciones esta declaración constitucional que el legislador anticipó que se efectuara un control previo de constitucionalidad para la ley estatutaria que legislara el delito político y sus conexos.

			El segundo punto clave se refiere a todas las partes que participaron en la confrontación bélica, estableciendo que no todos los grupos armados tuvieron las mismas razones ni las mismas ca­­­racterísticas en su participación. Menciona en esta clasificación a la “Fuerza Pública, los grupos subversivos y los paramilitares”. Esto, se agregó, quedará reglamentado por una ley estatutaria que fijará un trato diferenciado para cada uno de los actores mencionados.

			De esta lectura conjunta se desprende que la penalidad de los crímenes cometidos contra la humanidad, en sus situaciones de ideación, preparación, ejecución y consumación (iter criminis), de­­­penderá de cómo se aprecie la responsabilidad política. Como ejemplo, una de las situaciones más socorridas en ese tipo de responsabilidades sería, en el caso de la Fuerza Pú­­bli­­ca, la invocación de la obediencia debida. ¿Dónde comienzan y dónde terminan las responsabilidades del que da la orden y del que la cumple? Esto necesariamente quedará al criterio de los tribunales y será sin duda una de las materias centrales en debate durante la discusión de las leyes estatutarias mencionadas. Se juega allí un gran avance en el proceso de justicia tran­­sicional, o si se quiere “diferenciada”.

			El desafío es ¿de qué manera, sin coartar las garantías al debi­­­do proceso, se puede flexibilizar el orden jurídico de un Estado de derecho, con el fin de facilitar la paz? De hecho, al enfocarse a re­­­sultados estratégicos, en la investigación para desmantelar estruc­­turas de macro criminalidad y responsables de los delitos de lesa humanidad, la ley habla de criterios de selección, lo que devela cierta discrecionalidad no sólo en la investigación sino también en los resultados esperados. Se mencionan, como tales, la suspensión de la ejecución de la pena; la aplicación de sanciones extra-judiciales, de penas alternativas, o de modalidades especiales de ejecución y cumplimiento de la pena. En estas materias existe un margen importante para la autoridad político-administrativa al preverse la “selección de casos” que podrán ser llevados ante la justicia. Aquellos que se excluyen, en un acto de renuncia condicionada a la persecución judicial penal, podrán ser abordados por mecanismos no judiciales que lleven al esclarecimiento de la verdad.

			Cuando se habla de justicia transicional podemos pensar que, ante la incapacidad política de resolver los problemas, lo que se busca es judicializarlos, a sabiendas que la política ha sido incapaz de resolverlos. De hecho, hasta las negociaciones de La Habana en 2012 nunca antes hubo espacio para un momento de política.

			Sería sorprendente que las FARC tuvieran una agenda política al margen de lo que los movimientos sociales han expresado en estos últimos años. De hecho, muchos de esos puntos fueron men­cionados en La Machaca en la década del 90, a saber: injusticia en el campo, expropiaciones ilegales, flexibilización del trabajo y su precarización; condiciones laborales paupérrimas con despidos masivos y contratos temporales; ausencia de derechos sindicales; regímenes tributarios de excepción, in­­­cluyendo exenciones criticadas aún por organismos interna­cionales; incremento de tarifas de servicios públicos; entrega de recursos naturales a las multinacionales; tratamiento tributario excepcionalmente favorable a la inversión extranjera; esta­­blecimiento de paraísos fiscales; a lo que se agrega, al margen del hostigamiento en sus lugares de trabajo; crímenes como de­­­saparición y asesinatos de maestros y dirigentes sociales; prostitución infantil; ataques a grupos étnicos minoritarios; barrios urbanos en manos de las “maras”.

			No es posible resolver problemas estructurales en lo inmediato pero sí es posible iniciar la transición hacia nuevas estruc­­turas que den un contenido social y justo a relaciones sociales mantenidas secularmente bajo el signo de la injusticia. Si la clase política prefiere seguir el mismo camino que ha perpetuado el conflicto por más de 60 años, ello puede causar una herida incurable en Co­­­lombia que agote sus recursos y su juventud sin nada en cambio.
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			La política hacia América Latina y El Caribe bajo la presidencia de Barack Obama: una mirada desde la prospectiva crítica

			 Luis Suárez Salazar

			Introducción

			 

			Como sugiere su título, este ensayo* tiene como propósito sintetizar algunas de las anticipaciones que —desde hace va­­rios años— he venido elaborando con relación a la política hacia América Latina y el Caribe en la perspectiva de la segun­­da y última etapa presidencial de Barack Obama.1 

			Esas anticipaciones han sido facturadas desde aquella vertiente de “la futurología” que, a diferencia del determinismo y el voluntarismo que han caracterizado a diversos cultores de esa disciplina, indica que el futuro “es más construible que previsible”. Por tanto, “no es único, ni lineal”.2 Al contrario, pueden vislumbrarse varios escenarios alternos.3 Ninguno está pre­­­­determinado; ya que dependen de los resultados de las “accio­­nes proactivas” del “hombre colectivo”.4 En consecuencia, el porvenir es un campo de batalla (muchas veces violento) entre los sujetos sociales y políticos, estatales y no estatales, internos y externos, que “pugnan por imponer su poder para defender sus intereses”.5 

			Pero antes de presentar el que considero el escenario más probable de la política hacia el “sur político del continente ame­­­ricano”, que desplegará el antes mencionado gobierno temporal estadounidense, me parece necesario mostrar una síntesis de los objetivos estratégicos y de algunos generales de las di­­versas acciones que éste desplegó entre el 20 de enero del 2009 y del 2013.6 Asi­­mismo, referir algunos de los componentes de la que he denominado “ofen­­siva diplomática”, desplegada por esa administración entre los primeros meses de ese último año y lo transcurrido del 2014.7

			

			Los objetivos de la política hacia América Latina y el Caribe durante la primera presidencia de Barack Obama

			Como he documentado en los escritos ya referenciados, dándole continuidad o reformulando, según el caso, algunas de las políticas emprendidas por las dos administraciones de George W. Bush (2001-2009), desde el 20 de enero del 2009 hasta igual fecha del 2013, la maquinaria político-militar y de seguridad esta­­douni­dense, al igual que sus aparatos político-diplomáticos e ideológico-culturales —en particular, los que inciden en la opi­­nión pública externa— emprendieron diversas “estrategias inte­­li­gentes” dirigi­das —según indicó Barack Obama durante su cam­­paña electoral— a “renovar” y a “prolongar a lo largo del siglo XXI el liderazgo esta­­­­do­­unidense en las Américas”.8 

			A pesar de haber edulcorado esos propósitos hegemónicos con su promesa —formulada en la Cumbre de las Américas realizada en abril del 2009 en Trinidad y Tobago— de “iniciar una nueva época de las relaciones interamericanas” (incluido “un nuevo comienzo” en sus relaciones con Cuba),9 y partiendo de los objetivos estratégicos mencionados en el párrafo anterior, de manera unilateral o concertada con sus “amigos”, “socios” o “aliados”, estatales y no estatales de dentro y fuera del continente americano, su primera administración emprendió diversas acciones orientadas a cumplir, al menos, los siguientes objetivos generales ínter vincu­lados entre sí:

			1. “Contener” y, donde y cuando le resultó posible (como fueron los casos de Honduras y Paraguay), derrotar (roll back) a aquellos gobiernos latinoamericanos y caribeños calificados como “anti-estadounidenses”, “anti-democrá­ticos”, “pocos colaboradores en la lucha contra el narcotráfico”, “promotores del terrorismo” o “violadores de los derechos humanos y las libertades fundamentales”. En particular, aunque no únicamente, a los gobiernos reformis­tas, reformadores o revolucionarios que eran o todavía son miembros plenos de la Alianza Bolivariana para los Pue­­blos de Nuestra América-Tratado de Comercio entre los Pue­­blos (ALBA-TCP): Antigua y Barbudas, Bo­­livia, Cuba, Do­­­mi­­nica, Ecuador, Honduras (hasta “el golpe de Estado institucional” del 2009 contra el presidente Manuel Zelaya), Nicara­­gua, la República Boli­­variana de Venezuela, Santa Lucía, así como San Vicente y las Granadinas. 

			2. Restaurar o fortalecer, según el caso, su multifacética do­­­minación sobre México, sobre todos los Estados-na­­­cio­­nales ubicados en el istmo centroamericano (Guatemala, Hon­­duras, El Salvador, Nicaragua, Costa Rica y Panamá), al igual que en el Caribe insular y continental (Belice, Co­­­lombia, la República Cooperativa de Guyana, la República Bolivariana de Venezuela y Surinam) con vistas a preservar su control sobre los recursos naturales y los bienes públicos (como el agua y la biodiversidad), así como sobre los diversos espacios geoestratégicos existentes en el Gran Caribe: los estrechos de la Florida y Yucatán, el Golfo de México, los pasos de los Vientos y de las Vírgenes, el canal de Panamá, las cuencas de los río Atrato y San Juan, al igual que las demás vías terrestres, fluviales, marítimas y aéreas imprescindibles para transitar entre los Océa­­nos Atlántico y Pacífico, al igual que entre el Sur y el Norte del continente americano.

			3. Subordinar a los intereses geoeconómicos y geopolíticos estadounidenses a los gobiernos de todos los Estados nacionales del hemisferio occidental ubicados en el “arco del Pacífico”: Canadá, México, Guatemala, El Salvador, Hon­­duras, Nicaragua, Costa Rica, Panamá, Colombia, Ecuador, Perú y Chile. Esto estuvo (y está) orientado a “contener” las amenazas que le plantean al poder global de los Estados Unidos la cada vez más fortalecida proyección externa de la República Popular China (RPCH) y de la Federación Rusa. Mucho más porque los gobier­­nos de ambos países impulsaron desde el 2009 la institucionalización y profundización del denominado Grupo BRICS (Brasil, Rusia, la India, la PRCH y Sudáfrica)10 y han venido ampliando sus interrelaciones político-económicas y, en algunos casos, militares con algunos go­­­biernos de América Latina y el Caribe. 

			4. Contrarrestar las amenazas que le plantean a “la hegemonía” estadounidense en el Hemisferio Occidental y en particular en Suramérica la paulatina e inconclusa trans­­­formación de la República Federativa de Brasil en una “potencia global”, al igual que aquellas posturas “anti-estadounidenses” o “populistas radicales” de los actuales gobiernos de Argen­­tina y Uruguay, así como, vinculado a ello, evitar —hasta donde y cuando le resultó posible— la ampliación y profundi­­zación del Mercado Común del Sur (MERCOSUR). Igual­­mente, el impacto que ese inconcluso proceso y las coinci­­­dencias de la mayoría de los gobiernos de los Estados que lo componen con algunas de las posiciones de sus homólogos suramericanos integrantes del ALBA-TCP (Bolivia, Ecuador y la República Bolivariana de Venezuela) tuvieron en la fundación y rápi­­da profundización de las labores de la Unión de Nacio­­nes Sudamericanas (UNASUR) y, por consiguiente, en el cuestionamiento de los intereses geopolíticos y geo­­económicos (incluido el control de los ingentes recursos natu­­rales y los bienes públicos) de los grupos dominantes de Estados Unidos en “el corazón de América del Sur” (Boli­­via y Paraguay), en las cuencas de los ríos Amazonas y de la Plata, al igual que en el Atlántico Sur.11 

			5. Dificultar la fundación en el 2011 y la posterior profundización de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC), así como de aquellos organismos multilaterales de concertación política, cooperación fun­­cional y/o de integración económica previamente existentes que obstaculicen el cumplimiento de los objetivos hemisféricos estadounidenses antes mencionados o que en la percepción de su gobierno dificulten el adecuado cumplimiento de los diversos Tratados, acuerdos y planes de acción aprobados por las Cumbres de las Américas (ordinarias o extra­­ordinarias), por las Cumbres de sus Ministros de Defensa, por las Reu­­niones de Ministros de Seguridad Pública (MISPA) y de Mi­­­nis­­­tros de Justicia u otros Ministros o Fiscales Ge­­­nerales de las Américas (REMSA), al igual que por los principales órganos políticos, jurídicos y militares del Sistema Interamericano: la Organización de Estados Americanos (OEA) y sus diversas Comisiones, la Corte Interamericana de Derechos Hu­­­ma­nos (CIDH) y la Junta Interamericana de Defensa (JID). Esta última encargada de ofrecer asesorías y “servicios técnicos” a los gobiernos de los Estados que la integran, así como a las Conferencias de Jefes de Ejército, Marina y Aviación que, con escasa información a la opinión pú­­­blica, se han venido reuniendo desde los primeros años de la década de 1960 hasta la actualidad. 

			No tengo espacio para detallar las multifacéticas acciones —tanto públicas, como discretas, encubiertas o “secretas” (inclui­do el ahora develado espionaje sobre las comunicaciones de algunos mandatarios y de importantes empresas estatales lati­­­­noame­ri­canas)— emprendidas en el período que abarca este acápite por “la diplomacia” política, económica, militar y de seguridad estadounidense, incluida la llamada “diplomacia pública”, con vistas a tratar de garantizar el cumplimiento de esos objetivos. Sin embargo, hay que resaltar que —con independencia de sus desiguales resultados— buena parte de esas acciones estuvieron guiadas por las unilaterales y cada vez más ensanchadas y militarizadas nociones sobre la Seguridad Nacional de Estados Unidos y, concomitantemente, sobre “la seguridad interamericana” elaboradas por su burocracia político-militar y policial antes o durante la pri­­­­mera administración de Barack Obama.

			Aunque, acorde con su ya referida promesa de “iniciar una nueva era de las relaciones interamericanas”, en la retórica de esas definiciones, así como en ciertas prácticas de esa administración, ganaron espacios algunos conceptos vinculados a la “se­­­guridad multidimensional” (económica, social, energética, alimentaria y medio-ambiental) previamente impulsados por diferentes gobiernos latinoamericanos y caribeños, en su implementación siguieron preponderando las definiciones y las acciones vinculadas a “la seguridad no tradicional”, elaboradas du­­­rante la posguerra fría y, en particular, durante las dos administraciones de George W. Bush: la “guerra contra el narcotráfico” y otros delitos conexos (el tráfico de armas y el la­­­vado de dinero), al igual que la lucha contra “el terrorismo” o “el narco-terrorismo”, así como la contención de las “migraciones incontroladas” y del “trá­­­fico de personas”.

			La “ofensiva diplomática” de la segunda presidencia de Barack Obama 

			A pesar de la reverdecida retórica acerca de sus intenciones de elaborar “nuevas alianzas entre iguales” con los gobiernos de Amé­­rica Latina y el Caribe, basadas “en los intereses y valores compartidos”, así como en el respeto mutuo “en las que nuestras naciones puedan concentrarse en mejorar las vidas de nuestros ciudadanos”, empleada por Barack Obama y por su vicepresidente Joe Biden antes, durante o después de las reunio­­nes que, de manera separada, individual o colectiva, ambos sostuvieron en diferentes momentos del 2013 y de lo transcurrido del 2014 con los mandatarios de 30 Estados latinoamericanos y caribeños,12 así como del discurso que el 18 de no­­­viembre de ese año pronunció el Se­­­cre­­tario de Estado John Kerry13 en la sede de la OEA (en el que indicó que “la era de la Doctrina Monroe había terminado”), ninguno de los objetivos estratégicos y generales de la política estadounidense hacia el hemisferio occidental señalados en el acápite anterior se modificarán en los próximos tres años. 

			Mucho menos porque; no obstante el acento que tanto Obama, como Biden y Kerry, así como otros funcionarios de menor jerarquía han puesto en los temas económicos, comerciales, energéticos, sociales y medioambientales (incluidos los desafíos que “el cambio climático” le plantea al hemisferio occidental) vinculados a la que desde hace varios años diversos mandatarios estadounidenses han venido llamando “la prosperidad y la seguridad de las Américas” (siempre asociadas al despliegue del “libre comercio”, de “la libertad” de empresa y de prensa, así como a “la gobernabilidad democrática” de su sistema de dominación),14 al igual que en “las oportunidades económicas y políticas” que les ofrecen a los Estados Unidos los positivos cambios económicos y sociales (incluso el notable incremento de “las clases medias”) que se han venido produciendo en América Latina y el Caribe, la lógica de la segu­­ridad imperial continuará preponderando en el diseño de las di­­­versas “estrategias inteligentes” y de las multifacéticas acciones que emprenderá la última presidencia de Barack Obama.15

			Entre otros elementos que veremos después, así parece confirmarlo La política de defensa para el hemisferio occidental hasta el 2023 difundida, en octubre del 2012, por el entonces Secre­­tario de Defensa, Leon Panetta; en tanto todos sus enunciados se fundamentan en la orientación expresa del presidente Ba­­rack Obama de preservar el liderazgo mundial [y hemisférico] de los Estados Unidos.16 Siempre según ese documento, para lograrlo en medio de las restricciones fiscales que se han presentado y que se presen­tarán en los próximos años, así como para posibilitar la “necesaria concentración” de sus fuerzas armadas en la región Asia-Pací­­fico, el Pentágono se plantea ela­­borar “innovadoras y flexibles alianzas” con “los países amigos” o “aliados” del hemisferio occidental. 

			Esas alianzas deberán dejar “una huella ligera”,17 y garantizar que las fuerzas armadas estadounidenses sean “el socio predilecto” y “el posibilitador clave de la férrea cooperación regio­­nal” en materia de defensa y seguridad. También que sus contrapartes estén en disposición y posibilidades de “compartir responsabilidades y costos” con los Estados Unidos, al igual que de “exportar seguridad” a otros lugares del mundo y en particular del sur polí­­­tico del continente americano; ya que gracias a “la transformación admirable” que se ha producido en los primeros años del siglo XXI:

			[…] los países del hemisferio están mirando más allá de esta región, desde la región de Asia y el Pacífico hasta África. Dados nuestros intereses comunes, como la libertad de navegación y sobrevuelo y otros usos internacionalmente lícitos de los océanos afines a estas libertades, la seguridad […] de los dominios marítimos y aéreos y la prevención del comercio ilícito de precursores de estupefacientes y otras mercancías, continuaremos identificando oportunidades de colaboración para forjar alianzas que trasciendan nuestro hemisferio. Este enfoque no solo afianza las alianzas que [ya] tienen los Estados Unidos en este hemisferio, sino que realza la importancia que ellas revisten para apoyar las prioridades que los Estados Unidos tienen en el mundo, como el vuelco a Asia y el Pacífico.18 

			El “ejemplo” colombiano

			Acorde con esas definiciones y a pesar de la tendencia decrecien­­te que desde el 2010 se ha venido produciendo en “las ayudas” que el actual gobierno de Estados Unidos le venía ofre­­­­ciendo a sus “aliados” y “amigos” de América Latina y el Caribe, du­­­rante el 2013 y los meses transcurridos del 2014 el actual gobierno de Colombia siguió siendo el principal destinatario de la ayuda militar y policial que la administración de Barack Obama le ofreció a todos los Estados del hemisferio occidental.19 Al igual que durante buena parte de su primera administración, esos fondos se orientaron a “la consolidación” de los presuntos éxitos que en los años previos había obtenido el gobierno temporal de Juan Manuel Santos en su lucha contra “la subversión”, el “narcotráfico” y “el narco-terrorismo”.20 

			También para que, en consuno con el Comando Sur de las Fuerzas Armadas estadounidenses (SOUTHCOM), las represivas fuerzas militares colombianas le sigan ofreciendo diversos entrenamientos a miles de oficiales militares y policiales del resto de los Estados de América Latina y el Caribe. Según indicó el actual y el antes mencionado presidente colombiano, en lo transcurrido del siglo XXI en su país se habían entrenado 17 000 oficiales militares y policiales de diversos países del mundo, la mayor parte de ellos latinoamericanos y caribeños.21 Basta decir que sólo entre el 2010 y el 2012 se entrenaron en ese país suramericano más de 9 000 oficiales militares y policiales del hemisferio occidental.22

			El incremento exponencial de esos entrenamientos en los años venideros fue anunciado por Juan Manuel Santos, inmediatamente después de la reunión que sostuvo con Barack Obama durante la visita oficial que realizó a Estados Unidos en los primeros días de diciembre del 2013.23 A pesar de las masi­­vas y flagrantes violaciones de los derechos humanos, así como al De­­­­recho Internacional Humanitario que se sigue perpetrando en Co­­­lom­bia, acto seguido Obama ensalzó “los tremendos progresos que ha tenido Colombia en la última dé­­­cada […] precisamente por el éxito en el frente de la seguridad”, y anunció “la continuación de la cooperación” al respecto con el antes mencionado gobierno colom­biano o con el que presiden­te que resulte electo en los comi­­­cios presidenciales que se realizarán en ese país el 25 de mayo del presente año.

			Según las documentadas denuncias que han formulado algu­­­nas instituciones académicas y no gubernamentales estadouniden­ses —tales son los casos del Centro para la Política Internacional, Fondo de Educación del Grupo de Trabajo sobre América Latina y de la Oficina de Washington sobre América La­­­tina (CIP, LAWGEF y WOLA, por sus respectivas siglas en inglés)— la provisión de esos entrenamientos a oficiales militares y poli­­­­­­ciales de diversos países por parte de las fuerzas militares colombianas ha formado, y en el futuro previsible formará, parte del Plan de Acción sobre Cooperación en Seguridad Regional, apro­­­bado en el 2012 por los actuales gobiernos de Estados Unidos y de Colombia en las diversas sesiones del “Diálogo de Segu­­ridad Estratégica de Alto Nivel” que, desde hace dos años, se viene desarrollando entre los Ministros de Re­­­laciones Exte­­riores y de Defensa de ambos países.24 A decir del comunicado de prensa conjunto difundido por el Departamento de Estado en abril del 2012, en los próximos años: 

			Ambos países desarrollarán programas complementarios de asistencia en seguridad y acciones operativas para apoyar a naciones aliadas en el hemisferio y [en] el ámbito internacional que están afligidas por los efectos del crimen organizado transnacional. Una mayor coordinación de las actividades de apoyo en defensa y seguridad entre los Estados Unidos y Colombia […] apoyará estrategias del gobierno [estadounidense] en su conjunto y pro­­­ducirá un mayor efecto a lo largo del hemisferio y de África Occidental.25

			Esos acuerdos deben haberse consolidado y eventualmente ampliado durante la Cuarta Sesión de los Diálogos de Alto Nivel entre los actuales gobiernos de ambos países efectuada en Washing­­ton a fines de febrero del presente año; ya que, según reconoció públicamente el embajador de Colombia en ese país, Luis Carlos Villegas, durante esos diálogos el Ministro Defensa, Juan Carlos Pin­­zón, tenía pautada reuniones con el director de la CIA, John Brennan, y con diversos funcionarios de los depar­­­ta­mentos de Estado y de Defensa. En esas reuniones, él y la minis­tra de Relaciones Exte­­riores, María Ángela Holguín, tenían previsto abordar, entre otros temas, la cooperación militar y, el campo de la seguridad, entre los gobiernos de Colombia y los Estados Unidos, cuando eventual­mente culminen las conversaciones de paz dentro de la guerra que desde octubre del 2012 se están desarrollando en La Habana entre los representantes del Estado Mayor de las FARC-EP y del actual gobierno colombiano.26 

			Según el antes mencionado embajador, ambos ministros también tenían previsto abordar con sus interlocutores estadounidenses la reiterada voluntad del gobierno presidido por Juan Manuel Santos “de encontrar alguna vía de colaboración con la Organización del Atlántico Norte (OTAN)” y su “preo­­cu­pación sincera” por las implicaciones que en el futuro previsible pudieran tener para la seguridad de Colombia el resul­­tado de la situación entonces creada en Venezuela a causa de “las protestas” que entonces habían comenzado a desplegar “los opo­­sitores al gobierno de Nicolás Maduro”, al igual que “el litigio” existente entre los gobiernos colombiano y nicaragüense “sobre su frontera marítima en el Caribe”.27 Como se conoce, el 19 de noviembre de 2012 esta última fue delimitada de mane­­ra inapelable por la Corte Internacional de Justicia de La Haya (CIJ);28 pero las autoridades colombianas continúan rechazando ese fallo, lo que —en su criterio— mantiene planteada la posibilidad de un conflicto militar entre ambos países.29 

			Las “nuevas alianzas flexibles” con diversos gobiernos suramericanos

			Acorde con los objetivos de este ensayo, es necesario recordar que, pocos meses antes de su previa referida visita a Panamá, Biden ya había visitado Colombia, cuyas fuerzas militares siempre han cooperado con las de los Estados Unidos en la preservación de “la seguridad” de las dos entradas marítimas del Canal de Panamá, así como de la frontera terrestre que existe entre ambos países. Por consiguiente, esa visita a Colombia se complementó con otras “iniciativas diplomáticas” emprendidas en el 2013 por la segunda presidencia de Barack Obama con vistas a establecer “nuevas alianzas flexibles” con otros gobiernos suramericanos; en particular, con los de los Estados ubicados en el “arco del Pacífico”. 

			En efecto, entre el 3 y el 4 de junio visitó los Estados Unidos el entonces presidente chileno, Sebastián Piñera. A decir de su cancillería, en “la reunión de trabajo” que él sostuvo con Barack Obama, se “analizaron el proceso de negociación del Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica [comúnmente conocido por sus siglas en inglés como “el TPP”], las oportunidades que dicho acuerdo presenta para Chile y Estados Unidos” y “la importancia de suscribir [prontamente] un instrumento amplio, balanceado y de alta calidad”.30 Asi­­mis­­mo, ambos presidentes destacaron “los avances que ha registrado la Alianza del Pacífico” (hasta ahora integrada por los gobiernos de Chile, Co­­­lombia, México y Perú),31 y “los resulta­dos obtenidos entre los Estados Unidos y la República de Chile, en su trabajo conjunto a fin de implementar acciones de cooperación triangular que promueven la seguridad y el desarrollo de otros países socios de América Latina y el Caribe”; en particular, en Paraguay, El Sal­­vador, Guatemala, Honduras y República Dominicana. También “pusieron de relieve el trabajo conjunto” que realizan los gobiernos de Chile y los Estados Unidos “para hacer frente a las amenazas que afectan la seguridad internacional, tales como el te­­­rrorismo, el crimen transnacional organizado, el narcotráfico y la proliferación nuclear, entre otros”.32 

			De una u otra forma, todos esos temas también estuvieron incluidos en la agenda de la visita que, días después, realizó a los Estados Unidos el actual presidente peruano, Ollanta Humala. En esa ocasión, ambos gobiernos acordaron diversas acciones dirigidas a consolidar una “alianza estratégica para el siglo xxi” que optimicé “aún más la seguridad, la prosperidad y el desarrollo en el hemisferio”. También acordaron “de­­­sarrollar lazos más estrechos de defensa bilateral”.33 Con tal fin, Obama aceptó incrementar en 20 millones de dólares la asistencia militar y policial (casi 41.5 millones) que se le había ofrecido al gobierno de Perú en el FY 2013-2014. Ello sin contar los fondos que aparecen en el presupuesto del Pentágono orien­­tados a mantener las “bases militares fluviales” que tienen en Perú, así como para facilitar los acuerdos de intercambio de información entre las fuerzas armadas de Estados Unidos, Colombia y Perú. Según el ya referenciado informe publicado por LAWGEF-CIP-WOLA, como fruto de esos acuerdos entre el 2010 y el 2012 se entrenaron a 592 oficiales militares y policiales de ese país en diferentes puntos del territorio colombiano. 

			Vinculado a esto, en su declaración conjunta Barack Obama y Ollanta Humala consignaron “el progreso logrado en las nego­­­ciaciones a favor de un nuevo y robusto Acuerdo de Coope­­ración para la Defensa entre los Estados Unidos y Perú que tiene el propósito de hacerles frente a los retos y amenazas de seguridad compartidos tales como el narcotráfico, el terrorismo, la proliferación [nuclear] y las catástrofes naturales”. Y, luego de elogiar los rápidos avances que había obtenido la Alianza para el Pacífico (ALPA) “reafirmaron su compromiso compartido” de concluir en ese año las negociaciones para institucionalizar el TPP que, desde el 2010, ha venido impulsando la administración de Barack Obama.34 

			Todo parece indicar que la ratificación y eventual actualización de esos y otros acuerdos con los actuales gobiernos de los Estados latinoamericanos integrantes de la ALPA fue uno de los prin­­cipales objetivos de la asistencia del vicepresidente estadounidense Joe Biden a los actos de toma de posición de la actual presidente chilena Michelle Bachelet (11 de marzo de 2014); ya que —además de su encuentro con esa mandataria— sostuvo reuniones con los antes mencionados presidentes de Colombia, México y Perú. Según el resumen de esa visita distribuido por la Oficina del Vice­­presidente de los Estados Unidos, en todas esas reuniones se abordaron, entre otros temas, el estado actual de las negociaciones del TPP y “los avances que ha venido obteniendo la Alianza del Pacífico”;35 en la cual, gra­­cias a las gestiones realizadas por el enton­­ces presidente pro tempore de esa alianza, Juan Manuel Santos, el gobierno de Esta­­dos Unidos ha venido participando como observador desde mediados del 2013. A cambio, éste comprometió su apoyo a las gestiones que viene realizando el antes mencionado presidente colombiano para incorporarse a la “primermundista” Orga­­nización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), a la cual se incorporó México inmediatamente después de la entrada en vigor del TLCAN el primero de enero de 1994. 

			Adicionalmente, durante su asistencia a la toma de posesión de la nueva mandataria chilena, Biden se reunió bilateralmente con las y los actuales presidentes de Argentina, Cristina Fer­­­nán­­dez; de Brasil, Dilma Rousseff; de Ecuador, Rafael Correa; de Paraguay, Horacio Cartes; y de Uruguay, José Mujica.36 Con todos ellos, al igual que con los mandatarios de los estados integrantes del alpa antes mencionados, el vicepresidente de los Estados Unidos abordó la presuntamente “situa­­ción crítica” que entonces existía en la República Boliva­riana de Venezuela. 

			A este asunto volveré en el próximo acápite, pero antes merece indicar que —aunque no está consignado en la información distribuida por la Oficina del vicepresidente de Estados Unidos— es altamente probable que en la conversación que sos­tuvo con la antes mencionada presidenta brasileña se hayan abordado las dificultades que se han venido presentando en las relaciones entre ambos gobiernos, a causa, entre otras, de las revelaciones de Edward Snowden sobre el espionaje que venía desplegando sistemáticamente la Agencia de Seguridad Na­­­cional de los Estados Unidos sobre las más altas instancias del gobierno brasileño. 

			Asimismo, como consecuencia de las respuestas poco convincentes que le ofrecieron a la mandataria de ese país tanto el Secretario de Estado John Kerry, durante su visita a Brasil el 13 de agosto de 2013, como el propio Obama en ocasión de su encuentro con Dilma Rousseff en la coyuntura de la Octava Cumbre del G20 que se efectuó en San Petersburgo, Rusia, el 5 y 6 de septiembre de 2013. En respuesta, ésta suspendió la visita de Estado a Estados Unidos que estaba pautada para octu­­bre del 2013 y decidió rechazar definitivamente la oferta que le había realizado la empresa Boeing para la compra de 36 F-18 Super Hornet, destinados a la modernización de la fuerza aérea brasileña, estrechamente asociada con el Pentá­­gono y al complejo militar industrial estadounidense. En su lugar, el gobierno de Brasil optó por comprarle los aviones Gripen NG a la empresa sueca Embraer. Entre otras razones, porque esa operación incluye la transferencia “completa de tecnología”; lo que permitirá que, en pocos años, el 40% de ese modelo de caza-bombardero defensivo y el 80% de su estructura serán fabri­­cados en Brasil por cientos de medianas, grandes y pequeñas empresas que vienen trabajando desde hace tiempo con la antes mencionada empresa sueca. Por su tamaño, ésta es considerada la “tercera empresa de aviación civil” y una de las más avanzadas de aviación militar del mundo.37 

			Por todo lo antes dicho y por otros elementos excluidos en beneficio de la síntesis, es de suponer que el ahora frustrado fa­­­vorecimiento de esa multimillonaria transacción estratégica y la organización de la antes referida visita de Dilma Rousseff a los Estados Unidos, estuvieron entre los principales objetivos de la entrevista que Biden sostuvo con ella durante su estancia en Brasil a fines de mayo del 2013. Mucho más porque en las reuniones que iba a sostener en Washington la mandataria brasileña con Barack Obama estaba previsto protocolizar una amplia gama de acuerdos en diferentes asuntos bilaterales, re­­gionales y multilaterales que se habían venido elaborando en las cuatro rondas de los Diálogos de Asociación Global entre Esta­­­dos Unidos y Brasil (GPD, por sus siglas en inglés) que, con el propósito de establecer la denominada “Asociación Estados Unidos-Brasil para el Siglo XXI”, se habían venido efectuando de manera alterna en Washington y en Brasilia desde el 2011 hasta octubre de 2012. En esa última ocasión, la entonces secre­­taria de Estado Hillary Clinton y el entonces ministro de Rela­­ciones Exte­­riores de Brasil, Antonio de Aguiar Patriota, habían acordado ampliar o profundizar, según el caso, los multifacéticos diálogos vinculados a las políticas de defensa y de seguridad de ambos países, incluida su cooperación en los es­­­fuerzos para “combatir el tráfico de drogas y el crimen organizado transnacional”.38

			Sin negar el legítimo interés que tiene las autoridades brasileñas en mantener sus coordinaciones en estos y otros asuntos vinculados a su seguridad nacional, así como a la segu­­­ridad internacional y hemisférica con los gobiernos de otros Estados y en particular con los de las cinco potencias que integran de manera permanente el antidemocrático Consejo de Seguridad de la ONU (Estados Unidos, Francia, Gran Bretaña, la Repú­­blica Popular China y Rusia), en la perspectiva oficial estadounidense la eventual concreción de todos los acuerdos previstos en los GDP van dirigidos a garantizar el propósito del Pentágono respecto a que el actual gobierno brasileño acepte compartir “responsabilidades y costos” con Estados Unidos en la defensa y la seguridad del hemisferio occidental. 

			Entre otros elementos que no tengo espacio para detallar, esa afirmación se desprende de la Política de Defensa de Estados Unidos para el Hemisferio Occidental, varias veces mencionada en este ensayo. En ésta se indica que el Departamento de Defensa de ese país está “alentando la cooperación regional para mejorar la seguridad y la estabilidad de América del Sur, acogiendo con beneplácito los esfuerzos de Brasil y los socios en aras de establecer mecanismos económicos y de seguridad, como el Consejo Suramericano de Defensa que ayuda a forjar la interdependencia [e interoperatividad] y a integrar más a las fuerzas [armadas] amigas”.39 

			Una mirada al futuro de las políticas hacia América Latina y el Caribe de la segunda presidencia de Barack Obama

			Por lo antes dicho y tomando en consideración la próxima vi­­sita que Biden realizará a Brasil con vistas a asistir al Campeo­nato Mundial de Fútbol, que se realizará en Río de Janeiro en junio del presente año (según la información difundida ya está pauta­­da su reunión con la actual mandataria brasileña),40 así como su probable reelección en los comicios presidenciales que se rea­­lizarán en ese país el próximo mes de octubre, considero que en lo que queda de su segunda presidencia, Barack Obama continuará desplegando diversas acciones orientadas a impedir que Brasil se transforme en una “potencia global” y hemisfé­rica capacitada para desplegar una proyección externa inde­­pen­diente a la de los Es­­­tados Unidos. También a tratar de evitar, en consuno con sus principales “amigos” y “socios” surameri­canos (entre ellos, los actuales gobiernos de Colombia y Perú) que el Consejo Suramericano de Defensa culmine la elaboración de una doctrina de Defensa y Segu­­ridad antagónica con la que, como hemos visto, ya tiene elaborada hasta el 2023 la burocracia política-militar estadounidense. Como bien se ha indicado, esa doctrina tiene como uno de sus pro­­­­pósitos el control por parte de las transnacionales; que tienen sus casas ma­­­trices en ese país de los ingentes recursos naturales y bienes públicos estratégicos que existen en esa parte del continente americano.41 

			De ahí las acciones que ha venido desarrollando y en el futuro previsible desarrollarán los grupos de poder, los poderes fácticos y el actual gobierno temporal estadounidense con vistas a “cercar” política, militar y económicamente al actual gobierno del Ecuador; a tratar de evitar la reelección del actual pre­­sidente boliviano Evo Morales en los comicios presidencias de fines del 2014; a fortalecer a los sectores moderados del actual­­mente gobernante Frente Amplio-Encuentro Progresista uruguayo en los comicios generales que se realizarán en octubre de ese año, así como a de­­­bilitar al actual gobierno argentino. 

			Entre otros objetivos generales y específicos de la actual admi­­nis­­tración estadounidense y de sus “amigos” argentinos, esto último está orientado a tratar de impedir que en las elecciones presidenciales del 2015 resulte electo el candidato presidencial que finalmente defina el actualmente gobernante Frente para la Victoria. Asimismo, a fracturar las alianzas que existen en el presente entre los gobiernos de Argentina y de Brasil, así como a aprovechar a favor de los objetivos estratégicos y generales del actual gobierno de los Estados Unidos las dificultades que está confrontando el funcionamiento del MERCOSUR a causa, entre otras, de las contradicciones que se han venido presentando entre los actuales go­­­biernos de Argentina y Uruguay, así como de la subordinación a la política global y hemisférica de los Estados Unidos del actual gobierno paragua­yo, presidido desde el 2013 por “el colorado” Horacio Cartes. 

			Al igual que su antecesor, el liberal Federico Franco (cabeza visible del “golpe de Estado institucional” que a mediados del 2012 derrocó al presidente Fernando Lugo), desde el inicio de su mandato, Cartes emprendió diversas acciones dirigidas a entorpecer la ampliación y la profundización del MERCOSUR. Igual­mente, autorizó el funcionamiento de nuevas bases militares esta­­­dounidenses en el territorio paraguayo (en particular el denominado Centro de Respuestas a Situaciones de Emer­­gencia, ubicado en el social y políticamente convulso Departa­mento de San Pedro, en el norte del país)42 y —aprovechando la visita que a fines de marzo de 2014 realizó a Paraguay la actual canciller colombiana, María Ángela Holguín— reiteró la decisión del actual gobierno paraguayo de iniciar las gestiones necesarias con los go­­­­biernos de Colombia y México con vistas a incorporarse como miembro pleno de la ALPA.43 

			Merece significar que —según los documentados análisis críticos que se han realizado por diversos especialistas— esa alianza está orientada a debilitar las influencias de los actuales gobiernos de Brasil y Venezuela en Suramérica, a contrarrestar el probable ingreso de los gobiernos de Bolivia y Ecuador al MERCOSUR, a entor­­pecer la concreción de los diversos acuerdos ya adoptados por la UNASUR y por la CELAC, así como a profundizar las multifacéticas dependencias del sur político del continente americano a las necesidades geopolíticas y geoeconómicas de los grupos dominantes de Estados Unidos.44

			La militarización del Sistema Interamericano

			Cualesquiera que sean los juicios que merezcan esas afirmaciones, el debilitamiento o la ralentización de las labores de la UNASUR, de la CELAC y de los otros proyectos de concertación política, cooperación e integración económica que dificulten el cumplimien­­to de los objetivos estratégicos y generales de los gobiernos de Estados Unidos formará parte de las políticas que en los pró­­xi­­mos tres años desplegará la administración de Barack Obama, ya sea de manera unilateral o concertada con sus principales “so­­­cios” y “aliados”, gubernamentales o no gubernamentales de América Latina y el Caribe; en tanto para el gobierno permanente y para el actual gobierno temporal esta­­dounidense la preservación y el fortalecimiento del Sistema Interamericano ha constituido, constituye y en el porvenir constituirá uno de sus principales objetivos estratégicos. Así lo ratificó el Secretario de Estado John Kerry en el mencionado discurso que pronunció ante la OEA a mediados de noviembre de 2013 y, un año antes, ya lo había hecho el entonces Secre­­tario de Defensa del primer gobierno de Barack Obama, Leon Panetta. En la política de defensa del hemisferio occidental que él dejó elaborada se indicó:

			Los Estados Unidos, mediante su participación en la OEA y mediante cada uno de nuestros compromisos inter militares, promoverán un férreo sistema de cooperación en materia de defensa que procure hacer frente a los desafíos complejos del siglo XXI. Si bien ese sistema se ci­­mienta en una serie de instituciones y acuerdos, en sí mismo es una serie de relaciones cambiantes que ponen de ma­­­nifiesto la acción colectiva y la cooperación en asuntos de defensa y de seguridad. Nos esmeraremos por reformar las institu­­ciones existentes y aprovecharlas a fin de lograr una mayor eficacia y unidad de propósitos para abordar esta problemática que afecta a todos los países del hemisferio.

			Los Estados Unidos apoyarán las actividades que promuevan la capacidad de que las instituciones multilaterales de defensa desempeñen una función más preponderante de apoyo al sistema. Este compromiso se desprende de los principios de alianza y responsabilidad compartida y se concreta con arreglo al marco interamericano de la Declaración sobre Seguridad en las Américas [aprobada en la conferencia especial que se realizó al respecto en México el 2003]. El hilo conductor que vincula todas esas iniciativas, los programas, la capacitación y los ejercicios [militares] es que todas fortalecen las alianzas y fomentan la capacidad. Independientemente de que sean de índole civil o militar, institucional, operativa o estratégica, humanitaria, antinarcóticos o de mantenimiento de la paz, [estas] contribuyen a la capacidad de nuestros socios de exportar sus aptitudes singulares y las lecciones aprendidas en todo el hemisferio.45

			En correspondencia con esas definiciones, en el próximo decenio, sea cual sea el resultado de las elecciones para el Sena­­­do y la Cámara de Representantes que periódicamente se efectúan en los Estados Unidos, y sea quien sea el presidente que resulte electo en los comicios presidenciales de noviembre del 2016, el Pentágono y el Comando Conjunto de sus Fuerzas Armadas con­­­tinuarán impulsando las Cumbres de Ministros de Defensa de las Américas, así como las actividades de la JID —calificada por Panetta como “el organismo multilateral militar más antiguo del mundo”— y de sus diferentes dependencias. Igualmente, continuarán impulsando la sistemática realización de la Conferencia de Ejércitos Americanos, de la Con­­ferencia Naval Interamericana y del Sistema de Cooperación de las Fuerzas Aéreas Americanas que se vienen realizando desde la década de 1960.46 También la capacitación de militares y civiles latinoamericanos y caribeños a través de sus diversos programas bilaterales y de todas “las instituciones educativas” del Pentágono, incluidos el Centro de Estudios de De­­­fensa Hemisférica (HDSC, por sus siglas en inglés) y el ahora llamado Instituto para la Cooperación para la Seguridad del Hemisferio Occidental, otrora denominada “Escuela de las Amé­­ricas”. Adicionalmente, impulsará el constante despliegue de los diversos ejercicios militares interamericanos que de manera sistemática despliega el SOUTHCOM, en los que en algunas ocasiones también participan las fuerzas militares de Canadá y de los Estados europeos integrantes de la OTAN que mantienen diversas posiciones coloniales en el Caribe insular y continental: Francia, Gran Bretaña y Holanda. 

			Por todo lo antes dicho y por otras evidencias vinculadas al que he denominado “ALCA militar”, me resultaron congruen­tes las denuncias realizadas por el presidente venezolano, Ni­­­co­­lás Maduro, acerca de las acciones desplegadas por la administración de Barack Obama para tratar de evitar el éxito de la Se­­­gunda Cumbre de la CELAC que se realizó en La Habana, Cuba, entre el 28 y el 29 de enero de 2014. También me resultaron congruentes con la política estadounidense la declaración que realizó un vocero no identificado del Departamento de Estado, trasmitida por varios agencias cablegráficas, indicando que ese evento había traicionado “el compromiso [de los gobiernos latinoamericanos y caribeños] con [la] democracia al abrazar el castrismo”.47 

			Aunque posteriormente otros funcionarios de ese departamento trataron de contrarrestar el negativo impacto que tuvieron esas declaraciones en la mayoría de los gobiernos del sur político del continente americano, lo cierto fue que —como veremos más adelante— ni el gobierno de los Estados Unidos, ni sus principales aliados hemisféricos lograron evitar la profun­dización del acervo político-jurídico de la CELAC. Sin embargo, como vimos en el acápite anterior, en los meses inmediatamente posteriores la administración de Barack Obama emprendió diversas acciones “diplomáticas” dirigidas a entorpecer la concreción de todos aquellos contenidos desfavorables a su seguridad imperial presentes en la Proclama de América Latina y el Caribe como Zona de Paz,48 en la Declaración de La Habana,49 así como en las diversas resoluciones especiales aprobadas de manera unánime por los Jefes de Estado y Gobierno o por sus representantes de los 33 Estados de América Latina y el Caribe que participaron en ese evento. Muchos de ellos cuestionaron de manera implícita o explícita, según el caso, las diversas “estrategias inteligentes” hasta ahora emprendidas por las administraciones de Barack Obama.

			Todo lo antes dicho, junto a los resultados de los procesos político-electorales que en lo transcurrido del 2014 se han ve­­­nido desarrollando en Centroamérica (la apretada victoria del candidato del FMLN de El Salvador, Leonel Sánchez Cerén en la segunda vuelta de las elecciones presidenciales realizadas en ese país el 9 de marzo de 2014 y la virtual derrota del candidato del ahora gobernante Partido Liberación Nacional, Jhony Araya, en la segunda vuelta de los comicios presidenciales que se realizarán en Costa Rica el próximo 6 de abril), contribuyen a explicar la antes referida “ofensiva diplomática” desplegada por el vicepresidente estadounidense Joe Biden con vistas a tratar de concertar posiciones con los mandatarios de los Estados actualmente integrantes de la ALPA y con casi todos los presidentes (con excepción del de Venezuela) de los Estados integrantes del MERCOSUR que acudieron a la toma de posición de Michell Bachelet.

			Derrotar a las actuales revoluciones latinoamericanas 

			Como ya se adelantó en el acápite anterior, en todas esas reuniones Biden, además de adelantar otros contenidos de la actual agenda global y hemisférica de su administración, trató de influir negativamente en las resoluciones de la Reunión Extra­­ordinaria de los Cancilleres de la UNASUR que, de manera inmediata, se efectuó en Santiago de Chile con vistas a analizar la mal llamada “crisis venezolana”.50 Ratificando los acuerdos de la reunión del Consejo Permanente de la OEA realizada en Washington el 6 y 7 de marzo de ese mismo año (en la que si­­­multáneamente fueron derrotadas por 29 votos en contra las propuestas de los representantes de Canadá, Estados Unidos y Panamá de convocar una Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores y la de los gobiernos de Chile, México y Perú de “crear un mecanismo [de la OEA] para monitorear la situación existente en Venezuela”),51 en la antes mencionada reunión de Cancilleres de UNASUR “la mayoría” de estos apoyaron “acciones concretas para ayudar al diálogo de paz” entre las diferentes fuerzas sociales y políticas venezolanas que, desde hacía varias semanas había convocado el presidente venezolano Nicolás Maduro. 

			Pero, a diferencia de lo que había venido planteado el go­­­bier­no estadounidense, esa conferencia de Cancilleres dejó claramente establecido que, aunque la UNASUR está a favor “de la protección y la promoción de los derechos humanos”, no puede aceptar movilizaciones violentas que buscan derrocar a un gobierno legí­­­timamente constituido”. Por consiguiente, también expresó su respaldo a “los esfuerzos del Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela para propiciar un diálogo entre el Go­­bierno, todas las fuerzas políticas y actores sociales con el fin de lograr un acuer­­do que contribuya al entendimiento y la paz so­­­cial”.52 A pesar de la posición divisionista del actual gobierno paraguayo (respaldada por los embajadores de Estados Unidos y de algunos Estados integrantes de la Unión Europea),53 esas posiciones se reiteraron durante la visita que, a fines de marzo del presente año, realizó a Venezuela una im­­­portante representación de los Ministros de Relaciones Exte­­riores de los Estados integrantes de la UNASUR.

			Merece resaltar que en esos resultados adversos a la política estadounidense contra la Revolución Bolivariana han tenido una enorme importancia las posiciones de las y los actuales presidentes de Argentina, Brasil y Uruguay, así como de los Jefes de Estado y de Gobiernos de los actuales Estados integrantes del ALBA-TCP. Igualmente de otros mandatarios del Caribe que, en diferentes ocasiones, han expresado su respaldo a la pro­­puesta de Nicolás Maduro de convertir esa región, al ALBA-TCP y, eventualmente, al MERCOSUR “en una zona económica” que funcione sobre bases radicalmente diferentes a las de los TLC bilaterales o plurilaterales firmados por los Estados Unidos con todos los Estados del “arco del Pacífico” (con la única excep­ción de Ecuador), al igual que a las de los asimétricos “compro­misos para la prosperidad y seguridad del Caribe” re­­­fren­­dados en el 2010 en la capital de Barbados por la entonces secretaria de Estado Hillary Clinton y los ministros de Relaciones Exte­­riores de la CARICOM.54 Como ya se indicó, el incumplimiento de esos “compromisos” fue analizado críti­­camen­te en la reunión que sostuvieron en Trinidad y Tobago los Jefes de Estado y gobierno de la CARICOM con el vicepresidente estadounidense Joe Biden. 

			Esto contribuye a explicar la persistente hostilidad demostrada durante el primer año de la segunda presidencia de Barack Obama hacia los actuales gobiernos de Bolivia, Cuba, Ecuador, Nicaragua y la República Bolivariana de Venezuela. Según se ha denunciado por sus correspondientes autoridades, en todos esos países la USAID y otras agencias oficiales o del Con­­greso estadounidense —cual es el caso de la bipartidista Natio­­­nal Endowment for Democracy (NED), fundada por el gobierno de Ronald Reagan con el propósito de que cumpliera algunas de las actividades “encubiertas” previamente desarrolladas por la CIA— han continuado financiando a aquellas fuerzas y organizaciones de la “sociedad civil” opuestas a las políticas internas y externas desplegadas por los presidentes Evo Mora­­les, Raúl Castro, Rafael Correa, Daniel Ortega y Nicolás Maduro, respectivamente. 

			En este último caso, “la diplomacia” y la poderosa maquinaria de propaganda política exterior de Estados Unidos y sus corifeos en diferentes partes del mundo han venido tratando de deslegitimar la indiscutible victoria que él obtuvo en las elecciones presidenciales y en los comicios municipales de abril y diciembre del 2013. Igualmente, han ignorado las acciones violentas desplegadas por los sectores más reaccionarios de la mal llamada Mesa de Unidad Democrática (MUD) con el propó­sito de derrocar al gobierno constitucional venezolano. Más aún, según han denunciado en diferentes ocasiones sus máximas autoridades, altos funcionarios de la Embajada estadounidense en Caracas se han implicado en diversas acciones dirigi­das a desestabilizar y eventualmente provocar un golpe de Estado en ese país. Como ya es usual, esas denuncias fueron rechazadas en forma agresiva por parte del Departamento de Estado. 

			De manera convergente, tanto el presidente Barack Obama, como su vicepresidente Joe Biden y su secretario de Estado, John Kerry, así como algunos de sus principales “aliados” en el hemisferio occidental han venido propugnando la realización de “negociaciones” para solucionar “la crisis política” que presuntamente está viviendo Venezuela entre su actual presidente y los líderes de la MUD —entre ellos, Enrique Capriles, Leopoldo López y Corina Machado— que, de una u otra forma, han sido los principales instigadores de las acciones vandálicas contra las fuerzas políticas y militares que respaldan a la Re­­­volución Boli­­va­­riana, así como contra la infraestructura públi­­ca y estatal que –con un alto costo económico y de vidas hu­­­ma­­­­nas— se han realizado desde abril de 2013 hasta la actualidad. Por ello, una y otra vez los antes mencionados líderes de la MUD se negaron a participar en las di­­­versas sesiones de la Con­­­ferencia Nacional de Paz convocada a fines de febrero de 2013 por el actual mandatario venezolano. Esta contó con el apoyo de importantes sectores económicos, sociales y políticos venezolanos (incluidos algunos de la oposición) y de la absoluta mayoría de los gobiernos de los 33 Estados latinoamericanos y caribeños integrantes de la CELAC.

			Desconociendo olímpicamente esos hechos y, a su vez, tratan­do de descalificar los acuerdos de la UNASUR relativos a la designa­ción de “una comisión integrada por sus Ministros de Relaciones Exteriores para que —en su nombre— acompañe, apoye y asesore en un diálogo político amplio y constructivo orientado a recuperar la convivencia pacífica en Venezuela”,55 el Departamento de Es­­­tado propugnó el nombramiento de “un me­­­­diador imparcial, que facilite el diálogo entre el gobierno y los opositores en Vene­­zuela”.56 Previamente, el actual Jefe del SOUTHCOM, general John Kelly, le demandó a los integrantes del Comité de las Fuerzas Amadas del Senado estadounidense que colocaran su atención en la actual situación venezolana, ya que —a su decir— “se está ca­­yen­­do a pedazos delante de nosotros y, salvo que no ocurra un milagro que provoque que la oposición o el Gobierno de Maduro se replieguen, va a preci­pitarse hacia la catástrofe económica y democrática”.57 

			De manera coincidente, en ambas cámaras del Congreso de Estados Unidos se presentaron sendos proyectos de leyes elaborados por senadores o representantes de los partidos Demócrata y Republicano dirigidas a imponer “diversas sanciones contra aquellos funcionarios del Gobierno venezolano que hayan sido acusados de estar involucrados en los episodios de violencia”. El presentado al Senado con el título “Ley para la Defensa de los Derechos Humanos y Sociedad Civil de Venezuela” contempla, además, el envío de 15 millones de dólares adicionales a los que ya se le han entregado a “la oposición política, organizaciones de la sociedad civil de la derecha y a las grandes empresas de medios de comunicación”.58 

			Por su parte, el proyecto denominado Ley Libertad Vene­­zolana y Solidaridad Democrática, presentado a la Cámara de Representantes —además de las sanciones antes aludidas— solicita que Estados Unidos reduzca las importaciones de petróleo venezolano e insta al presidente Obama a presentar ante el Con­­greso un informe sobre aquellos funcionarios vene­­zolanos que estén practicando censura. También insta a la repre­­sentante permanente de eua ante la Organización de Estados Americanos (OEA), Carmen Lomellin, “a usar la voz, el voto, y la influencia” del país en ese organismo “para defender y proteger la Carta Interame­ricana Democrática y fortalecer la inde­­pendiente Comisión Intera­­mericana de Derechos Humanos (CIDH)”.59 Como se sabe, en razón su constante parcialidad, el gobierno venezolano decidió retirarse de esa comisión, cuyo funcionamiento, ubicación y formas de financiamiento han sido fuertemente criticados por di­­­ver­­sos gobiernos latinoameri­canos y caribeños y especialmente por los de varios Estados integrantes del ALBA-TCP. 

			Aunque hasta el momento de redactar estas líneas la se­­cre­taria de Estado adjunta de Estados Unidos para Latinoamérica, Roberta Jacobson, había indicado durante su visita a Brasil que “su país espera no tener que imponer sanciones a Vene­zuela”, no descartó totalmente ese curso de acción, ya que afirmó: “No podemos saber lo que ocurrirá en el futuro ni excluir nada. Eso sería ingenuo. No sé qué va a ocurrir en Venezuela o cuál será nuestra res­­pues­ta”.60 Esa declaración dejó totalmente abierta la posibilidad de que, sobre la base de su evaluación unilateral y sesgada de la si­­­tuación venezolana, la actual admi­­nistración de Barack Obama apoye las sanciones contra el gobierno de Venezuela que finalmente resulten de la Ley que concilien las comisiones correspondientes del Senado y de la Cámara de Representantes de Estados Unidos. 

			En mi consideración, cualquiera que sea el contenido de esa Ley y el resultado de las gestiones mediadoras de los cancilleres de la UNASUR, así como del informe al respecto que estos presentarán ante del Consejo Consultivo de la OEA, en el futuro pre­­­vi­­sible la segunda presidencia de Barack Obama, en consuno con sus principales “amigos” de dentro y fuera de Vene­­zuela y con sus principales “aliados” hemisféricos y extra-hemisféricos, continuará impulsando multiformes acciones dirigidas a lograr el de­­­rrocamiento del actual gobierno venezo­lano en los menores plazos que le resulten posibles; ya que —según todas las informaciones que tengo en mi poder— en diferentes sectores del sistema político, de la burocracia política-militar y de la “comunidad de inteligencia” estado­unidense se ha venido arraigando la percepción de que la derrota de la Revolución Boli­­variana contribuirá a contener o revertir la erosión del “liderazgo estadounidense” en el sur político del continente americano. 

			Como han expresado sin tapujos diversos voceros de “la derecha” estadounidense y de su congéneres cubanos y venezolanos, en su apreciación el derrocamiento del gobierno presidido por Nicolás Maduro significará un duro golpe para los otros procesos de cambios favorables a los intereses nacionales, populares, latinoamericanos y caribeños que en la actualidad se están desplegando en América Latina y el Caribe, y en particular para la Revolución Cubana. Aunque públicamente el actual gobierno de los Estados Unidos no ha hecho eco de esas afirmaciones, no ha abandonado su propósito de producir el “cambio del régimen” cubano. Así lo indicó el Secretario de Estado John Kerry en la re­­­ferida conferencia que pronunció en la sede de la OEA a mediados de noviembre de 2013. 

			En esa ocasión señaló, entre otras cosas, que Cuba era “la única excepción” entre todos los Estados y gobiernos del hemis­­ferio occidental que estaban comprometidos con “la búsqueda de exitosas democracias”. Y, desconociendo las multifacéticas relaciones bilaterales o multilaterales que se han venido desarrollando entre el gobierno cubano y la absoluta mayoría de los demás gobiernos de América Latina y el Caribe, al igual que las reitera­­das demandas de esos gobiernos de que la actual administración estadounidense abandone, al menos, sus políticas más agresivas contra el pueblo y el gobierno cubanos, agregó:

			Miramos el día —y tenemos la esperanza que vendrá pronto— cuando el gobierno cubano abra una amplia agenda de reforma política que le permita a su pueblo determinar libremente su propio futuro. El hemisferio entero —todos nosotros— tenemos el interés de asegurar que los cubanos desfruten los derechos protegidos por nuestra Carta Democrática Interamericana, y nosotros esperamos que nos mantengamos unidos en esa aspiración.61

			Como bien ha indicado el exjefe de la Sección de Intereses de Cuba en Washington, y analista de la historia y la actualidad de las relaciones entre ambos países, Ramón Sánchez Parodi, esas y otras declaraciones de diversos funcionarios y voceros de la admi­­­nistración Obama confirman que la política de agresiones contra su país, desplegada en los más recientes 55 años por diversas administraciones estadounidenses, tiene “un carácter estratégico y de largo alcance, vinculado a los ele­­mentos de la seguridad nacional de los Estados Unidos y que trasciende particularidades partidistas o sectoriales al envolver todos los estamentos (poderes) estatales de los Estados Unidos”. Y añadió:

			El tiempo político que le resta a Obama de su segundo mandato, cuando enfrenta [una] fuerte oposición republicana a sus acciones de gobierno y sus iniciativas legislativas; donde persiste la crisis económica, social y política del país; enfrenta profundos problemas de carácter internacional [que] reclaman su atención, además de las obligaciones que le impone el período electoral de mitad de mandato el próximo año y la responsabilidad de contribuir al triunfo del aún no conocido candidato presidencial demócrata en noviembre de 2016, no le permite emprender ningún cambio esencial en la política hacia Cuba.62 

			A modo de conclusión

			Por todo lo antes dicho y por otros elementos excluidos en benefi­­cio de la síntesis considero que —a pesar de lo que indicó en Miami el 8 de noviembre del 2013 acerca de la necesidad de “actualizar” y hacer “más creativa” su política hacia Cuba,63 así como del resultado a que finalmente conduzcan las negocia­ciones que se han venido desarrollando entre los gobiernos de ambos países para solucionar algunos de “los problemas puntuales” que afectan sus relaciones bilaterales (como el intercam­bio postal y la actualización de los acuerdos migratorios)— en el tiempo que le queda a la segunda administración de Barack Obama no se producirán cambios sustantivos en las diversas políticas de Estados Unidos dirigidas a “cambiar el régimen cubano”.

			Mucho menos porque como he tratado de demostrar en las páginas anteriores, la lógica de la seguridad imperial seguirá guian­­do las diversas estratagemas más o menos “inteligentes” hacia el hemisferio occidental —incluidas las de defensa y de la “seguridad no tradicional”— que seguirá implementando esa administración hasta que culmine su mandato. Por consiguien­te, las relaciones entre los actuales gobiernos de Cuba y los Estados Unidos se desarrollarán en un escenario de confrontaciones entre esa potencia multidimensional y buena parte de los gobiernos lati­­­noamericanos y caribeños, con los que el go­­­bierno cubano mantiene multifacéticas y fructíferas relaciones bilaterales y multilaterales. 

			Si esas anticipaciones fueran verificadas por los acontecimientos, en los próximos tres años “las misiones” de los Esta­­dos Unidos y de Cuba en el sur político del hemisferio occidental seguirán siendo antagónicas; en tanto, como indiqué en otro es­­­crito ya referenciado,64 nada me hace pensar que en ese lapso cambiarán los fundamentos políticos y jurídicos de las políticas hacia América Latina y el Caribe desplegadas por sucesivos gobiernos revolucionarios cubanos desde 1959 hasta la actualidad. Mucho menos los objetivos de esa política elaborados a partir del 2008 y hasta el momento de redactar estas páginas por los dos sucesivos gobiernos de Raúl Castro. 

			Entre otras razones que no tengo espacio para explicar, porque el proceso que, entre fines de ese año y del 2011 condujo a la fundación de la CELAC, así como a la primera y la segunda Cum­­bre de esa recién creada organización realizadas en San­­tiago de Chile y en La Habana en enero del 2013 y del 2014, respectivamente, quedarán para la historia como testimonios de los éxitos obtenidos por la proyección latinoamericana y caribeña de la Re­­volución Cubana y, en particular, por la política hacia esa región desplegada por el actual gobierno de ese país. También como evidencia de la profunda crisis moral que están sufriendo las políticas estadounidenses contra el pueblo y el gobierno cubanos, al igual que contra otros gobiernos nacio­nalistas, reformistas, reformadoras o revolucionarias, según el caso, del sur político del continente americano. 

			Tan profunda es esa crisis que, por sus propios intereses, así como por la actual correlación de fuerzas políticas y sociales que existen en todo el continente y en sus correspondientes países, hasta los gobiernos catalogados, con mayores o menores razones, como “amigos”, “socios” o “aliados” de los Estados Unidos —cuales son los actuales gobiernos de Colombia, Guatemala, Hon­­duras, México, Panamá, Paraguay, Perú y Trinidad y Tobago— aprobaron todas las resoluciones y acuer­­dos de la Primera y la Segunda Cumbre de la CELAC. La mayor parte de esos gobiernos también rechazaron la injerencia de la OEA —y de su mentor, el gobierno de los Estados Unidos— en los asuntos internos venezolanos. 

			No obstante los mencionados avances que ha venido obtenien­do la diplomacia política y militar estadounidense en el tiempo transcurrido de la última presidencia de Barack Obama, en el futuro previsible, esas y otras conductas de la mayoría de los actuales gobiernos, así como de otras fuerzas políticas y sociales latinoamericanas y caribeñas —en especial las de raigambre popular— continuarán obstaculizando el cumplimiento, al menos, de algu­­nos de los principales objetivos generales y específicos de la política hemisférica estadounidense mencionados o no en este ensayo. 

			En los próximos tres años esas confrontaciones continuarán reflejándose en el funcionamiento de los principales órganos políticos y, en menor medida, militares del Sistema Interame­ricano. Por consiguiente, también se reflejarán en la Cumbre de las Américas pautada para efectuarse en Panamá en el 2015. Para evitar que en esa cita ocurra algo parecido o pero a lo que le sucedió en la Cumbre de igual carácter efectuada en Carta­gena, Colombia, en abril del 2012 (en la que no se pudo firmar una declaración fi­­nal en razón de las exigencias de que esa fuera la última Cumbre en la que no participara el gobierno cubano), a Barack Obama cada día le queda menos tiempo para demostrar si realmente está capa­­­citado para inaugurar “un nueva época de las relaciones interameri­canas”, incluido “un nuevo co­­mienzo de sus relaciones con Cuba”.

			Como coincido con lo indicado al respecto por Ramón Sán­­chez Parodi, considero que el escenario más probable es que las dos administraciones de Barack Obama pasarán a la historia de las relaciones interamericanas como uno de los tantos gobiernos temporales estadounidenses que intentaron adornar con una retórica “progresista” y de “buena vecindad” sus seculares afanes de dominación sobre los pueblos y las naciones de Nuestra América.
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			Rusia y América Latina en la geopolítica global
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			Introducción

			El surgimiento y el ascenso al poder de fuerzas políticas antineoliberales consolidan los denominados gobiernos posneolibe­­rales, que están surgiendo como respuesta a la pérdida de soberanía sobre los recursos nacionales a favor del gran capital internacional, y ante un inminente peligro de liquidación del Estado nacional, con un proyecto independiente en los Estados-nación que han tenido gobiernos neoliberales por varios años.

			El apoyo a estas fuerzas políticas por gran parte de la población se debe al deterioro de los niveles de vida que ésta ha experimentado a causa de la aplicación de políticas de libre mercado que polarizan la riqueza dramáticamente.

			En Rusia, como en varios Estados de América Latina, que se caracterizan por ser sociedades de industrialización tardía, existe el peligro de liquidación del Estado nacional a manos de una fracción de la burguesía local, aliada y subordinada al capital transnacional. Por lo que puede concluirse que el surgimiento de este tipo de gobiernos posneoliberales, constituye una constante observada en varias regiones del planeta, como respuesta a la depredación económica y a la pérdida de soberanía política debido la aplicación de directrices de libre mercado, auspiciadas desde los centros de poder internacional, y que se han aplicado arbitrariamente tanto en Rusia como en América Latina.

			Las características fundamentales de los gobiernos posneoliberales se definen por las tareas que se proponen desarrollar al llegar al poder: 

			• En lo interno: la recuperación del proyecto nacional en lo que respecta a la autonomía del proyecto económico y el rescate de las instituciones del Estado y su fortalecimiento político. Por otra parte, la aplicación de una política social que reduzca la enorme polarización social heredada de los gobiernos neoliberales.

			• En política exterior estos gobiernos intentan por medio de la cooperación económica, tecnológica y diplomática, construir una red de relaciones internacionales y coaliciones que concreticen unas relaciones internacionales multipolares que permitan enfrentar el unilateralismo estadounidense, producto de la desintegración de la otra superpotencia, la Unión Soviética (URSS) y del fin, por lo tanto, de la bipolaridad en la relaciones internacionales, lo que permitía un equilibrio de poder en el escenario internacional favorable a los países de mediano desarrollo. En conclusión, los gobiernos posneoliberales unen sus esfuerzos para crear unas relaciones internacionales que permitan reconstruir un mundo multipolar.

			Un ejemplo de esta tendencia se está generando en las relaciones entre Rusia y algunos países de la región de América Latina. En la medida en que Rusia ha redefinido su política exterior, se ha generado un proceso de acercamiento a regiones antes distantes de sus prioridades de política exterior, como esta región de América Latina. En el presente trabajo se analizan los cambios en la estrategia de Rusia que van a conducir a un acercamiento de esta potencia hacia los países de América Latina, primordialmente se tomaron los casos de Brasil y de Venezuela porque son muy representativos y, asimismo, se intenta analizar los cambios en estos países que han permitido la convergencia de intereses y la búsqueda de la ampliación y profundización de las relaciones económicas, políticas y militares de estos países de América Latina con Rusia.

			Causas del surgimiento de los gobiernos posneoliberales 

			La conversión de las transnacionales en una fuerza decisiva de la economía mundial, a la par de la competencia occidental con Asia, para conservar la supremacía en el liderazgo de las relaciones internacionales, fueron dos aspectos fundamentales del surgimiento de las políticas neoliberales en Inglaterra y Estados Uni­­­dos. Estas políticas se aplicaron indiscriminadamente a través de las estrategias del Banco Mundial y del Fondo Monetario Inter­­nacional a los países en vías de desarrollo. Se impuso, por lo tanto, el Consenso de Washington.

			La dinámica del desarrollo capitalista supone una transformación constante de la economía mundial, pero en ciertos mo­­­mentos los cambios se intensifican e implican una transformación cualitativa. Así, después de la Segunda Guerra Mundial, el capi­­­talismo retomó su expansión y se empezó a reconocer que el mundo se estaba volviendo el escenario de un vasto proceso de internacionalización de capital. Algo nunca visto anteriormente en escala semejante por su intensidad y generalidad. El capital perdía parcialmente su característica nacional —inglesa, norteamericana, alemana, japonesa, francesa u otra— y adquiría una connotación internacional”.1

			Los sectores nacionales de capital se subordinaron a la lógica de la reproducción del capital a escala mundial, surgiendo así un nuevo cambio cualitativo caracterizado por el alcance mundial que obtuvo el capital para reproducirse sin importar las barreras nacionales.

			Desde mediados de los setenta, y muy evidentemente en los ochenta, este cambio que se aceleró a partir de los años sesenta empieza a dar ya el perfil de una nueva estructura económica in­­­ternacional. Así, a partir de mediados de los setentas comienza a ser manifiesta una reestructuración de la economía capitalista a nivel mundial. Esta nueva configuración se caracteriza por una Nueva División Internacional del Trabajo, “cuyo rasgo más sobresaliente ha sido el auge de algunos Nuevos Países Industriales (NPI) en el Tercer Mundo como importantes centros manufactureros para corporaciones multinacionales”.2

			La Nueva División Internacional del Trabajo tiene como eje la reestructuración y el aumento de rentabilidad del capital productivo de los países más desarrollados y, por lo tanto, su objetivo no es desarrollar la industria de los países de nueva industrialización en detrimento de la industria de los países centrales, sino asegurarse sectores maquiladores para la industria de los países centrales. Esta Nueva División Internacional del Trabajo tampoco significa una nueva división entre países especializados en trabajo industrial y productores de bienes agrícolas, sino la consolidación del nuevo papel cualitativo que el capital financiero empezó a tener después de la Segunda Guerra Mundial.

			Por lo tanto, las transformaciones de la economía mundial a partir de la segunda mitad de los años setenta, y en auge desde el decenio de los ochenta, se deben a la nueva fuerza de actuación que han adquirido las multinacionales, los bancos y en general el capital financiero. Octavio Ianni argumenta que: 

			 […] con la Nueva División Internacional del Trabajo, la flexibilización de los procesos productivos y otras manifestaciones del capitalismo en escala mundial, las empresas, corporaciones y conglomerados transnacionales adquieren preeminencia sobre las economías naciona­­les. Estas se constituyen en los agentes y productos de la internacionalización del capital. Tanto es así que las transnacionales redi­­­­­­se­­­ñan el mapa del mundo en términos geoeconómicos y geopolíticos muchas veces muy diferentes de los que habían sido diseñados por los estados nacionales más fuertes. Lo que ya se venía esbozando en el pa­­­sado, con el surgimiento de monopolios, consorcios y carteles, se intensifica y generaliza con las transnacionales que pasan a predominar desde el fin de la Segunda Guerra Mundial, inicialmente, a la sombra de la guerra fría y, después, a la sombra del “nuevo orden económico mundial.3 

			B. Fine y L. Harris argumentan, sin embargo: 

			[…] ninguna de estas transformaciones podría verse completada autónomamente por las propias empresas. El poder del Estado es parte integrante del proceso, y las políticas gubernamentales han promovido esta reestructuración de diferentes formas en diferentes etapas. Las políticas estatales de Thatcher en Inglaterra han sido promovidas como desviaciones radicales de las estrategias corporativas seguidas hasta finales de los setenta, pero tanto las políticas anteriores como las actuales contribuyeron a la transformación de diversos modos. En algunos aspectos, la política estatal ha llegado tarde al proceso de la reestructuración, dado que importantes elementos del nuevo orden estaban ya virtualmente asentados a finales de los setenta. El moderno sistema bancario internacional, de creación de crédito y transmisión de fondos sobre bases supranacionales (esto es, sin limitaciones nacionales) se constituyó en los mercados de eurodólares de la década de los setenta. Las multinacionales habían establecido sistemas de financiación de ámbito mun­­dial y la industrialización capitalista en los principales Nuevos Países Industrializados (NPI) tales como Corea del Sur, Taiwan, India y Brasil, ya estaba bien establecida. En los setenta, las políticas de Estados Unidos y los estados de Europa Occidental habían sufrido estos cambios de varias maneras.4 

			Sin embargo, con el ascenso al poder de los primeros gobiernos de corte neoliberal (en Inglaterra en 1979, con Margaret Thatcher y Ronald Reagan en 1980 en Estados Unidos) inicia una nueva etapa en que la política estatal servirá a los intereses de las grandes transnacionales. No obstante, un fenómeno evidente es que en la nueva correlación de fuerzas a nivel internacional, actores como las transnacionales:

			[…] se libraron progresivamente de algunas de las imposiciones o limitaciones inherentes a los estados nacionales. La geoeconomía y la geopolítica de las transnacionales no siempre coinciden con la de los Estados nacionales. Es más, con frecuencia se disocian o hasta chocan. Son usuales los incidentes en los que se constatan las progresivas limitaciones del principio de soberanía en el que clásicamente se fundaba el Estado-nación. En escala cada vez más acentuada, en el ámbito mundial, la “gran empresa” parece transformar naciones de las más diversas categorías en “pequeña nación.5 

			Un factor que favoreció estas tendencias fue la desaparición del bloque soviético y la desintegración de la Unión Soviética.

			La globalización y su impacto en las estructuras políticas del estado-nación

			Como ya se anotó arriba, los cambios en la economía mundial tendientes a la conformación del nuevo orden precedieron a los cambios de las estructuras políticas del Estado-nación que surgieron como adecuación de estas estructuras políticas a las nuevas realidades económicas internacionales.

			El primer cambio a nivel de estructura política fue la adopción de una nueva política económica; cambio que en algunas medidas se basó en los problemas y contradicciones reales de las viejas estrategias estatales:

			• los bajos beneficios y rentabilidad,

			• los altos impuestos,

			• la inflación estaba convirtiéndose en un problema de descontento social.

			Sin embargo, la causa fundamental del giro de estrategia económica se debió a la exigencia del capital internacional de cambiar las relaciones de producción que aún permanecían en muchos Estados-nación y, sobre todo, en los principales países capitalistas en la reglamentación establecida en los primeros años de la Segunda Posguerra. Así, las nuevas políticas económicas intentan reforzar la actual transformación de la economía mundial modificando sustancialmente las condiciones que tienen lugar en los países capitalistas avanzados y en sus relaciones con el resto del mundo.6 Por lo que la nueva estrategia económica que resulta de las transformaciones económicas mundiales, el monetarismo, comenzó por variar las relaciones sociales de producción, con respecto a los sindicatos, rompiendo el viejo pacto: sindicatos, empresarios, estado y aplicando la flexibilización del trabajo como un instrumento para combatir la inflación y para aumentar la competitividad.

			El segundo elemento del monetarismo es la privatización de la infraestructura estatal, por lo que el Estado de bienestar ha sido desmantelado y privado de fondos con el objetivo de desplegar éstos hacia el sector privado.

			En el aspecto de las políticas de los países centrales con respecto al Tercer Mundo, también se observan cambios sustantivos, ya que cambian las condiciones de operación del capital internacional en estos países. Los anteriores créditos otorgados a bajo in­­­terés y los programas de ayuda son sustituidos por las políticas del Fondo Monetario Internacional, que apoyan a las estrategias de las corporaciones multinacionales para que puedan operar con el mínimo control por parte de los Estados-nacionales a los que se aplican estas estrategias. Por lo tanto, los organismos financieros internacionales como el fmi, el Banco Mundial (BM) y otros, llevan a cabo una política que condiciona a los Estados nacionales del Tercer Mundo a suprimir sus anteriores políticas proteccio­nistas, disminuir el tamaño del sector público, renegociar sus crecientes deudas externas en gran parte a favor del capital finan­­ciero acreedor y devaluar sistemáticamente su moneda nacional.

			Todas estas transformaciones de la estrategia económica, tanto al interior como al exterior de los grandes centros de poder, se presentan como líneas económicas, no políticas, neutrales y puramente técnicas, basadas en la teoría económica. Y es que, según Ianni:

			[…] en la medida en que la globalización redefine y subordina los Estados-nacionales, incluso los más fuertes, en esa misma medida la interdependencia y el imperialismo son recreados y superados […] al lado de los estados nacionales, incluso de los más fuertes, ya se colocan e imponen las corporaciones transnacionales, que se transformaron incluso en estructuras mundiales de poder.7

			Así, aunque los estados nacionales más fuertes sigan desarrollando teorías de dominación imperial, formulando estrategias geopolíticas y geoeconómicas, “sus prerrogativas ya no son las mismas del imperialismo “clásico”.8

			Otro elemento de cambio en las estrategias económicas es el resurgimiento de la polémica “mercado versus planificación”. En el actual estado del debate ha vencido el principio del mercado, en contrapartida de la situación prevaleciente después de la Segunda Guerra Mundial, cuando el principio de la planificación gubernamental se utilizó para reconstruir economías nacionales con el Plan Marshall en Europa y en el Tercer Mundo con la política de sustitución de importaciones.

			Hoy el Estado-nación ha sido despojado de su papel de planificador económico y propietario de un sector de la industria, como lo fue en el esquema keynesiano que antecedió al monetarista, sin embargo, el principio de la planificación ha sido ahora tomado por las grandes corporaciones transnacionales que en sus estrategias económicas tienen como objetivo estudiar el mercado, la viabilidad, los diagnósticos, pronósticos, planes y proyectos del proceso productivo. Las compañías transnacionales realizan estudios socioeconómicos, de valores culturales de las poblaciones, a las cuales quieren dirigir sus productos y utilizan los conocimientos de las ciencias sociales, de la electrónica y de la merca­­­dotecnia para impulsar con éxito la producción y la realización de la mercancía. Por lo tanto, la planificación sigue vigente como instrumento de la reproducción ampliada del capital.9 

			El ascenso al poder de los gobiernos posneoliberales

			Ideológica y políticamente estos hechos fortalecieron la destrucción del Estado benefactor en Occidente y en los países en desarro­llo. La embestida neoliberal fue muy contundente. Sin embargo, des­­pués de más de dos décadas de aplicación de estas políticas ha surgido una fuerte reacción en contra, que se ha manifestado tanto en los países del bloque exsoviético menos favorecidos con los cambios, en donde sobresale Rusia y, en América Latina, en donde los gobiernos posneoliberales están ascendiendo al poder. Una constante de este proceso es que no sólo es un fenómeno re­­­gional, sino mundial, ya que inicia en Rusia desde el año 2000. Este es un caso ejemplificador del proceso que a la vez surge en Ve­­­­nezuela, Argen­­­tina, Brasil y posteriormente en Ecuador, Uru­­guay y Bolivia.

			El ascenso de los gobiernos posneoliberales se debe a que en casos tan disímbolos como Brasil o Rusia, Argentina y Venezuela, las políticas neoliberales seguidas por los gobiernos locales amenazaban con destruir el Estado nacional.

			Un caso significativo es Rusia, que aunque parece muy distante a la realidad latinoamericana, y a pesar de su pasado de economía centralmente planificada, la aplicación de políticas neoliberales por el gobierno de Boris Yeltsin en sus dos periodos pre­­­­sidenciales, tuvo como consecuencia una caída económica ma­­­yor a la experimentada durante la Segunda Guerra Mundial además de la inminente desintegración del Estado nacional, de la Federación Rusa, aún después de la desintegración de la URSS. La inflación galopante, el desmantelamiento del sector industrial, las políticas de terapia de choque impulsadas por el Fondo Monetario Internacional (FMI) tuvieron un efecto devastador en la economía rusa. 

			Situación económica de Rusia

			Si analizamos las cifras, el Producto Interno Bruto (PIB) de la Fe­­­de­­­ración Rusa declinó año con año desde 1989, cuando aún era parte de la Unión Soviética. Así, el PIB en julio de 1999 constituía un 55% del de 1989. Después de una caída de 4.6% en 1998, ocurrió una declinación de 3.4% en 1999. Ya en el primer cuatrimestre de 1999 se registró una caída de 2.9%.10

			La inflación en 1998 fue de 84.4 %. En la primera mitad del año de 1999 se registró una tasa de 24.5 %, sobre el 50% de lo pronosticado. Los ingresos reales de la población cayeron 16.3 % en 1998 y fueron 25.6% más bajos en junio de 1999 que en junio del año anterior. En el primer cuatrimestre de 1999, aproximadamente más de 55 millones de rusos o el 37.7% de la población recibió ingresos debajo del nivel de subsistencia, con una cifra de 787 rublos, equivalentes a 312 dólares al mes.

			Los sueldos atrasados en diez industrias básicas sumaban, al 1º de enero de 1999, la cantidad de 77 mil millones de rublos, debajo de los 85 mil millones de rublos acumulados en este rubro al 1º de diciembre de 1998. El pago atrasado de pensiones al 1º de julio de 1999, fue de 12 mil millones de rublos.

			Las exportaciones en 1998 cayeron un 16.4% a una cifra de 73.9 mil millones de rublos y las importaciones 19.1% a 59.5 mil millones, dejando un superávit mercantil de 14.4 mil millones. Esto se compara con los superávits de 20 mil millones, 28 mil millones y 19.8 mil millones en 1995, 1996 y 1997 respectivamente. Mientras que el superávit de cuenta corriente en 1998 fue de 2.5 mil millones, después de 3.3 mil millones en 1997. Las reservas del Banco Central al 9 de julio de 1999 eran de 11.8 mil millones, incluyendo cerca de 3.9 mil millones en oro.

			La deuda externa rusa al 1º de enero de 1999 sumaba 143.9 mil millones y el servicio 17.5 mil millones. Rusia trató de que se le condonen 103 mil millones de dólares, provenientes de la era soviética, pero Occidente no aceptó esta proposición efectuada por el primer ministro Evgueni Primakov.

			La inversión extranjera directa en Rusia en 1997 fue de 3.9 mil millones de dólares, menos de 1% de la inversión extranjera directa global que totalizaba 400 mil millones de dólares a nivel mundial. En 1999 el total de inversión en Rusia fue de alrededor de 2.2 mil millones y el pronóstico era de apenas un mil millones para 1999.

			Mientras tanto, el capital fijo de inversión fue 7% menor en 1998 que en 1997, cifra que equivalió a menos de una quinta parte del nivel de 1991 en precios comparativos. Se vaticinaba una sub­­­secuente caída de 5 a 6% para 1999.

			Todas estas dramáticas cifras son exponentes de la difícil situación por la que atravesaba la economía rusa que ocupaba el treceavo lugar a nivel mundial, pero su declinación, junto con la de su actividad internacional y protagonismo era significativa, aún a pesar de la masiva producción de energéticos. El país producía y exportaba muy pocas manufacturas y su exportación consistía básicamente de materias primas, sobre todo energéticas; el petróleo y el gas constituían el 50% de todas las exportaciones rusas y los metales el 26%, mientras que el 50% de los bienes de consumo en el mercado ruso, incluidos los alimentos, eran de origen extranjero.

			El economista ruso Vladimir Schlapentock escribía en 1999:

			[…] si el PIB ruso crece en 2 o 3% cada año, le tomaría a Rusia todavía décadas alcanzar el nivel de la economía soviética y restaurar los niveles de vida. Sin embargo, aún este modesto aumento del PIB es improbable, a menos que las actuales tendencias sociales y políticas sean radicalmente revertidas.11

			El estado de la economía era particularmente complejo debido a las crisis de mayo y agosto de 1998, cuando Rusia estuvo en el umbral del colapso económico, situación incluso aceptada por el gobierno. Es que en mayo de 1998, después de un periodo de relativa estabilidad macroeconómica debido a la aplicación de las recetas del Fondo Monetario Internacional, pese al gravísimo costo social, la economía rusa sufrió una crisis en el ámbito financiero, producto de la crisis asiática que propició el abandono de la bolsa rusa por la mayoría de los capitales internacionales.

			Esta situación se aunó a la presión del Fondo Monetario Inter­­­na­­cional para que el gobierno ruso, encabezado por Sergei Kiriyenko, joven tecnócrata, colocado en el poder para este efecto, llevara a cabo las recetas bien conocidas de este organismo: hacer efectiva la recaudación fiscal, declarar la quiebra de los bancos rusos, que los denominados oligarcas compraron al Estado ruso, pero no pu­­­die­­ron mantener solventes y declarar también la quiebra de muchos consorcios soviéticos, sobre todo los de ex­­­tracción de materia prima. Pero, los nuevos oligarcas no aceptaban perder sus emporios recién adquiridos, que más que desarrollar, saqueaban, por lo que el FMI presionaba para que vendieran sus acciones al capital extranjero.

			En este sentido, lo que se observa es el intento del capital extranjero por adueñarse de la infraestructura económica y los recursos naturales rusos, desplazando a los primeros privatizadores pertenecientes a la burocracia soviética, que desde el inicio de la perestroika, tenían como objetivo la restauración capitalista pero dentro del marco del Estado soviético, como es el caso del proceso de construcción de la economía de mercado en China. En los años de restauración capitalista el 89% de la planta industrial fue privatizada. Los beneficiarios fueron un pequeño grupo de ex burócratas soviéticos, que se apropiaron de yacimientos y empresas industriales a precios de regalo. La privatización, la mayor transferencia de activos de la historia, abarcó 120 000 empresas. 

			Resultado de las reformas económicas de mercado en Rusia 

			La experiencia rusa de transición económica demostró que la po­­líticas ortodoxas monetaristas auspiciadas por el Fondo Mone­­­tario Internacional y el Grupo de los 7, expresadas en la denominada terapia de choque condujeron al país a una situación extre­­­ma­­damente difícil, en la cual, la caída industrial, la hiperinflación y el desempleo, crearon una fuerte oposición al ministro de economía, E. Gaidar, hasta que fue destituido a finales de 1992.

			Así, la hiperinflación, consecuencia del aumento de los precios al consumidor en 1 700 veces desde enero de 1992 a diciembre de 1996, la especulación contra el rublo, el manejo de la deuda pública, el mercado negro y el desvío de los fondos destinados a jubilaciones y salarios, permitieron un gran enriquecimiento espe­­culativo de un pequeño número de burócratas a costa de una masiva pauperización social. Los bancos fueron los principales beneficiarios. La denominada estabilización del rublo que redujo la inflación de 2 500% en 1993 a 20% en 1997, no canceló, sin embar­­go, la especulación.

			Después de tres años de reformas gorbachovianas y siete de la presidencia de Yeltsin, el derrumbe productivo no tuvo pausa. El pib cayó en 1998 por noveno año consecutivo, constituyendo menos de la mitad del de 1989. En el agro ruso, las cosechas de 1995, 1996, fueron de 69 y 76 millones de toneladas contra 128 millones en 1990.

			Debido a esto, durante 1993 y 1994, el entonces nuevo ministro Víctor Chernomyrdin, un representante de la fracción moderada del gobierno ruso con respecto a las recetas monetaristas, empezó a desarrollar una política mixta de mayor intervención estatal en la economía. En efecto, las corrientes y las tendencias políticas que invitan a repensar las recetas occidentales se empezaron a multiplicar en Rusia a dieciséis años del inicio de la reforma económica.

			A este respecto, el académico S. Loginovsky reflexiona que los años que han transcurrido desde el inicio de las reformas se han caracterizado por una constante crisis económica. Por lo que es momento de cambios en la política económica, tiempo de ver hacia atrás y llevar a cabo un análisis global de las bases estratégicas de las reformas. La “terapia de choque”, incluso más cruel que la variante polaca, llevó a una caída de la producción comparable a la de 1929-33 en los Estados Unidos de América. El precio ético a pagar por las relaciones de mercado resultó no adecuado a los resultados. Medidas como el acaparamiento de los ahorros de la población por parte del gobierno, mediante el alza draconiana de los precios y, por otra parte, la influencia del fmi, así como la aplicación de las recetas monetaristas recomendadas por Occidente, se han pagado bastante caras también en el rubro del bienestar social y de la soberanía de Rusia.

			Rusia se considera en Occidente como uno de los cuatro centros geoeconómicos. Sin embargo, reflexiona Loginovsky, la correlación objetiva de fuerzas, muestra que Occidente está más interesado en la conversión de Rusia en un país productor de ma­­­­terias primas, antes que en un socio igualitario. Por eso la política del FMI y los países occidentales llevó a que su largamente esperada ayuda financiera resultara irrelevante, los créditos du­­­dosos debido a sus resultados de fuerte endeudamiento. Por otra parte las grandes inversiones de capital extranjero resultaron ilusorias. La política del FMI llevada a cabo también en América Latina muestra que la llamada “terapia de choque” sirve de medio para trasladar recursos al mundo desarrollado desde la periferia y propicia un endeudamiento de largo plazo y una inversión ex­­­tranjera de tipo primordialmente especulativo en condiciones no equitativas para el país receptor. 

			El carácter del Estado ruso bajo la presidencia de Vladimir Putin

			El fin de la bipolaridad comenzó con Mijaíl Gorbachev pero se profundizó después de 1991 y prosiguió hasta finales de 2004 y principios de 2005, debido a una retirada geopolítica de Rusia en sus antiguas áreas de influencia, incluidos los territorios de la extinta URSS en Eurasia.

			Junto a la debilidad rusa, una de las claves que explica semejante transformación del escenario geopolítico regional y mundial es la presión común, ejercida por los Estados Unidos y la Unión Europea (UE) para ocupar el vacío dejado por la URSS a través de una política agresiva y preventiva de contención de una Rusia resurgente. El objetivo de esta estrategia era (y es) destruir las bases geopolíticas que pudieran permitir, al menos en teoría que Rusia aspirara a adquirir el estatus de segunda potencia en política mundial que tuvo la URSS.12

			Una de las herramientas de esta estrategia fue la OTAN: el ataque a Yugoslavia en 1995, y posteriormente en 1999, tuvieron el fin de reafirmar el dominio de la OTAN. Según Ivo H. Daalder, coordinador de la política para Bosnia y miembro del Consejo de Seguridad Nacional de Estados Unidos durante la presidencia de Clinton, “la participación de los Estados Unidos en opera­­ciones de mantenimiento de la paz de la OTAN en Yugoslavia, es necesaria para mantener el liderazgo de Washington en la Alianza Atlántica”,13 logrando así que Europa se subordinara a Washington y no tomara un curso independiente en Eurasia.

			Pero, además, según Juan Chingo:

			[…] llama la atención desde el punto de vista histórico, el carácter unilateral de las concesiones de Rusia a Occidente a cambio, por cierto, de ningún fruto […] frente a la clara conciencia de intereses de los distintos estamentos de la burguesía mundial, que pugnaban con desenfado y con un total cinismo en imponer sus intereses na­­­cionales y relaciones de fuerza contra Rusia.14 

			Esto es notorio bajo la primera presidencia de Boris Yeltsin, quien subordinó la política exterior de su país a la de Estados Unidos, a través del canciller Andrei Kozirev, dejando de lado a sus anteriores aliados en el mundo en desarrollo, en Medio Oriente, África y América Latina y en los territorios ex soviéticos. Rusia carecía de una política exterior propia.

			La admisión de Rusia en el Club de los 7 fue una estrategia para alejarla de China y acercarla a Occidente, enmascarando el enorme retroceso estratégico para los líderes rusos. Según palabras del propio Clinton, refiriéndose a la ampliación de la OTAN, “había que conseguir mediante halagos que los rusos sean parte de un resultado que ellos puedan ver de una forma distinta a una derrota estratégica”.15 

			Durante el gobierno de Putin prosigue este repliegue geopolítico después del 11 de septiembre de 2001, cuando éste permite la instalación de bases militares estadounidenses en Kirguistán, Tadjekistán y Uzbekistán. El avance geopolítico estadounidense prosigue con las denominadas “revoluciones de colores”, que han consistido en el apoyo estadounidense a movimientos de oposición locales hasta lograr su triunfo. Sucesos así, de cambio de régimen, ocurrieron en Georgia, en Ucrania y en Kirguistán. En 2014 nuevamente en Ucrania es derrocado el presidente pro ruso Víctor Yanukovich. 

			Para Rusia, la derrota política en Ucrania, donde el candidato apoyado por Moscú, Yanukovich, fue vencido por Yushenko, señala un punto de inflexión en su retroceso geopolítico, ya que la eventual pérdida definitiva de Ucrania, pone en discusión la existencia misma de la Federación Rusa. Este importante golpe empezó un proceso en la política exterior rusa que marca el fin del periodo de concesiones unilaterales a Occidente.16

			El gobierno de Putin: su papel en el rescate del Estado

			Después de la crisis de 1998, y desde 1999-2000, fecha en que Putin llegó al poder, la economía rusa experimenta un renacimiento económico. El gobierno ruso tiene ahora un sano superávit presupuestario después de la década de los noventa, que fue de crecientes déficits. Aunque hay que anotar que en 2014 la economía rusa vuelve a experimentar dificultades, producto de la baja de los precios del petróleo y de las sanciones de Estados Unidos y de la Unión Europea, derivadas del conflicto en Ucrania.

			Los factores que han estimulado el crecimiento económico son:

			• El ajuste de los precios relativos y el colapso de la tasa de intercambio del rublo que favoreció el nuevo proceso de sus­­titución de importaciones y dio un estímulo a los productores de bienes de consumo y manufacturas.

			• Declinación de los salarios reales y una subutilización productiva del trabajo y del capital como resultado de la declinación de la industria rusa durante los noventa.

			• Una serie de reformas impulsadas por el gobierno durante la crisis de 1998 que produjeron un aumento de la eficiencia y una reestructuración industrial.

			• Pero el factor más significativo fue el aumento de los precios mundiales del petróleo desde un precio de $10.00 dólares por barril (d/b) en diciembre de 1998, a $33 en septiembre de 2000 y a $60-70 en 2006,17 lo que permitió por, varios años un fuerte ingreso adicional a la economía rusa.

			A la par de esta recuperación de la industria petrolera, es interesante destacar que la capacidad exportadora rusa aumentó no sólo por los nuevos oleoductos y puertos, sino porque su demanda interna de petróleo permanecía baja debido al continuo declive de su industria pesada. En contraste, el gas ruso, del cual sólo se exporta 1/3 de la producción, cerca de la mitad del petróleo ruso está disponible para la exportación.

			La mayor parte del gas natural se utiliza para generar energía en la calefacción doméstica y para la industria. Así, el petróleo ha permitido conseguir divisas del extranjero y el gas ha mantenido la economía rusa en funcionamiento y es el principal subsidio de la industria nacional y de los hogares. Hay que señalar que a diferencia de la industria petrolera, el sector del gas no fue di­­­vidido y está aún controlado por el monopolio estatal Gazprom, que también obtuvo aumento de sus ingresos debido al alza del precio del gas en los mercados mundiales.

			Por lo que la economía rusa exporta actualmente un 80% de recursos naturales, de los cuales, el petróleo y el gas representan el 55% de las exportaciones, lo que provoca que el presupuesto dependa básicamente del sector energético. Así, un 37% de las entradas presupuestarias constituyen los impuestos al petróleo y al gas. A futuro, el gas sustituirá al petróleo en la mayor parte de las exportaciones rusas, ya que Rusia posee 1/3 de las reservas mundiales de gas y a través de la compañía estatal Gazprom, ya es el principal exportador mundial de gas y el principal provee­dor de la Unión Europea.

			Debido a esto, el gobierno ruso posee hoy un superávit presupuestario después del crónico déficit de los noventa. Este es uno de los grandes logros del gobierno de Putin desde que llegó al poder en el año 2000. Y esto fundamentalmente porque se ha ase­­­­gurado que la mayor parte de las entradas por concepto de la venta de energéticos ingrese a las arcas del Estado y no a las manos de los oligarcas, que en los noventa, después de la desintegración de la urss se quedaban con las ganancias, como se anotó arriba, lo que les permitió acumular grandes fortunas, evadiendo además, pagar impuestos. Por otra parte, por las transferencias de precios, pudieron amasar grandes fortunas, mediante la creación de com­­­pañías off-shore para comprar petróleo a bajo precio en los lugares de producción y luego revendiéndolo a través de intermediarios.

			El efecto de los altos precios del petróleo ha impactado al resto de la economía. En un informe de febrero de 2004, el Banco Mundial señala que los altos precios del petróleo y el gas han aumentado la actividad del resto de los sectores de la economía rusa. Así, el incremento del crecimiento de la manufactura rusa fue impulsado por su subsector más grande: la construcción de maquinaria de casi un 20% de la producción industrial total y de un 35% de la manufactura doméstica. El crecimiento en la construcción de maquinaria fue impulsado por la construcción de vagones, y esta producción fue a su vez impulsada en gran parte por la necesidad de aumentar la capacidad de transporte de petróleo al exterior de Rusia, con el objetivo de agilizar el sistema estatal de oleoductos. Por lo tanto, la producción de vagones ha crecido un 35.8% y aunque no se han construido nuevos oleoductos, la industria de construcción ha apoyado a la demanda.

			El crecimiento se ha extendido a los sectores de la producción y a la industria de defensa, un aumento que también responde a las demandas de los sectores de energéticos. También crecen otros sectores debido a la exportación hacia China, que compra grandes cantidades de petróleo, gas, carbón, acero y madera, lo que a su vez, aumenta los precios de estas materias primas. Así, los precios mundiales del acero reflejan el mismo comportamiento de los precios mundiales del petróleo. En conclusión, la economía rusa se ha beneficiado significativamente de las demandas de insumos, requeridos por el crecimiento de China.

			Los altos precios del petróleo fueron, también, el factor determinante para lograr la recuperación de la industria petrolera rusa, que tuvo una fuerte caída como consecuencia de la desintegración de la URSS y experimentó un periodo de declinación en el decenio de los noventa.

			Entre 1998 y 1999, la producción petrolera rusa cayó aproximadamente un 50%, de 11 millones a 6 millones de barriles por día, debido fundamentalmente a una fuerte reducción en perforación y a la falta de recursos para invertir en nuevos pozos o en tecnología para incrementar la recuperación en pozos agotados. Esto debido a que en el decenio de los noventa, los oligarcas rusos estructuraron sus operaciones de manera que reducían significativamente la recaudación de impuestos para el Estado y enviaban gran cantidad de capitales al extranjero, mientras la producción de petróleo en Rusia era en gran medida no rentable.

			Por lo que, la repentina inyección del dinero proveniente del incremento de los precios del petróleo favoreció el desarrollo de una industria esencialmente estancada. El aumento del precio del petróleo aumentó a su vez las ganancias de las compañías aunque no tuvieran un incremento en la producción y, a la par, la devaluación del rublo de 1998 ya había bajado significativamente los costos en rublos de los insumos, incluida la mano de obra. Así, a partir de 2000, la suma de insumos baratos y altos precios del petróleo permitieron a las compañías petroleras rusas acumular un capital interno para mejorar la eficiencia de la producción sin necesidad de inversiones extranjeras.

			Además, los pozos agotados fueron puestos nuevamente en funcionamiento. Se compró nueva maquinaria y se introdujo nueva tecnología. Fue construida también nueva infraestructura que aumentó la capacidad de exportación, como el Sistema de Oleo­­­ductos del Báltico y la nueva Terminal de petróleo en Primorsk, en el Golfo de Finlandia.

			Por lo que, para 2004, la producción petrolera rusa se había recuperado y en gran medida alcanzado ya los 9 millones de ba­­­­rriles diarios, con un potencial a mediano plazo de aún más incre­­mentos, por lo menos arriba de 11 millones de barriles diarios (cifra que se acerca a los niveles de producción de la URSS), de los cuales se exportaban más de cuatro millones. La confrontación geopolítica actual se caracteriza por la existencia de serios riesgos para el desarrollo económico de Rusia. Pero a la vez, este proceso abre posibilidades nuevas para la expansión de vínculos económicos con países que no participan en las sanciones.

			Esta situación también contribuye al desarrollo de la sustitución de importaciones en Rusia y ejercerá una influencia positiva en el aumento de la seguridad nacional alimenticia y tecnológica. En 2014, el proceso de fuga de capitales se aceleró, lo que cons­­tituye un fuerte golpe a la ya debilitada economía rusa. Los aconte­­­ci­­mientos de 2014 en Ucrania se convirtieron en catalizador de acciones de Occidente para imponer sanciones económicas a Rusia. El carácter de todas las sanciones implementadas, ofrece todas las bases para llegar a la conclusión de que son sólo una de­­­mostración de fuerza e influencia de Estados Unidos y la Unión Europea.18

			Los cambios geopolíticos en América Latina

			En América Latina se combinan fricciones en las relaciones con Estados Unidos, que ejerce una dominación debilitada, como ya se observó en la IV Cumbre de las Américas en Mar de la Plata y la necesidad de superar el neoliberalismo mediante alianzas policlasistas, incluyendo a la burguesía nacional y utilizando los mecanismos de la democracia representativa para acceder al gobierno y desde allí seguir el camino de las reformas para recuperar el Estado Nacional.19 El advenimiento de los gobiernos pos­­neoliberales fortaleciendo al Estado es el objetivo en países tan aparentemente diferentes como Rusia y México ante la crisis de­­­satada por la aplicación irrestricta de las políticas neoliberales, crisis comparable por su gran magnitud a la de la Gran Depre­­­sión del 1929-33. La economista brasileña María Concepción Tavares, ha coincidido con esta apreciación, al afirmar que el actual momento histórico en Brasil es comparable con el de los años treinta, porque el gobierno de Lula alentó las expectativas de re­­­construcción, más aún que el de Fernando Enrique Cardoso.20

			Para Raúl Pont, de la corriente del Partido del Trabajo brasileño, denominada Democracia Socialista, se trata de combinar la agenda de la transición del neoliberalismo a otro régimen que sea capaz de contemplar democracia política, soberanía nacional e inclusión social con la perspectiva socialista, aunque no inmedia­tamente anticapitalista de conjunto. 21

			También en Uruguay, la tarea del Frente Amplio, después de la victoria de Tabaré Vázquez, tuvo en su impulso la idea de re­­­construir un “país productivo”. Lo que significa un proyecto de país que incluyera a las mayorías, en tiempos signados por la de­­­bilidad de los Estados, la hegemonía de los Estados Unidos y la fragilidad de los proyectos nacionales. 

			El mas boliviano también plantea la construcción del “capitalismo andino” para recuperar la soberanía, antes de pensar en una transformación revolucionaria. Los gobiernos posneoliberales o la izquierda pragmática, por lo tanto, representan la necesidad del rescate del proyecto nacional, la integridad territorial y la salvaguarda de los recursos naturales. El gobierno de Kirchner en Argentina tuvo también varias similitudes, pero llega al poder después de una crisis con levantamientos de masas en diciembre de 2001, apoyándose en el peronismo y con oposición a un sector de acreedores externos. En Colombia, a su vez, el alcalde de Bogotá, Luis Garzón, ex dirigente sindical del Polo Democrático, también puede adjudicarse a esta tendencia. En Venezuela, Hugo Chávez apeló al nuevo modelo socio-productivo del gobierno, donde el Esta­­do tiene el objetivo de defensa de la empresa nacional y de avivar el aparato productivo interno.

			Como Vladimir Putin, Hugo Chávez se vio beneficiado por los altos precios del petróleo, cuyas ganancias fueron aplicadas al sector educativo y al de salud. Sin embargo, pese a toda la propaganda de la derecha continental, el gobierno venezolano ha garantizado la propiedad privada de los medios de producción, respeta todos los acuerdos con el capital extranjero y el pago de la deuda externa y, como el presidente Putin, hace un llamado a las transnacionales a asociarse al desarrollo interno y propone abrir espacios a la inversión en sectores estratégicos, junto con un proyecto de economía popular, cooperativista y autogestionaria. Esta misma política se observa en el sector petrolero en Rusia: la parti­cipación de transnacionales como Chevron, Shell, British Petro­­lleum, Total, Petrobrás, Repsol y la francesa ypf tienen un 30% de la producción nacional, aunque el Estado ruso controla las políticas energéticas.

			El gobierno venezolano conserva la propiedad estatal sobre el petróleo (PDVESA), aunque intenta crear empresas mixtas con capital privado en este sector. Su principal apoyo son las Fuerzas Armadas, aunque sus acciones no se comparan a los gobiernos nacionalistas de la primera mitad del siglo XX como el de Lázaro Cárdenas en México, que nacionalizó el petróleo y los ferrocarriles o a Perón que en Argentina hizo concesiones importantes a la clase obrera. Correspondería retomar este escenario en un futuro análisis para considerar el impacto, en estos procesos, de la disminución del precio internacional del petróleo y la profundización de la crisis económica global.

			Los gobiernos posneoliberales y el desarrollo 

			latinoamericano

			América Latina y el Caribe han visto disminuir su participación en el comercio mundial de 8% en 1960 a 5% en el año 2000 y en 2005, México representó la mitad de la capacidad exportadora de América Latina y el Caribe. Así, sin México, América Latina tiene solo una participación de 2.5% en el comercio mundial.22 Las ex­­­portaciones de América Latina consisten en productos maquilados en México y Centro América y de materias primas y productos industriales de Sudamérica y el MERCOSUR. Casi no participa en las ramas de nueva tecnología, en electrónica y computación, ya que carece de capacidad tecnológica y, en promedio, su productividad es baja y continúa siendo la misma desde hace veinte años según la Organización Internacional del Trabajo.

			En promedio, en América Latina, un trabajador genera el nivel de producción de cerca de $10 500 dólares anuales, mientras que en Estados Unidos, Japón y la Unión Europea la producción está organizada de manera que el producto por trabajador supera los 40 000 y hasta los 50 000 dólares, con datos de la Orga­­nización Internacional del Trabajo. Además, según Ramón Casilda, se han descuidado aspectos esenciales de la competitividad sistémica como inversión en capital humano, físico y nuevas tecnologías.23 Los índices positivos actuales sólo representan una recuperación tras la caída de la larga recesión de 1997-2000. En el quinquenio 1997-2002, el Producto Interno Bruto (PIB) regional se mantuvo estancado, pero las transferencias netas de capitales al exterior se elevaron al 5% del mismo.

			América Latina tiene actualmente más de 450 millones de habitantes. De éstos, más de un tercio vive en la pobreza, con in­­­gresos inferiores a los 2 dólares diarios. Junto con África negra, la región es la de mayor desigualdad en el mundo por la distribución de los ingresos y de los activos (incluida la tenencia de la tierra). América Latina ha tenido importantes índices de crecimiento en los últimos tres años, después de una severa recesión que duró casi cinco años (1997/98-2001). Es probable que durante 2004 el crecimiento de la región haya superado el 4.5% previsto y haya sido la tasa más alta desde 1997, incluso este resultado se logró con una inflación moderada.24 Los factores que han contribuido a este avance económico son la demanda de China y de Estados Unidos, sobre todo de petróleo, soya y cobre. Los capitales extranjeros también han aumentado debido a este repunte económico, sobre todo en Brasil y México.

			Debilitamiento de la hegemonía de Washington

			Después de la disgregación del Consenso de Washington que prevaleció en los noventa, Estados Unidos enfrenta un debilitamiento de su hegemonía en la región, con fracasos como el de no lograr imponer por primera vez en la historia al secretario general de la Organización de Estados Americanos (OEA) y de no haber podido imponer el Acuerdo de Libre Comercio de las Américas (ALCA), de manera continental.

			De hecho, Estados Unidos tiene crecientes dificultades en su objetivo de imponer un pacto semi colonial aún más profundo que el de los noventa en la región. Para reorganizar América La­­­tina como su base semi colonial, y a pesar de los lazos inquebran­­tables de recíproca interdependencia definidos por el vínculo semi colonial, México y Centro América gravitan cada vez más en la órbita de la economía estadounidense como lo demuestra el Tratado de Libre Comercio Plus (TLCAN Plus) o Acuerdo para la Seguridad y Prosperidad de América del Norte (ASPAN) y el recién firmado tratado de libre comercio de América Central con Estados Unidos. Colombia posee también una relación privilegia­da y de subordinación con Estados Unidos.

			Los regímenes de dominio bajo las formas de democracias neo­­liberales que se intentó consolidar desde mediados de los ochenta y en los noventa, reconfiguraron las relaciones entre el Estado y el conjunto de las clases, consolidando el predominio del gran capital y desmontando los viejos mecanismos de mediación “corporativa” (a través de los sindicatos, partidos de masas y otras insti­­tu­cio­nes). Hoy existen nuevas correlaciones de fuerzas caracterizadas por la diferenciación social y la falta de movilidad, ante las que estas formas de dominio son cada vez más disfuncionales, incapaces de organizar la mediatización de las clases subalternas.

			La nueva situación política en muchos de los países donde se han aplicado las medidas neoliberales consiste en que se han producido divergencias y fracturas en el bloque de la burguesía: entre el sector financiero y el sector productivo (capital nacional y extranjero que invierten en el sector productivo), unidos por la necesidad común de mantener la economía física funcionando y, por otra parte, el descontento de las fracciones más débiles de la pequeña y mediana burguesía, que se ven más desplazadas bajo el peso del capital más concentrado y la expoliación financiera y extranjera, lo que también contribuye a la descomposición política del bloque en el poder.

			Es interesante anotar que hay un elemento que amortigua el desarrollo de la crisis en el bloque de poder y de la hegemonía sobre las clases subalternas, y es el peso social y político de las clases medias. En el proceso en el que una fracción de éstas, privilegiada por la penetración del capital extranjero y la polarización en la distribución de los ingresos y una amplia fracción que es mayoritaria, que se empobrece y, busca opciones de cambio y representa el apoyo de los nuevos gobiernos de centroizquierda.

			En este proceso de polarización de las clases medias, el aparato estatal adquiere un mayor grado de autonomía relativa y se convierte en un árbitro por encima de las fuerzas sociales en pugna. Además, los Estados latinoamericanos tienen una larga experiencia en esto, ya que históricamente han mediado entre un proyecto nacional y los embates de la dominación extranjera, aunque ésta última tenga un peso decisivo. Por lo que el Estado se convierte en un árbitro que impide el derrumbe de la nación y que los antagonismos crecientes entre las clases se conviertan en guerra civil.

			La proyección rusa en América Latina

			El presidente Putin posee una amplia iniciativa regional en Amé­­­­­rica Latina que busca desarrollar fuertes nexos comerciales, políti­cos y de inversión con varios países de América Latina y principalmen­te del cono sur: Brasil, Chile, Uruguay, Venezuela y Argentina.25

			El comercio entre Rusia y estos países había crecido hasta que Rusia cayó en una crisis financiera en 1998, Brasil en 1999 y Argentina en 2001. Ahora Putin desea reconstruir los nexos co­­­merciales, expandir sus inversiones, pero también construir alianzas geopolíticas con potencias claves en la región, que consideran debe imperar el multilateralismo y no el unilateralismo en las relaciones internacionales.26 Así, en diciembre de 2003, el ministro ruso de relaciones Exteriores, Igor Ivanov, viajó a los cinco paí­­­ses sudamericanos y a Cuba, enfatizando la importancia que el presidente Putin ha asignado a la creación de fuertes nexos co­­­mer­­ciales y diplomáticos con estos países, que históricamente han sido considerados como área de influencia natural estadounidense.

			Moscú considera a América Latina como campo favorable para las exportaciones y las inversiones rusas. Sin embargo, Putin parece particularmente interesado en crear fuertes nexos con los países arriba mencionados. Esto debido a varias razones, entre ellas, que los cinco países son importantes exportadores globales de bienes agrícolas, minerales y de petróleo. Tradicionalmente, para Moscú han sido grandes mercados para bienes manufacturados y de consumo, a pesar de que uno de éstos, Venezuela, ha sufrido una contracción económica en 2002 y 2003 debido a la crisis política experimentada desde la llegada de Hugo Chávez al poder.27

			Asimismo, el presidente ruso busca cercanas relaciones con estos países por razones geopolíticas. Sus orientaciones pro occidentales lo acercan a Estados Unidos y a la Unión Europea, pero Putin realmente desea diversificar la política exterior de Rusia. Como resultado, aunque Moscú busca fortalecer relaciones con los países desarrollados, también intenta desarrollar alianzas con potencias regionales clave como la India, África del Sur y países de América Latina. Esta tendencia se ha acentuado fuertemente desde el conflicto con Occidente por los separatistas pro rusos, en la región del la Cuenca del Don en Ucrania, la aplicación de las sanciones a Rusia y su expulsión del G7. 

			Desde la perspectiva de Moscú, los países clave en Suda­mérica son Brasil, Argentina, Chile, Uruguay y Venezuela, ya que sus gobiernos son fuertes abogados de un nuevo modelo global de relaciones internacionales. Todos apoyan una reforma de las Naciones Unidas, en la que se reestructure y amplíe el Consejo de Seguridad y se base en una especie de pirámide sustentada en alianzas multipolares. Este Consejo de Seguridad ampliado incluirá miembros permanentes como Brasil, India y Sudáfrica. Moscú comparte la visión de la reorganización de las Naciones Unidas, sobre todo para frenar las tendencias unilaterales estadounidenses.

			A mediados del primer decenio del nuevo siglo, el entonces ministro ruso Serguei Ivanov dijo en Buenos Aires, que ningún Estado, por más poderoso que sea, es capaz de resolver los problemas mundiales por sí solo, así que el llamado al multilateralismo, afirmó Ivanov, no tiene que ver con el antiamericanismo. Y añadió que el propósito de Moscú es crear un enfoque más equilibrado de poder en las relaciones internacionales. Por su parte, estos gobiernos también se inclinan a desarrollar nexos cercanos con Rusia. Esto fue claro en el gesto de invitación que extendieron a Ivanov para participar en la Cumbre Presidencial de diciembre de 2004 de la Unión Tarifaria del Merco Sur en Uruguay. Fun­­­cio­­narios de alto nivel de las administraciones de Clinton o de Bush no han recibido invitaciones similares.

			El presidente brasileño, Luiz Inacio da Silva percibía a Moscú como un aliado valioso en sus esfuerzos de asegurar un sitio permanente en el Consejo de Seguridad de una Organización de las Naciones Unidas reestructurada. Su sucesora, Dilma Rousseff firmó el acuerdo de creación del Banco de los BRICS en 2014. Asímismo, el presidente argentino Néstor Kirchner y después Cris­­­tina Fernández han considerado a Rusia como un mercado favorable para las exportaciones agrícolas argentinas y como una fuente de nueva inversión extranjera directa en un momento en el que, Argentina continúa teniendo problemas con sus acreedores inter­­nacionales porque no ha habido una solución en la reestructuración de la deuda externa debido a los fondos denominados buitres.

			El presidente venezolano Hugo Chávez consideró al presidente Putin como un aliado natural contra las presiones hegemó­nicas de Washington en América Latina, en general y particularmente sobre su gobierno. Chávez también creó fuertes nexos con el sector militar ruso y con las firmas rusas de petróleo para fortalecer la inversión en la industria petrolera venezolana. Brasil, a su vez, es un país clave para la estrategia de Moscú en Sudamérica ya que es el segundo socio comercial de Rusia en América, después de los Estados Unidos. El comercio ruso con Brasil fue de cerca de 1,8 mil millones de dólares en 2003 y los economistas brasileños calculan un alza de cerca de $6 mil millones de dólares en 2006. El canciller ruso Serguei Lavrov declaró en Brasilia que existen oportunidades comerciales conjuntas para mejorar telecomunicaciones, tecnologías y cohetes. También ofreció asistencia rusa para desarrollar la industria nuclear brasileña, una alta prioridad del gobierno de Da Silva. 

			Moscú también tiene el objetivo de vender equipo militar a Brasil y subrayó que los inversionistas rusos están interesados en desarrollar conjuntamente las instalaciones brasileñas para producir al menos 24 SU-35 jets Flanker de combate multirol. El gobierno de Da Silva está comprando aviones nuevos por más de 700 millones de dólares. La alianza ruso-brasileña puede surgir en la Organización de las Naciones Unidas (ONU), ya que Brasil tuvo un sitio temporal en el Consejo de Seguridad. Bajo la presiden­cia de Da Silva, Brasil observó una política exterior más independiente y con un tono más asertivo. Fue Brasil el país que blo­­queó la iniciativa estadounidense de libre comercio para toda América (el ALCA). Además, Brasil ha tomado una posición cada vez más im­­­portante en las cuestiones regionales, como la oposición a una ofen­­siva militar liderada por Estados Unidos en Colombia contra los grupos rebeldes. El gobierno brasileño también se ha acercado prag­­­máticamente a China bajo esta orientación del multilateralismo.

			Relaciones militares Rusia-Venezuela

			Moscú es un aliado estratégico particularmente vital en la planeación geopolítica de Venezuela. Por eso, el presidente Chávez en su momento invitó a Rusia a invertir y a participar en la ex­­­pan­sión de la planta industrial venezolana. Además, en Venezuela hay la intención de utilizar las ganancias del petróleo para iniciar un plan de modernización militar.

			Para este efecto Chávez compró helicópteros rusos de ataque y transporte por un monto de 400 millones de dólares. Y Vene­­­zuela también planteó su intención de comprar aviones de combate mig Fulcrom con sistemas de sigilo de plasma por un valor de 5 mil millones de dólares, que incluye sistemas avanzados de armas y apoyo tecnológico ruso. Negoció la compra por una can­­ti­dad aún desconocida de rifles de asalto que reemplazarían los ya obsoletos FAKL-7.62mm, rifles de asalto que tiene actualmente el ejér­­cito venezolano.28

			Si todas estas adquisiciones se llegan a concretar, entonces la misión militar rusa en América Latina aumentaría su importancia. Moscú ganaría así presencia e influencia geopolítica en el norte de la región andina de América del Sur, donde Colombia, como se señaló arriba, es el epicentro de la presencia militar estadounidense para combatir al narcoterrorismo. Según Stratfor, una fuerte relación militar entre Rusia y Venezuela también daría a Moscú una ventaja estratégica sobre China en el norte del cono sur.29 

			Por su parte, la creciente cooperación militar y en energéticos podría dar a Venezuela un valioso socio estratégico en la figura de Rusia, que apoyaría la modernización militar de Venezuela y la expansión de su industria petrolera. Las compañías petroleras estadounidenses no serían expulsadas del país, pero ya no constituirían los actores dominantes en la futura expansión y modernización de la industria petrolera venezolana. Para restar peso a estas compañías, Venezuela busca asociaciones estratégicas con estos nuevos aliados, no solo Rusia y China, sino países del Medio Oriente y también Libia y Qatar. 

			Asimismo, en la consecución de su agenda de diversificación geopolítica, Chávez utilizó el petróleo para ejercer influencia en organizaciones regionales como la Organización de Estados Americanos (OEA), neutralizando la posición predominante de Estados Unidos. Una muestra del actual balance de fuerzas al interior de esta organización fue el triunfo de Chile, con el apoyo mayoritario de los países del cono sur en detrimento de los candidatos de Washington. 

			La respuesta estratégica de Rusia al conflicto en Ucrania

			Rusia también busca una presencia estratégica en la región para contrarrestar la creciente actuación de Estados Unidos en Europa del Este, antigua esfera de influencia de Rusia. Así, la visita del Ministro de Defensa de Rusia, Serguei Shoigú a Cuba, Venezuela y Nicaragua, en febrero de 2015, no solo ha estado centrada en los contratos militares, sino que tiene una dimensión geopolítica, sobre todo por el papel de Rusia en la construcción del canal de Nicaragua, un proyecto liderado por China y que pretende competir con el canal de Panamá. 

			El mismo día en el que el Cuarteto de Normandía (Rusia, Ale­­­mania, Francia y Ucrania) llevaba a cabo reuniones exhaustivas para pactar un plan de paz en el este de Ucrania en marzo de 2015, el ministro de Defensa ruso, Serguéi Shoigú, comenzaba una gira oficial por tres países latinoamericanos: Venezuela, Nicaragua y Cuba. Expertos rusos consideran la visita como “una respuesta a las acciones de Estados Unidos”, que está moviendo sus bases hacia la frontera rusa. 

			“De hecho, representa la implementación de la contención no nuclear, tal y como se describe en la doctrina militar de Rusia”, declaró Leonid Ivashov, experto en temas militares y presiden­­­te del Centro de Análisis Geopolítico. “Lo que se vaya a desplegar en los países visitados por Shoigú, ya sean buques, aviones o equipamiento radar, depende de los acuerdos concretos”.30 

			Alexéi Fenenko, del Instituto de Seguridad Internacional, comparte la visión de Ivashov y cree que la visita de Shoigú a Amé­­­rica Latina tuvo la intención de dar una respuesta estratégica a Estados Unidos. “Conviene notar que tan pronto como Estados Uni­­dos se mostraron activos en la Comunidad de Estados Inde­­pendientes (antiguas repúblicas soviéticas), nosotros nos dirigimos a América Latina”. “Tras la guerra de cinco días con Georgia en 2008, en diciembre de ese mismo año Nicaragua y Rusia co­­­menzaron a negociar acerca de la cooperación espacial y la venta de misiles tierra-aire en la región aumentó”.31 

			Las negociaciones de Shoigú en Venezuela, Nicaragua y Cuba se realizaron a puerta cerrada. Según declaraciones oficiales, trataron acerca de cooperación militar y técnico-militar, pero no se han conocido más detalles. La pregunta que surge es por qué el ministro de Defensa ruso necesitaba realizar ese visita cuando las autoridades militares y políticas del país estaban envueltas completamente en el conflicto del sureste de Ucrania.32 

			Los tres países que visitó el ministro tienen importantes y fuer­­tes lazos históricos con Rusia. En los últimos cinco años, sola­­mente Venezuela ha recibido de Moscú 24 aviones Su-30, 100 000 rifles Kaláshnikov, 92 tanques T-72, helicópteros y armamento antiaéreo. 

			Este arsenal requiere un mantenimiento constante, que se lleva a cabo por expertos rusos. Sin embargo, existen dos interrogantes: los acuerdos que establecieron la venta de tal cantidad de armamento se firmaron bajo la presidencia de Hugo Chávez, en un momento en el que los precios del petróleo eran más altos, y segundo, la mayoría se adquirieron a crédito, y queda pendiente el pago. 

			El especialista Eugene Bai afirma que ahora que los precios del petróleo están tan bajos y la inflación oficial en Venezuela alcanza el 68% y las reservas en divisas sólo son suficientes para pagar la deuda externa durante dos años, no puede haber negociaciones para establecer nuevos contratos militares con Rusia. Posiblemente uno de los objetivos de Shoigú era saber si Caracas tiene la intención de pagar las armas ya entregadas y si no puede, qué podría ofrecer a cambio. Los objetivos del ministro de De­­­fensa en Cuba eran más modestos. Los medios filtraron informes acerca de la visita a una división de tanques estacionada cerca de La Habana. 

			“Mucho de nuestro armamento es único”, explicó el ministro cubano Lepoldo Cintra Frías. De hecho, estas divisiones son versiones híbridas de los tanques rusos T-34 y T-55. Tras la caída de la urss, cuando Moscú dejó de enviar grandes cantidades de armamento, los cubanos no sólo no pudieron renovarlo sino que se que­­daron con algunas piezas viejas. De modo que tenían que tener inventiva y combinar dos tipos de tanque. Cuba espera que continúe con el envío de material que le sobra a Rusia. Pero este tipo de contratos no pueden tener un futuro importante a largo plazo. 

			La Habana está centrada ahora en la normalización de las relaciones con Estados Unidos, y mientras Barack Obama siga en la Casa Blanca, Cuba tratará de conseguir el levantamiento del embargo y un acceso más libre a la isla para los ciudadanos estadounidenses. 

			En este sentido, la visita de Shoigú a La Habana puede ser considerada como rutinaria, sin un contenido estratégico específico, explica Bai, y considera que las negociaciones con el gobierno nicaragüense fueron algo más intrigantes, ya que “Nicaragua es uno de los cuatro países que ha reconocido a Abjasia y a Osetia del Sur, después del conflicto entre Rusia y Georgia en 2008. Posi­­blemente Managua pueda también reconocer, en caso de que Rusia la reconozca, la independencia de Donetsk y Lugansk”.

			Además, según se informó, Shoigú llegó a un acuerdo para facilitar la entrada de barcos rusos a los puertos del Pacífico y del Atlántico en el país centroamericano. Pero eso no es todo. Durante el viaje se inauguró un nuevo centro topográfico, organizado y equipado por Rusia. Un representante nicaragüense le mostró al ministro un atlas topográfico del terreno en el que se está construyendo el canal de Nicaragua.33 

			Este canal pretende duplicar al de Panamá y conectar los océa­­­nos Atlántico y Pacífico. Las labores preliminares empezaron en diciembre. Se espera que esté operando en 2019 y que la construcción definitiva termine en 2029. El grupo chino hknd es el mayor contratista. Operará en esta ruta durante 50 años con la opción de extenderlo durante 50 más. Por su uso pagará a Nica­­ragua 10 millones de dólares al año. Según el acuerdo establecido con Nicaragua, Rusia se encargará de proteger esta nueva arteria de transporte, lo que incluye buques de guerra y aviones. En otras palabras, está obligada a abrir su paraguas militar y político sobre esta nueva ruta que une los dos océanos más grandes del mundo.34 

			El canal de Nicaragua es un competidor directo de la ruta por Panamá, controlada por los Estados Unidos, y podría cambiar no solo el equilibrio de poder en América Central sino también provocar una revisión del mapa geopolítico en todo el mundo. La embajada de este país en Nicaragua ya ha expresado su preo­­cu­pación. La preocupación estadounidense es triple: el fortalecimien­to de la presencia militar rusa en aguas de Nicaragua, el aumento de la rivalidad entre Estados Unidos y China en la región y el establecimiento de una nueva ruta para el petróleo y otras mate­­rias primas controladas por competidores de los estadounidenses.

			Para bloquear la construcción del que ha sido calificado como proyecto preferido del presidente Daniel Ortega, las autoridades estadounidenses esperan que haya un cambio político en Nicara­­gua, o que el contratista de Hong Kong sea incapaz de cumplir con el contrato, o incluso en que Rusia pierda el interés debido a la delicada situación económica por la que atraviesa.35 

			Al mismo tiempo, concluye Bai, el canal de Nicaragua parece haber sido una de las causas más destacadas para la visita de Serguéi Shoigú a la región, como una respuesta en América Lati­­na al conflicto en Ucrania y el involucramiento de Estados Unidos en éste. Sin embargo, el impacto de estos cambios ha sido más bien gradual, ya que las relaciones tradicionales conservan una cierta inercia y tienden a mantener hábitos y prácticas que responden a épocas anteriores. Además, han emergido vínculos sim­­bólicos entre Irán y Venezuela y vínculos con África.

			Conclusión 

			Debido a todo lo anteriormente expuesto, los cambios geopolíticos en América Latina han hecho fracasar el intento de Washing­ton de promover la “guerra contra el terrorismo” como el estandarte de su dominación en la región. En el encuentro de Ministros de De­­­fensa de las Américas que tuvo lugar en Quito Ecuador del 17 al 19 de noviembre de 2004, conviene recordar, el entonces secretario estadounidense de Defensa, Donald Rumsfeld no pudo imponer la estrategia de establecer un acuerdo que hubiera dado un giro al Grupo Interamericano de Defensa para convertirlo en la punta de lanza de una cruzada antiterrorista en el continente americano.

			Aquel plan, expresado por Rumsfeld, proponía la creación de fuerzas multinacionales capaces de intervenir en cualquier lu­­­gar de la región. Consideraba también la reanimación de muchas políticas que dieron lugar al surgimiento de brutales dictaduras militares en América Latina en el periodo de 1960 a 1980.

			Durante este periodo, los Estados Unidos crearon la Coordi­­nación Regional de las Fuerzas Armadas del continente por medio del Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca, el Pacto de Río de 1945. Este tratado argumentaba la amenaza de la agresión soviética como pretexto para que el Pentágono organizara la seguridad colectiva y le permitía tener dominio en la zona.

			Rumsfeld declaró en aquella Cumbre de Quito que las nuevas amenazas del siglo xxi no reconocen fronteras y los enemigos frecuentemente se esconden en las fronteras, fuera del alcance de los gobiernos. Volvió a mencionar los ataques del 11 de septiembre de 2001 para justificar su argumento de derribar las barreras constitucionales en cada nación que impiden el uso de las fuer­­zas armadas para el control policiaco interno y para operaciones de espionaje, proceso que ya está bastante avanzado en los Estados Unidos mismos. Así, Rumsfeld declaró que los go­­­biernos del hemisferio tenían que llevar a cabo una revisión de las funciones de los militares en las tareas policiacas.

			Asimismo, Rumsfeld intentó durante la cumbre dar a conocer un reporte preparado por del Consejo de las Américas, por enco­­­mienda del Pentágono. Ese informe, bajo el título: Promo­­viendo el desarrollo regional por medio de la protección del clima de inver­­­sión, tiene como tesis central la propuesta de que la solución a los problemas económicos de América Latina y de la precipitada caída de la inversión extranjera directa en la región, es la represión po­­­lítico-militar, ya que los inversionistas extranjeros ya no invierten debido a la falta de seguridad y urgió a los gobiernos a considerar los aspectos relativos de la defensa militar del libre mercado.

			Enfatizó las tasas de asesinatos y secuestros, pero en realidad la preocupación principal es el descontento social y puntualizó que la democracia estaba en problemas ya que la gente tenía de­­­masiadas expectativas económicas y sociales, que ésta no puede resolver y que el “populismo” ha vuelto a ganar terreno. El docu­­mento es un eco de las propuestas de Rumsfeld para llamar a la consolidación de la seguridad nacional, política y militar en manos de los ministros de defensa y propone una coordinación que traspase las fronteras.

			La aseveración de que la criminalidad es la principal causa de la crisis económica en América Latina es sólo un pretexto. No hay duda de que existe una creciente inestabilidad política y descontento, y estos factores han contribuido a generar tensiones en los inversionistas. Sin embargo, en muchos países queda poco que privatizar y a la vez hay una gran oposición popular a la con­­­tinuación de la venta indiscriminada de los recursos de la región.

			El reporte del Consejo de las Américas sugiere firmemente que los gobiernos deben tomar acciones para suprimir la oposición po­­­­­­lítica. Esta propuesta de un uso mayor de los militares para el control político interno tiene un grave precedente en América Latina, en donde bajo la denominada lucha contra el comunismo se desató una terrible represión, asesinatos, torturas y cárcel de cientos de mi­­­les de ciudadanos considerados en su momento como opositores.

			En la Cumbre de Quito, la respuesta más adecuada a estas peticiones fue la del entonces vicepresidente del Brasil, José Alencar, quien debía hablar cinco minutos y terminó hablando veinte, incluyendo una condena directa a la invasión estadounidense a Irak. Alencar declaró, refiriéndose a Estados Unidos, que algunos usan la fuerza para combatir el terrorismo y otros de­­­fienden la cooperación para combatir las amenazas estructurales reflejadas en la extrema pobreza, el hambre y el aumento de la desi­­gualdad. Más allá de esto, lo importante fue el rechazo a la propues­­ta de Rumsfeld de convertir al Grupo Interamericano de De­­­­­­­fensa en un comando militar conjunto y para seguir siendo so­­­la­­mente un cuerpo consejero en cuestiones militares de la Orga­­­ni­­zación de Esta­­­dos Americanos. El tema abordado en esos términos no fue menor, toda vez que aquella oposición implicó la importancia de que el Estado mantenga el derecho de soberanía para diseñar su propia seguridad nacional y sus prioridades de defensa.

			También rechazó la propuesta de involucrar a la fuerza militar en operaciones nacionales, afirmando que el papel de las fuer­­­zas armadas es la defensa de la soberanía y la integridad te­­­rritorial. La otra oposición concreta a la propuesta de Rumsfeld fue en rela­­­ción con Colombia, donde Washington se ha involucrado cada vez más en una guerra civil que ya dura más de cuarenta años. Habrá que hacer un recuento más cuidadoso de la ayuda militar norteame­­ricana otorgada a Colombia. 

			El entonces presidente Álvaro Uribe, que apoyaba la propuesta de Rumsfeld pidió la participación regional en la guerra civil colombiana y que los gobiernos de la región se adhirieran a crear una lista de “organizaciones terroristas”, cuyos miembros serían sujeto de arresto y se les negaría visa en cualquier país que suscribiera la lista. En particular, Uribe deseaba que esta política se aplicara a los miembros de las FARC y del ELN. Pero ambas pro­­puestas fueron rechazadas explícitamente ante la visible molestia de Uribe. El presidente ecuatoriano en ese momento, Lucio Gutiérrez declaró que los militares de su país no estaban interesados en involucrarse en el conflicto colombiano. El capitán Jorge Gross, vocero del ministro ecuatoriano de Defensa declaró al respecto: El problema de Colombia es de Colombia, Usted no puede combatir el terrorismo con terrorismo.

			La voluntad evidente de los gobiernos de América Latina de desafiar los dictados de Washington en asuntos de seguridad hemisférica depende, en no poca medida, de la conciencia de que el dominio estadounidense se está reduciendo a un punto en que puede quebrarse en Irak, y el dólar, a pesar de que ha subido de va­­­lor, empieza a dejarse de lado en las transacciones internacionales de China y Rusia. En suma, ya no posee la hegemonía que tuvo anteriormente en el hemisferio occidental.

			La recuperación histórica no es banal. Encierra significados vigentes. Recordemos que en aquella coyuntura que el viaje del presidente norteamericano en turno a Chile, a la reunión apec, y el viaje de Rumsfeld a Ecuador en ese momento, fueron ensombrecidos por la visita del entonces presidente chino Hu Jintao. En el curso de este viaje, fueron suscritos contratos de millones de dó­­­lares en inversiones, suscritos por el presidente chino Hu Jintao con Argentina, Brasil, Chile y Cuba en el curso de su visita a Amé­­­rica Latina. Además, el entonces ministro alemán del interior, Joschka Fischer, también viajó a la región y se entrevistó con funcionarios y hombres de negocios brasileños, subrayando que Ale­­­mania y la Unión Europea están con disposición de suscribir un tratado de libre comercio con Europa y las naciones del Mercosur.

			Así, la línea militarista estadounidense fue derrotada en el cono sur y hay que enfatizar que en la época de la denominada lucha contra el comunismo, Estados Unidos tenía la 2/3 partes de las exportaciones globales, hoy esta cifra ha caído a 13%.
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			Las relaciones China-América Latina y su importancia regional

			José Luis León-Manríquez y Eduardo Tzili Apango

			Introducción 

			El acercamiento de China hacia América Latina es un evento sin antecedentes. Cuando la mayoría de países latinoamericanos se independizó, en la primera mitad del siglo XIX, las potencias europeas buscaron mantener su influencia. Tras la independencia de Estados Unidos, ellos fueron la potencia que consolidó la hegemonía hemisférica por medio de la Doctrina Monroe. En el siglo XX, la Unión Soviética, como potencia retadora a la hegemonía global, buscó influir en los países latinoamericanos de manera política e ideológica. 

			Por un lado, Estados Unidos materializó su influencia hemisférica por medio del acercamiento político —a veces de manera muy agresiva— y económico. Por otro lado, la Unión Soviética fomentó un acercamiento eminentemente político, el cual, finalizó a la Caída del Muro de Berlín. Si bien existen otras potencias mundiales que tienen una importante presencia en América Latina, como la Unión Europea o Japón, pareciera que la irrupción de China traerá importantes cambios a la dinámica hemisférica. Como advierte el documento de la Comisión Económica para América Latina de las Naciones Unidas, “China está modificando aceleradamente el mapa de la economía mundial”,1 lo que representa oportunidades y desafíos para las relaciones entre el subcontinente latinoamericano y el país asiático en tanto la complejidad y dinamismo que representa la actividad económica mundial de China.

			Para comprender la importancia a la dinámica hemisférica del acercamiento de China a América Latina, dividimos nuestro estudio en tres partes más las consideraciones finales. Nuestra hipótesis es que la presencia de China en América Latina tiene diversos matices, por lo que no es prudente ni académicamente útil generalizar las características de la relación. En la primera parte estudiamos las relaciones económicas; el lector podrá ver que gran parte de éstas se realiza con Sudamérica y, específicamente, con Brasil. En la segunda parte analizamos las relaciones políticas, las cuáles no son prioridad para Beijing, además de que Brasil también figura como actor clave. En una tercera parte hacemos un breve esbozo del acercamiento multilateral a la región; el lector podrá observar que China se ha insertado en la dinámica mul­­­tilateral preexistente, por lo que no hay grandes desafíos a la hegemonía institucional de Washington. 

			Acercamiento económico-comercial 1990-2015 

			De acuerdo con algunos autores, China se presenta como un actor económicamente agresivo para América Latina. Tanto así que se observa un proceso de desindustrialización por medio de una excesiva concentración de productos básicos en las exportaciones latinoamericanas y la afectación a los mercados internos con base en la introducción de productos chinos.2 

			Lo anterior resulta en la identificación de dos trayectorias generales en la relación económico-comercial chino-latinoame­ri­cana. Por un lado, la trayectoria “A” abarca a los países de Amé­rica del Sur, quienes se han beneficiado de la exportación de recursos naturales. Por el otro, la trayectoria “B” enmarca a los países de América Central más México, quienes han sufrido efectos perjudiciales derivados de la competitividad y productividad china.3

			Como se observa en la Gráfica 1, de 1992 a 2014 las exportaciones de China hacia América Latina aumentaron anualmente, en promedio, 18.32%, mientras que las importaciones aumentaron 15.63%. El comercio bilateral resulta ser medianamente equilibrado, sin grandes déficits o superávits para ambas partes. De 1992 a 2002, las exportaciones chinas aumentaron 877.28% y las importaciones 435.36%; en la década siguiente aumentaron 1 181.64% y 853.82% respectivamente. 

			Gráfica 1

			Comercio de China con América Latina, 1992-2014

			[image: ]

			Fuente: UN Comtrade4

			A la noción de desindustrialización de la región se añade el tipo de modelo económico que supuestamente impera en la región. Si bien China no exporta sus políticas económicas para que otros países las emulen, la combinación que éstas producen —alto crecimiento económico y competitividad en productos tecnológicos— afectan directamente a los países latinoamericanos. En esta línea, la mayoría de países en América Latina adoptó el Con­­sen­­so de Washington como modelo económico a seguir, pero éste ha demostrado que no fomenta el alto crecimiento de la economía, ni cambios en las estructuras productivas hacia un ascenso en las cadenas de valores.5

			Sin embargo, en esta relación aparentemente desequilibrada existen importantes matices. De acuerdo con el reciente informe de la cepal, Brasil aglutinó el 42.6% de las exportaciones latinoameri­canas hacia China en 2014. El más cercano fue Chile (19.4%), seguido de Perú (7.3%) y México (6.3%).6 Vinculado con esto, y de acuerdo con datos de la Organización Mundial del Comercio, Chi­­na fue el segundo socio comercial de Brasil en 2013, solo después de la Unión Europea. Por parte de Chile, China fue el primer socio comercial de exportaciones pero el segundo en importaciones. El país asiático fue el cuarto destino de las exportaciones mexicanas y el segundo en importaciones. Finalmente, China fungió como el segundo socio comercial de Perú por detrás de Estados Unidos.7 

			En otras palabras, la importante presencia comercial de Estados Unidos —y otras potencias como la Unión Europea— en el hemisferio aún no se ve repercutida por una gran presencia china. Como se ve en el Cuadro 1, los sietes países latinoamericanos con mayor porcentaje de exportaciones a China aún mantienen un promedio de comercio mayor con Estados Unidos. Si se toma en cuenta que la mayor parte del comercio latinoamericano es con Brasil, entonces en realidad el acercamiento comercial de China con la región es mínimo.

			Cuadro 1

			Porcentaje del comercio total con China y Estados Unidos de países latinoamericanos selectos, 2013
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				   Fuente: OMC8 

			Desde nuestra perspectiva, Brasil es el único país que realmente experimentará problemas debido al gran porcentaje de comercio total que tiene con China. En los últimos años Brasil ha experimentado regresiones en sus patrones de producción y en su especialización comercial.9 Si bien el país sudamericano tien de a priorizar su sector industrial y sus relaciones regionales, la cada vez mayor relación con China inhibe el desarrollo de estos factores. Entre 1997 y 2011, la exportación de productos primarios y manufacturas intensivas de recursos naturales aumentó del 52% al 68% del total de las exportaciones brasileñas; mientras tanto, la exportación de manufacturas intensivas se redujo del 33% al 19% en el mismo periodo. Aunque las exportaciones chinas y brasileñas a la región latinoamericana han incrementado, desde 2007 el comercio de productos chinos aumenta a un ritmo mucho más rápido que los productos brasileños.

			Otro caso interesante es México, el cual, supuestamente se ve afectado por la competencia china en el mercado estadunidense, sobre todo en materia de textiles. Empero, con excepción de este rubro, México no presenta impactos negativos en otros sectores productivos; de 2005 a 2010 México aumentó 2.0% en la cuota de mercado agrícola de Estados Unidos, 1.9% en alimentos y bebidas, 1.0% en caucho y plástico, 3.2% en metales y productos derivados, 1.8% en minerales no metálicos. Así, México aumentó su cuota de mercado estadunidense frente a la competencia china en, prácticamente, todos los rubros productivos con excepción de textiles y petróleo. El caso de los minerales no metálicos es importante puesto que los países latinoamericanos redujeron su cuota en el mercado estadunidense frente a la competencia china, y México la aumentó, resultado directo de recuperar su competitividad de 2005 a 2010.10

			Otro aspecto de la relación económica es la inversión extranjera directa (IED) de China hacia la región, que aumentó de manera notable a partir de 2010 cuando alcanzó los 14 000 millones de dólares.11 Lo anterior resulta importante ya que, según la CEPAL,12 a finales de 2011 América Latina figuró como el segundo destino de la ied china, solo después de Asia. Del total de la IED china, las inversiones en América Latina aumentaron 132.7% frente a 51.6% en Oceanía, 33.9% en África y 16.7% en Asia, alcanzando los 80 000 millones de dólares.13 

			Sin embargo, para la IED también hay matices. De acuerdo con los ya citados informes de la CEPAL, es difícil mesurar la in­­­versión china en América Latina debido a la triangulación de las inversiones por medio de los paraísos fiscales en la región. Para finales de 2011 el 92% de la IED china fue a las Islas Vírgenes e Isla Caimán,14 aunque también hay algunas que provienen de Luxem­­burgo, como la compra del 40% de operaciones de Repsol en Brasil por 7 000 millones de dólares.15 

			En relación con lo anterior, de 2010 a 2013 el 90% del capital asiático se enfocó en recursos naturales, específicamente petróleo, gas y minería. De éste gran porcentaje, 71.9% se concentró en Perú y Brasil únicamente, lo que habla de una presencia dispareja de China en la región en este rubro.16 A esto podemos añadir la propuesta del primer ministro Li Keqiang para construir un tren interoceánico con un costo calculado de 10 000 millones de dólares. El tren atravesará, precisamente, Brasil y Perú, y no solo involucra la construcción de la infraestructura sino también la operación de la misma.17 Junto a la propuesta del Canal de Ni­­ca­­ragua, la inversión china está pasando de dirigirse a recursos natu­­­rales, a infraestructura e industria pesada. Empero, para el caso chino son dos ámbitos estrechamente relacionados, ya que, al igual que el Canal de Nicaragua, la inversión también implica la administración de la infraestructura para la cual está destinada.

			De acuerdo con otro informe de la CEPAL, Europa es el inversor grupal más grande de América Latina, mientras que Estados Unidos es el mayor inversor individual. Desde Asia, Japón y Corea del Sur continúan siendo los inversores más grandes de la región. Para el caso específico de Brasil —uno de los países latinoamericanos con mayor inversión china— Holanda ocupa el primer lugar con 13 120 millones de dólares para 2013. De hecho, China no figura entre los principales inversores de la región, aunque esto se puede deber a la dificultad de rastrear los datos de inversiones chinas.18 

			Un aspecto más del acercamiento económico chino hacia la región es la cuestión de préstamos financieros. De acuerdo con Gallagher y Margaret, Venezuela y, de nueva cuenta, Brasil, son los primeros dos países de la región en recibir préstamos destinados, eminentemente, a recursos naturales.19 Por ejemplo, de dieciséis préstamos registrados a Venezuela de 2007 a 2014, siete están directamente relacionados con proyectos y transporte de mi­­­nería (oro y cobre) y con petróleo y sus derivados. Para el caso de Brasil, de 2005 a 2014 se registraron diez grandes préstamos de los que seis están relacionados con producción de acero, gase­­o­­ductos y transporte de mineral de hierro.

			Los préstamos los realizan, principalmente, el Banco de Desa­­rrollo de China y el Banco de China de Exportaciones e Importa­ciones. En otro estudio,20 afirman que aún cuando los préstamos se redujeron, aproximadamente, 80% desde 2010, el sector de infraestructura recibió el mayor monto de préstamos; del 100% de préstamos ofrecidos por bancos chinos a gobiernos latinoameri­canos de 2008 a 2012, 17.5% se dirigió a energía y 24.2% a otro tipo de infraestructura con excepción de transporte, bienes raíces y comunicaciones. Aunque se considere que los préstamos fueron destinados a infraestructura, la concentración de los mismos en Venezuela, Brasil y, en menor medida, Ecuador, demuestran un gran interés de vincular la infraestructura con los recursos energéticos de dichas naciones. El ejemplo más claro es Brasil, donde las inversiones e industrias chinas en energéticos aumentaron a la par de los préstamos. Cerca de 30 empresas chinas invirtieron, o anun­­ciaron inversiones, en Brasil para 2011, mientras que las exportaciones brasileñas de productos básicos aumentaron hasta formar 81.13% de las exportaciones totales en el mismo año y los prés­­tamos aumentaron hasta formar 56.4 mil millones de dólares.21

			En resumen, el acercamiento económico de China hacia la región no es uniforme y aumenta gradualmente. La importancia que reviste esta situación para la dinámica hemisférica es, entonces, tenue o desigual. Como potencia en ciernes, China tal vez afecte la relación entre Estados Unidos y Brasil, pero no influye de una manera determinante en la relación entre Estados Unidos y toda América Latina. 

			Lo anterior es posible explicarlo a partir de la Teoría de la Inter­­­dependencia Compleja, la cual, establece que a mayor número de vínculos económicos y políticos entre dos o más Estados que man­­tengan relaciones, aunado a la proliferación de actores internos involucrados en las mismas, aumenta la sensibilidad y vulnerabi­lidad mutua.22 En este sentido, aún no podemos concluir que exista un nivel profundo de interdependencia compleja regional por la heterogeneidad de las relaciones. Al parecer, solo con Bra­­sil existe una interdependencia cuya complejidad va en aumento. La materialización del Foro China-CELAC, probablemente, sea un intento de uniformar las relaciones bilaterales.

			Acercamiento político 1990- 2015 

			Existe un consenso de que América Latina no es importante, ni políticamente ni para la proyección global de China.23 Por ejemplo, si bien durante la década de 1960 y 1970 se normalizaron las relaciones diplomáticas, no sería sino hasta mayo de 1990 que Yang Shangkun fuera el primer Jefe de Estado chino en visitar América Latina.24 Sin embargo, existen dos factores por los cuáles el subcontinente latinoamericano es importante para el país asiático, a saber: 1) el fomento de la cooperación e interdependencia mutua para la persecución de un “orden mundial armonioso”, y 2) por el hecho de que aún doce países latinoamericanos reconocen al régimen de Taipéi.25

			El acercamiento político ha precedido al económico porque no es prioritario. Por un lado, la persecución del “orden mundial armonioso” —entiéndase como un ambiente pacífico para el desarrollo chino— es un objetivo de política exterior que no solo busca en América Latina. Por otro lado, la “batalla diplomática” entre China y Taiwán llegó a una situación de “coexistencia pacífica”, en la que múltiples acciones comerciales chinas existen a la par de acciones políticas taiwanesas, esto sobre todo en América Central. La tregua diplomática entre Beijing y Taipéi bien podría estar finalizando con el reciente reconocimiento diplomático de Gambia hacia China, aunque no es posible augurar mayores cambios en América Latina, donde países como Honduras, El Salvador y Nicaragua han querido cambiar el reconocimiento diplomático, pero China no ha querido.

			A partir de la década de 1990, la relación incrementó sus di­­­men­­siones, ya que pasó del contacto bilateral al regional. A nivel bilateral, China mantiene relaciones con 21 de los 33 países del sub­­­­­­continente latinoamericano; la ideología y la identidad del ré­­­gimen político no son elementos que expliquen los vínculos bila­­­­terales. Además, por un lado, China considera a América Latina como una región homogénea debido a sus características geográ­­ficas y cultu­­rales. Empero, por otro, al relacionarse con Amé­­rica Latina, China se enfrenta a una región dividida, carente de voz ni política única, lo cual no hace más que facilitar el acercamiento económico.26

			En 2001, el entonces presidente chino, Jiang Zemin, propuso cuatro principios para favorecer la cooperación y el desarrollo de los vínculos chino-latinoamericanos: relaciones de igualdad fa­­­voreciendo el entendimiento mutuo, fortalecimiento de la consulta para apoyo mutuo en defensa de derechos legítimos en el escenario internacional, desarrollo conjunto para beneficio mutuo con base en el comercio, visión a futuro para la construcción de una amplia red de cooperación. En 2004, con la visita de Hu Jintao a algunos países de América Latina, se proclamaron principios rec­­­tores similares, además de la reciprocidad y la promoción de in­­ter­­­cambios no gubernamentales. De acuerdo a Connelly,27 por un lado, los países latinoamericanos han aceptado la conducción de las rela­­­ciones con base en estos principios y, por otro lado, los líderes chinos se han apegado a los mismos en su relación con Amé­­rica Latina.

			Con base en el Libro Blanco sobre Política de China hacia Amé­­­rica Latina y el Caribe, el país asiático ve su relación con la región latinoamericana como “estratégica”. También ve a Latinoamérica como una región políticamente estable y con crecimiento económico sostenido. Según tal documento, los objetivos generales de la política china hacia la región son: ampliar el consenso con base en el respeto y confianza, profundizar la cooperación en el espíritu del beneficio recíproco y ganancia compartida, estrechar los in­­­tercambios en relación al mutuo aprendizaje y progreso común.28 En esta línea, el principio de “una sola China” constituye una base fundamental sobre la cual asientan las relaciones bilaterales.29

			Beijing tiene muy presente que América Latina forma parte de la esfera natural de influencia de Estados Unidos, por lo que su injerencia procura no afectar la relación chino-estadunidense de mayor prioridad.30 A decir de algunos analistas, la relación chino-latinoamericana se ha incrementado por el interés de China, pero también por la distracción estadunidense hacia otras regiones del planeta.31 En este caso, la Teoría de la Interdependencia Compleja también es útil. Debido a que la interdependencia es mayor entre China y Estados Unidos, esta relación es de mayor importancia e interés para Beijing. Esto se refleja en la séptima sesión del Diálogo Económico y Estratégico China-Estados Unidos, realizado en junio de 2015, donde se tocaron temas no solo económicos, sino también políticos e internacionales.32 No existe algo similar al Diálogo chino-estadunidense en la relación chino-latinoamericana, y esto muestra el poco nivel de interdependencia po­­­lítica chino-latinoamericano. Al igual que en el acercamiento eco­­­nómico, la primera reunión del Foro China-CELAC es un esfuer­­zo para profundizar el acercamiento político y la interdependencia.

			Como se observa en el Cuadro 2, en las visitas presidenciales chinas a países latinoamericanos la mayoría de los objetivos son económicos. Más específicamente para impulsar acuerdos comer­­­ciales, de los cuáles China tiene doce acuerdos bilaterales de protección de las inversiones, siete acuerdos para la eliminación de la doble tributación, y tres Tratados de Libre Comercio con la región.33 En las ocho visitas de Estado registradas, los presidentes chinos visitaron Brasil y Cuba cuatro veces, pero solo con el país sudamericano se formuló un plan de acción conjunta, además de que éste forma parte del grupo BRICS. En materia política, Brasil también es la relación latinoamericana más importante para China.

			De manera paralela a las relaciones oficiales que se realizan por medio de los ministerios, el Partido Comunista de China también tiene vínculos estrechos con los partidos políticos latinoamericanos. El Partido Comunista efectúa intercambios con más de 90 organizaciones políticas regionales,34 entre los que destacan la Conferencia Permanente de Partidos Políticos de América Latina, el Comité Socialista Internacional para América Latina y el Caribe, y la Organización Demócrata Cristiana de Amé­­­rica Latina. Una característica fundamental de esta dinámica es la diversificación en las orientaciones políticas de los partidos con los cuáles el Partido Comunista tiene relaciones. 

			Cuadro 2

			Visitas de presidentes chinos a América Latina

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Fecha

						
							
							Presidente chino

						
							
							Países visitados

						
							
							Objetivos visita

						
					

					
							
							2001

						
							
							Jiang Zemin

						
							
							Chile, Argentina, Uruguay, Brasil, Venezuela, Cuba

						
							
							Incrementar vínculos comerciales y económicos. Ganar apoyo para enfrentar resoluciones que emanaron de las sesiones anuales de la Comisión de Naciones Unidas sobre Derechos Humanos, que se realizó el 19 de marzo.

						
					

					
							
							2002

						
							
							Jiang Zemin

						
							
							México

						
							
							Asistencia reunión de APEC.

						
					

					
							
							2004

						
							
							Hu Jintao

						
							
							Chile, Brasil, Argentina, Cuba

						
							
							Expandir el consenso, mejorar la confianza mutua, explorar oportunidades de cooperación, buscar desarrollo común. Firma de 30 acuerdos de cooperación que inclu­­yen comercio, inversión, aviación, programas aeroespaciales, turismo y educación. Brasil, Argentina y Chile reconocieron el estatus de mercado de China. Chile inició ne­­gociaciones con miras al establecimiento de un TLC con China.

						
					

					
							
							2005

						
							
							Hu Jintao

						
							
							México

						
							
							Expandir la cooperación y comunicación bilateral. Promover la aso­­­ciación estratégica. 

						
					

					
							
							2008

						
							
							Hu Jintao

						
							
							Perú, Costa Rica, Cuba

						
							
							Firma de acuerdos económicos y comerciales, financieros, sobre ener­­­gía, educación, ciencia y tecno­logía. Primera visita de Estado a Costa Rica, además de iniciación de negociaciones sobre un TLC. Finalización de negociaciones sobre un TLC con Perú. 

						
					

					
							
							2010

						
							
							Hu Jintao

						
							
							Brasil

						
							
							Asistencia a la reunión cumbre del foro BRIC. Fortalecimiento de los vínculos económicos. Fomentar la asociación estratégica. Lanzamiento del Plan de Acción Conjunta 2010-2014 sobre cooperación bilateral. Promover acuerdos sobre el sector de aviación, seguridad alimentaria, infraestructura, energía, tecnología espacial, vínculos militares.

						
					

					
							
							2013

						
							
							Xi Jinping

						
							
							Trinidad y Tobago, Costa Rica, México

						
							
							Mejorar las relaciones. Fomentar proyectos de infraestructura. Posi­­cio­­­­namiento para aprovechar los recursos naturales del Caribe. Pro­­­fundizar las relaciones económico-comerciales con la región. 

						
					

					
							
							2014

						
							
							Xi Jinping

						
							
							Brasil, Argentina, Venezuela, Cuba

						
							
							Fortalecimiento de la cooperación en materia de petróleo. Asistencia al foro BRICS. Aumentar influencia en foros multilaterales, como CELAC. Fomento de la cooperación en ma­­­­teria de infraestructura y aviación. 

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia. 35 

			 El acercamiento político latinoamericano hacia China también parecer estar impulsado por motivos económicos. Fuera de las pláticas para impulsar la cooperación militar entre China y Ecua­­dor, las visitas de funcionarios y mandatarios latinoamericanos a China, en 2014, dejan entrever las intenciones de fortalecer los vínculos comerciales y aumentar la inversión con el país asiático. De nueva cuenta, Brasil salta como el actor político de mayor importancia para Beijing. En el discurso de Xi Jinping, en julio de 2014 en el Congreso de Brasil, declaró que hay una necesidad de promover la asociación estratégica integral china-brasileña a fin de impulsar las relaciones China-América Latina. Es decir, China pretende posicionar a Brasil como puerta de entrada hacia el resto del subcontinente latinoamericano.36 

			No obstante lo anterior, el gobierno brasileño ha sobreestimado el potencial de la cooperación política e internacional con China por sus dificultades internas.37 Tal como establece Alte­ma­ni,38 los diferendos económicos y la desconfianza en las posibi­lidades del mantenimiento de la asociación económica estra­tégica en los foros internacionales han causado cuestionamientos a la continuidad de la estrecha asociación.

			Un factor que los analistas de relaciones internacionales vinculan con la política, sobre todo aquéllos inclinados a la Teoría Realista, es el sector militar. De hecho, en materia de asuntos hemis­­férico resultaría “delicado” hablar de una gran presencia militar china en la zona de presencia natural de Washington. De acuerdo con Marcella, “aunque la diplomacia militar, la venta de armas y las transferencias a algunos países de la región se han incrementado en la última década, la cantidad y tipo de armamento difícilmente representa una amenaza estratégica”.39 Por un lado, los despliegues militares chinos en la región latinoamericana se relacionan con el poder suave. En 2011 se proveyeron servicios médicos por medio del buque hospital de la armada china, el Arca de la Paz, a países del Caribe; en 2004 fueron enviados 130 policías a la Misión de Naciones Unidas para Haití, los cuáles permanecieron como personal de asistencia humanitaria después del terremoto de 2010. Por otro lado, los intercambios militares bilaterales son muy reducidos comparados a los históricos intercambios que tienen Estados Unidos y los países latinoamericanos, la venta de armas no es profunda dado que América Latina no es un gran mer­­cado para este nicho comercial, y la transferencia de tecnología militar, muchas veces, tiene fines civiles, como la cooperación china-brasileña para la industria espacial y de aviación.

			La importancia del acercamiento político de China a la dinámica hemisférica está directamente relacionada con los vínculos Estados Unidos-América Latina. La importancia de la presencia comercial china inhibe la habilidad estadunidense de imponer su agenda en la región, lo que repercute en cambios en las preferencias de los gobiernos latinoamericanos de seguir instituciones como el respeto a los derechos humanos, a la propiedad privada, a la democracia.40 

			Cabe recordar que los primeros contactos chino-latinoamerica­nos se basaron en el seguimiento al movimiento comunista —en su vertiente maoísta— y a los escasos vínculos diplomáticos entre China y sus contrapartes en América Latina. Después, ante la apertura económica y el ingreso de China a la Organización de Naciones Unidas, Beijing estableció cuatro principios para las relaciones chino-latinoamericanas: paz y amistad, apoyo mutuo, igualdad y beneficio recíproco, búsqueda del progreso común. Estos principios son el antecedente de los objetivos de la política china hacia ALC, descritos en párrafos anteriores. De acuerdo con Wilhelmy,41 América Latina ya no ve a China como un actor revo­­lu­­cio­nario y, por ende, ya no sirve el elemento disuasivo que alejó a los países latinoamericanos del país asiático durante mucho tiempo. 

			En este sentido, el subcontinente latinoamericano adoptó ciertos principios ordenadores que correspondieron al bloque capitalista durante la Guerra fría, incluidos los políticos del Con­­senso de Washington como el respeto a los derechos humanos y el fomento a la democracia. El contacto chino con la región latinoamericana tuvo, en un principio, la intención de influir en esta conducta, ya que promovió principios diferentes a los adoptados por los países latinoamericanos. Sin embargo, ante el desentendimiento con la otrora Unión Soviética, China buscó integrarse al bloque capitalista; promovió reformas económicas de índole ca­­­pitalista que la acercaron a Estados Unidos y ALC, además de inte­­grarla al sistema político y económico capitalista, por medio del ingreso a la Naciones Unidas y a la Organización Mundial de Co­­­mercio, en 2001. Como hemos descrito, el acercamiento político fue la antesala al acercamiento prioritario de índole económico, por lo que China despliega una “diplomacia pragmática” para fines eco­­­nómicos y comerciales, algo en lo que concuerdan otros estudios.42

			Acercamiento multilateral 

			La aproximación de China hacia organizaciones regionales deja entrever una cuestión interesante, sobre todo cuando se comparan con los acercamientos del país asiático a otras regiones del mundo. Por ejemplo, para el caso de África, China primero fundó el Foro sobre la cooperación China-África para insertarse en una dinámica que los países africanos, desde la Unión Africana y la Nueva Alianza para el Desarrollo de África (NEPAD por sus siglas en inglés), ya tienen con otras regiones del planeta.43 Desde este Foro, China fomenta la participación en organizaciones internacionales y regionales ya establecidas. Para el caso de Medio oriente, China fundó el Foro chino-árabe de cooperación tan solo dos meses después de iniciar negociaciones para la firma de un Tra­­­ta­­do de Libre Comercio entre el país asiático y el Consejo de Coope­­­ración para el Golfo Pérsico. Desde este Foro, China hace lo mismo que para el caso africano, y con base en este mecanismo continúa las negociaciones del Tratado.44

			Sin embargo, para el caso de América Latina la situación fue al revés. Primero se insertó en la compleja gama organizacional latinoamericana y después propuso su iniciativa multilateral con base en el Foro China-CELAC. Desde 1997 es miembro pleno del Banco Caribeño de Desarrollo, desde 2004 es observador permanente de la OEA, y desde 2008 es miembro pleno del Banco Inte­­ra­­mericano de Desarrollo. A partir de 1990 sostuvo varias rondas de diálogo con el Grupo de Río, y estableció un mecanismo de interacción con el Mercado Común del Sur (MERCOSUR). Antes del Foro China-CELAC se conformaron varios otros foros regionales, por lo que ya había extensos vínculos multilaterales: Foro China-Caribe de Cooperación Comercial y Económica (2005), Diálogo del Mercado Común China-América Latina (1999), Foro de consulta China-Comunidad Andina (2003), Cumbre de Nego­­cios China-América Latina (2006).45 El Foro China-CELAC es solo el cenit de una continua actividad multilateral china en la región.

			Todo lo anterior responde a los objetivos planteados en el Libro Blanco.46 Empero, debido a la fragmentación política latinoamericana, de haber esfuerzos de China para incursionar de manera determinante en la región, éstos se traslaparían y no alcan­­zarían resultados concretos.47 El acercamiento multilateral por medio de la CELAC aún es un caso temprano para analizar, por lo que falta ver la evolución de su trayectoria. 

			Hay autores que afirman la existencia de afinidades político-ideológicas en el acercamiento multilateral. Noesselt y Soliz-Landivar aseveran que “siendo un país socialista, China apoya firmemente a la Alianza Bolivariana para las Américas (ALBA)”,48 lo cual se observa en la provisión de dos de sus países líderes y miembros: Ecuador y Venezuela. Sin embargo, como recuerda Sebastián49, el país más cercano a esta alianza, desde el punto de vista político-militar, fue Rusia, mientras que China ha procurado evitar ansiedad con Estados Unidos. Por ejemplo, en la reciente visita de Xi Jinping a Caracas, el presidente chino afirmó que China “apoya a la parte venezolana en sus esfuerzos de reestructuración económica para construir un modelo económico orientado hacia la producción”;50 no se tocaron temas políticos sensibles o que se relacionen con Estados Unidos. 

			China sabe muy bien que América Latina es la zona natural de influencia de la hegemonía global. Por ello, en lugar de fo­­mentar propuestas propias de instituciones internacionales —tal como lo haría una hegemonía en ascenso o retadora–51 decidió acoplarse al entramado institucional existente. Las organizaciones latinoamericanas surgieron a favor o en contra de Estados Unidos, pero, ultimadamente, tienen un estrecho vínculo con Washington. Aunque existen intentos de atraer la atención de otros Estados con gran proyección global, como es el caso de China, no han sido fructíferos. Aunque la CELAC es una iniciativa multilateral eminentemente latinoamericana, sin presencia de Estados Unidos o Canadá, no hay que olvidar que ésta tiene relaciones con otros Estados y organizaciones mundiales, como Japón o la Unión Europea. Por lo tanto, el acercamiento de la CELAC hacia China no es un fenómeno reciente ni novedoso en la acción de este organismo multilateral.

			Consideraciones finales 

			El acercamiento de China a América Latina es un evento sin precedentes por su naturaleza fundamentalmente económica. Como afirmamos en este texto, las cuestiones políticas e internacionales son de menor prioridad para Beijing en su relación con los países latinoamericanos, esto en razón de la mayor interdependencia con Estados Unidos.

			Lo anterior no significa que no existan esfuerzos por parte del país asiático para acercase, cada vez más, al hemisferio americano. No obstante, como hemos visto, este acercamiento no es uniforme. Sudamérica goza de mayor atención china que Amé­­rica central y el Caribe, y Brasil tiene una mayor importancia que otros países importantes de la región como México. Las inversiones están fuertemente concentradas en Sudamérica, y casi la mitad del comercio se centra en Brasil. 

			Podemos observar una interdependencia en todos los ámbitos más arraigada en el caso chino-estadunidense que en el chino-latinoamericano.52 Esto implica que la relación China-Estados Unidos tiene mayor margen de vulnerabilidad ante vaivenes políticos y económicos. Por ello, el análisis de cualquier dinámica hemisférica tiene que tomar en cuenta tanto las relaciones con Washington cuanto las relaciones con los países latinoamericanos, específicamente Brasil. 

			Mientras América Latina esté económicamente más cercana a Estados Unidos, la presencia China no repercutirá en amenazas ni desequilibrios regionales. Como apunta Netzahualcoyotzi,53 México y América central y el Caribe representan la mitad de la inversión estadunidense en América Latina, más del 70٪ del comercio con la región, 60٪ de presencia bancaria estadunidense y 85٪ de la inmigración. MERCOSUR, por ejemplo, representa el 40% de la inversión estadunidense en la región, aunque mantiene menos del 15% del comercio con Estados Unidos (la mayoría del comercio es intrarregional). 

			El multilateralismo hemisférico, ante la presencia de China, no ha sido modificado sustancialmente, ya que China se ha inser­­tado en el entramado organizacional de la región. La única y re­­­ciente propuesta de iniciativa china fue el Foro China-CELAC, cuya segunda reunión cumbre será hasta 2018. Por ello, el multilateralismo latinoamericano aún mantiene su dinámica intacta.

			En suma, China incursionó en una región con su propia dinámica y muy vinculada a Estados Unidos. No pretende fomentar acciones ni instituciones propias que choquen con el statu quo re­­gional. Empero, esto no significa que no existan cambios notables. Un ejemplo es la reorientación de las exportaciones sudamericanas con base en productos primarios. Otro ejemplo es que la inversión china tiene, como condición, la administración post-inversión de la infraestructura a la que fue destinada. La ausencia de coordinación política y económica regional no permite una formulación de políticas claras para aprovechar la presencia de China, lo que también pasó ante Estados Unidos y perjudicó a más de una nación latinoamericana.
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			México y Centroamérica en las relaciones interamericanas: resistencias y visibilidad social

			Jaime Preciado Coronado  y Aarón Villarruel Mora

			Introducción

			La experiencia histórica ha puesto de manifiesto las particularidades dentro de las relaciones de México con sus vecinos centroamericanos. Durante la década de 1990, la orientación de dicha relación estuvo marcada por un importante ímpetu de integración e interdependencia dentro de la esfera económica, mediante el comercio y la cooperación, en lo político a través de los esfuerzos conjuntos por una pacificación y democracia efectivas, y dentro de lo social, por una preocupación inicial, aunque muy desigual respecto de los países del área, por la garantía de los derechos humanos. Esos temas destacaban en las agendas internacionales tanto mexicanas como centroamericanas.

			En la primera década del siglo XXI, en función de las presiones estadounidenses, las naciones de Centroamérica y México incrementaron su cooperación en contra del narcotráfico y agregaron la cuestión migratoria a sus discursos. Durante esta década, la integración tomó nuevos derroteros con la firma del tratado de libre comercio entre Centroamérica, República Dominicana y Es­­­ta­­dos Unidos (CAFTA-DR, por sus siglas en inglés), en el que el Sistema de Integración Centroaméricana (SICA) jugó un rol decisivo. Aunado a ello, la transformación del Plan Puebla-Panamá en el Proyecto Mesoamérica, dentro del cual los acuerdos de Tuxtla —impulsados por el gobierno mexicano— tuvieron un papel cuyo protagonismo se enmarca en una creciente participación de instituciones interamericanas, orientadas por la política exterior de Estados Unidos hacia la región centroamericana y del Caribe, avivó la relevancia estratégica del proyecto. 

			El panorama actual de las relaciones mesoamericanas encara una constante transformación, debido tanto a fuerzas externas, como a las propias que se van perfilando en su espacio interior. De entre los elementos que componen el actual contexto, cabe señalar los tres principales que esencialmente caracterizan la relación México–Centroamérica, a saber: la nueva hegemonía estadounidense posterior al 11 de septiembre de 2001; el papel determinante de las relaciones interamericanas sobre los procesos de integración multidimensional centroamericana y caribeña, así como la reconfiguración de gobiernos nacionales, tanto como de los actores sociales de base, en contextos conflictivos que incrementan la desigualdad social y la securitización de la región. 

			Nueva Hegemonía de Estados Unidos post 11-S

			A raíz de los acontecimientos posteriores a los operativos terroristas perpetrados en el World Trade Center y el Pentágono, las relaciones internacionales han dado un vertiginoso vuelco hacia un privilegio del unilateralismo sobre el multilateralismo. Las relaciones de poder ya no necesariamente requieren respaldarse en el marco de instituciones internacionales o en cuerpos orgánicos colectivos que les provean de legitimidad. Ejemplo de ello fueron las campañas ‘libertad perdurable’ y ‘libertad de Irak’, ejecutadas bajo el mando de los Estados Unidos y sin una reacción coherente por parte de las Naciones Unidas, la OTAN o el propio es­­­quema de defensa hemisférico americano, el Tratado Inte­­ra­­me­­ricano de Asistencia Recíproca (TIAR).

			Este nuevo ejercicio hegemónico estuvo soportado por un dramático brazo ideológico: la lucha por el liderazgo moral de occidente, que se apoyó en los “intelectuales orgánicos” del gobierno estadounidense del gobierno de George W. Bush: el vicepresidente Dick Cheney, la consejera de seguridad Condoleeza Rice y el Secretario de Defensa Ronald Rumsfeld, entre los principales. Para ellos, los planteamientos de Samuel Huntington en su ‘Choque de Civilizaciones’ o los de Zbigniew Brzezinsky, sobre el núcleo estratégico de la región euroasiática, se han quedado cortos en función de nuevas aspiraciones de dominación militar de las zonas petroleras principales del mundo y de las pretensiones geopolíticas sobre el Medio Oriente. Sin embargo, ante ello cabe reflexionar sobre los planteamientos geopolíticos que Immanuel Wallerstein hace sobre la unidad del llamado ‘mundo occidental’, que no es una realidad como lo fue durante las décadas pasadas. Pro­gre­si­va­­mente, los Estados Unidos se ven menos asistidos en sus campañas en pro de la defensa de la libertad y la democracia y, de igual forma, los intereses y posturas de algunos de sus antiguos aliados se aprecian divergentes. En gran medida, debido a presiones de la opinión pública de los países ahora alejados de la intervención militar estadounidense.

			Contrariamente a las esperanzas suscitadas por la Presiden­cia de Barack Obama, el unilateralismo se ha reforzado durante su gestión y con ello las guerras intervencionistas inspiradas en la doctrina antiterrorista. Si bien su gobierno tiene un plan para retirar sus tropas en Irak, una vez que ese país tenga las condiciones autónomas suficientes para gobernarse, se intensifica la ampliación del teatro de operaciones hacia Afganistán, junto con un mayor involucramiento en Pakistán y la permanente amenaza de intervención en Irán. Asimismo, el Washington de Obama ha incremen­tado su hegemonía en la OTAN, con lo que persigue recomponer su influencia mundial, como lo mostraron sus acciones militares conjuntas en Libia, y la omisión en Siria, dentro del marco de las rebeliones norafricanas de la ‘Primavera Árabe’, además del apoyo incondicional al Estado israelí frente a las demandas por la creación de un Estado palestino.

			Los intelectuales del mainstream estadounidense, lamentan el regreso de la geopolítica (clásica) en el cuadro de las relaciones internacionales. La revista Foreign Affairs1 da cabida a un par de artículos que plantean un regreso a los grandes dilemas abiertos por la conquista del “pivote mundial” en Eurasia, donde se en­­­marcan las batallas por contener a Rusia, en torno del conflicto ucraniano, y por frenar la influencia de China en el Pacífico Asiá­­tico. Consideraciones que lejos de desplazar la proyección geo­­po­­lítica de Estados Unidos sobre el continente americano, reo­­­rientan el sentido de las relaciones interamericanas. Las estrategias de contención de Rusia y freno a China del diseño de la “gran geo­­política” estadounidense, otorgan nuevas atribuciones militares al Comado Sur, las cuales, son acompañadas por el impulso de tratados comerciales de amplios alcances, que también afectan directamente a Latinoamérica: el Tratado Transpacífico (TTP por sus siglas en inglés) y el Tratado Transatlántico de Comercio e In­­­versiones (TTIP), entre la Unión Europea y Estados Unidos. Mayor presencia militar estadounidense en el área centroamericana y mayor impulso de tratados comerciales asimétricos, representan el corolario de la batalla por el mantenimiento y reproducción de la hegemonía estadounidense.

			Bajo la influencia del 11-S, la incertidumbre y el caos mundial aumentan: la crisis global y sistémica se profundiza poniendo en riesgo la gobernabilidad mundial, la de los bloques regionales hegemónicos que encabeza Estados Unidos, así como la Unión Europea. Ignacio Ramonet lo plantea: “Los países ricos (América del Norte, Europa y Japón) padecen el mayor terremoto económico-financiero desde la crisis de 1929. Por primera vez, la Unión Euro­­­pea ve amenazada su cohesión y su existencia. Y el riesgo de una gran recesión económica debilita el liderazgo internacional de Nor­­teamérica, amenazado además por el surgimiento de nuevos polos de poderío (China, la India, Brasil) a escala internacional.”2

			El unilateralismo estadounidense se ve amenazado por la emergencia de otros bloques regionales que cuestionan su poderío. Emergencia resultante de cambios políticos en Latinoaméri­­ca y Asia, que se expresan en la Unión de Naciones de Suramérica (UNASUR) y su convergencia entre esquemas de integración como el Mercosur y la Comunidad Andina, así como en el poderoso blo­­que formado por Brasil, Rusia, India, China y Suráfrica (brics), los cuales plantean retos que aparecen como insuperables para la potencia del Norte. Con la peor crisis desde 1929, Estados Unidos se encuentra atenazado al tener la mayor deuda externa del mun­­do, y financiar una guerra mundial que le ha costado entre tres y cinco billones de dólares3 a sus contribuyentes, quienes presionan políticamente por disminuir impuestos. Su economía endeudada, cuya mayor parte de bonos del Tesoro ha comprado China, es altamente vulnerable. Lo que obliga a redoblar la atención esta­­­dounidense sobre su región de influencia geopolítica más cercana: América Latina, segundo proveedor de petróleo, segundo socio comercial y su área de seguridad como tercera frontera, en el caso de México, Centroamérica y el Caribe.

			Después del 11-S, la política interamericana de la Unión Ame­­ricana, entonces encabezada por el equipo de Hillary Clinton, se ha endurecido: la estrategia antiterrorista se confunde con el com­­bate al narcotráfico, mientras que la política migratoria hacia la región es cada vez más punitiva, criminalizando a los migrantes y exacerbando la xenofobia internamente. Crece la militarización con la implantación de siete bases militares más en Colombia, el incremento de tropas en Panamá, Costa Rica y Honduras. A la par del fortalecimiento del Comando Sur, se relanzan las operaciones de la IV Flota en el Atlántico Sur, con lo que aumentan las presiones sobre los recursos petroleros de Brasil y Venezuela, cuya revolución se asedia sistemáticamente. Además, las estrategias comerciales son agresivas en lo que hace a la promoción de tratados de libre comercio con Centroamérica y varios países suramericanos.

			Frente a esta reconfiguración de la geopolítica interamericana post 11-S, surgen resistencias situadas en la integración que promueven gobiernos suramericanos, y en toda la región crecen resistencias desde abajo que, conjuntamente, derrotaron al ALCA y que construyen experiencias democráticas locales, nacionales y supranacionales que cuestionan la influencia estadounidense. También se reconfigura la geopolítica centroamericana y caribeña post 11-S, dados los cambios políticos nacionales y la persisten­cia de un proyecto regional intergubernamental que empezó con el ppp y que actualmente se continúa con el Proyecto Mesoamérica, en el que particularmente México reorienta su proyección, a partir de una alianza con el Banco Interamericano de Desarrollo, además del fortalecimiento del Triángulo del Norte (Guatemala, Honduras y México), la actualización del G-3 (ahora, Colombia, Panamá y México) y de los Acuerdos de Tuxtla. Así como de la amplia­­ción de su influencia a través de un proyectado Arco del Pa­­­cífico, ahora con el nombre Alianza del Pacífico, que reúne a países bañados por las aguas de ese Océano.

			Al respecto, Villafuerte4 evidencia el componente de seguridad, que de forma cada vez más explícita asume el Proyecto Me­­­soamé­­­­rica, destacando su transformación de iniciativa de de­­­sa­­­rrollo, centrada en el sur de México y Centroamérica, a instrumento de geopolítica que incorpora a dos países que juegan un papel es­­­tratégico para los intereses del gobierno de Estados Unidos: Co­­­lombia y República Dominicana. De acuerdo con el autor, en el marco de dicho Proyecto, Colombia se convierte en un país bisagra entre Centroamérica y los países andinos que persiguen un desarrollo más autónomo. República Dominicana, por su parte, adquiere un papel relevante en función de su ubicación estratégica en el Caribe, clave para el resguardo de la llamada Tercera Frontera de Estados Unidos.

			A nivel político, la esquizofrenia por la integración en bloques y la participación plena en la configuración de un mundo bajo el esquema neoliberal, encabezan la lógica de acción de la mayoría de actores del sistema internacional. No obstante, es po­­­sible percibir un fenómeno contradictorio que reviste de incongruencia la relación entre el discurso y la práctica.

			A pesar de la persistencia de una economía política, de acuerdo a los términos wallersteinianos, donde los países periféricos históricamente han sufrido los enroques del poderoso centro, que posee mayor poder de negociación en función de su riqueza dentro del sistema-mundo, existen una serie de factores que tornan más complejo el panorama y conducen el análisis más allá de esta simplificación conceptual.

			Bajo un patrón en que los actores más poderosos sean los que establezcan las leyes y los lineamientos normativos de su propio desempeño, sin la necesidad de árbitros o cuerpos de equilibrio de poder, las relaciones tanto políticas, como económicas, sociales y quizás culturales, corren el riesgo de verse ensombrecidas por políticas coercitivas y no por la voluntad de diálogo e interdependencia.

			Se presenta, de igual manera, una nueva etapa para los Estados nacionales, principalmente en lo que respecta a su papel y margen de acción. Tal parece que de acuerdo con el impulso neoliberal de un Estado mínimo, su protagonismo tienda a decaer o incluso a que los antiguos actores protagónicos de las relaciones internacionales formen parte del reparto de los beneficios económicos de manera secundaria. Las privatizaciones y el capital extranjero irrumpen en las esferas anteriormente reguladas por el Estado; las transnacionales, operan cada vez más sin su intermediación.

			No obstante, la ideología del Estado mínimo es retórica, más que un auténtico objetivo de la política económica. Paradójica­men­te, Estados Unidos, ha reforzado su aparato estatal para velar por los intereses de sus grandes corporaciones y ha fortalecido por to­­­dos los medios posibles su capacidad de asegurarse mercados, lidiando con la competencia externa. Asimismo, cabe recalcar el isomorfismo de las estrategias de interacción entre las diferentes esferas espaciales; como las localidades y las divisiones administrativas locales, que progresivamente buscan sus propias alternativas y programas, independientemente del centro nacional. 

			Otro factor a destacar es el evidente fracaso del Consenso de Washington, al que América Latina se adhirió desde que éste surgió. Los países adoptaron una política de apertura a las importaciones masivas y a las inversiones extranjeras. El total de las inversiones bursátiles dio un gran salto al principio de los años 90, particularmente en Argentina, México y Brasil, hasta desembocar en la crisis financiera mundial provocada por la economía estadounidense en 2008. 

			Sin embargo, estas políticas nacionales diseñadas a favor de las inversiones extranjeras, se aplicaron en detrimento de las eco­­­­nomías nacionales. No todos los sumisos seguidores de las políti­cas del Fondo Monetario Internacional y del Banco Mundial, percibieron mejoras en sus indicadores macroeconómicos, nivel de vida e incluso gobernabilidad. En contraste, esa promesa eman­­­cipatoria fue una falacia. Como ejemplo, basta mencionar a Tri­­ni­­dad y Tobago, Haití, San Vicente, e incluso Brasil, Argentina, Nica­­­ragua u Honduras, donde fracasó la ortodoxia neoliberal durante la década de los 90.

			Otro rasgo post 11-S, es que la militarización de la seguridad sirve como pretexto ante la más mínima amenaza potencial a la seguridad estadounidense, para regresar a la vieja tradición castrense como el arma idónea para dirimir cualquier conflicto o indicio de éste, ya sea mediante la acción preventiva o bajo campañas armadas. Aunque Estados Unidos aparezca a la vanguardia de este pensamiento, la securitización no representa el riesgo máximo en sí. Por el contrario, si la ambigüedad de la seguridad alcanza esferas como la económica y las somete al escudo militar de sus ca­­­pa­­­cidades tácticas, presenciaremos una nueva modalidad de intervencionismo militar. La expansión de esta ideología más allá de las fronteras estadounidenses merece nuestra especial atención. 

			México y Centroamérica en la Reconfiguración de las Relaciones Interamericanas 

			Durante la primera administración de George W. Bush, la política exterior estadounidense para Latinoamérica y el Caribe se caracterizó en el frente político por una fuerte presión polarizante hacia sus gobiernos vecinos para apoyar su cruzada contra el terroris­­mo, sus invasiones en Afganistán e Irak y dispensar a Washington de la jurisdicción de la Corte Penal Internacional. Económicamente, la Casa Blanca sigue obstinada con los ‘beneficios’ del Consenso de Washington y asume que con ejemplos como el de Chile, los países latinoamericanos, a excepción de Cuba, transitarían hacia el libre mercado, la gobernabilidad democrática, políticas macro­económicas sanas y la integración regional.

			No obstante, la reacción latinoamericana fue más bien de rechazo. Incluso la de sus aliados tradicionales. Este revés, junto con el ensimismamiento de Washington en el Medio Oriente y en el creciente rol de China en la arena global, provocó un desenten­dimiento para con América Latina durante el segundo periodo de la administración de Bush hijo. Esta desatención ha impulsado importantes transformaciones en las relaciones hemisféricas. 

			El alejamiento de la potencia del Norte fue convenientemente aprovechado por los países de la región para fortalecer tanto pos­­­turas individuales como la propia integración subregional. Pro­­puestas alternativas de líderes sudamericanos han ido adquiriendo visibilidad e influencia. Particularmente la activa militancia del entonces presidente venezolano Hugo Chávez y su audaz discurso antiestadounidense, en pro de la restructuración del sistema internacional desde los países del Sur, a través de alianzas con importantes actores asiáticos, o sus propuestas de subsidiar hidrocarburos y de asistencia económica en Sudamérica.

			Brasil aprovecha este periodo para desarrollar alianzas estratégicas con Rusia, India, China (BRICS) y con Sudáfrica. También ha jugado un papel destacado en la Ronda de Doha del G-20 sobre negociaciones comerciales, o en el proceso de Copenhague sobre el cambio climático. Incluso en el terreno diplomático, Brasilia se ha ofrecido como mediador para los conflictos en Medio Oriente y con Irán. Con una economía que crece un 7.5% anualmente5 y su notable habilidad para atraer inversión extranjera directa, los brasileños se han posicionado como el “pivote” regional. 

			Otros líderes también son conscientes del cambiante equilibrio de poder en la región provocado por el desentendimiento esta­­dounidense, la partida de ‘Lula’ del gobierno brasileño, el alejamiento de Fidel Castro de los reflectores políticos por motivos de salud y el deceso de Hugo Chávez. Uno de ellos es el presidente colombiano Juan Manuel Santos, quien proyecta que es turno de Colombia para ser el principal polo de poder en la zona. Muestra de ello es la adopción de una política exterior más equilibrada y con mayor capacidad negociadora frente a la potencia del Norte. Santos apuesta por una credibilidad colombiana que está en función de su capacidad de cooperar con otros gobiernos veci­­­nos, incluso (y particularmente) el brasileño. Otro ejemplo del empuje político colombiano es la asistencia y entrenamiento táctico, de contrainsurgencia y antinarcóticos a países como México, Perú e incluso en la guerra de Afganistán. Así como la pretensión colombiana de pertenecer a la OTAN, en 2013, que sin embargo no prosperó.

			En términos colectivos, no sólo Venezuela impulsó su Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América (ALBA), integrada además por Antigua y Barbuda, Bolivia, Cuba, Dominica, Ecuador, Nicaragua y San Vicente y las Granadinas. Brasil también sacó partido de la coyuntura para promover la Unión de Naciones Sudamericanas (UNASUR) y el Consejo de Defensa Sudamericano. Pero además de nuevas instituciones formales, la cooperación regional latinoamericana se robusteció con un crecimiento de empresas multinacionales y redes de negocios, así como con el aumento del comercio y la inversión regionales. Por otra parte, países como Brasil, Chile, México, Perú y Venezuela han entablado lazos más allá del continente, en especial con bloques como la Unión Europea y con el Foro de Cooperación Económica Asia-Pacifico. 

			Incluso actores externos han sabido aprovechar este entorno de mayor condescendencia en la región. Principalmente China, cuya preocupación por asegurar su abastecimiento de energéticos, materias primas y recursos naturales, ha agigantado sus importaciones provenientes de América Latina y el Caribe de veintiún mil millones de dólares en 2005 a setenta y un mil millones en 2008.6 De las cuales 38% provienen de Brasil, 19% de Chile y 14% de Argentina.7 De igual forma, Beijing ha catapultado su involucramiento militar en la región a través de visitas oficiales y venta de armamento, además del entrenamiento y participación en ejercicios conjuntos.8 Rusia e Irán también potencian sus acercamientos con Latinoamérica, para ampliar mercados de la industria armamentista del primero, y para evitar el aislamiento diplomático y apalancar el apoyo político del segundo. 

			Advirtiendo los efectos de sus prioridades en el continente, para su segundo periodo, el gobierno de Bush buscó adoptar una postura más moderada, sin embargo, sus esfuerzos fueron tan insuficien­tes como tardíos para revertir los efectos de su postura bravucona. 

			A diferencia de su antecesor, la administración Obama parece reconocer que los países de la región presentan trayectorias distintas, en función de importantes diferencias estructurales. Tanto el nivel de interdependencia de cada gobierno latinoamericano frente a Estados Unidos, como el grado y naturaleza de su apertura a la competencia económica son clave para trazar el rumbo al que se dirigen. Además, entre los países latinoamericanos y caribeños difieren la solidez de su gobernabilidad,9 el papel y las interacciones de instituciones civiles y políticas estatales y no estatales,10 así como la forma en que integran distintos sectores de la población habitualmente excluidos, como pueblos indígenas, afro-latinoamericanos o migrantes.

			Aun cuando durante su campaña Barak Obama hablaba muy poco sobre América Latina,11 después de tomar protesta visitó la región impulsando diversas iniciativas. De entrada, un nuevo ca­­pítulo en las relaciones entre Washington y La Habana con cua­­­tro importantes temas en su agenda: La distención de restricciones a los viajes y envíos de remesas a la isla, la posible inversión estadounidense en telecomunicaciones cubanas, la renegociación sobre el servicio postal directo entre ambos países, así como re­­­novar el diálogo migratorio. No obstante, Obama reflejó un revés en su postura sobre el comercio con Colombia y Panamá así como en el compromiso de promover una reforma migratoria integral.

			Diciembre de 2014 es una fecha que cambia profundamente las relaciones interamericanas, con el inicio del restablecimiento de las relaciones diplomáticas entre Washington y la Habana. Durante los primeros meses de 2015, se trabaja intensamente por la normalización de las relaciones entre Cuba y Estados Unidos. Sin embargo, el escenario no es fácil. La eliminación del bloqueo económico, estructurado en sendas leyes que se necesitan modificar por el Congreso estadounidense, aunada a la eliminación de la lista de Cuba como Estado Terrorista, constituyen temas que enfrentan la oposición interna de grupos cubano americanos y de fuerzas neoconservadoras que se oponen a dejar atrás más de 50 años de discriminación y exclusión del pueblo cubano en di­­­versos organismos internacionales. 

			En el ámbito doméstico, Obama ha privilegiado preocupaciones urgentes como el reforzamiento de las instituciones financieras, la restauración de los flujos de inversión y crédito, así como hacer frente a los desafíos ambientales o de las seguridades energética y ciudadana. Dichas propuestas gozaron del beneplácito la­­­tinoamericano, en función de que en su agenda hemisférica daba prioridad a problemas preeminentes para la región,12 por su ca­­­rácter consultativo e interés en un multilateralismo más coopera­tivo, manifiesto en la participación estadounidense en la Quinta Cumbre de las Américas de Trinidad y Tobago. El panorama se auguraba más optimista. 

			Interesadamente, la administración Obama ha aprovechado los cambios que tuvieron lugar durante el segundo periodo de su antecesor. Especialmente aquellos introducidos por el ex Sub­­secretario de Estado para Asuntos Hemisféricos Thomas Shannon, quien desarrolló un enfoque más mesurado y sensible a la realidad de cada país con gobierno “populista” o potencial para serlo como Bolivia, Ecuador, El Salvador, Honduras, Nicaragua, Paraguay y Venezuela, bajo la premisa de que la desigualdad socioeconómica es la causa principal de la mayoría de problemas en la región lati­­­noamericana y caribeña. Muy distinto a la visión de Roger No­­riega, ex Embajador estadounidense en México. 

			La nueva estrategia hemisférica de Estados Unidos parece contemplar cuatro áreas prioritarias. En primer término México, Centroamérica y el Caribe en función de su cercanía geográfica, de los retos transnacionales y de las oportunidades que comparten con la potencia del Norte. Segundo, Brasil demanda el establecimiento de relaciones estratégicas dado su peso e influencia en la dinámica regional. En tercer lugar, la zona Andina y los ries­­gos que sus movimientos sociales y “populistas”, o políticas na­­­cio­­nalistas imprimen sobre los intereses de Washington. Final­­mente, Cuba y la oportunidad de transitar hacia relaciones bilaterales más cautelosamente pragmáticas. Común denominador, la ‘guerra contra las drogas’ en el continente, se reorientó en el discurso a contrarrestar los flujos financieros y monetarios del crimen organizado, reducir la demanda de narcóticos y proveer de tratamiento para los adictos. 

			Sin embargo, para finales de 2009 la esperanza se tornó desencanto. Con la declaración de la Secretaria de Estado Hillary Clinton en diciembre de ese año, advirtiendo a los países de Amé­­rica Latina pensar dos veces “si desean coquetear con Irán, pues deberían echar un vistazo a las consecuencias que esto implicaría para ellos”,13 se aludía a un regreso a la postura hegemónica de antaño.

			Ante la expectativa de un nuevo trato con Cuba, el discurso en la práctica ha dejado mucho que desear. Luego de levantar algunas sanciones impuestas por la administración Bush, la postura del gobierno de Obama fue que Cuba tendría que dar el siguiente paso antes que los Estados Unidos contemplaran futuras concesiones o acercamientos, volviendo a los términos de administracio­nes pasadas. La promesa de una reforma migratoria integral se ha limitado al modesto compromiso de entablar consultas, y a lidiar con cada vez más leyes antiinmigrantes en estados de la Unión Ame­­­ricana como Arizona, Florida, Georgia, Nuevo México o Utah.

			Por su parte, la política comercial de la administración Obama ha sido más bien confusa. En un principio rechazó el proteccionis­mo y posteriormente aceptó la prioridad del consumo doméstico. Los esfuerzos por avanzar en el funcionamiento e implementación de tratados de libre comercio con Colombia y Panamá han sido frenados principalmente por el Congreso estadounidense. Y en el marco de una mayor cooperación comercial con México, el programa que permitiría el ingreso de transportistas mexicanos a Estados Unidos fue cancelado, continuando con varios años de incumplimiento del TLCAN en esta cláusula.

			Aunado a ello y de manera particular, dos desarrollos originalmente ajenos a su plan de trabajo han deteriorado la percepción y apoyo al gobierno de Barack Obama en el hemisferio. El primero, su posición final ante el golpe de Estado contra el presidente electo de Honduras, Manuel Zelaya. Aun cuando inicialmen­te expresó su rechazo ante tal maniobra, haciendo un llamado por responder multilateral y firmemente a través de la OEA, la Casa Blanca se resistió a reconocer el gobierno legítimamente electo, así como a imponer las sanciones que los países latinoamericanos, y no solamente aquellos de izquierda, demandaban para los golpistas. Por un lado, ello puso de manifiesto la preferencia de Obama por una menor intervención en el caso, por otra parte levantó crí­­­ticas interpretando que para su gobierno, el restablecimiento de Zelaya —criticado por su cercanía con Hugo Chávez— sería impo­­­pular en el país, pues perjudicaría a los hondureños simpatizantes con Washington. 

			El segundo aspecto, la controversia provocada por el nuevo acuerdo de cooperación en materia de defensa entre Estados Uni­­­dos y Colombia para los próximos diez años.14 A cambio de asis­­ten­cia militar por parte de Washington, Bogotá permitiría el acceso de casi 1 500 efectivos estadounidenses a siete bases militares colombianas. Como era de esperarse, la preocupación de gobier­­nos suda­mericanos como el de Brasil, Ecuador o Venezuela no se hizo es­­­perar, demandando mayor información sobre las disposiciones del acuerdo, así como garantías sólidas de que las ope­­raciones mi­­­litares estadounidenses se limitarían al territorio co­­­lombiano solamente. Pormenores de la alianza fueron desclasificados, lo que apaciguó los ánimos e incluso dotó a Washington de un tratado de cooperación militar adicional, esta vez con Brasil,15 en abril de 2010. Este asunto dejó tras de sí una estela de incómoda precaución. Durante los últimos años, el crecimiento económico y político de Latinoamérica ha sido notablemente exitoso. 

			Políticamente, el paisaje regional se distingue por elecciones libres y regulares, lí­­deres políticos y diplomáticos más destacados y asertivos en foros internacionales, así como por una sociedad civil más dinámica y fuerte. Pero a pesar de ejemplos de prosperidad, los viejos problemas regionales como pobreza, desigualdad, corrupción, crimen organizado y afianzar el Estado de derecho, siguen representando preocupaciones y desafíos para su promisorio panorama. Mé­­­xico, continúa llamando la atención con más de 40 000 muertes reportadas desde que el gobierno de Felipe Calderón emprendió el combate militar al narcotráfico en 2007,16 o su recesión cataliza­­da por el brote del virus H1N1 y por la crisis económica estadouni­­dense. Guatemala, persiste como uno de los Estados más pobres del hemisferio y uno de los más violentos con una tasa de asesinatos que asciende a 6 000 víctimas anuales, cuando su población no rebasa los 14 millones de personas. 

			El tradicional foco rojo de inestabilidad política y económica en Haití, se intensifica con el terremoto de enero de 2010 y la epide­mia de cólera desde noviembre del mismo año. Acontecimientos que han movilizado la ocupación militar de casi 6,000 efectivos extranjeros en su territorio, bajo el disfraz de ayuda humanitaria. Los cuales, se suman a los ya existentes de la Misión de Estabi­li­zación de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH)17 desde 2004.

			Bolivia también ha sido polémica. En septiembre de 2008, el presidente Evo Morales declaró persona non grata al entonces em­­­bajador estadounidense Philip Goldberg,18 expulsándolo del país por conspirar contra la democracia y buscar la división de Bolivia, lo que ha complicado aún más la relación entre ambos países.

			Por su parte, la Organización de Estados Americanos (OEA) se ha visto rebasada y su Carta Democrática Interamericana, que busca reforzar las instituciones democráticas de sus Estados miem­­bros, no ha cumplido con sus propósitos. También, la influencia del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) ha decaído en los últi­­­mos años, en la medida que el Banco Nacional de Desarrollo Eco­­­nómico y Social de Brasil o la Corporación Andina de Desarrollo, adquieren mayor peso, y la liquidez de los mercados internacionales de capital aumenta.

			Un acontecimiento estratégico cambia el papel de la OEA dentro de las relaciones interamericanas, así como la fuerza autónoma de la integración latinoamericana y caribeña: El acuerdo en 2010 de formar la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC) y el creciente fortalecimiento de este foro de con­­­certación política y diplomática. Pues sus cumbres anuales aportan un programa de acción para avanzar en la integración y para responder a coyunturas especiales que amenacen la estabilidad regional o que impidan su desempeño libre y autónomo.

			 A pesar de que América Latina no implique asuntos urgentes para los Estados Unidos, es fundamental para sus intereses. La región continúa siendo una importante fuente energética y de re­­­cursos naturales para Washington, así como un valioso mercado para sus bienes y servicios. Alrededor del 25% de la energía que importa es suministrada por proveedores latinoamericanos y caribeños. Actualmente, el potencial para una mayor producción energética en el hemisferio es vasto, tanto a partir de recursos renovables como no renovables.19 De hecho juntos, los países latinoamericanos y caribeños, reciben el 20% de las exportaciones estadounidenses. 

			El equilibrio de poder en la región está en pleno reordenamiento, manifiestamente a través de la CELAC, mientras que la influencia de Estados Unidos se ha deteriorado considerablemente. Esto ha contribuido al fortalecimiento de la propia confianza de los países latinoamericanos y caribeños, y al impulso y apoyo de enfoques desde la región en asuntos de mutuo interés. En la medida que madura su posición estratégica, América La­­­ti­­na y el Caribe también serán cada vez más artífices y responsables de sus propios triunfos y reveses. El caso del liderazgo brasileño conlleva también grandes responsabilidades, como equilibrar sus aspiraciones internacionales con la satisfacción de sus problemas domésticos, y enfrentar robustamente serios retos como el tráfico de cocaína boliviana en el Cono Sur. De igual manera, los actores de la región no se pueden dar el lujo de creer que Washing­­­ton ha renunciado a ella. El hecho de que no busque protagonismos arrogantes, como la administración predecesora, no necesariamente implica desatención. Habrá que seguir los desarrollos geo­­políticos en América Latina para determinar si la administración Obama recurre más bien a una ‘paciencia estratégica’, que permita a los Estados Unidos involucrarse sigilosamente y asumir liderazgos oportuna y apropiadamente, para hegemonizar los asuntos hemisféricos. 

			Cambio en la Estrategia Mesoamericana 

			En 2008, uno de los think tanks más influyentes en Washington de­­­­­­cla­­raba la obsolescencia de la Doctrina Monroe, luego de casi 200 años de una política exterior que asumía que los Estados Unidos tie­­­nen no sólo el derecho, sino además el deber de intervenir en el hemisferio en caso de caos, argumentando que “si había una era de hegemonía estadounidense en América Latina, ésta se ha aca­­bado”.20 Sin embargo, contrario a las expectativas de que su intervencionismo fuera cosa del pasado, es evidente que la admi­­nistración Obama continúa con la articulación del paradigma neoliberal con apoyo militar en la región, con especial énfasis en el corredor mesoamericano que va de México a Colombia. 

			Y es que, tanto para efectos de contención hacia el Norte, como para proyección hacia el Sur, Mesoamérica juega un papel determinante en la geoestrategia hemisférica. Por ello, Washington persevera en la consolidación de un corredor de seguridad reforzado con una serie de tratados y proyectos que buscan armonizar ejércitos, policías, sistemas judiciales e incluso de inteligencia de la región, bajo el espejismo de infraestructura para la intercone­xión comercial y de servicios para el desarrollo conjunto. Dos planes han sido sus principales ejes.

			Por un lado, el Plan Puebla-Panamá, lanzado en 2001 como un espacio de coordinación para articular la cooperación e integración del Sur-Sureste mexicano, los países centroamericanos y Colombia, ha presentado importantes transformaciones. A partir de la X Cumbre del Mecanismo de Diálogo y Concertación de Tux­­tla21 es reestructurado y evoluciona hacia el Proyecto Mesoamérica. Valiéndose del Banco Mundial y del Banco Interamericano de De­­­sarrollo (BID), este mecanismo avanza en el engranaje que orquesta la modernización de la infraestructura de telecomunicaciones y transportes de esta subregión, con los ya existentes tratados de libre comercio con México (TLCAN), Centroamérica (CAFTA-DR) y los pendientes con Panamá, país al que se invita en lugar de Ve­­nezuela al G-3. Ello, con el fin de abarcar tanto territorialmente como extraterritorialmente este espacio como un conjunto integrado, apalancando económicamente su brazo político. Con la revitalización del Proyecto Mesoamérica, la región se fortalece institucionalmente, articulándose mediante un Consejo Asesor con los foros ministeriales del Sistema de Integración Centro­­americana (SICA), y gestionando una cartera de proyectos que incorpora nuevas áreas prioritarias. 

			Desgraciadamente, el concepto de desarrollo de este esquema es el de las corporaciones transnacionales que participan en proyectos como el Corredor Biológico Mesoamericano22, el Sis­­tema de Integración Eléctrica para Centroamérica (SIEPAC)23 o la Red Internacional de Carreteras Mesoamericanas (RICAM).24 No el de los pueblos afectados por estos megaproyectos de extracción intensiva de minerales, sobreexplotación de recursos hídricos y energéticos, especialmente biocombustibles e hidrocarburos que afectan la biodiversidad y los ecosistemas, azotando las economías y precarizando los mercados locales, particularmente el mercado laboral. 

			 Desde su creación, y a pesar de ser proyectado como un plan para la paz, la prosperidad y el fortalecimiento del Estado en el combate al narcotráfico, el Plan Colombia opera como el componente latinoamericano de la estrategia global estadounidense de contrainsurgencia, diseñado para neutralizar desarrollos que aten­­ten contra sus intereses geopolíticos. Financiado por la Iniciativa Andina Contra las Drogas y por la Cuenta Central Antinarcóticos del Departamento de Defensa de los Estados Unidos, este plan representa el ejemplo por antonomasia de la táctica de limpieza-retención-construcción y, en palabras de Robert Kaplan “como Irak debería eventualmente lucir, en nuestros mejores sueños”.25

			Mediante las criminales operaciones de los escuadrones de la muerte (limpieza), de la apropiación territorial a través de intimi­dación, fumigaciones discrecionales o ventas forzadas (retención), y de la definición de la política en términos de un estado de conflicto que permita formar el Estado deseado (construcción), el Plan Colombia busca hacer frente a los procesos que se gestan en su vecindario. Particularmente los reordenamientos sociopolíticos en Bolivia, Ecuador y Venezuela en que participan activamente sectores y movimientos sociales, y que atentan contra la supremacía de Washington en la zona. 

			La efectividad de este plan ha sido tal que incluso en 2004 el entonces Secretario de Defensa estadounidense, Donald Rumsfeld, buscó exportar su formato a toda América Latina durante la reunión regional de ministros de defensa en Quito.26 Iniciativa que fue re­­­­chazada ante la negativa de subordinar los ejércitos de los países latinoamericanos al Comando Sur a la manera de la Guerra Fría. 

			La convergencia del Proyecto Mesoamérica, el Plan Colom­­­bia y la Iniciativa Mérida configura un volátil rompecabezas que integra una geoeconomía neoliberal con una geopolítica contrainsurgente. Así, las inversiones en ingeniería, extracción, interconectividad, agroindustria y comercio del Proyecto Mesoamérica buscan asegurarse con el mecanismo de respuesta rápida y despliegue táctico enmarcado en el Plan Colombia. Con ello, la segu­­­ridad estadounidense aprovecha el camuflaje de las operaciones militares y de acción encubierta para atender la diversificación de la violencia que puede tomar la forma de redes de corrupción, crimen organizado, cárteles de narcotraficantes y criminaliza protes­tas sociales y revueltas populares de activistas rurales, indígenas o de derechos humanos. 

			El panorama latinoamericano indica que, lejos de renunciar a la tradición de intervención y apuntalamiento estadounidense en el hemisferio, la Casa Blanca busca ahora una variación en su dis­­curso al evitar toda alusión a la Doctrina Monroe. No obstante, la práctica sugiere una mimetización reforzada con poderes duros y suaves que permitan una cautelosa, pero instrumental injerencia, en la medida que los gobiernos y actores políticos lo permitan. Aquí, los esfuerzos de la sociedad civil organizada, de los movimientos sociales y de gobiernos nacionales y subnacionales juegan un papel fundamental para el rumbo de la región. Particularmente, el reinicio de las negociaciones de paz entre las FARC y el gobierno colombiano, abren nuevas esperanzas de reconciliación. Aunque el gobierno de Santos reclama mayor autonomía para el manejo autónomo de las negociaciones, no cesan las injerencias del poder militar y gubernamental de Estados Unidos, desde donde se cuestiona que se abran negociaciones con “grupos terroristas”. 

			Procesos políticos y reconfiguración 

			de los actores sociales

			Por último, hay dos elementos más a destacar dentro de la realidad mesoamericana. Primero, los procesos políticos y electorales que han dotado de distintos matices al panorama político regional y al proceso de integración. Y segundo, la emergencia de una socie­­­dad civil organizada con mayor capacidad de resistencia, así como mayores capacidades para procesar alternativas. 

			A principios de la década pasada, los países centroamericanos y México convergían en los principios sustanciales del Consenso de Washington. Se veía necesaria la transnacionalización de los capitales, y la formación de espacios supranacionales de integración, donde se fomentara y facilitara el comercio, y se erradicara la pobreza por medio de derramas económicas, y no mediante la im­­plementación de políticas sociales o redistributivas. 

			Sin embargo, el panorama político ha sido modificado: primero, por los procesos de empresarialización del Estado, en los casos de Costa Rica y Panamá; y segundo, por la emergencia de gobiernos impulsados o influenciados por procesos desde abajo, en los casos de Guatemala, El Salvador y Nicaragua, o con proyec­tos constituyentes apoyados por organizaciones civiles en Hon­­du­­ras bajo la presidencia de Zelaya. Se da el golpe contra un Estado que tendía a favorecer la integración como forma de resistencia y contrapeso a los poderes empresariales y capitales transnacionales, y como foro de creación de alternativas.

			La empresarialización del Estado puede darse por medio de tres elementos diferenciados que pueden, a su vez, coexistir en diferente medida y proporción: el empresario-político, quien participa en el entramado electoral y entra a posiciones claves del Estado tomando decisiones afines a sus intereses; el político-empresario ciudadano, que participa en el juego democrático e incursiona como empresario desde su puesto; y el fenómeno de corporativización empresarial de las políticas públicas, donde se brincan los procesos de elección popular para que la toma de decisiones se haga por medio de la incorporación de cámaras empresariales a las juntas directivas de los entes públicos.27

			En 2010, Laura Chinchilla se convierte en la primera presidenta de Costa Rica. Su plan de gobierno da seguimiento a los programas neoliberales de Óscar Arias, como el cuestionado tlc con Estados Unidos, mientras que se aumenta la participación de grupos empresariales en distintos sectores de la economía, los que muestran una gran injerencia en la toma de decisiones. Chin­­­­chilla apuesta por el comercio internacional como medio de de­­­sarrollo, mediante su apoyo a otros tratados comerciales con Europa y China. De manera paralela, los vacíos en términos de derecho laboral son cada vez más grandes. 

			Por otra parte, Costa Rica dejó claro su alineamiento militarista al autorizar el ingreso escalonado de 46 barcos de guerra, 200 helicópteros y aviones de combate y 7,000 marines estadounidenses en territorio nacional con el objetivo de combatir el narco­tráfico existente y potencial. Por último, en mayo de 2011 una crisis política, con relación a la elección de autoridades del congreso unicameral, posibilitó que la oposición se organizara y formara la Alianza por Costa Rica, la cual, posee 31 diputados, por 24 del partido Liberación Nacional de Chinchilla. Lo que dificulta aprobar las acciones de su plan de gobierno. 

			Esta alianza permitió el triunfo de un candidato presidencial de centro-izquierda, situación inédita en un país donde el modelo liberal bipartidista imponía sus usos y costumbres. Desde el 8 de mayo de 2014, Luis Guillermo Solís, del Partido Acción Ciuda­da­na (PAC), es el nuevo presidente del país. Su mandato abre expectativas sobre la revisión del TLC entre Estados Unidos y Costa Rica, así como sobre una mayor autonomía frente a Washington y el fortalecimiento de la CELAC. Lo cual, está abriendo un nuevo panorama para la integración latinoamericana y centroamericana.

			En Panamá, el empresario Ricardo Martinelli llegó a la presidencia en 2009. Muchos de sus colaboradores forman parte de di­­­versos sectores empresariales. Martinelli pretende una serie de reformas como la flexibilización de la relación obrero patronal y la reducción de impuestos. La represión ha sido parte de su estra­­te­­gia política, en los casos de los indígenas Naso en la Plaza Ca­­­tedral (abril de 2009), quienes protestaban ante el desalojo y destrucción por parte de la Policía Nacional en la provincia de Bocas del Toro. Además, es acusado de la persecución de dirigentes sindicales y populares, y el caso de 150 trabajadores de las bananeras, criminalizados por atentar contra la “seguridad interna del Estado”.

			Desde el 4 de mayo de 2014, Juan Carlos Varela Rodríguez, es presidente de Panamá. Caracterizado como un gobierno pro em­­­pre­sarial, esta nueva administración enfrenta nuevas presiones: por el lado estadounidense, integrarse a la Alianza del Pací­­fico, para contrarrestar la creciente influencia China que se pro­­­yecta con la construcción de un nuevo Canal Interoceánico a través de Nica­­ra­­gua. Y, desde el frente interno, las crecientes presiones po­­­pu­lares contra la desigualdad social, la corrupción y el aumen­­to de la presencia militar de Estados Unidos, que está restando autonomía nacional en la administración del Canal de Panamá.

			Por otro lado, se encuentran los gobiernos impulsados o influenciados por procesos desde abajo. Tal es el caso de Guate­­mala, donde Álvaro Colom tras tres candidaturas ganó la presidencia. Bajo su mandato se inauguraron algunas políticas sociales, principalmente en los sectores de salud y educación. Se iniciaron juicios contra los responsables de masacres durante el conflicto armado entre 1960 y 1996, como es el caso de la aldea de Dos Erres. También se creó una comisión de investigación sobre el caso de 1 500 guatemaltecos infectados con enfermedades de transmisión sexual como parte de un experimento científico estadounidense. Con este tipo de comisiones y juicios se han destapado casos de corrupción y se destituyeron dos ministros de gobernación. Sin embargo, el cumplimiento de promesas a los pueblos indígenas ha sido limitado, y el manejo del ejército y de la seguridad nacional ha sido desatendido. Como consecuencia de ello, el panorama electoral para finales de 2011 cambió radicalmente con el triunfo de Otto Fernando Pérez, un político empresarial y antiguo general del Ejército acusado por genocidio y prácticas sistemáticas de tortura. Su presidencia significa graves retrocesos en la implementación de los acuerdos de paz logrados por su predecesor y un incremento severo de la represión contra la movilización po­­­­pular en un país donde campean la discriminación y las desigualdades sociales.

			En Nicaragua, el sandinista Daniel Ortega fue reelegido en 2006 bajo su discurso de “Nicaragua cristiana, socialista y solidaria”, pero no consiguió la mayoría en el congreso, lo que le imposibilitó hacer cambios estructurales. Sin embargo, logró el acceso a recursos y programas con su adhesión al ALBA y restableció los servicios de educación y salud como gratuitos. La aprobación de su gobierno ha aumentado desde entonces, lo que le valió ser reelecto en 2011. 

			Desde enero de 2014 la Asamblea Nacional aprobó por mayoría la reelección indefinida, con lo que Daniel Ortega amplía sus posibilidades de mantenerse en el gobierno nacional. No sin polémicas y cuestionamientos por las puertas que se abren al auto­­­ritarismo, de acuerdo con la oposición y disidentes de sus distintos periodos gubernamentales. 

			Por su parte, el periodista Mauricio Funes, candidato del Fren­­te Farabundo Martí de Liberación Nacional en El Salvador, gana la presidencia en 2009. Funes había ganado popularidad mediante la crítica y denuncia de corrupción por parte del partido oficialista ARENA. Como candidato elogió la propuesta del ALBA, cuya exten­­sión crecía en Centroamérica. Funes generó un nuevo consenso entre el Estado y el Mercado en la formulación de la estrategia eco­­­nómica nacional, y posicionó las políticas sociales como herramienta prioritaria para el amortiguamiento de la crisis económica. Un ejemplo de éstas políticas fue la ayuda escolar y los paquetes escolares a más de 1 300 000 alumnos salvadoreños.28 

			A partir de junio de 2014, Salvador Sánchez Cerén, militante también del FMLN, es Presidente de El Salvador. Con un apretado triunfo en la segunda vuelta electoral, el nuevo gobierno representa la continuidad del programa de su antecesor. Persiste la cercanía con la ALBA y se incrementa el margen de autonomía frente a Estados Unidos, en sus aspectos militares y comerciales. Hay un mayor acercamiento a la CELAC como espacio de integración regional. Destaca el apoyo para una política social redistributiva y de asistencia. Permanecen conflictos sociales derivados de la desigualdad y de la falta de acuerdos con un sector empresarial reorganizado, mayormente vinculado con tratados comerciales. 

			Asimismo, cabe resaltar la complejidad del caso hondureño por las posturas encontradas del gobierno estadounidense en relación al golpe y a su resolución; y por las difíciles condiciones políticas con las que Zelaya regresó a Honduras. Dentro de Esta­­dos Unidos, distintas fuerzas actuaron para determinar la posición oficial ante la crisis hondureña y la formulación de una solución posible. En primer lugar, Obama condenó el golpe y exigió el re­­­torno de Zelaya, posición consensuada en la OEA. Sin embargo, algunos de los sectores conservadores más reaccionarios criticaron fuertemente la postura de Obama. Tales fueron los casos de Glenn Beck de Fox News, quien aseguró que por medio de esta postura Obama se acercaba a los gobiernos de Chávez y Castro. Críticas similares sostuvieron otros colaboradores de la cadena perteneciente a Rupert Murdoch, como Mary Anastassia, de la mesa editorial de The Wall Street Journal y Charles Krauthammer columnista de The Washington Post, entre otros. 

			El senador por Carolina del Sur, Jim De Mint también criticó fuertemente a Obama y se declaró a favor del golpe. Muestra de ello fue su viaje a Honduras donde se entrevistó con Michelletti y otros golpistas, y les mostró su apoyo desde el Congreso estadounidense. De regreso participó en distintos medios y presionó por impulsar nuevas elecciones en Honduras. La entonces Secre­­taria de Estado norteamericana, Hillary Clinton, no reconoció lo acontecido como “golpe de Estado”, como tampoco exigió la resti­­­tución de Zelaya. En cambio, reconoció el derecho de los golpistas si apoyaban la restitución del orden constitucional por medio de elecciones donde las dos partes del conflicto participasen.

			De esta forma, Washington legitimó las elecciones donde Por­­­firio Lobo, antiguo contrincante electoral de Zelaya, consiguió la presidencia. Mel Zelaya regresó a Honduras frente a un nuevo con­­texto político como coordinador del Frente Nacional de Resis­­­tencia Popular (FNRP), organización civil que se ha enfrentado con el gobierno oficial, mismo que montó una investigación sesgada de la Fiscalía contra supuestos cargos de corrupción contra Juan Barahona subcoordinador del fnrp.

			Juan Orlando Hernández, un abogado pro empresarial, es el Presidente de Honduras desde enero de 2014. El país más violento del continente americano, en términos de asesinatos y el se­­­gundo más pobre de Latinoamérica, aún se encuentra desgarrado por el golpe de Estado que sufrió recientemente. Xiomara Castro, esposa de Mel Zelaya, quien obtuvo el segundo lugar en esas elec­­ciones presidenciales, representa una oposición activa y crítica de un gobierno que aún mantiene la presidencia por el apoyo estadounidense y de las élites locales.

			En Belice, tras diez años de continuidad ejecutiva, Dean Barrow logra ser el primer afrodescendiente en fungir como Primer Mi­­­nistro, y en 2010 se refuerza el derecho indígena a la tierra a través de la sentencia que institucionaliza las formas de propiedad co­­­lectiva indígena en las comunidades mayas del Distrito de Toledo. Sin embargo, la membresía de Belice al CARICOM y a la Common­wealth, hace que su política y sus esfuerzos no sean tan vinculantes a Centroamérica como el resto de países de la región.

			En el panorama social del conjunto regional, no se modifican las tendencias estructurales de la realidad mesoamericana. La pobreza, el racismo, la subordinación y exclusión indígena han fungido como catalizadores de las continuas demandas sociales por reivindicaciones políticas, económicas y culturales. Es en este contexto donde ha emergido una sociedad civil organizada, que presenta una mayor capacidad de resistencia y mayor posibilidad en la elaboración de alternativas. La coherencia y viabilidad de sus propuestas se conjuga con la capacidad de diálogo y la articu­lación de sus estructuras organizacionales.

			Incluso, es posible clasificar su presencia en función de los siguientes criterios de escala y tema: 

			• Mundial: el Foro Social Mundial, las Movilizaciones “altermundistas” en contra de la OMC, a través de los movimientos críticos contra la globalización, que incluyen a pacifistas o ambientalistas, entre otros variados grupos;

			• Regional: Protestas contra el ALCA —y su posterior presenta­ción fragmentada—, y los intereses de EUA, ámbito donde destacan la Alianza Social Continental, ASC; las Cum­­bres de los Pueblos; SOA Watch y el Encuentro Hemisférico contra la Militarización. El espacio del PPP o Proyecto Mesoamé­­rica, ha visto nacer un potente conglomerado de organizaciones sociales de base territorial, como son: el Bloque Popular Centroamericano, para el caso del Istmo, la Asociación Na­­­cional Indígena Plural por la Autonomía (ANIPA)29 y el Foro Mesoamericano, que aglutina a la Alianza Mexicana por la Autodeterminación de los Pueblos (AMPAP)30 en el caso mexicano, además de otras organizaciones que pretenden aglutinar la resistencia opositora de toda la región que abarca el Proyecto Mesoamérica.

			Una auténtica cartografía de movimientos sociales perceptiblemente se posiciona en la región. Unos luchando por su autodeterminación frente a las fuerzas de capitales transnacionales, otros en contra de megaproyectos que atentan contra su bienestar económico y ambiental. Algunos que actúan en contra de aspectos estratégicos estadounidenses, como la expansión petrolera y la militarización del continente, o aquellos que velan por una mayor equidad tanto en la distribución del ingreso, como en la procuración de justicia e inserción social, o los que han optado por reivindicar el respeto a su cultura.

			Las organizaciones que se han pronunciado activamente en contra de aspectos generales o particulares del ppp o Proyecto Mesoamérica, son muy heterogéneas. Destacan las que confluyen en el espacio mesoamericano que, aunque son pocas, tienen mucha visibilidad: Alianza Mexicana por la Autodeterminación de los Pueblos (AMAP); Redes Sinti Techan y mpr12 de Octubre de El Salvador; Bloque Popular, la Organización Fraternal Negra Hondureña (OFRANEH), y el Consejo Cívico de Organizaciones Po­­pulares e Indígenas de Honduras (COPINH); Movimiento Social Nicaragüense; la Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados, de Costa Rica; la Confederación Nacional de Unidad Sindical Independiente y el Frente Nacional por la Defensa de los Derechos Económicos y Sociales, de Panamá.

			Las demandas también son factores que identifican a las orga­­nizaciones civiles; ellas van desde planteamientos económicos, étnico–culturales o por favorecer una ciudadanía multidimensional. Resistencia, movilización y procesamiento de alternativas, convergen con el fin de constituir un actor con capacidad de reac­­­ción, formulación de propuestas y acción efectiva. Los procesos de acumulación por desposesión o despojo, se incrementan con la reprimarización o el neo-extractivismo que trae consigo el desarrollo capitalista. 

			A pesar de la fuerza que se construye en la unidad de estos actores sociales, en torno a la movilización en contra de la hegemonía estadounidense en las relaciones internacionales, o frente al papel depredador de la minería, las grandes represas o la transnacionalización de los procesos agroindustriales, también existen disgregaciones o conflictos internos al seno de esta sociedad civil organizada. Dentro de estas discrepancias podemos en­­­contrar los conflictos relativos a la concepción del Estado nacio­­nal, de su articulación subordinada respecto a la globalización, me­­­dian­­te la transnacionalización capitalista y los espacios de integración supranacionales. Junto con ello se observa que las organi­­­zaciones altermundistas privilegian la lucha por el poder de base, por el em­­­poderamiento o ‘empowerment’ de la sociedad civil, y no por el gobierno, sino por nuevas fuerzas que acoten y controlen la com­­­pleja relación Estado–mercado.

			Esta serie de divergencias exponen asimismo el conflicto que existe entre la demanda de autonomía regional y el apoyo del Estado–nación. Ya que esta compleja red formada por organizacio­nes no gubernamentales, grupos civiles sin adscripción política, o el llamado Tercer Sector, tiene tal diversificación y pluralidad de sus demandas que es difícil el que lleguen a acuerdos unitarios más allá de la movilización y de la resistencia frente a la globa­lización. Aunque en ese terreno, sus alcances y logros obtenidos sean indiscutibles.

			El caso hondureño se convirtió, en este sentido, en un catalizador de demandas por parte de organizaciones originalmente concentradas en distintas demandas y resistencias. En contra del golpe se establecieron lazos comunicativos que constituyeron una mayor capacidad de resistencia y visibilidad. Las demandas confluyeron en torno a la restitución de Zelaya y a la crítica de la pos­­­tura estadounidense frente al golpe. 

			Sin embargo, su participa­­ción real en el proceso de resolución de la crisis política ha sido limitada, pues los resultados democratizadores aún no son contundentes. El papel que los movimientos sociales de base pueden ejercer en la pacificación, pactos nacionales y reconciliación, es latente pero menospreciado y frecuentemente ignorado.

			Quedan por resolver varios asuntos estratégicos, como la gobernabilidad democrática, y por definir el propio margen de acción de las instituciones, tanto las estatales, como las no estatales. Por otra parte, el mercado y las dinámicas propias del proceso de globalización, dotan de un carácter ambiguo al aparato estatal, en la medida en que se empresarializa el Estado y se debilita en la esfera reguladora del capitalismo. Asimismo, el entramado del poder que no depende del gobierno, se somete a un inadecuado marco normativo y a obstáculos intangibles impuestos por actores de los poderes fácticos. 

			Conclusiones

			Tanto Centroamérica, como México y los demás países latinoamericanos, lidian con la vecindad de una hegemonía que actúa a escala global, cuya influencia es definitoria para la región mesoamericana. No obstante, si todo actor internacional debe estar fun­­damentado en una serie de principios que le otorguen legitimidad, peso moral y respaldo, cabría preguntarse ¿Qué le vale a los Esta­­dos Unidos ser una hegemonía mundial, sin la articulación de consensos y desprovista de una base de legalidad fundada sobre el derecho internacional? 

			Las relaciones interamericanas se desenvuelven en ese marco de hegemonía estadounidense que influye sobre conflictos internos, pero con matices provocados por la emergencia de países semiperiféricos en América Latina y de movimientos sociales actuantes. Instancias como el ALCA, la OEA o el TIAR, por mencionar instrumentos relevantes de las relaciones interamericanas, enfrentan nuevas respuestas que provienen del contexto político de resistencias y contrapoderes en el continente. Los grandes pro­­­yectos geoeconómicos se topan con intereses y estrategias geopo­­­líticas que provocan cohesión entre los países latinoamericanos, a la vez que fomentan una suerte de polarización entre el norte y el sur.

			El Proyecto Mesoamérica, que reemplaza al PPP, incluye tendencias contradictorias que involucran a México y Centroamérica con República Dominicana y Colombia, en las tendencias securitarias del militarismo estadounidense, bajo las presiones regionalistas del libre comercio y de los sesgos de la democracia elitista respecto del gobierno y los derechos humanos. 

			Visualizamos un fortalecimiento significativo de los contrapoderes y los polos de resistencia en el área mesoamericana, sin embargo, entre ellos aún permanecen las diferencias en torno a las estrategias políticas a seguir. Bien valdría tener presente los elementos que conforman el concepto de contra poder: resistencia, insurrección, deliberación y poder constituyente. Movimientos sociales que aún no encuentran un espacio de convergencia entre su institucionalización —en el sentido positivo del término—, la fuerza y espontaneidad de sus acciones y el mundo de las instituciones históricamente constituidas. Algunas de las cuales hay que desechar, otras que reformar y nuevos imaginarios para crear­las desde abajo, desde quienes las animan y se podrían, ahora sí, beneficiar de ellas.
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			La integración económica regional latinoamericana 

			Alicia Puyana Mutis 

			Introducción

			Durante dos siglos, los países de América Latina y el Caribe han desplegado un esfuerzo permanente por consolidar su inserción en el mercado mundial, la fuente de recursos para fi­­nanciar el crecimiento. En este periplo por el mercado mundial se pueden distinguir tres épocas: la etapa liberal y de especializa­­ción en productos básicos; la industrialización por sustitución de importaciones ISI y sus modificaciones tardías: la promoción de exportaciones de manufacturas y la integración económica regional; finalmente, la era liberal que se vive hoy. Fue instituida en los años ochenta, a raíz de la crisis de la deuda, y consiste en la apertura de las cuentas comercial y de capitales, la privatización del patrimonio estatal, la mercantilización de la seguridad social y los servicios y la flexibilización del mercado laboral. Se estableció un nuevo modelo, basado en las exportaciones e in­­­ver­­siones externas y la cada vez más intensa vinculación de las economías a la de los Estados Unidos de América. A estos cambios hay que sumar los esfuerzos, no siempre bien logrados, de acoplar al modelo los esquemas de integración económica latinoamericana.

			Esta lectura a vuelo de pájaro de la historia a lo largo del siglo XX y lo que llevamos del XXI, muestra que, a pesar de intentar todas las vías factibles: el libre cambio, el proteccionismo, la integración económica regional latinoamericana, o con la economía de los Estados Unidos, los resultados no parecen reflejar los esfuerzos. No al menos, en términos de crecimiento económico o de superación de los rezagos del subdesarrollo. No obstante la evidente evolución, adaptación y diversificación de sus exportaciones, que si bien son importantes, no han permitido superar del todo la hegemonía de las exportaciones de productos y bienes tradicionales, durante un período en el que el mundo asistía a la transformación del comercio internacional hacia el intercambio de bienes manufacturados, de alto valor agregado y creciente complejidad tecnológica. 

			Si bien la variable externa no es la única determinante de los cambios de rumbo en las políticas económicas, sí moldeó los pa­­rámetros en los que se desarrollaron: la trayectoria de las economías, la integración económica regional y la relación con países externos a la región. Las reacciones de la economía de América Latina a los choques externos constituyen etapas en las que se diferencian las políticas de industrialización, las tasas de crecimiento y los indicadores de desarrollo económico. Los quince primeros años del siglo XXI, y los pronósticos del futuro a mediano plazo, parecen confirmar esta propuesta.

			Hoy las economías latinoamericanas buscan medios y formas para al menos amainar los efectos de la crisis económica mundial que, originada en el sistema financiero de los países desarrollados contagiara, como crisis de la economía real, a toda América Latina. En la actualidad, el impacto es más fuerte y directo ya que por la mayor inserción en la economía mundial está expuesta frontalmente a los choques externos. La región se despojó de casi todos los mecanismos de blindaje que tradicionalmente han dispuesto las economías nacionales, salvo el costoso e inefectivo congelamiento de reservas en el Banco de la Reserva Federal, estrategia en parte responsable de la crisis. 

			Con la liberalización comercial y de la cuenta de capitales, la privatización y las reformas fiscal y laboral, se esperaban ganancias en eficiencia productiva de tal magnitud que se atraerían inversiones extranjeras y nacionales privadas, necesarias para acelerar el crecimiento. Las inversiones extranjeras, además de cerrar la brecha del ahorro, aportarían la tecnología para cerrar la segunda brecha: la tecnológica. Con ello se lograría la convergencia económica, un fuerte supuesto de la economía ortodoxa y punto focal de las reformas. 

			Este trabajo busca relacionar en qué medida los acuerdos de integración, como parte de la política de inserción en la economía mundial y complemento del modelo de desarrollo vigente, han contribuido o no a la consecución de los objetivos de toda política pública: mejoría en el bienestar de toda la sociedad y la reducción de las desigualdades económicas y sociales que afectan el crecimiento económico y base de la estabilidad política. Para ello, el ensayo se compone de tres secciones. En la primera, compuesta de dos partes se muestran, primero, los rasgos y objetivos de la liberalización económica, conducente a la instauración del modelo vigente, denominado exportador y basado en la liberalización de las cuentas comercial y de capitales y; segundo, la trayectoria de la integración económica regional y sus cambios para adaptarse al contexto internacional. La segunda sección presenta los cambios en el recorrido económico de la región en las últimas dos décadas y media: la dinámica del comercio y del flujo de capitales y su impacto sobre el ritmo de crecimiento, el empleo y los salarios. En la tercera, se presentan las consideraciones finales. 

			La liberalización de la economía y los nuevos rostros de la integración latinoamericana 

			La liberalización de las economías

			La etapa de economía liberal se extiende desde 1985 a nuestros días. Su rasgo fundamental es el tránsito del modelo de industrialización sustitutiva ISI hacia un modelo liberal de economía abierta. El cambio de política económica, o redefinición de las fronteras del estado, se caracteriza por la ejecución de programas de estabilización, ajuste, liberalización y privatización de la economía, con miras a aumentar la exposición de la producción nacional a la competencia mundial, para elevar la productividad y acelerar el crecimiento. 

			Los objetivos explícitos de estos cambios, en particular de los regímenes de comercio, incluidos los diversos modelos de integración económica intra latinoamericana y con los Estados Unidos, son de carácter múltiple: revertir la pérdida de competitividad en los mercados internacionales y recuperar dinamismo el peso perdido en el mercado mundial; avanzar hacia una etapa de industrialización con niveles superiores de productividad; superar la ineficiente asignación de factores productivos y reducir el desempleo; establecer un ambiente propicio a las inversiones privadas extranjeras y nacionales e incrementar la formación de capital fijo; mantener la estabilidad macroeconómica y controlar la inflación. Tal como en el pasado, también ahora se presenta la integración económica regional, como un complemento de la estrategia macroeconómica global. 

			Se proponía que estos objetivos eran realistas pues el proceso de liberalización comercial, al elevar el grado de apertura de la economía, reducir los niveles de protección y eliminar los im­­­puestos a las exportaciones, induciría cambios en las estructuras productivas y de comercio, las cuales se desplazarían hacia los pro­­ductos con ventajas comparativas. Este cambio impulsaría, si­­multáneamente, la participación de los sectores transables en el PIB y el empleo así como el crecimiento de su productividad. Dado que el sector exportador tiene una productividad mayor que el resto de la economía, aquellos países que reubican los factores productivos hacia las exportaciones, registrarán aumentos en el coeficiente externo del PIB y mayores tasas de crecimiento del producto. La mayor apertura y superior productividad permitirían recuperar la participación en el intercambio global y superar la vulnerabilidad externa generada, entre otros, por la inestabilidad de los precios de las materias primas, predominantes en las exportaciones regionales. Se elevarían las exportaciones de manufacturas y avanzaría hacia las de mayor contenido tecnológico. Hasta allí la teoría. Como se verá más adelante, las economías latinoamericanas sí se abrieron a la competencia externa. Se abatieron las tarifas a las importaciones y se redujo la dispersión de las tarifas, a niveles difícilmente comparables con los de antaño.1 La cuenta de capitales es libre y la tasa de cambio se mue­­ve según la oferta y demanda de divisas y las tasas de interés na­­­cionales y externas. Los costos distributivos inherentes a dichas reformas fueron ensombrecidos por la magnitud de la crisis de la deuda, cuyos efectos desarmaron los argumentos de los sectores que se oponían al cambio, al percibir que sus intereses serían negativamente afectados. Se logró así, imponer un tránsito del régimen isi hacia el de libre mercado, no gradual, drástico e intenso, y sin los necesarios debate y consenso políticos. 

			Integración regional 

			Antes de presentar la trayectoria de la integración regional latinoamericana, cabe enfatizar que la finalidad de las políticas económicas de un país, y la integración económica regional es una de ellas, no es el avance del bienestar universal. Son los logros en bienestar nacional, para toda la población. Todo país ingresa a pactos comerciales, regionales o bilaterales, cuando considera que ni el libre cambio universal ni el proteccionismo garantizan sus intereses nacionales. De ahí emanan muchos de los obstáculos enfrentados por la integración económica hemisférica, regional y subregional y las que hicieron encallar las negociaciones multilaterales, tanto las pretéritas en el GATT como las presentes en la OMC y dan cuenta del fracaso del proyecto Bushiano de la Asociación de Libre Comercio de las Américas ALCA y la actual agonía de la Ronda Doha. Esta aseveración parte del principio de que la política de comercio exterior, universal o regional de todo país integra el cuerpo de su economía política y debe ser evaluada como tal. Y la finalidad de todo gobierno no es lograr las mayores tasas de crecimiento del PIB si no mejorar el bienestar de todos los miembros de la sociedad y garantizar la distribución equitativa, la equidad en el acceso a los beneficios del desarrollo a todos los ciudadanos. Este punto de partida orienta las discusiones siguientes. 

			Entre los intentos más notables para aumentar las exportaciones y fortalecer el modelo sustitutivo, destaca la integración económica regional, en cuyo origen se encontraban las ideas de Prebisch sobre la industrialización de América Latina y las lecciones de la integración europea. El primer programa fue La Asociación Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC), con el fin reducir, hasta eliminar, los aranceles entre los países de la re­­­gión y crear preferencias arancelarias en su favor. Posteriormente, y un tanto más complejos y como reacción al predominio de Argen­­tina, Brasil y México, se establecieron el pacto Andino y el Mercado Común Centro Americano. En 1962, la integración económica regional recibió el aval de la Alianza por el Progreso,2 como parte del plan de acción para promover el desarrollo y contener el contagio de la Revolución Cubana. Al igual que con la Unión Europea, los Estados Unidos consideraron la integración regional latinoamericana, como la estrategia comercial que ayudaría a acelerar el crecimiento del sector manufacturero, el empleo y los ingresos urbanos, y evitar el comunismo en la región. Por supuesto, Cuba fue excluida del club de miembros favorecidos por la Alianza y también de la OEA y de ALALC. 

			Los primeros años de vigencia de los acuerdos marcaron el avance del intercambio recíproco y con éste, el agravamiento de los conflictos de interés en torno a la distribución de los beneficios del comercio. Estos conflictos dificultaron las negociaciones del arancel externo común. Los escollos se magnificaron por las repetidas crisis de balanza de pagos, generadas por las caídas abruptas de los precios de las materias primas, que obligaban a suprimir las importaciones prescindibles, fácilmente sustituibles con producción nacional.3

			En el periodo de 1970-1980, al influjo de los grandes cambios que experimentaba la economía mundial, y por el estallido de la crisis de la deuda, comenzó la desintegración económica latinoamericana. La ALALC fue sustituida por la ALADI, surgieron trabas insalvables en el Pacto Andino y el Mercado Común Cen­tro­ame­­ricano colapsó por la inestabilidad política y la fragilidad económica de esos países. No obstante, desde 1984, América Latina experimenta un nuevo e intenso interés en renovar los existentes programas de integración (GRAN, CACM, ALADI), crear otros nuevos (MERCOSUR, ALBA, UNASUR) o tejer una densa red de acuerdos bilaterales o multilaterales (Grupo de los 3, los 8, etcétera). Es la respuesta a la formación de bloques económicos o una defensa frente a la recesión económica en los países desarrollados o a la falta de progreso, primero en la Ronda Uruguay del GATT y, segundo, en las negociaciones de Doha en la OMC. La Década de los años 90 se inició sin que se hubieran contestado muchas interrogantes que emergen de la persistente crisis en el Grupo Andino y el MCCA; la salida de escena de ALADI; ciertas ambigüedades en el MERCOSUR y los efectos que sobre las relaciones comerciales regionales puedan tener la evidencia de los magros logros mexicanos con el TLCAN, a casi más de 20 años de negociado.4 Al avanzar la segunda década del siglo XXI, la crisis económica global y la inestabilidad financiera de los países desarrollados, pueden abrir campos de nueva expansión del intercambio intraregional y de mayor vinculación de sus economías. Hay, no obstante, más incertidumbre que certezas. 

			En más de 40 años, las experiencias latinoamericanas en integración económica sugieren que ni los esquemas basados casi exclusivamente en la liberación comercial (ALAC-ALADI), ni aquellos que incorporan mecanismos de planificación y de redistribución de beneficios (GRAN-CACM), pero tampoco los acuerdos comerciales Norte Sur (TLCAN), han logrado superar los problemas que emergen de los divergentes intereses nacionales y, de las en ocasiones conflictivas percepciones sobre los costos y los be­­­neficios derivados de la integración y del intercambio global. 

			El estancamiento de los procesos integracionistas empezó al inicio de las negociaciones sobre el arancel externo común y la armonización de políticas macroeconómicas, es decir, el traslado de soberanía nacional a instituciones supranacionales.5 La imposibilidad se originó en la inexistencia de objetivos comunes a todos los miembros y centrados en el proyecto industrialista. La percepción de una distribución desigual de los resultados dinámicos de la expansión comercial en un mercado relativamente pequeño debilitó el consenso. Más aún, la contracción en la economía norteamericana ha dejado en evidencia, nuevamente, que los periodos de lento crecimiento o recesión, originados por una crisis externa, tienen efectos desfavorables en el proceso de integración, específicamente en términos de desarrollo de comercio intra-regional como en el mejoramiento del marco institucional. Los países adoptan diversas medidas restrictivas a las importaciones (tipo de cambio, modificación de aranceles, medidas antidumping, barreras no arancelarias, etcétera) con el objeto de ajustar sus economías al entorno adverso. 

			La inexistencia de un nivel adecuado de homogeneidad económica refleja el carácter competitivo de las economías y puede empujar los acuerdos de integración en la dirección de esquemas comerciales de tipo defensivo. Es aceptado que los bloques económicos que tienen marcadas diferencias en el crecimiento y desa­rrollo económicos experimentan serias dificultades derivadas de los costos de la redistribución del empleo y del ingreso que resultan de los cambios en las corrientes comerciales. En estas condiciones, la tendencia es abandonar la creación de mercados comunes o unidades económicas y preferir arreglos, estrictamente comerciales, menos integrativos. Esta ruta se dinamizó en los años noventa a raíz del efecto “contagioso” generado por la firma del Acuerdo de Libre Comercio de América del Norte, TLCAN, entre México, Canadá y los Estados Unidos. 

			A partir de la crisis de la deuda, el ajuste y la liberalización de las economías, América Latina tiende a asignar prioridad a las rela­­­ciones con Estados Unidos y con otros países de la región sobre el intercambio con la Comunidad Europea y Japón. Esta falta de di­­­ver­­sificación de mercados incrementa la vulnerabilidad del sector externo latinoamericano al desempeño de la economía estado­­­unidense, así como también al manejo de su política comercial. 

			El regionalismo abierto latinoamericano, el TLCAN 

			y la política comercial estadounidense 

			El TLCAN inició rutas que cambiarían la esencia de los acuerdos de integración regional inspirados en el Mercado Común Euro­­peo y sancionados en el GATT.6 El TLCAN instauró la era de acuerdos comerciales que son simples zona de libre comercio, aderezadas con compromisos que las superan: obligaciones sobre inversión extranjera, la “Joya de la Corona” ganada por EUA en el TLCAN; la inclusión plena del sector agrícola en el proceso de desgravación; el abandono del tratamiento preferencial al país de menor desarrollo; la protección de los derechos de propiedad intelectual, la apertura de los servicios y la aplicación de las leyes de comercio internacional de los EUA, ante la ausencia de tribunales supranacionales.7 El carácter rígido y proteccionista de las reglas de origen y los compromisos en textiles, automotriz y agrícola asimilan el TLCAN a un acuerdo de comercio administrado, más que a uno de libre comercio.8 En los acuerdos suscritos por Chile, los países centroamericanos, Perú y Colombia con los EUA, se con­­­sagró ese carácter. Estos acuerdos se ajustan más al modelo económico liberal de los EUA y al rol que al estado se asigna en este país que al imperante en América Latina, cuyas instituciones devienen de diferente tradición jurídica. En el diseño de los acuerdos comerciales con países en desarrollo, la OMC y la Unión Europea han arrogado plenamente los elementos más liberales de la política comercial de los EUA.

			A la fecha EUA ha firmado acuerdos con un gran número de países,9 y nunca por iniciativa suya. Esta política les permite, cuando algún país lo propone, extraer a cambio del acceso a su mercado las mayores concesiones en áreas prioritarias para EUA: servicios, agricultura, propiedad intelectual, inversiones, normas ambientales, anticorrupción y laborales, y se exigen compromisos en áreas no relacionadas con el comercio: apoyar a EUA en asuntos de política exterior y de seguridad nacional.10 El acceso al mercado estadounidense puede ser simbólico, dadas las bajas barreras arancelarias11 y no duradero por una constante firma de TLC inclusive con la UE, desplegada por los gobiernos Clinton y Bush. La crisis financiera que afectó a los EUA en 2007, impidió que Obama solicitara hasta el 2011 al Congreso de EUA la ratificación de los acuerdos que ya firmaran y ratificaran, Corea, Colombia y Panamá. 

			El gobierno de EUA escoge los países que han solicitado iniciar negociaciones y, al seleccionar con cuál negociar un acuerdo re­­­­gional, aplica exigencias que van de lo político a lo económico, cui­­­­­dando no lastimar intereses de sus productos sensibles. Explí­­citamente, se establece que, como en un torneo, los países compiten entre sí para obtener el premio del acceso al mercado y no cargar los costos de la exclusión del club12. Esta contienda, en la ideología y estrategia de EUA, conducirá al libre cambio global pues crecerá el número signatarios hasta cubrir a todos, ya por que los que quedan fuera reducen sus barreras para eliminar los costos de desviación de comercio ya porque intentan no quedar aislados en el escenario internacional o por simple prestigio. Investi­­ga­­ciones recientes no confirman que los costos de la exclusión sean una causa de la decisión a firmar TLC con EUA13 y sugieren que es una especie de contagio, no del todo racional que ha afectado las relaciones intra latinoamericanas. 

			A guisa de evaluación

			De los varios objetivos de la política comercial de los países latinoamericanos, presentados en las secciones anteriores, concentraremos la atención en algunos que consideramos más rele­­­vantes para tasar la contribución de los esquemas de integración al desarrollo de los países: la apertura de las economías, lo comercial y en cuenta de capitales y los nexos de esa liberalización con el crecimiento del PIB per cápita; así como los avances en la diversificación de las exportaciones, por mercados y por productos; la inversión extranjera, las ganancias en productividad laboral y los efectos sobre el empleo y los ingresos. 

			El grado de apertura económica, y el crecimiento del PIB. Las economías de la región se abrieron considerablemente a la competencia externa, intensamente unas con alguna cautela otras. En todos los países los sectores transables compiten con la producción externa, en el mercado nacional los importables y en el externo, los exportables. El coeficiente externo de toda la región creció del 24% del pib en 1960 al 43 en 2001. El gran avance se dio a partir de los años noventa, al empuje del crecimiento de las economías desarrolladas y la demanda productos básicos por parte de China e India. El coeficiente se ha calculado en dólares constantes de 2000 y capturar más fielmente el proceso de liberalización de las economías. Véase Cuadro 1.

			CUADRO 1

			ÍNDICE DE APERTURA ECONÓMICA

			EXPORTACIONES MÁS IMPORTACIONES/PIB. 1960-2010
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							2005

						
							
							2009

						
							
							2010

						
					

					
							
							El Mundo

						
							
							24.2

						
							
							27.8

						
							
							39.5

						
							
							38.7

						
							
							38.9

						
							
							42.7

						
							
							45.5

						
							
							49.8

						
							
							53.7

						
							
							49.7

						
							
							0.0

						
					

					
							
							Estados Unidos

						
							
							9.6

						
							
							11.3

						
							
							20.8

						
							
							17.2

						
							
							20.6

						
							
							23.4

						
							
							24.1

						
							
							25.9

						
							
							26.5

						
							
							25.2

						
							
							0.0

						
					

					
							
							América Latina

						
							
							24.2

						
							
							22.7

						
							
							31.0

						
							
							30.8

						
							
							32.3

						
							
							40.7

						
							
							42.6

						
							
							44.3

						
							
							46.4

						
							
							42.3

						
							
							42.2

						
					

					
							
							Argentina

						
							
							15.2

						
							
							10.3

						
							
							11.5

						
							
							18.0

						
							
							15.0

						
							
							19.7

						
							
							21.3

						
							
							22.4

						
							
							44.3

						
							
							37.4

						
							
							39.8

						
					

					
							
							Brasil

						
							
							14.2

						
							
							14.5

						
							
							20.4

						
							
							19.3

						
							
							15.2

						
							
							16.0

						
							
							20.2

						
							
							21.7

						
							
							26.6

						
							
							22.3

						
							
							21.4

						
					

					
							
							Chile

						
							
							29.2

						
							
							28.6

						
							
							49.8

						
							
							53.9

						
							
							64.5

						
							
							56.4

						
							
							56.9

						
							
							61.3

						
							
							74.1

						
							
							69.5

						
							
							69.5

						
					

					
							
							Colombia

						
							
							30.4

						
							
							30.1

						
							
							31.8

						
							
							26.3

						
							
							35.4

						
							
							35.5

						
							
							36.1

						
							
							33.1

						
							
							35.8

						
							
							34.3

						
							
							33.3

						
					

					
							
							Ecuador

						
							
							36.3

						
							
							37.5

						
							
							52.0

						
							
							51.7

						
							
							65.0

						
							
							54.0

						
							
							56.5

						
							
							68.1

						
							
							62.7

						
							
							93.8

						
							
							64.9

						
					

					
							
							México

						
							
							20.1

						
							
							17.4

						
							
							23.7

						
							
							25.7

						
							
							38.3

						
							
							58.1

						
							
							63.1

						
							
							63.9

						
							
							55.7

						
							
							56.6

						
							
							60.7

						
					

					
							
							Perú

						
							
							41.6

						
							
							33.9

						
							
							41.8

						
							
							39.4

						
							
							29.6

						
							
							30.8

						
							
							32.5

						
							
							34.2

						
							
							44.3

						
							
							44.4

						
							
							44.6

						
					

					
							
							Venezuela

						
							
							43.3

						
							
							37.8

						
							
							50.6

						
							
							42.2

						
							
							59.6

						
							
							48.9

						
							
							42.1

						
							
							47.9

						
							
							60.1

						
							
							38.7

						
							
							30.8

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia basada en World Bank, WDI, Data Bank 2011.

			Es de notar que en la mayoría de los países se ha acumulado el déficit comercial en valores absolutos y como proporción del pib. Esto en razón del mayor crecimiento de las importaciones y, en el caso de México y otros países centroamericanos, por el efecto de la maquila, que ha disparado la elasticidad del ingreso de las importaciones y debilitado la relación directa entre el crecimiento de las exportaciones (y del coeficiente externo de la economía) y el del PIB. Por esta razón no verificamos que la apertura se haya traducido en mayores y más estables tasas de expansión del pib, como se argüía, forzando la teoría, en favor de la liberalización y de la firma de acuerdos tipo TLCAN. En efecto, la tasa de crecimiento promedio en el volumen de las exportaciones entre 1983 y 2010, fue mayor a la registrada en el periodo 1960-1982, mientras el pib tuvo la trayectoria contraria lo que resulta en tendencia descendente para el crecimiento del producto y ascendente de las exportaciones (Véase Gráfica 1).

			GRÁFICA 1

			AMÉRICA LATINA: TASA DE CRECIMIENTO ANUAL DEL PIB 
Y DE LAS EXPORTACIONES DE BIENES Y SERVICIOS DE Y EL CARIBE
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			Fuente: Elaboración propia con datos del World Development Indicators, World Bank 2011.

			De hecho, a pesar del fuerte incremento de las exportaciones, de 130 mil a 640 mil millones de dólares en 2000, los ingresos reales cayeron por el deterioro de los términos de intercambio que contrajeron el efecto positivo de la expansión de las ventas externas en el crecimiento económico. El precio de los bienes primarios se redujo en términos reales, a los niveles más bajos que se tengan regis­­trados, y sólo se recuperaron parcialmente, en dólares constantes, hacia 2004. La inestabilidad en los precios se debe, en parte, a la libe­­­ralización de los mercados internacionales, a la en­­­trada de más oferentes y la especulación en los mercados de futuros.14 Lo preo­­­cupante es que hay una reprimarización de las exportaciones de varios países latinoamericanos, anulando los esfuerzos por la indus­­trialización de las economías y el paso a exportaciones con mayor valor agregado nacional. Esto ha conducido a ciertos analistas a adoptar posiciones ambiguas: mientras saludan que la liberalización impulse ese retorno a las ventas de materias primas, alertan sobre su inestabilidad y piden tomar medidas preventivas ante un debilitamiento de la demanda china e india de estos bienes.15 Así, por ejemplo, en los últimos años, la es­­­tructura de las exportaciones de Brasil se han volcado hacia las materias primas, y las ma­­nu­facturas sólo representan el 39% de las totales. La de­­manda de productos básicos caerá en el momento en el que China e India pasen a producir y exportar bienes manufacturados más sofistica­­dos. Estas advertencias son un llamado a retomar la industrializa­­ción por sustitución, invocando los argumentos de Prebisch, pero sin nombrarlo. En este contexto, la apertura comercial no a resultado en el crecimiento eco­­­nómico del export-led growth model, como lo corrobora la Gráfica de dispersión y la ecuación de la regresión resultante. Si bien el R2 no es altamente significativo, sí demuestra la tendencia inversa entre las dos variables, véase Gráfica 2 .

			Es aceptado que los países tienen mayores ganancias en bienestar al participar en el comercio internacional que en autarquía, no se ha comprobado, más allá de toda duda, que exista fuerte relación positiva entre apertura y crecimiento del pib o entre los cambios en las políticas comerciales hacia el libre intercambio y el crecimiento económico. Las experiencias de América Latina en las dos últimas décadas parecerían inclinar la balanza a favor de los analistas que sugieren que esa relación positiva puede o no existir (Véase Gráfica 2).

			GRÁFICA 2

			AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: RELACIÓN ENTRE LOS CRECIMIENTOS DEL PIB Y DE LA APERTURA (1960-2010)
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			Fuente: Cálculos propios basados en Banco Mundial, WDI, accedido el 20 de Sep­tiem­bre en: http://databank.worldbank.org/ddp/home.do?Step=12&id=4&CON=2

			Con la apertura y el movimiento de factores que ésta induciría se pretendía elevar la productividad, recuperar una mayor participación en el intercambio global y superar la vulnerabilidad externa a las economías y estimular el flujo de inversión extranjera, la cual, aceleraría nuevamente el crecimiento. Como se muestra en el Cuadro 2, el gran crecimiento del intercambio y del índice de apertura, no se refleja plenamente en la fracción del mercado mundial que concentra la región. Si bien las exportaciones y las importaciones latinoamericanas crecieron aceleradamente a partir de las reformas, América Latina no ha recuperado las fracciones del intercambio global registradas desde 1934 y hasta 1980 (Véase Cuadro 2). Lo anterior, implica que el comercio mundial ha crecido a mayor velocidad y que otros países han ganado mayores fracciones de éste que América Latina. Es verdad a gritos que China e India han incrementado su peso en el mercado mundial. India lo ha hecho desde niveles bajos, pero China es un gran jugador. Mientras que América Latina logró avanzar y concentrar en 2010 una proporción de las importaciones y las exportaciones mundiales similar a la que tenía en 1970, China pasó de capturar 0.6 al 17.6% y el 14.6% de las exportaciones y las importaciones mundiales respectivamente. 

			CUADRO 2

			PARTICIPACIÓN DE AMÉRICA LATINA, CHINA E INDIA 

			EN EL INTERCAMBIO COMERCIAL GLOBAL
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							1934-8

						
							
							9.4

						
							
							6.3
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							ND

						
							
							ND

						
							
							ND

						
					

					
							
							1948

						
							
							12.5

						
							
							10.1

						
							
							ND

						
							
							ND

						
							
							ND

						
							
							ND

						
					

					
							
							1950

						
							
							11.1

						
							
							9.6

						
							
							ND

						
							
							ND

						
							
							ND

						
							
							ND
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							7.7

						
							
							7.7

						
							
							ND

						
							
							ND

						
							
							1.1

						
							
							1.7

						
					

					
							
							1970

						
							
							5.5

						
							
							5.7

						
							
							0.6

						
							
							0.6

						
							
							0.6

						
							
							0.6

						
					

					
							
							1980

						
							
							5.5

						
							
							5.9

						
							
							0.9

						
							
							0.9

						
							
							0.6

						
							
							0.6

						
					

					
							
							1990

						
							
							3.8

						
							
							4.5

						
							
							1.3

						
							
							1.1

						
							
							0.5

						
							
							0.7

						
					

					
							
							1995

						
							
							4.9

						
							
							4.7

						
							
							3.0

						
							
							2.7

						
							
							0.5

						
							
							0.6

						
					

					
							
							2000

						
							
							5.7

						
							
							5.9

						
							
							3.5

						
							
							3.1

						
							
							0.8

						
							
							0.8

						
					

					
							
							2005

						
							
							5.9

						
							
							5.9

						
							
							6.4

						
							
							5.5

						
							
							1.2

						
							
							1.4

						
					

					
							
							2010

						
							
							5.6

						
							
							6.6

						
							
							10.9

						
							
							9.4

						
							
							2.0

						
							
							2.8

						
					

					
							
							2010/1970

						
							
							1.0

						
							
							1.2

						
							
							17.6

						
							
							14.6

						
							
							3.3

						
							
							4.4

						
					

				
			

			

			Fuente: Para 1934-1959, Naciones Unidas. Para 1960-2010, Banco Mundial, WDI, 2011, accedido sept 23/2011 en: http://databank.worldbank.org/ddp/home.do?Step=12&id=4&CON=2 

			Hay, con diferencias notables entre los países del sur del continente y los del norte, aspectos importantes en la dinámica del intercambio externo de la región. Por una parte, el avance de las manufacturas. Los primeros exportan más materias primas y ma­­­nu­­facturas basadas en éstas y, los segundos, casi exclusivamente manufacturas insertas en las cadenas de valor. Uno y otro tipo de países se han especializado en la venta externa de factores naturales, materias primas, los primeros, y mano de obra los segundos. En conjunto, en 2008, las exportaciones de materias primas y sus manufacturas representaron el 61% del total, un gran cambio desde el 88% en 1970 que contrasta con el bajo peso de estos bienes en las importaciones totales. Avanzaron las ventas externas de manufacturas de alto contenido tecnológico, hasta representar el 28% del total, mientras que de estos bienes la región importa el 43% del total de sus compras en el exterior. Esta relación es un tan­­to equívoca pues no se tiene en cuenta que muchas de las ex­­por­ta­ciones de estas manufacturas son maquila, con muy bajo contenido de valor agregado nacional y poco aporte tecnológico propio (Véa­­se Cuadro 3). 

			El destino de las exportaciones latinoamericanas registra un claro sesgo hacia Estados Unidos. Cerca del 60% de las exportaciones y un tanto menos de las importaciones se dirigieron a ese mercado. Sin embargo, la participación de América Latina en las importaciones totales de ese país fue apenas mayor al 15%. El segundo destino en importancia es el mercado intraregional, lo que sugiere síntomas de intensificación en la integración de los países de la región. Se ve claramente en este cuadro, por una par­te, el ascenso de los “otros”, en el intercambio global, pues es el mer­­cado de destino y origen del intercambio más dinámico y el que tiende a concentrar la tajada más importante. (Véase Cuadro 4). 

			En este cambio, en el destino de las exportaciones, es interesante considerar simultáneamente, su composición, por tipo de productos y evaluar a qué mercados se dirigen los bienes con mayor valor agregado y contenido tecnológico nacionales y qué mercados reflejan un comercio de tipo ricardiano. Los primeros abren margen para el crecimiento de áreas de especialización más dinámicas y los segundos refuerzan la que se basa en recursos naturales, con menores efectos multiplicadores. Los EUA son los receptores más importantes de las manufacturas latinoamericanas, seguidas por los EUA, y esa relación se ha consolidado a partir de 1990 (Véase Cuadros 5 y 6) mientras que Japón y Euro­pa,   
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			replican las tradicionales relaciones norte-sur. Es necesario, no obstante, hacer una advertencia. Por un parte, el peso de México en las exportaciones manufacturadas a Estados Unidos y, por otra, su composición basada en maquila y con limitado valor agregado. El comercio intraregional de manufacturas refleja el empuje del MECOSUR y las ventas brasileras, que son manufacturas de mayor valor agregado nacional y superior contenido tecnológico. Cum­­plirían con las recomendaciones actuales sobre la necesidad de exportar mayor valor agregado nacional y las advertencias sobre la importancia de producir y exportar manufacturas.16 

			El crecimiento de la productividad, el empleo y los salarios. Des­­pués de todo el esfuerzo por poner los precios en orden y alinea­­dos con la productividad internacional, es lamentable recono­cer que la región se ha rezagado en el crecimiento de la productividad por tra­­­bajador, en relación a la de Estados Unidos. Esta evolución limita la capacidad de penetrar y mantenerse en ese mercado, ya que los importadores buscan en primer lugar, productos menos costosos, y de mejor o equivalente calidad, que los producidos do­­­mésti­ca­mente y, en segundo, exploran las mejores oportunidades en el mer­cado mundial. La productividad es un indicador sine qua non para tomar esas decisiones. En la Gráfica 3, se muestra la pro­­­­­­duc­ti­vi­dad laboral de varios países latinoamericanos, como proporción de la estadounidense. El ascenso registrado hasta 1980 se revirtió y en 2009, no se habían recuperado aun los niveles má­­­ximos de los años 80. No lo han logrado ni siquiera Brasil y Chile, las economías más dinámicas de la región, y México es quizás el que mayor pérdida acumula. Lo más preocupante es que China e India, amén de otros países del Sureste Asiático y de Europa Oriental, han reducido la distancia en productividad con EUA y con los de la re­­gión, por ejemplo, con México, como se ve en las gráficas 3 y 4.
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			GRÁFICA 3

			PRODUCTIVIDAD LABORAL COMO PROPORCIÓN DE LA ESTADOUNIDENSE
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			Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la cepal.

			GRÁFICA 4 

			PRODUCTIVIDAD LABORAL COMO PROPORCIÓN DE LA ESTADOUNIDENSE
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			Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la CEPAL.

			¿Qué puede explicar este no del todo positivo desarrollo? Una razón es la trayectoria de la elasticidad producto del empleo, que ha descendido notablemente en la región,17 la cual, sumada a descenso del crecimiento del PIB, deja al margen del empleo formal y productivo a cada vez mayores contingentes de trabajadores, especialmente a los más jóvenes y mejor preparados. La tendencia en la región es que las crisis generan cada vez mayor desempleo y las recuperaciones lo restauran menos, de suerte que se genera el efecto ya muy nombrado del “crecimiento sin empleo”, que en el argot de los economistas se puede traducir en una cada vez más alta tasa natural de desempleo. (Véase Gráfica 5). 

			GRÁFICA 5

			TASAS DE DESEMPLEO DE ALGUNOS PAÍSES LATINOAMERICANOS

			1980-2010 EN PORCENTAJES DE LA POBLACIÓN ECONÓMICAMENTE ACTIVA, PEA
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			Fuente: Elaboración Propia basado en cepal, www.eclac.org, consultado el 17 de agosto de 2011.

			El panorama del empleo se enturbia aún más si se consideran las condiciones de precariedad e informalidad. El ejemplo más impactante es México, con cerca de un 60% de la pea ocupada, en la informalidad, definida como los empleados no cubiertos con ningún sistema de seguridad social. El segundo país con mayor informalidad es Brasil, bordeando el 50%, y el resto de países de ingreso medio tienen sobre el 40% de informalidad. En nuestra perspectiva, la informalidad es uno de los resultados de la apertura de las cuentas de capital y de bienes, la cual, sumada a la revaluación cambiaria como ancla de precios, ha reducido, casi hasta eliminar las oportunidades de inversión, diferentes a la especulación financiera y el crédito al consumo y el hipotecario.18 La apertura de las dos cuentas, mante­niendo cerrado el mercado la­­­bo­­­ral, magnifica la movilidad del capital y eleva su ren­­tabilidad en relación al trabajo y a las inversiones no reversibles. En esta tijera, se devalúa el trabajo, en términos relativos y absolutos. El panorama actual es de un creciente desequilibrio entre el capital y el tra­­bajo, se traduce en la pérdida sistemática de participación en el ingreso, de este último el ascen­­so del capital y la ten­­dencia a su concentración por fusiones y privatizaciones. Frente a este proceso se tiene la pérdida de fuerza negociadora del trabajo, por efecto de la liberalización de facto o por acto legislativo de la le­­­­gislación laboral. El resultado, no puede sorprender: deterioro acumulado de las remuneraciones reales, mínimas y medias. El Cuadro 7 devela una sorprendente realidad. 

			Con la excepción de Colombina, los salarios mínimos y las remuneraciones reales (medidas como el índice año 2000=100), se desplomaron entre 1980 y 1990, con variada intensidad en los diferentes países. El país con las mayores pérdidas es México. Esta nación marca una diferencia notable con el resto. Es el único en el que hubo una pérdida sustancial del salario mínimo real, de estas remuneraciones al punto que en 2010, sólo representaban el 315% del salario en 1980. En ese período los salarios me­­­dios se mantuvieron. Los demás países protegieron el salario mínimo y dejaron caer el medio. En México, creció el nú­­mero de asalariados que devengan entre 2 y 3 salarios mínimo y cayó el que obtiene un salario mínimo. Pero dos y tres salarios mínimos de 2010 no equivalen a un salario mínimo de 1980. 

			CUADRO 7

			EVOLUCIÓN DEL ÍNDICE DE LOS SALARIOS MÍNIMOS REALES SMR Y DE LAS REMUNERACIONES REALES MEDIAS RMR 1980-2010
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							135.1
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							64.9

						
							
							311.8

						
							
							114.1

						
					

					
							
							1985
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							1990

						
							
							28.3

						
							
							93.3

						
							
							73.8

						
							
							99.7

						
							
							57.7

						
							
							69.3

						
							
							100.4

						
							
							76.3

						
							
							144.5

						
							
							88.9

						
					

					
							
							1995

						
							
							99.5

						
							
							94.2

						
							
							87.2

						
							
							95.5

						
							
							75.1

						
							
							88.0

						
							
							96.0

						
							
							86.4

						
							
							112.9

						
							
							100.9

						
					

					
							
							2000

						
							
							100.0

						
							
							100.0

						
							
							100.0

						
							
							100.0

						
							
							100.0

						
							
							100.0

						
							
							100.0

						
							
							100.0

						
							
							100.0

						
							
							100.0

						
					

					
							
							2005

						
							
							171.1

						
							
							99.0

						
							
							128.5

						
							
							85.2

						
							
							113.4

						
							
							108.5

						
							
							105.0

						
							
							105.3

						
							
							99.0

						
							
							110.2

						
					

					
							
							2010

						
							
							226.6

						
							
							117.9

						
							
							155.9

						
							
							89.5

						
							
							119.5

						
							
							114.5

						
							
							108.9

						
							
							109.4

						
							
							98.4

						
							
							114.7

						
					

					
							
							∆ 1980-90

						
							
							-78.5

						
							
							-23.1

						
							
							-45.3

						
							
							ND

						
							
							-12.6

						
							
							4.8

						
							
							7.4

						
							
							17.6

						
							
							-53.7

						
							
							-22.1

						
					

					
							
							∆ 1980-10

						
							
							2.4

						
							
							-0.1

						
							
							0.5

						
							
							-0.5

						
							
							2.7

						
							
							2.4

						
							
							0.5

						
							
							2.3

						
							
							-2.3

						
							
							0.0

						
					

					
							
							2010/1980

						
							
							172.1

						
							
							97.2

						
							
							115.4

						
							
							89.7

						
							
							180.9

						
							
							173.0

						
							
							116.5

						
							
							168.7

						
							
							31.5

						
							
							100.6

						
					

				
			

			Fuente: CEPAL, base de datos, 2011.

			Consideraciones finales

			Latinoamérica y el Caribe deben sortear y resolver exitosamente lo varios problemas que frenan su desarrollo. Tendrá la región que remediar, en primer lugar, el inconveniente de distribución de los costos y los beneficios que el nuevo modelo de desarrollo generó y el debilitamiento de los factores de crecimiento, como la productividad y la demanda interna. El modelo exportador, incluida la integración, no ha logrado superar los efectos negativos que en algunos aspectos se han derivado de la apertura de las cuentas comercial y de capitales, como el aumento del contenido importado de la producción nacional, evidente en déficit comercial como proporción del PIB y la pérdida de relación entre la expansión de las exportaciones y del grado de apertura y el cre­­cimiento del PIB. Ni el crecimiento de la apertura, incluido el inter­­cambio regional, han actuado como catalizadores del crecimiento de la economía ni de los sectores transables, tampoco del empleo productivo y los ingresos laborales, efecto del estancamiento de la productividad laboral. 

			La integración no es un motor de desarrollo y de cambio estructural de las economías, pues el modelo general y la política macro que prioriza la estabilidad por la vía de la apreciación cam­­biaria, le deja poco margen de acción. No hay tampoco, ningún mecanismo que proteja a la región de los choques externos. Si no hay indicadores claros de estas mejoras, los países tenderán hacia acuerdos bilaterales o multilaterales, y en la búsqueda de maximizar beneficios los países estarán compitiendo entre sí, debilitando la posibilidad de integrarse. Tampoco ha servido mucho la inclinación a una mayor integración con la economía estadounidense, como lo demuestran los avatares de la economía Mexicana. 

			Ahora bien, la asignatura pendiente de los tomadores de decisiones, los académicos y los empresarios, será explicar las razones por las cuales el modelo de economía abierta, orientada hacia afuera, que compite por la atracción de IED, y privilegia los me­­canismos de mercado como la mejor forma de asignación de facto­res, no ha repercutido positivamente en: la participación de Amé­­rica Latina y el Caribe en el comercio mundial y en sus tasas de crecimiento económico que se traduzcan en mejoras en el bienestar de la población. No ha reactivado el crecimiento de la productividad ni impedido que otros países la desplacen sus exportaciones de los mercados externos. El pobre desempeño de la productividad es causa también del retroceso de los sectores que compiten con las importaciones. Lo cual, se ha traducido en el creciente contenido importado de la producción nacional. Dicho en otras palabras, se pasó del modelo de sustitución de importaciones al de sustitución de valor agregado y empleo nacionales por importados. En este proceso han concurrido tanto el modelo en general como los acuerdos de integración y los arreglos comerciales con los EUA y otros países desarrollados. 

			Desde varios foros se recomienda o se reclama o aconseja, una mayor vinculación con las economías hoy en amplio crecimiento y un mayor intercambio Sur-Sur, que abra espacios al crecimiento de manufacturas sofisticadas, estrategia que debe ir acompañada de nuevas versiones de política sectorial y de cambio tecnológico. Esta aproximación demanda un nuevo modelo y nue­­vas responsabilidades para el Estado, del que se espera tome las riendas para conducir la economía. ¿Cuáles? Esa es la cuestión. 
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			Consecuencias del comercio en la política exterior. La relación de Estados Unidos con los miembros de la alianza del pacífico

			Mariana Aparicio Ramírez

			Introducción

			Diversos estudios se han avocado al análisis sobre los diferentes instrumentos políticos, económicos y comerciales que utilizan los Estados Unidos en Organismos Internacionales para incentivar a sus socios y aliados a presentar posiciones cercanas a sus intereses expresados en las votaciones. Este capítulo analiza los efectos del comercio asimétrico en las votaciones de los países miembros de la Alianza del Pacífico en los temas que el Depar­tamento de Estado de Estados Unidos, en el documento Reporte de prácticas de votación en Naciones Unidas, considera “importantes”, el cual, es un subconjunto de las votaciones en la Asamblea Gene­­ral de Naciones Unidas (UNGA por sus siglas en inglés). 

			La Alianza del Pacífico, conformada por Chile, Colombia, México y Perú, es una iniciativa de integración regional creada el 28 de abril de 2011.1 Su principal objetivo es lograr convertirse en una plataforma de articulación política, integración económica y comercial, con proyección hacia el mundo, con énfasis en la región Asia-Pacífico.2 Países como Costa Rica, Guatemala y Panamá han mostrado interés en incorporarse como Miembros de la Alian­­za, pero es necesario que reúnan los requisitos correspondientes.3 

			Estados Unidos se unió como Estado Observador de la Alian­­za del Pacífico el 18 de julio del 2013. Los Estados Unidos tiene con cada uno de los países miembros un Acuerdo de Libre Comercio (ALC) vigente. 

			La Alianza del Pacífico es de interés para la política estado­uni­­dense como miembro observador y por los vínculos políticos y económicos afines con los países miembros, todos comprometidos con el libre comercio y con el incremento de su relación con el Asia-Pacífico.4 Un elemento relevante radica en que tres de los cuatro Miembros de la Alianza ­—Chile, México y Perú—,5 forma­­ron parte de las negociaciones del Acuerdo de Cooperación Trans­­pacífico (TPP por sus siglas en inglés). Y, como sugiere Bar­­bara Kotschwar,6 la Alianza del Pacífico puede jugar un punto de conexión entre los diferentes ALC (Norte-Sur) vigentes en América Latina para que, posteriormente, puedan vincularse con el TPP y la Asociación Transatlántica para el Comercio y la Inversión (TTIP).7

			Como se desarrollará con mayor detalle en el siguiente apartado, la política comercial de Estados Unidos no sólo persigue intereses económicos y comerciales, también es un instrumento de su política exterior. Para poner a prueba este planteamiento, se compara la votación de los países miembros de la Alianza del Pacífico, para mostrar las diferencias y similitudes entre los so­­cios dependientes del mercado estadounidense y aquellos que no lo son.8 

			Se tiene la hipótesis que la dependencia comercial genera coincidencia con las posiciones de la política exterior estadounidense.9 Convergencia que se califica por el acercamiento de los socios comerciales con las posiciones de Estados Unidos que considera importantes para su política en el ámbito multilateral. Entonces, si los países de la Alianza del Pacífico comparten principios y objetivos económicos y políticos comunes con Estados Unidos, se espera que presenten coincidencia a la posición estadounidense en los “votos importantes” en el periodo bajo análisis y, que la variable que pueda establecer diferencias entre ellos sea dependencia comercial.

			Para mostrar las diferencias y similitudes de votación de los países miembros de la Alianza del Pacífico con las posiciones de Estados Unidos en UNGA durante el periodo de 1988 al 2012, el capítulo se compone de tres apartados; en el primero se desarrolla el argumento teórico sobre dependencia comercial y afinidad en política exterior medido por la variable de proximidad, votaciones en UNGA, específicamente se analiza la pertinencia en la discusión sobre los “votos importantes”. En el segundo, se presentan las diferencias de dependencia comercial entre los países miembros de la Alianza del Pacífico y su posición en las votaciones con Estados Unidos. En tercero, se hace referencia a la convergencia en UNGA a partir de los intereses nacionales de Estados Unidos y, por último, se plantean algunas reflexiones.

			Apuntes sobre dependencia comercial y convergencia en las votaciones en Naciones Unidas: el caso de los votos importantes

			Los Estados establecen relaciones con sus similares, a partir de los cálculos e intereses económicos y políticos y las acciones que son necesarias para lograr sus diversos intereses nacionales.10 Uno de los instrumentos utilizados es la política comercial,11 la cual cum­­­ple con diversos propósitos; como proyecto de desarrollo económico y como instrumento de la política que influye en el balance de poder entre los Estados al crear y consolidar alianzas que pueden afectar las estructuras políticas y económicas internacionales.12 

			Los estudios que analizan la política comercial como un instrumento de política exterior para crear coincidencia de posiciones en la política internacional con otros Estados resulta pertinente para examinar la efectividad de influencia que tiene el comercio con la formación de socios y alianzas en el ámbito internacional, sobre todo, en aquellos temas de interés nacional para los Estados.13

			Entre los instrumentos de la política comercial se encuentran los acuerdos de libre comercio (ALC).14 Desde las negociaciones y firma, hasta las leyes y reglamentos que institucionalizan los cambios derivados de éstos compromisos, que son necesarios para garantizar su implementación. En su modalidad regional o bilateral, los acuerdos comerciales son la expresión de cooperación entre Estados para perseguir tanto objetivos económicos y políticos, individuales y colectivos, reforzar autonomía, mejorar posiciones de negociación y promover intereses tanto políticos como económicos.15

			Hirshman sugiere que el comercio exterior puede conducir a las relaciones de influencia y dependencia entre los países. Sos­­tiene que la causa del aspecto político en las relaciones económicas internacionales tiene que ver con “un país que trate de sacar la mayor ventaja de su posición estratégica, respecto a su propio comercio, trata prácticamente de crear condiciones que hagan que la interrupción del comercio sea para las naciones interesadas en éste mucho más grave que para sí mismo”.16 Esto es, incentivar la dependencia económica y comercial de su mercado a través del “efecto influencia”,17 en otros países.

			El elevado grado de dependencia de una economía con respecto a un sólo mercado, o un sólo tipo de productos, puede producir dependencia en los cambios de la política comercial del país socio. Lo cual supone, en primer término, dependencia con relación a la política comercial de ese socio particular y, en segundo, de la evolución de los precios del producto predominante y, expresan la naturaleza de las presiones políticas del que son objeto los países en desarrollo por parte de los países desarrollados del cual reciben acceso a sus mercados.18

			Para Estados Unidos la política comercial puede generar esquemas de cooperación en el ámbito internacional, donde es posible el uso de incentivos para perseguir el interés nacional. Si los Estados presentan menor coincidencia o mayor nivel de divergencia con las preferencias de Estados Unidos en política internacional, éste puede utilizar incentivos comerciales19 para generar coaliciones en el ámbito multilateral.20

			Desde finales de la década del noventa, se inicia en Estados Unidos la promoción de ALC bilaterales21 y regionales sin abandonar el multilateralismo22 y simultáneamente mantiene y expande programas preferenciales unilaterales. Este giro en la política comercial se expresa ampliamente en la declaración del entonces Secretario de Estado, Warren Christopher, durante la primera admi­­nistración de William Clinton: “el multilateralismo es un medio, no un fin. Es una de las muchas herramientas de política exterior que está a nuestra disposición. Y está garantizada sólo cuando sirve para los propósitos centrales de la política exterior norteamericana: proteger los intereses de Estados Unidos”.23 

			Política comercial de Estados Unidos como instrumento 

			de la política

			A partir de la administración de George W. Bush, la política co­­mer­­cial24 induce a la competencia entre los países para ganar acceso al mercado estadounidense. En la negociación de dichos alc, los nuevos socios otorgan cada vez mayores concesiones, que de otra forma no estarían dispuestos a realizar, y así asumirían todos los costos económicos y políticos de ajuste ex ante y ex post,25 que se derivan de abrir su mercado y adoptar en diversos rubros, las normas y regulaciones estadounidenses, principalmente en aspec­­tos comerciales y de inversión,26 pero también en otras áreas no estrictamente relacionadas con el comercio y vinculadas a intereses geopolíticos y de seguridad.27 Se evalúa que el socio haya to­­­mado medidas para apoyar el combate contra el terrorismo.28 

			Entonces, para Estados Unidos, la política comercial no es sólo un instrumento importante para promover sus valores y la facilitación de negocios para las empresas estadounidenses, al incrementar la competencia y acceso preferencial a nuevos mercados, sino que es también uno de sus instrumentos de política exte­­rior y un mecanismo para prever conflictos.29 Primero, utiliza criterios económicos y políticos para seleccionar a sus potenciales socios comerciales.30 Segundo, una vez que se tiene un ALC, Estados Unidos espera que sus socios coincidan y defiendan prin­­cipios afines a los suyos en los temas que considera de interés nacional en la política internacional. 

			Como toda expectativa, esto no siempre se cumple. Es permisible que bajo ciertas circunstancias, los países socios consideren no coincidir con la posición de Estados Unidos. Desde esta perspectiva, los países pueden evaluar si el tema es o no prioritario de su interés nacional. Si es así, resulta viable no arriesgarse en aumentar el nivel de divergencia con la posición de Estados Unidos por los costos políticos, económicos o comerciales.31 Si no lo es, o afecta directamente el interés nacional del país en cuestión, es posible tener un margen de maniobra para poder disentir con Estados Unidos.32 

			Convergencia en votos unga y la pertinencia 

			de los “votos importantes”

			Los conceptos de interés y preferencia son sumamente importantes para analizar la relación entre los Estados en los estudios en Relaciones Internacionales, pero difíciles operacionalizar, como es el caso que aquí se plantea. Para hacerlo, en la disciplina se utilizan las votaciones en UNGA como manifestación de preferen­­cia o posición política de los Estados. En efecto, diversos especia­listas han usado este criterio para el análisis de temas diversos en política internacional. 

			La utilización de votaciones en UNGA con este propósito no es enteramente nueva. Se ha aplicado para evaluar el efecto en la distribución de la ayuda económica y militar,33 el incremento en préstamos en el Fondo Monetario Internacional34 y el Banco Mundial35 o en incrementos en los tres rubros, esto es; ayuda económica y militar, préstamos en FMI y BM;36 y, expresar intereses compartidos en las disputas entre Estados.37 

			Recientemente, la votación en las Naciones Unidas se emplea como un indicador para mostrar el grado en que los Estados tienen una política exterior común ya sea como “interés” o como “pre­fe­­rencia”38 o compra de votos.39 Un ejemplo es el estudio de Flores-Macías y Kreps,40 que a través de la ayuda económica o incremento del comercio, Estados Unidos y China están en posibilidad de inducir cambios en la política exterior de los países socios y generan afinidad de posturas en temas de política internacional. Es importante destacar que la votación de los países en UNGA no es considerado propiamente un indicador que refleje clara y directamente los intereses o las preferencias de los Estados, pero actualmente es la mejor alternativa disponible. Voeten señala que los datos de las votaciones en UNGA presentan mayores ventajas sobre otros ya que pueden utilizarse para construir indicadores de intereses entre los Estados. El autor sostiene que las alianzas no cumplen con este propósito, puesto que reflejan más una estrategia en seguridad que de preferencias.41 

			En Estados Unidos, el Departamento de Estado cada año identi­­fica una serie de objetivos estratégicos que responden a las priori­­dades de su Seguridad Nacional y son asuntos clave para su Política Exterior a nivel internacional. Estos objetivos se encuentran sobre la base de Pilares de la Política Exterior que son delimitados en cada administración por el Secretario de Estado en el Plan Estratégico.42 

			El documento que reporta año con año al Congreso de Esta­­dos Unidos desde 1985, las votaciones de todos los países miembros de UNGA es el denominado Report on Voting Practices at the United Nations General Assembly (Reporte de Práctica de Votos de la Asam­­blea General de las Naciones Unidas). En el Reporte, se identifican y analizan las votaciones de todos los países miembros y si éstas son consistentes con las posiciones estadounidenses en aquellos temas que considera afectan directamente sus intereses y en los que cabildean y presiona durante el proceso de negociaciones previas, a esto se le denomina “votos importantes”.43 Esto no significa que Estados Unidos coloque en la agenda de la UNGA sus intereses particulares. De hecho, los países miembros no cuentan con información previa sobre cuáles resoluciones tomará en cuenta el Departamento de Estado para analizar la similitud de las posiciones en las votaciones.

			Entonces, los “votos importantes” lo constituye la dirección del voto que le interesa al gobierno estadounidense de las Reso­­lu­­ciones adoptadas en UNGA, mismas que se reportan anualmente en el Reporte de Práctica de Votos. Por ejemplo, en la 67° Sesión de la Asamblea General se votaron 303 resoluciones (votaciones genera­­les), de las cuales ocho fueron consideradas por el Departamento de Estado como votos importantes,44 lo que representa para el año 2012 el 2.64% del total de las votaciones. Véase Cuadro 1 para todas las Sesiones consideradas en este capítulo. 

			CUADRO 1

			NÚMERO DE VOTOS GENERALES Y VOTOS IMPORTANTES 

			EN UNGA, 1988-2012
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			Fuente: Resoluciones adoptadas en la Sesión de la Asamblea General de las Naciones Unidas (diversos años), en: http://www.un.org/depts/dhl/ y Departamento de Estado de EUA, Reporte de Prácticas de Votación en Naciones Unidas (diversos años). En: http://www.state.gov/p/io/rls/rpt/

			En el reporte se sugiere que la información recopilada sobre el comportamiento de un país en las Naciones Unidas se considera como un elemento relevante para la relación bilateral. Sin embargo, ésta representa sólo una de las diferentes dimensiones en la toma de decisiones. En ocasiones, resulta relevante para el interés de estadounidense las “cuestiones económicas, estratégicas y políticas biliterales”. Entonces la información recopilada en el Reporte sí influye, mas puede no determinar la relación bilateral con Esta­­dos Unidos. Como bien se señala en el documento del Departamento de Estado, la información recopilada sobre el comportamiento de un país en las Naciones Unidas se considera como un elemento relevante, pero representa sólo una de las diferentes dimensiones que se considera para la relación bilateral.45

			De acuerdo con los argumentos expuestos, en la siguiente sec­­ción se analizará si los socios comerciales miembros de la Alianza del Pacífico muestran convergencia con las posiciones de Estados Unidos en el ámbito internacional, puesto que es una de las expectativas de su política comercial y exterior. Para ello, resulta relevante, primero analizar si presentan o no dependencia co­­­­mercial y si es así, cuál ha sido su afinidad con Estados Unidos durante el periodo 1988-2012. 

			LA ALIANZA DEL PACÍFICO Y SU RELACIÓN 

			CON ESTADOS UNIDOS

			Los países miembros de la Alianza del Pacífico comparten el tipo de inserción internacional,46 que corresponde al modelo de integración planteado en los objetivos de la Alianza. Colombia, Chile, México y Perú comparten la visión de libre mercado; esto es, libre circulación de bienes, servicios y capitales, ello se expresa en el coeficiente externo de sus economías. Chile y México son los países más abiertos de la región de América Latina, en el 2011 representó el 72.7 y 64.4, respectivamente, le sigue Perú con 53.5 y 38.7 de Colombia. Todos presentan un coeficiente superior al de antes de las reformas estructurales.

			Como se mencionó en el apartado anterior, las razones de política económica y comercial de un alc son la promoción de cre­­­cimiento económico, mayores tasas de inversión, creación de empleo y efectos positivos en el ingreso,47 tal como se expresa en los objetivos de la creación de la Alianza del Pacífico.48 Por lo que los acuerdos de integración económica, en general, son vistos como una estrategia de desarrollo económico.49 

			Contrario de las expectativas generadas por la liberalización comercial y la integración regional para países en desarrollo, en especial para América Latina, se han mantenido las asimetrías en las tasas de desarrollo entre los países de la región50 Hur y Park, sugieren que los efectos en la tasa de crecimiento de los países signatarios de un ALC, en especial con países en desarrollo, son mínimos o insignificantes, y los resultados se acentúan aún más cuando es inexistente la transferencia de tecnología y la tasa de inversión.51 Lo anterior se corrobora con los datos del World Develop­­ment Indicators. El crecimiento del pib de Chile durante el periodo 1990 a 2011 es de 5.0, el más alto de las economías de la Alianza del Pacífico, le sigue Perú con 4.8, luego Colombia con 3.4 y, finalmente México con 2.7.52

			Con lo anterior, se puede sugerir que el crecimiento de la eco­­­nomía mexicana se mantiene pero a menor ritmo que las demás economías de la Alianza. La evidencia en estudios como los de Puyana y Romero sugieren que resulta plausible cuestionarse sobre la utilización de la política comercial como una estrategia para garantizar el rápido crecimiento económico53 de los países en desarrollo y la reducción de la brecha que los separa de los so­­cios comerciales más ricos, como el ejemplo del caso mexicano.

			Dependencia comercial al mercado estadounidense 

			¿Quién sí y quién no?

			Lo que aquí interesa, principalmente, es el flujo comercial de los países miembros de la Alianza con los mercados de origen y destino y, establecer si presentan dependencia comercial54 con el mer­­cado estadounidense. La dependencia implica que la evolución, 

			CUADRO 2

			DEPENDENCIA COMERCIAL DE PAÍSES MIEMBROS DE LA ALIANZA DEL PACÍFICO CON ESTADOS UNIDOS Y CHINA, 1990-2012

			[image: ]

			Fuente: La dependencia comercial se calculó como (exportaciones + importaciones de País X a Estados Unidos/PIB País X) en miles de dólares corrientes del 2000. Los datos de PIB provienen del World Development Indicators, 2013 y el intercambio comercial del IMF Data, Direction of Trade Statistics (DOTs) Query Builder.

			trayectoria y éxito de un proyecto nacional de un país dependa de otro u otros. Por lo que el elevado e intenso grado de de­­­pen­­dencia de una economía con respecto a un solo mercado o tipo de produc­­tos supone dependencia de política comercial y genera efectos tanto económicos como políticos.55 

			Entonces, es posible esperar que en la medida que un país dependa de un mercado específico, éste tenga incentivos para presentar afinidad en temas que son de interés en el ámbito internacional de su principal socio comercial. En el Cuadro 2, se presentan los cálculos de la dependencia del pib de Chile, Colombia, México y Perú al intercambio comercial con Estados Unidos y se contrapuntea con la relación comercial con China, con la finalidad de incorporar en el análisis un socio comercial que cada vez más ad­­­quie­­re relevancia para algunos países miembros de la Alianza.56 

			De los datos anteriores sobre comercio se pueden desprender dos reflexiones; en primer lugar, resulta clara la mayor dependencia de México con respecto a su intercambio comercial con un solo mercado frente a los demás socios de la Alianza del Pacífico. Esto es, las exportaciones hacia Estados Unidos y sus importaciones desde ese mismo país como proporción del pib mexicano. El valor de este indicador es varias veces superior a los datos que arroja el mismo cálculo con respecto a su intercambio comercial con China, aunque se mantiene un incremento constante sin rebasar el 6% de su comercio total. Lo que aquí interesa es el elevado o intenso grado de dependencia de la economía mexicana respecto a un sólo mercado, misma que se podría tildar de crítica, ya que un descenso de las importaciones de Estados Unidos afecta seriamente la economía mexicana y su crecimiento, en cierta medida, acotado por la capacidad de la demanda de la economía estadounidense, como lo fue en la crisis financiera del 2008. 

			De la crisis del 2008, a México lo afectaron, con especial dureza, la reducción de los términos de intercambio, la severa contracción de los flujos de inversión extranjera directa y de portafolio, casi en su totalidad estadounidense y de las remesas de los emigrantes y, de manera particular sería, por una parte, la caída de la demanda estadounidense de las exportaciones de las manufacturas maquiladas, en las que está especializado México, y por la otra; la devaluación del dólar, no exportar a los mercados dinámicos como China, ni materias primas que han tenido expansión sostenida en años recientes. En otras palabras, la gran integración de la economía mexicana a la estadounidense y la estructura de sus ventas externas explican que la crisis financiera global haya golpeado con mayor severidad a México que a ningún otro país de la Alianza del Pacífico. 

			Segundo, los cuatro socios comerciales de la Alianza del Pací­fico presentan diferentes grados de integración con la economía china. Por ejemplo, Chile (2006) y Perú (2011) tienen suscrito alc; México firmó en el 2009 un Acuerdo para la Promoción y Protec­ción Recíproca de las Inversiones y, en 2012 Colombia firmó nueve Acuerdos de Cooperación, aunque actualmente se encuentran de­­­­tenidas las negociaciones del TLC Colombia-China. De lo anterior, se puede sugerir que los cuatro socios de la Alianza han mostrado, en el periodo reciente, un creciente interés en estrechar relaciones comerciales y de inversión con China. Esto se expresa en el incremento sostenido de sus relaciones comerciales como proporción del pib durante el periodo de 1990 al 2012 con el país asiático, aunque en distintos niveles de profundización (Véase Cuadro 2). Por ejemplo, Chile y Perú presentan incrementos constantes de in­­tercambio comercial con China, mientras que México y Colombia, a pesar de acrecentar anualmente la participación del intercambio comercial, aun no logran superar los porcentajes de sus homólogos —Chile y Perú— para el año 2006. 

			Con el argumento hasta ahora desarrollado, se podría esperar que México presentara, a partir de su mayor dependencia comercial, mayor coincidencia si se le compara con los países miembros de la Alianza, a las posiciones de Estados Unidos en las votaciones que a éste le interesan. Ya sugería Hirschman,57 en la década de los cincuenta, que la dependencia comercial puede influir el comportamiento de los países en el exterior. 

			CONVERGENCIA EN POLÍTICA EXTERIOR A PARTIR DE LOS INTERESES DE ESTADOS UNIDOS 

			Los Estados ordenan sus preferencias e intereses a partir de los diversos resultados que se pueden producir en la interacción po­­­lí­­­tica internacional.58 Por lo que su actuación en el exterior puede estar influida por diversos actores y factores; tanto internos como externos y por la interdependencia o dependencia que presente con respecto a una economía.59 En la medida que se desarrollen intereses comunes en los sectores y actores que tengan capacidad de poder, en la toma de decisiones a raíz de la profundización de las relaciones económicas y financieras, los países socios tienden a adoptar, en los foros internacionales, posiciones coincidentes con Estados Unidos.60 

			Analicemos el comportamiento de los miembros de la Alian­­za del Pacífico con respecto a los “votos importantes” para Estados Unidos en UNGA. Los votos importantes varían de un año a otro en cuanto contenido y especificidad, algunos de ellos se mantienen en el tiempo con algunas variaciones. A grandes rasgos, los temas son: El Embargo de Estados Unidos a Cuba, Seguridad Interna­cio­­­nal, Desarme Nuclear, Terrorismo, Promoción de la Democracia, Derechos Humanos, Derecho al Desarrollo y cuestiones sobre Palestina e Israel.

			GRÁFICO 1

			AFINIDAD DE LA ALIANZA DEL PACÍFICO CON LA VOTACIÓN DE ESTADOS UNIDOS, UNGA

			(años seleccionados)

			[image: ]

			* Los datos son presentados de acuerdo a la afinidad de votos con Estados Unidos 0= menos cercano, 1= más cercano.

			Fuente: Resoluciones adoptadas de la 43° a la 67° Sesión de la Asamblea General de las Naciones Unidas, en: http://www.un.org/Depts/dhl/resguide/r43.htm y, Departa­­mento de Estado de EUA, Reporte de Prácticas de Votación en Naciones Unidas, 1988. En: United Nations Collection of Princeton University Library, Voting Patterns in the United Nations: A Highly Selective Listing http://www.princeton.edu/~sbwhite/un/VPr1988.html

			Los datos presentados en la Gráfica 1 muestran la coincidencia en política exterior con las posiciones de Estados Unidos en los votos que éste considera de interés nacional en unga. Se pueden desprender tres razonamientos para la discusión: primero, los países miembros de la Alianza del Pacífico mostraron bajo nivel de divergencia entre el periodo de negociación, firma y ratificación del ALC. Por ejemplo, en la Gráfica 1, se observa un incremento de coincidencia de Colombia con las posiciones de Estados Unidos en votos importantes que despunta desde el 2004 al 2011, presentando un ligero retroceso en el 2012. Si bien, una característica de la Política Exterior colombiana es que ha mantenido constante sus posiciones cercanas con Estados Unidos, es durante este periodo el que presenta mayor coincidencia si se le compara con los otros socios miembros de la Alianza. 

			Segundo, en el caso de México, durante el proceso de negociación y ratificación, la piedra angular de la relación comercial entre México y Estados Unidos fue el acuerdo comercial al igual que “de toda la política exterior”,61 aquí es precisamente donde se puede percibir mayor coincidencia. Sin embargo, las posiciones de México en el sistema internacional no han sido constantes después de la puesta en vigencia del TLCAN, se dio paso de mínimos niveles de divergencia a una coincidencia selectiva.62 Es posible sugerir que el interés nacional de México impacta positiva o negativamente en su posición de política exterior, y presentan así una mayor o menor coincidencia en los temas de interés de su mayor socio comercial. 

			Chile presenta un grado de menor coincidencia con Estados Unidos en comparación con los demás socios de la Alianza. Sin embargo, ésta responde al periodo de 2009-2012, donde la política exterior chilena ha privilegiado el voto a favor, y contrario a Estados Unidos, en temas como: el Trabajo del Comité Especial para Investigar las Prácticas Israelitas que afectan los Derechos Humanos del Pueblo Palestino y otros Territorios Árabes ocupados, la División de la Secretaría del Pueblo Palestino y, Comité de los derechos del Pueblo Palestino y no durante el periodo de nego­­ciación, firma y ratificación el ALC, 2003-2004. 

			Perú presenta mayor coincidencia con Estados Unidos en comparación que México y Chile, pero menor que Colombia. A pesar que no presenta dependencia comercial con Estados Unidos, su política exterior ha expresado su votación en contrasentido de Estados Unidos, sobre todo en temas concerniente a la cuestión Palestina. Posiciones similares sobre el tema la presentan los demás miembros de la Alianza, votaciones consistentes en contra de los intereses de Estados Unidos. Un tema en este mismo sentido es la crítica sobre el embargo que mantiene Estados Unidos a Cuba. 

			En general, durante el periodo analizado, los cuatro países presentan posiciones a favor o se abstienen en lo referente a velar por la protección de los Derechos Humanos en diversos países que fueron consideradas resoluciones como votaciones importantes. Entre ellos se encuentran; Birmania, Congo, Corea del Norte, Cuba, Irán, Irak, Kosovo, Sudán, Yugoslavia, por mencionar algu­­nos. El combate al terrorismo, la eliminación de proliferación (de armas) y la búsqueda por la resolución del conflicto en Medio Oriente son resoluciones que son constantemente apoyadas (o se abstienen) por parte de los países miembros con la posición de Estados Unidos.63

			Los hallazgos presentados para los países de la Alianza del Pacífico coinciden con el análisis de Russell y Tokatlian.64 Su pers­­pectiva de análisis es a partir de las estrategias de los países socios y no de las de Estados Unidos. Los autores proponen que México, al igual que Colombia, Chile y Perú, países con los que Estados Unidos tienen relaciones positivas, desarrollaron durante el proceso de negociación de los respectivos Acuerdos, una estrategia de alineamiento a los intereses estratégicos de Estados Unidos que desplegaron tanto en los ámbitos regional como global y adhirieron a los ideales de la política estadounidense que “se expresaron en una participación en organismos regionales y multilaterales coin­­cidentes con la posición de Estados Unidos […] en especial aquellas relacionadas con la seguridad internacional”65 y de apoyo a la integración regional, por ejemplo; el ALCA, siempre que no se interpusieran o contradijeran los compromisos de los acuerdos con Estados Unidos. En México, durante las administraciones de Ernesto Zedillo, Vicente Fox y Felipe Calderón, estos autores argu­­mentan que la política exterior de México hacia Estados Unidos es de acomodamiento, caracterizada por acompañar selectivamente y en ciertas circunstancias a la política estadounidense, siempre y cuando el interés nacional mexicano no se vea afectado.66 Los gobiernos de Colombia, Chile y Perú han seguido una estrategia similar a la de México, sobre todo después de la negociación de sus respectivos acuerdos. 

			Reflexiones finales

			En este capítulo se hace énfasis en la asimetría de poder económico como un instrumento político en la relación entre Estados, independientemente que exista un marco multilateral que regule las relaciones comerciales entre ellos. Se planteó que la dependencia económica derivada o intensificada por la instrumentación de un ALC puede generar efectos políticos de diversa naturaleza. Esta posibilidad es más evidente en un sistema de libre mercado. 

			Se mostró una tendencia de cambio para todos los socios co­­­merciales de la Alianza del Pacífico, pero con diferencias de acuer­­do al grado de dependencia del mercado estadounidense y sus intereses nacionales. A la pregunta, ¿se detectaron cambios en las posiciones de política exterior de los países Miembros de la Alian­­za del Pacífico desde la negociación y puesta en vigencia del acuerdo comercial con Estados Unidos? La respuesta puede ser afirmativa, aunque con matices. Se presentó evidencia de los votos importantes en UNGA para todos los países miembros y se encontró que la coincidencia con la política exterior de Estados Unidos fue mayor durante el proceso de negociación y ratificación del acuerdo y no se ha vuelto a presentar en años posteriores. 

			Por otra parte, si la expectativa del gobierno estadounidense es que sus socios comerciales coincidan con sus posiciones en política exterior, es posible que no se cumplan en todos los casos. Dado que el mecanismo principal reside en que la coincidencia se convierte en selectiva cuando los países tienen asegurado el acceso al mercado de Estados Unidos. Al lograrlo, primero velarán por sus intereses y sopesarán los costos y beneficios de presentar mayor divergencia con las posiciones de la política estadounidense. No obstante, los costos no serán los mismos si se tiene un alc pero no se es dependiente al mercado estadounidense, en comparación a un país con un ALC y dependiente de dicho mercado. 
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			La estructura de la integración comercial profunda en América Latina

			Ninfa M. Fuentes Sosa

			Introducción

			A pesar de que durante más de 15 años la integración comercial profunda ha sido tema recurrente de interés político y académico, este interés no ha sido acompañado por una conceptualización clara de qué constituye este tipo de integración, ni de cuáles son los beneficios concretos que los países obtienen de di­­­chos procesos. En la región de América Latina, continuamente se reportan los esfuerzos de líderes políticos para lograr profundizar la integración a partir de la firma de acuerdos comerciales. De manera contrastante, recientemente la Organización Mundial del Comercio1 reportó que el concepto de integración profunda tiende a utilizarse indiscriminadamente para caracterizar cualquier medida que va más allá de extender concesiones arancelarias preferenciales. Esta organización también reportó que no existe un método internacionalmente aceptado para evaluar el nivel de integración profunda en los acuerdos comerciales. Esta situación limita preocupantemente las posibilidades de que se evalúe adecuadamente qué alternativas de inserción en la economía internacional son más efectivas para promover el desarrollo económico de los países de América Latina.

			En consecuencia, en esta investigación se intenta favorecer el cambio del centro del debate sobre los mecanismos que promueven la integración profunda, hacia entender qué es integración profunda y cuál es el tipo de integración que prevalece en la región. Así, los objetivos principales de este capítulo son: contribuir a clarificar qué es integración profunda y mostrar, a partir de los acuerdos suscritos por los países de América Latina, qué formas ha tomado este tipo de integración en la región. Las principales contribuciones de esta investigación son: adaptar y ampliar la categorización elaborada por la omc2 que distingue los márgenes verticales y horizontales de la integración profunda; identificar la estructura subyacente de la profundidad de integra­­­ción y compararla con las categorías desarrolladas analíticamente; y, sobre esta base, analizar información detallada e inédita sobre el contenido de los acuerdos. 

			Para realizar esta investigación, se desarrolló una base de datos sobre el nivel de integración profunda de las disposiciones contenidas en los acuerdos estudiados. La base de datos incluye 256 diadas directas con un total de 110 de datos recopilados para cada acuerdo.3 Actualmente esta es la base de datos que existe más amplia y detallada sobre la profundidad de los acuerdos comerciales establecidos por los países de América Latina.

			Este capítulo se estructura de la siguiente manera. Primero, se desarrolla el concepto de integración profunda que se usa en esta investigación y se caracteriza en sus márgenes horizontal y vertical. Segundo, se explican los aspectos metodológicos que guían la recolección de datos, la selección de unidad de análisis, y la medición de la profundidad de las diversas áreas que componen cada acuerdo. Tercero, se presentan la operacionalización, medición y análisis empírico que respaldan la diferenciación entre los márgenes y la asignación analítica de las provisiones y los mecanismos en cada uno de ellos. Cuarto, se presenta el pano­­rama general de las variaciones en el tipo y grado de profundidad de la integración comercial. Quinto, se reportan los resultados del análisis de componentes principales. Finalmente, se presentan las conclusiones de este capítulo. 

			Los resultados más relevantes son que la estructura de integración profunda de los acuerdos comerciales analizados corresponde a la categorización desarrollada. También es posible observar un patrón acentuado en los acuerdos Norte-Sur y que se mantuvo a través del período de estudio. Este patrón muestra que la integración en la región ha alcanzado mayor profundidad en el margen horizontal que en el vertical. Este es un resultado importante porque implica que la integración se ha profundizado en aquéllas disposiciones que promueven que las ganancias de la liberalización se concentren en grupos reducidos de exportadores y no en los que benefician al sector exportador en su conjunto. Finalmente, el análisis de la estructura de la integración muestra también tensiones, por ejemplo, entre la profundidad de la integración y la legitimidad de los acuerdos.

			Integración comercial profunda

			La falta de información acerca del contenido detallado de los acuerdos dificulta la clara conceptualización del término integración profunda. En el enfoque más común se considera únicamente si existe o no un acuerdo entre países4 y se les atribuyen efectos y disposiciones homogéneos.5 Recientemente, varios investigadores6 han señalado la necesidad de analizar el contenido de los acuerdos comerciales, pues la variación en su contenido no sucede aleatoriamente, sino que responde a intereses políticos y económicos específicos.7 Así, pese que existen numerosos estudios sobre integración comercial, no hay suficiente información sobre qué disposiciones constituyen dicha integración.

			En general, pocos estudios conceptualizan claramente qué es integración comercial profunda; y entre los que lo hacen, existen amplias variaciones. Algunos autores asocian profundidad con los niveles de legalización/obligación en algunos de sus com­­ponentes,8 o con los tipos de acuerdos.9 Otros caracterizan la pro­­fundidad de un acuerdo indirectamente a partir del análisis de su credibilidad,10 su compatibilidad con el sistema multilateral,11 su incidencia en políticas y regulaciones domésticas,12 o la incorporación de medidas que no son específicamente comerciales.13

			Para evaluar variaciones en la profundidad de la integración, esta investigación amplía la caracterización sugerida por la OMC,14 que distingue entre márgenes verticales y horizontales. El primero se refiere a la profundidad institucional; el segundo se refiere a la liberalización en áreas más allá de la reducción arancelaria. La ra­­­zón más importante para utilizar esta clasificación como una base general es que su división analítica refleja las principales dimensiones consideradas en la definición más básica de profundidad.15 Las distancias horizontal y vertical desde la parte superior o infe­­­rior de la superficie de algo corresponderían a los márgenes hori­­­zontal y vertical, respectivamente; y la cualidad de ser intenso o extremo es evaluada en ambos márgenes. Extendiendo esta clasi­ficación, es posible capturar también las variaciones principales de las otras interpretaciones de profundidad mencionadas en el párrafo anterior, como subconjuntos de los márgenes verticales y horizontales. 

			La clasificación que se desarrolla en esta investigación permite también explorar la estructura general de los acuerdos en términos de qué tan exclusivos son sus beneficios. El criterio más simple para clasificar las provisiones y áreas comerciales dentro del margen horizontal o del margen vertical es determinar si son aplicables solamente en áreas específicas del acuerdo, o en el acuerdo como un todo, respectivamente. Es decir, permite comprender si el diseño de los acuerdos favorece que los beneficios se concentren en un número reducido de exportadores o si promueve beneficios para todo el sector exportador en su conjunto; y con respecto al componente de legitimidad, si se consideran sectores más amplios de la población.

			Enfoque metodológico

			El objeto de análisis en esta investigación son los acuerdos co­­­mer­­ciales firmados por los países de América Latina y sus socios de 1982 a 2010. Los acuerdos analizados son concretos, tienen como uno de sus objetivos liberalizar la mayoría del comercio entre sus miembros, y éstos pueden estar localizados dentro o fuera de la región.16 La investigación incluye los textos disponibles (más del 75%) de todos los acuerdos recíprocos de liberalización comercial establecidos por los países de América Latina de 1982 a 2010.17 

			Las provisiones de los acuerdos fueron codificadas en diadas directas pese a que en términos prácticos esta aproximación aumenta considerablemente el esfuerzo y el tiempo necesarios para esta etapa de la investigación. La razón principal es que cada uno de los acuerdos establece disposiciones y excepciones específicas para cada país miembro. Así, el uso de diadas indirectas puede provocar que las mediciones de la profundidad de los acuerdos sean erróneas. Por ejemplo, el artículo 106 del acuerdo de libre comercio entre Chile y la Asociación Europea de Libre Comercio (AELC) permite a los países miembros de la AELC la apli­­cación provisional del acuerdo antes de su ratificación, pero no lo permite a Chile. De este modo, el ignorar variaciones en el contenido de los acuerdos puede afectar la validez del análisis. Otro problema es que no existen criterios claros sobre las mediciones que deberían generalizarse al resto de los miembros de un acuerdo.18

			Como referencia para identificar las provisiones relevantes en cada margen y para guiar la recolección de datos se consultaron numerosos estudios sobre áreas específicas de los acuerdos. Asimismo, se favoreció un enfoque general por área en lugar de uno más específico por producto o industria.19 En cada margen se construyeron indicadores de profundidad, agregados con base en factores para mantener en la mayor medida posible la variación de los datos originales.20 Finalmente, se seleccionó el análisis de com­­­ponentes principales para examinar la pertinencia de la categorización desarrollada. Este análisis es útil para reemplazar un grupo de variables correlacionadas con un grupo reducido de éstas. Además, es útil también para identificar e inter­­pretar la estructura subyacente de los datos en términos de sus componentes básicos.21 Este segundo aspecto permite comprender la estructura de los datos y así comprobar si ésta corresponde con la caracterización de la profundidad desarrollada analíticamente.

			Profundidad en el margen vertical

			En el margen vertical se encuentran disposiciones relativas al marco institucional del acuerdo. Las instituciones constituyen las reglas y expectativas dentro de las que las disposiciones de un acuerdo son designadas, seleccionadas e implementadas.22 Entonces, para determinar su contribución al margen vertical, en esta investigación se evalúa el grado en que se establecen reglas sobre el alcance y la capacidad institucional del acuerdo y la medida en que se requiere que dichas reglas cuenten con la aprobación de la población general de cada uno de los países miembros. De acuerdo con estos criterios, el margen vertical incluye el tipo de acuerdo y su poder de decisión, requisitos de legitimidad para la entrada en vigor, enmienda y permanencia del acuerdo, y las capacidades de sus principales instituciones. A continuación se explica esquemáticamente la importancia de cada una de estas áreas y la manera en que fueron codificadas y medidas en términos de la profundidad alcanzada.

			En esta investigación se considera que el poder de decisión de las instituciones de un acuerdo depende no solamente de su mandato, también es importante la existencia de mecanismos de seguimiento a las decisiones adoptadas. La evaluación de la profundidad del acuerdo, a partir de la asignación arbitraria de valo­­res a los diferentes tipos de acuerdos, ha sido una simplificación útil;23 sin embargo, esta manera de medir la profundidad no captura aspectos importantes. Por ejemplo, no es claro si el diseño ini­­cial de una unión aduanera, como el MERCOSUR, con resoluciones no vinculantes, tiene mayor profundidad vertical que una zona de libre comercio, como el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), con mecanismos más desarrollados (aunque aún muy imperfectos) para asegurar que se cumplan las resoluciones de sus órganos de administración. Además, con respecto a los acuerdos firmados por los países de América Latina también existen limitaciones para determinar variaciones en los acuerdos suscritos, pues en su mayoría se trata de acuerdos de libre comercio. Por estos motivos, además de considerar el tipo de acuerdo,24 en esta investigación también se toma en consideración la fortaleza de los mecanismos de seguimiento y cumplimien­to a las decisiones adoptadas por las principales instituciones.

			En el mismo orden de ideas, a las capacidades institucionales iden­­tificadas en otros estudios25 también se añadieron aspectos que se consideraron relevantes para medir la profundidad del margen vertical.26 El nivel de profundidad más bajo corresponde a activida­­des de promoción de la cooperación; el nivel de profundidad más alto se alcanza cuando se puede incidir en disposiciones comerciales.

			Los acuerdos que requieren mayor legitimidad son clasificados también como relativamente más profundos con respecto al resto de los acuerdos. En esta área también se extendieron otras categorizaciones en la literatura27 para incluir procesos adicionales de aprobación, modificación, y renovación de los acuerdos. La importancia de la legitimidad de las instituciones radica en que las instituciones con más altos niveles en esta área tienen también más credibilidad y están en mejores condiciones para ejecutar sus funciones frente a la presión de grupos de interés, con respecto a instituciones con bajos niveles de legitimidad.28 Por ejemplo, de acuerdo con el BID,29 la falta de legitimidad contribuyó a que instituciones del Mercado Común Centroamericano (MCCA) no operen correctamente pues no lograron aislarse de la presión de grupos de interés y agentes privados. Con base en estos argumentos, en este estudio se considera que cuando se permite la aplicación provisional de los acuerdos antes de su ratificación, o cuando los términos del acuerdo pueden cambiarse de manera discrecional, aumentan los espacios para incluir modificaciones que beneficien a grupos reducidos de la sociedad. Entonces, los valores de profundidad más altos corresponden a los acuerdos que requieren los máximos niveles de legitimidad (por ejemplo, ratificación por parte de la legislatura) para autorizar su entrada en vigor y modi­­­ficación. Finalmente, con respecto a la permanencia del acuerdo, se considera que ésta es más profunda cuando existen límites a su aplicación provisional antes de que éste sea ratificado y cuando los acuerdos no requieren renovación, reduciendo así también los espacios de oportunismo y discrecionalidad en su aplicación.

			Profundidad en el margen horizontal

			En el margen horizontal, se encuentran disposiciones que afectan políticas y regulaciones internas extendiendo la liberalización más allá de reducciones arancelarias. La evaluación de la profun­didad horizontal es más compleja que la de la vertical pues re­­­quie­­re un mayor número de distinciones analíticas. Dentro de las disposiciones estudiadas, se distinguieron las que modifican instrumentos de política interna y mecanismos regulatorios, las que limitan la capacidad de los gobiernos para defender sus in­­dus­trias domésticas, y las que crean mecanismos de apoyo y cum­­pli­miento en áreas específicas del acuerdo. Estas áreas tienen en común que la profundidad de la integración se incrementa cuando se eliminan mecanismos e instrumentos de planeación y gestión de política doméstica de los estados miembros de los acuerdos.

			En el área sobre instrumentos de política interna y de mecanismos regulatorios la dirección de la profundidad en cada área se estableció de acuerdo con los siguientes criterios. El régimen de reglas de origen varía a lo largo de tres ejes principales: de minimis, acumulación, y certificación, y en cada uno se alcanza el nivel más alto de profundidad cuando se incluyen disposiciones que permiten las proporciones más bajas de contenido originario, el grado de acumulación más alto, y la mayor facilidad para tramitar la certificación de origen, respectivamente.30 El área de barreras técnicas al comercio es más profunda en la medida en que se reducen más los espacios y posibilidades de discriminación.31 En el mismo sentido, el área de contratación pública es relativamente más profunda cuando se reducen los espacios de discrecionalidad que pueden dar lugar a prácticas discriminatorias.32 El área de competencia es relativamente más profunda cuanto mayor sea el número de prácticas anticompetitivas que el acuerdo regula.33 El área de servicios alcanza el nivel más profundo de integración cuando incluye las cláusulas de nación más favorecida y de trato nacional, y cuando un mayor número de sectores de servicios son sustancialmente cubiertos.34

			En el caso de medidas contingentes, a las categorías identificadas en numerosos estudios35 se extendieron para capturar en qué medida las disposiciones de los acuerdos limitan el uso de salvaguardas globales y bilaterales, y de impuestos antidumping y cuotas compensatorias. De forma consistente con el análisis del resto de las áreas, en estos casos los niveles de profundidad más altos se alcanzan en la medida en que los gobiernos pierden las capacidades de proteger a sus industrias domésticas ante perturbaciones externas o daños por las prácticas comerciales desleales de otros países. Finalmente, la creación de mecanismos de apoyo y cumplimiento36 de las provisiones en áreas específicas mencionadas en esta subsección aumenta la profundidad horizontal.

			Panorama general de la integración profunda 

			en América Latina 

			Esta sección proporciona una descripción general de las variacio­nes en la naturaleza y nivel de profundidad de los acuerdos firma­dos por los países de América Latina de 1982 a 2010. Se enfatizan las variaciones en los márgenes vertical y horizontal de cada uno de los acuerdos y entre los acuerdos comerciales. En el Cuadro 1 se reportan los valores promedio de profundidad alcanzados en los márgenes vertical y horizontal de cada uno de los acuerdos analizados. De manera complementaria, la Gráfica 1 permite una visión de conjunto de la profundidad promedio en los márgenes horizontal y vertical de cada uno de los acuerdos comerciales.

			GRÁFICA 1

			NIVEL DE INTEGRACIÓN PROFUNDA PROMEDIO DE LOS MÁRGENES HORIZONTALES (GRIS OBSCURO) Y VERTICALES (GRIS CLARO) EN LOS ACUERDOS COMERCIALES SUSCRITOS POR LOS PAÍSES 

			DE AMÉRICA LATINA (1982-2010)

			[image: ]Fuente: elaboración propia con base en los textos originales de los acuerdos comerciales especificados en el Cuadro 1.

			La Gráfica 1 de valores promedio permite identificar los acuer­­­dos con mayor profundidad en sus textos legales. Después de agregar las puntuaciones medias de los márgenes horizontales y verticales para cada acuerdo, la puntuación máxima posible es de seis y la puntuación mínima es cero. El valor más alto corresponde a un caso hipotético en el que todos los miembros de un acuerdo obtuvieron la puntuación más alta en cada una de las áreas que lo componen. En el otro extremo, el valor más bajo corresponde a un caso hipotético en que todos los miembros de un acuerdo obtuvieron las puntuaciones más bajas en cada una de las áreas que lo componen. La Gráfica 1 muestra que claramente existen diferencias entre los acuerdos, considerando el nivel de integración profunda como una medida general por acuerdo. Las diferencias son aún más evidentes cuando se compara también la profundidad de integración desagregada en los márgenes vertical y horizontal. La Gráfica 2 muestra el puntaje pro­­medio alcanzado en cada uno de los acuerdos comerciales, diferenciando la profundidad en los márgenes horizontal y vertical.

			GRÁFICA 2

			PROFUNDIDAD EN LOS MÁRGENES HORIZONTALES (GRIS OBSCURO) Y VERTICALES (GRIS CLARO) COMO PROPORCIÓN DEL PROMEDIO TOTAL DE INTEGRACIÓN PROFUNDA EN LOS ACUERDOS COMERCIALES SUSCRITOS EN AMÉRICA LATINA (1982-2010)
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			Fuente: elaboración propia con base en los textos originales de los acuerdos comerciales especificados en el Cuadro 1 (todas las barras son relativas a la puntuación total resultante de la integración profunda de la adición de los márgenes verticales u horizontales).

			Al contrastar las aportaciones de cada margen, en la Gráfica 2, con los valores totales, en la Gráfica 1, se hacen evidentes variaciones desconcertantes entre los acuerdos. Los valores mínimos corresponden a los acuerdos de libre comercio Bolivia-MERCOSUR (0.81) y Perú-Tailandia (0.93). Los valores más altos corresponden a los acuerdos de libre comercio México-Nicaragua (3.73), Canadá-Colombia (3.81), y Chile-P4 (4.15). Considerando los valores totales de profundidad de la integración es difícil identificar tendencias claras. Este aspecto puede ser ilustrado con los casos de México y Chile, que son los países con el mayor número   
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			de acuerdos comerciales en la región. En cada uno de estos dos países no existe consistencia en el nivel de la profundidad de los acuerdos que han firmado. Es decir, cada uno de ellos ha suscrito una serie de acuerdos con muy diferentes niveles de profundidad entre sí. En ambos casos, la profundidad promedio del total de los acuerdos es menor que la alcanzada en los acuerdos de libre comercio entre Chile y Turquía y entre México y Bolivia. Asi­mis­mo, México y Chile también alcanzaron valores de integración profunda superiores al promedio (3.5) en los acuerdos de libre comercio entre México y Nicaragua, y entre Chile y el resto de los países del P4. 

			Por otra parte, como se muestra a continuación en los Grá­­ficos 3 y 4, también es posible observar tendencias contrastantes entre la profundidad alcanzada en el margen horizontal y el vertical en cada uno de los acuerdos y tendencias contra-intuitivas a través del tiempo. La Gráfica 3 presenta la dispersión de los márgenes vertical y horizontal correspondiente a cada uno de los acuerdos diádicos analizados. El Cuadro 2 identifica los acuerdos, países y socios comerciales correspondientes a cada uno de los acuerdos diádicos analizados y representados en la Gráfica 3.

			Se esperaría que mayores compromisos y cobertura en el margen horizontal requirieran del apoyo y coordinación que proveerían instituciones sólidas y legítimas en el margen vertical. Sin embargo, en la Gráfica 3 muestra la existencia de acuerdos comerciales con márgenes verticales profundos y márgenes horizontales de profundidad media. En el 28% de los acuerdos comerciales analizados, el promedio del margen vertical es menor que el del horizontal. Estos acuerdos son MERCOSUR, Chile-Turquía, CARICOM-Costa Rica, México-Japón, MERCOSUR-Israel, Canadá-Costa Rica, Costa Rica-China, México-Israel, Bolivia-MERCOSUR, Colombia-AELC, México-AELC, Chile-Panamá, América Central-Chile. Por ejemplo, el acuerdo Panamá-Singa­pur alcanzó un valor total de menos de 1.5, de los cuales más del 89% corresponde al margen horizontal. 

			GRÁFICA 3

			GRÁFICO DE DISPERSIÓN DE LA PROFUNDIDAD EN LOS MÁRGENES HORIZONTALES Y VERTICALES EN CADA UNO DE LOS ACUERDOS DIÁDICOS (IDENTIFICADOS EN EL CUADRO 2)
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			Fuente: elaboración propia con base en los textos originales de los acuerdos comerciales especificados en el Cuadro 2.

			Por el contrario, solamente en el 14% de los acuerdos el promedio en el margen vertical es superior al promedio en el margen horizontal en más de un punto. Estos acuerdos son Colombia-México, Perú-Corea del Sur, Canadá-Colombia, Costa Rica-México, Colombia-Estados Unidos, Panamá-Singapur, Chile-Estados Unidos. Por ejemplo, si bien el MERCOSUR tiene un promedio total 2.76, casi el 90% corresponde al margen vertical. La evolución temporal de la profundidad de cada margen parece contra-intuitiva porque se esperaría que en la medida en que pasa el 
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			tiempo, los países adquieren mayor experiencia y conocimiento, que resultaría en la profundización de la integración. Se espera­­­ría que, con el tiempo, el aumento de la competencia y conocimientos acumulados en otros acuerdos comerciales hubiera generado claras tendencias hacia una mayor profundidad en ambos márgenes de los acuerdos. La Gráfica 4 muestra la evolución de las puntuaciones promedio de cada margen en los acuerdos diádicos analizados. Aunque el margen vertical es casi siempre menor que el margen horizontal, por separado la integración profunda no muestra un patrón de evolución claro.

			GRÁFICA 4

			VALORES PROMEDIO DE PROFUNDIDAD EN LOS MÁRGENES HORIZONTALES (GRIS OBSCURO) Y VERTICALES (GRIS CLARO) EN ACUERDOS DIÁDICOS SUSCRITOS POR PAÍSES DE AMÉRICA LATINA (1991-2011)[image: ]

			Fuente: elaboración propia con base en los textos originales de los acuerdos comerciales especificados en el Cuadro 1.

			La dispersión de la amplia variación de las profundidades ver­­tical y horizontal en los acuerdos diádicos analizados se ilustra a continuación en la Gráfica 5 mediante diagramas de cajas y bigotes. En los diagramas, la distribución de valores es representada por una caja y líneas que sobresalen (bigotes). La longitud de la caja representa el rango inter cuartil de la variable y contiene 50% de los casos. La línea en el interior de la caja representa el valor de la mediana. El diagrama muestra que la distribución de valores es más dispersa en el margen horizontal que en el margen vertical. En ambos casos, la distribución indica que los datos en la mitad del 50% del conjunto están ligeramente inclinados a la izquierda. También, en ambos casos el bigote superior más largo que el inferior indica que los valores más altos son más disper­­­sos que los más bajos.

			GRÁFICA 5

			DISTRIBUCIÓN DE LAS PUNTUACIONES DE PROFUNDIDAD 

			EN LOS MÁRGENES HORIZONTALES (CAJA IZQUIERDA) Y VERTICALES (CAJA DERECHA) DE LOS ACUERDOS SUSCRITOS POR PAÍSES 

			DE AMÉRICA LATINA (1982-2010)
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			Fuente: elaboración propia con base en los textos originales de los acuerdos comerciales especificados en el Cuadro 1.

			Al distinguir entre los acuerdos Norte-Sur y Sur-Sur, existen otras variaciones importantes. En la Gráfica 5 se muestra que existe mayor variación en los márgenes verticales y horizontales en los acuerdos Sur-Sur en comparación con los acuerdos Norte-Sur. Primero, en los acuerdos Norte-Sur, la distribución de las puntuaciones en ambos márgenes muestra que los datos en el 50% del medio del conjunto de datos están sesgados a la izquierda. Este sesgo es más pronunciado en el margen horizontal que en el vertical. En el margen horizontal, los valores más bajos son más dispersos que los altos, como muestra la longitud del bigote inferior en comparación con la del bigote su­­­perior. Segundo, en los acuerdos Sur-Sur, en el margen vertical los datos en el medio 50% de los datos están inclinados a la izquierda y son menos dispersos que los del margen horizontal. En ambos márgenes, el que el bigote superior sea más largo que el inferior indica que las puntuaciones más altas se encuentran más dispersas que las más bajas. 

			Como se explica a continuación, estos resultados tienen impli­­caciones con respecto al tipo de profundidad que se ha privilegiado en la región y con respecto al desarrollo económico potencial que pueden favorecer o limitar.

			Las implicaciones de estos resultados son que en ambos tipos de acuerdos se privilegia la profundidad horizontal, en que los beneficios son más exclusivos, que la profundidad vertical. Esta tendencia se encuentra considerablemente más acentuada en los acuerdos Norte-Sur.

			Los resultados son consistentes con los argumentos de Shadlen37 con respecto a las negociaciones comerciales entre países industrializados y países en desarrollo. El autor señala que los primeros extraen costosas concesiones de los países en desarrollo en términos de la renuncia al uso de medidas regulatorias que podrían utilizar para incrementar y dinamizar su desarrollo económico. En la siguiente sección se explora la estructura de la pro­­fundidad de la integración comercial de los acuerdos analizados.

			Evaluación empírica de la estructura 

			de integración comercial profunda

			Esta sección tiene dos objetivos principales. Primero, extraer lo que es común a las distintas mediciones pertenecientes a la profundidad. Se­­­gundo, respaldar empíricamente, a partir de un análisis de componentes principales, la asignación analítica de las disposiciones a cada margen. El análisis comprueba que la estructura subyacente de los datos muestra dos componentes, cuyas características se ajustan a la categorización de integración profunda desarrollada en esta investigación.

			El análisis de componentes principales fue evaluado como un método apropiado para explorar la estructura de la integración profunda de los acuerdos estudiados en esta investigación. Esta decisión tuvo como base los trabajos de Pallant y Bartholomew et al.38 Primero, es un método adecuado para variables métricas correlacionadas. Segundo, las disposiciones y medidas incluidas tienen patrones de interrelación complejos y el análisis de componentes principales puede mostrar sus estructuras subyacentes. Tercero, el análisis permite que la asignación de valores agregados en cada margen tenga como base los factores principales. Asimismo, el análisis facilita la sustitución de una gran cantidad de variables por un número relativamente más manejable de ellas. Cuarto, en comparación con otros métodos que también buscan mostrar la estructura de los datos, el análisis de componentes principales tiene dos ventajas. Es la estrategia más utili­­za­­da,39 lo que permitirá comparar los resultados con otros estudios en el futuro y facilitará la agregación de conocimiento. Finalmen­­te, este análisis permite conservar la mayor parte de las variaciones en los datos,40 que es importante porque esta investigación se enfoca justamente en explicar la variación en la integración profunda de los acuerdos comerciales suscritos por los países de América Latina.

			A continuación, se verificó la idoneidad de los datos para el análisis. Primero, el tamaño de la muestra y de la relación de los casos a componentes fue adecuada, con base en los criterios re­­­comendados para realizar este análisis.41 Segundo, la prueba de Bartlett de esfericidad y la medida Kaiser-Mayer-Olkin (KMO) cumplieron por encima de los valores mínimos correspondientes. La inspección de la matriz de correlación reveló la presencia de varios coeficientes con valores de 0.3 y superiores. El valor de la medida kmo fue 0.643, superando al valor mínimo recomendado de 0.5,42 y la prueba de Bartlett de esfericidad es estadísticamente significativa (p<0.001) y también superó el valor re­­­comendado de 0.0543 respaldando la factorización de la matriz de correlación. Los seis indicadores desarrollados en las dos secciones anteriores (poder de decisión, legitimidad y permanencia, capacidades institucionales, cobertura de áreas, límites a la protección, y mecanismos de apoyo y cumplimiento) fueron sometidos a análisis de componentes principales con el programa spss versión 18. 

			Con respecto a los resultados del análisis, con base en los criterios recomendados en la literatura, se decidió mantener los dos primeros componentes. El objetivo es seleccionar la menor cantidad de componentes que explican la mayor parte de la variación en los datos. El análisis de componentes principales mostró la presencia de dos componentes cuyos valores propios son superiores a 1. El Cuadro 3 muestra que los dos componentes principales explican 70% de la varianza, con una contribución de 42% del Componente 1 y con una contribución de 28% del Componente 2.

			CUADRO 3

			MATRICES PARA EL ANÁLISIS DE COMPONENTES PRINCIPALES CON ROTACIÓN OBLIMIN DE LA SOLUCIÓN DE DOS FACTORES DE PROFUNDIDAD DE INTEGRACIÓN COMERCIAL
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			Nota: Elaboración propia con base en los textos originales de los acuerdos comerciales especificados en el Cuadro 1. Se presentan los principales resultados (cargas sustantivas por encima de 0.4).

			A continuación, la Gráfica 6 de sedimentación muestra una clara ruptura después del segundo componente, respaldando así la decisión de mantener los dos componentes. Para facilitar la interpretación de estos dos, se utilizó el método de rotación oblimin directo (no ortogonal).44 Este método fue seleccionado debido a que los componentes son dos aspectos distintos de un mismo concepto, integración profunda, por lo que es importante mantener la correlación entre los componentes. Los resultados también revelaron una estructura de dos componentes, con ambos componentes mostrando que todas las variables cargan sustancialmente (por encima de 0.4) en uno de los dos componentes. Es decir, ambos componentes contrastan un subconjunto de variables con otro subconjunto de ellas. La fuerza relativa con la que una variable carga en un componente representa su contribución a dicho componente45 y las variables con mayor carga en un componente son clave para su interpretación.46 Al interpretar esos componentes, también es útil considerar lo que cada subcon­junto de variables tiene en común.

			El primer componente distingue las provisiones que se refieren a áreas específicas del acuerdo a las que el mismo da cuenta como un todo. En otras palabras, las disposiciones que corresponden a áreas específicas se encuentran en uno de los extremos, y las disposiciones que no corresponden a éstas en el otro. En el extremo de mayor carga, se encuentran la cobertura de disciplinas comercia­­les, la cobertura de límites a mecanismos de protección, y mecanismos de apoyo y cumplimiento en áreas específicas. En el extremo de menor carga, se ubican las capacidades institucionales, poder de decisión, y legitimidad. En contraste con el primer componente, el segundo distingue disposiciones que se aplican a todo el acuer­­­­do de los que se aplican a determinadas áreas comerciales. El segundo también explica una gran proporción de las variaciones de la integración profunda, pero desde una perspectiva distinta. En el extremo de mayor carga, se sitúan capacidades institucionales, poder de decisión, y legitimidad; mientras que en el extremo de menor carga se encuentran cobertura de áreas específicas, lí­­­mites a los mecanismos de protección, y los mecanismos de apoyo y cumplimiento. Es posible entonces verificar empíricamente la pertenencia de cada área al margen al que fueron asignadas. Para complementar la interpretación, los signos de las variables también fueron considerados en cada componente.

			GRÁFICA 6

			GRÁFICO DE SEDIMENTACIÓN DE VALORES PROPIOS 

			EN COMPONENTES DE INTEGRACIÓN PROFUNDA

			[image: ]

			Fuente: Elaboración propia con base en los textos originales de los acuerdos comerciales especificados en la Cuadro 1.

			En el primer componente, que corresponde a la cobertura de áreas específicas, la capacidad institucional tiene signo positivo, mientras que el poder de decisión y la legitimidad muestran signos negativos. Es posible que al incluir disposiciones más profundas en las áreas del acuerdo, sus instituciones deban gestionar tareas más complejas, y por lo tanto, el ámbito de sus áreas de de­­­­cisión también se amplía. Sin embargo, es preocupante que de ma­­nera estructural la relación entre mayor profundidad en las áreas del acuerdo (que implica la eliminación de instrumentos y mecanismos estatales de regulación y planeación) mantenga una relación negativa con los requisitos de legitimidad del acuerdo. Asimis­­mo, es importante notar que los mecanismos de decisión generales también tienen una relación negativa con respecto a una mayor profundidad en áreas específicas y capacidades institucio­nales. Es decir, no existen mecanismos de regulación y dirección en estas áreas ni por parte de los estados miembros, ni delegadas a instituciones regionales. Esta situación es aún más grave al considerar que en la medida en que la cobertura de áreas y disciplinas co­­­merciales aumenta, también aumentan las posibilidades de que un mayor número de productores orientados al mercado interno y pequeños y medianos exportadores sean afectados.

			En el segundo componente, que corresponde a las disposicio­nes relativas al acuerdo en su conjunto, la cobertura de disciplinas comerciales, mecanismos de apoyo y cumplimiento, y legitimidad, tienen signo negativo; mientras que los límites a mecanismos de protección, poder de decisión, y capacidades institucionales tienen signo positivo. De nuevo aparecen tensiones preocupantes. Primero, los resultados sugieren que los gobiernos enfrentan la determinación de construir un acuerdo comercial con fuerte poder de decisión y con una amplia cobertura de las capacidades institucionales, o construir uno con gran legitimidad. Segundo, el que los gobiernos decidan retener menos discreción y autonomía también se refleja en el establecimiento de límites a la capacidad de reacción para aplicar medidas cuando sus industrias nacionales están siendo perjudicadas. Tercero, considerando que los gobiernos disponen de recursos limitados, los resultados también parecen reflejar la tensión en la asignación de dichos recursos hacia firmar un acuerdo con una amplia cobertura de las áreas comerciales y/o crear mecanismos fuertes que apoyen el cumplimiento de los compromisos en dichas áreas. En el mismo sentido, se observa que cuando se incluyen mecanismos de apoyo y cumplimiento en las áreas de beneficios más exclusivos, no se crean instituciones sólidas que integren todas estas áreas considerando el acuerdo comercial como un todo.

			Conclusiones

			Debido a que no existe una definición consensuada de profundidad de la integración comercial en publicaciones académicas, en este capítulo se desarrolló una clasificación general que recoge los aspectos principales de la variación de la profundidad de la integra­ción. Con base en la definición básica de profundidad, se decidió que la ampliación de la categorización vertical/horizontal de integración profunda propuesta por la OMC (2011) era el camino más adecuado para lograr establecer comparaciones entre los ni­­­veles de profundidad alcanzados en acuerdos comerciales. Las provisiones en el margen vertical son aplicables al acuerdo co­­­mercial en su conjunto; mientras que en el margen horizontal lo son solamente a áreas específicas del acuerdo.

			Las provisiones fueron clasificadas analíticamente como perte­necientes al margen vertical o al margen horizontal. En el margen vertical se incluyeron los siguientes aspectos: tipo de acuer­­­do, poder de decisión, capacidad institucional, legitimidad y permanencia. En el margen horizontal se incluyeron las áreas en que se modifican regulaciones domésticas (reglas de origen, servicios, obstáculos técnicos al comercio, política de competencia, y contratación pública). También se consideraron las disposiciones que limitan la capacidad de los gobiernos para proteger a sus industrias domésticas ante eventos inesperados o prácticas co­­­merciales desleales (antidumping, cuotas compensatorias, salvaguardias globales, y salvaguardias bilaterales). Finalmente, se incorporaron las disposiciones relativas a la creación de mecanismos de apoyo y cumplimiento en las áreas liberalizadas (órganos regionales y cobertura de mecanismos de solución de controversias por área). 

			La aproximación metodológica general fue, primero, analizar cada disciplina comercial independientemente de las otras. Se­­­gun­­do, sobre el mapa analítico resultante, caracterizar, operacionalizar y medir las disposiciones de cada acuerdo comercial. Como resultado, se desarrolló una base de datos original de 256 acuerdos diádicos con 110 datos por acuerdo (correspondientes a las disposiciones de las diferentes áreas y disciplinas discutidas en este capítulo). Tercero, las mediciones de profundidad de cada área se agregaron para formar seis variables. Cuarto, se presentó un panorama general del estado de la integración profunda en los acuerdos analizados. Por último, el análisis de componentes principales confirmó que cada una de las variables desarrolladas se alinea al margen que le fue asignado analíticamente. También se verificó que la integración profunda en los acuerdos suscritos por los países de América Latina desde 1982 hasta 2010 posee una estructura básica que corresponde a la categorización desarrollada en este estudio.

			Los resultados de esta investigación son interesantes ya que en la literatura sobre acuerdos comerciales usualmente se considera que una mayor profundidad en ambos márgenes influye positivamente las expectativas acerca de la eficacia del acuerdo para liberalizar el comercio. Sin embargo, los beneficios generados en cada margen tienen distintos niveles de exclusividad. En general, las disposiciones en el margen vertical proporcionan beneficios que son menos excluyentes que los generados por las disposiciones en el margen horizontal. Por lo tanto, las diferencias en la integración profunda entre ambos márgenes tienen implicaciones en cuanto a la manera en que se distribuyen las ganancias derivadas del comercio entre las poblaciones de los países miembros de los acuerdos analizados. 

			Las conclusiones principales son que la profundidad de los acuerdos comerciales no puede capturarse a partir de una sola dimensión como se ha hecho tradicionalmente y que ésta aproximación obscurece diferencias importantes en el diseño de los acuerdos y sus implicaciones. En este capítulo se proporcionó respaldo empírico a la clasificación analítica propuesta acerca de la profundidad en márgenes horizontales y verticales. La discusión del panorama general de las variaciones que existen en los márgenes verticales y horizontales de cada acuerdo y entre los acuer­­dos comerciales no muestran tendencias de evolución claras en cualquiera de los dos márgenes de integración, incluso después de considerar el nivel de desarrollo de los países participantes o el paso del tiempo. Sin embargo, es posible observar que, en general, la integración ha alcanzado mayor profundidad en el margen horizontal, que concentra los aspectos en que los beneficios de la liberalización son más exclusivos, que en el margen vertical. Este patrón sí se ha mantenido a través del tiempo y es particularmente notorio en los acuerdos Norte-Sur. 

			Por otra parte, el análisis de la estructura de la profundidad en la integración muestra resultados preocupantes, pues es posible identificar diversas tensiones en la estructura de la integración profunda. Entre las más serias son, en el margen horizontal, el que la relación entre mayor profundidad en las áreas del acuerdo (que implica la eliminación de instrumentos y mecanismos estatales de regulación y planeación) sea negativa con respecto a la legitimidad del acuerdo. En el margen vertical, pareciera que los gobiernos enfrentan la decisión de construir un acuerdo comercial con fuerte poder de decisión y con una amplia cobertura de las capacidades institucionales, o construir uno con gran legitimidad. Asimismo, se observa que cuando se incluyen mecanismos de apoyo y cumplimiento en las áreas de beneficios más exclusivos, no se crean instituciones que regulen el acuerdo comercial como un todo y que pudieran permitir dar coherencia a las áreas más específicas en torno a una estrategia de desarrollo. 

			Las implicaciones de estos resultados no son positivas en términos de las expectativas de que estos acuerdos puedan contribuir al desarrollo económico equitativo de los países que los han firmado. En este sentido, a partir de las diferencias descubiertas y sus implicaciones surgen posibles áreas de investigación futura. Por ejemplo, las tensiones manifiestas en la estructura de la profundidad en la integración de los acuerdos estudiados parecen respaldar el argumento de que, en la búsqueda de mayor integración, se privilegian los componentes en que los beneficios son más exclusivos. En consecuencia, se tiende a excluir de las ganancias derivadas del comercio a pequeños y medianos exportadores y a productores orientados al mercado doméstico. También, la tensión entre profundidad y legitimidad sugiere que los acuerdos profundos tienden a excluir de facto a la población general de los países que suscriben estos acuerdos. 

			Así, en esta investigación se intentó favorecer que el debate centrado en qué mecanismos promueven mejor la integración pro­­funda, se desplace hacia buscar entender qué es integra­­­ción profunda y cuál es el tipo de integración que prevalece en la región. Entender mejor estos dos aspectos es necesario para intentar que, como siguiente paso, se evalúen cuáles son los diseños concretos y estructuras de acuerdos e integración que son apropiados para promover el desarrollo equitativo de los países de América Latina.

			Bibliografía

			Allee, Todd y Peinhardt, Clint, “Revisiting rational design: Pre­­ferences, power, and the design of bilateral investment treaties”, Presentado en The politics of preferential trade agreements, Princeton, Niehaus Center for Globalization and Governance, Princeton University, 2010.

			Baccini, Leonardo, Dür, Andreas, y Manfred Elsig, “The politics of trade agreement design: The obligation-flexibility trade-off”, Presentado en The politics of trade agreement design: Depth, scope, and flexibility, Antwerp, European Consortium of Political Research, University of Antwerp, 2012.

			Baccini, Leonardo, Dür, Andreas, y Elsig, Manfred, “Appendix: the politics of trade agreement design”, Presentado en The politics of trade agreement design: Depth, scope, and flexibility, Antwerp, European Consortium of Political Research, University of Antwerp, 2012.

			Baccini, Leonardo, Dür, Andreas, Elsig, Manfred, y Milewicz, Karolina, The design of preferential trade agreements: A new dataset in the making, Documento de trabajo (ERSD-2011-10), Washing­­ton, D.C., Organización Mundial de Comercio, 2011.

			Bartholomew, David J., Steele, Fiona, Galbraith, Jane, y Moustaki, Irini, Analysis of multivariate social science data, Boca Ratón, CRC Press, 2011.

			BID, Beyond borders. The new regionalism in Latin America. Economic and social progress in Latin America, Washington, D.C., Banco Interamericano de Desarrollo, 2002.

			DiStefano, Christine; Zhu, Min y Diana Mindrila, “Understanding and using factor scores: Considerations for the applied researcher”, en Practical Assessment, Research and Evaluation, vol. 14, núm. 20, 2009.

			Evans, David; Holmes, Peter; Iacovone, Leonardo y Sherman Robin­­son, A framework for evaluating regional trade agreements: Deep integra­­tion and new regionalism, Sussex, Manuscrito, University of Sussex, 2004.

			Fidell, Linda S. y Barbara G. Tabachnick, Using multivariate statistics, Londres, Harper y Row, 2006.

			Field, Andy, Discovering statistics using IBM SPSS statistics, Londres, Sage, 2013.

			Fuentes, Ninfa M. y Jorge A. Schiavon, “Structural reform and regional integration in the Western Hemisphere”, en Michelle Rioux y Osvaldo Sunkel [eds.], Building the Americas, Bru­­se­­las, Bruylant, 2007.

			Hair, Joseph F.; Black, William C.; Babin, Barry J.; Anderson, Rolph E. y R. L. Tatham, Multivariate Data Analysis, Pearson Education Inc, 2006.

			Heydon, Kenneth y Sthephen Woolcock, The rise of bilateralism: comparing American, European and Asian approaches to preferential trade agreements, Tokio, Naciones Unidas, 2009.

			Hicks, Raymond y Kim, Soo Yeon, “Credible commitment through ptas and their effects on trade: A study of Asia’s reci­­procal trade agreements”, Presentado en The politics of preferential trade agreements: Theory, measurement, and empirical analysis, Princeton, Niehaus Center for Globalization and Governance, Woodrow Wilson School of Public and International Affairs, Princeton University, 2010.

			Koremenos, Barbara; Lipson, Charles y Duncan Snidal, “The rational design of international institutions”, en International Organization, vol. 55, núm. 4, 2001.

			Koremenos, Barbara; Lipson, Charles y Duncan Snidal, “Rational design: Looking back to move forward”, en International Orga­­­nization, vol. 55, núm. 4, 2001.

			Koremenos, Barbara y Duncan Snidal, “Moving forward, one-step at a time”, en International Organization, vol. 57, núm. 2, 2003.

			Kucik, Jeffrey, “The domestic politics of institutional design: Pro­­­ducer preferences over trade agreement rules”, en Economics and Politics, vol. 24, núm. 2, 2012.

			Lawrence, Robert Z., Regionalism, multilateralism, and deeper integration, Washington, D.C., Brookings Institution Press, 1996.

			Lynch, David A., Trade and Globalization: An Introduction to Re­­gional Trade Agreements, Kindle Edition, Rowman and Littlefield, 2010.

			Mansfield, Edward D. y Helen V. Milner, Votes, vetoes, and the political economy of international trade agreements, Princeton, Prin­­ceton University Press, 2012.

			Mansfield, Edward D.; Milner, Helen V. y Jon C. Pevehouse, “Vetoing co-operation: The impact of veto players on preferential trading arrangements”, en British Journal of Political Science, vol. 37, ním. 03, 2007.

			OMC, World Trade Report: The WTO and preferential trade agreements: From co-existence to coherence, Washington D.C., Organización Mundial de Comercio, 2011.

			Ortiz Mena L. N., Antonio, Mexico and the World Trade Organi­za­tion: A regional player in multilateral trade negotiations, Docu­­­mento de trabajo, México, Centro de Investigación y Docencia Económicas, A.C., 2001.

			Ortiz-Mena L. N., Antonio, The politics of institutional choice: International trade and dispute settlement mechanisms, Tesis doctoral, San Diego, University of California San Diego, 2001.

			Oxford Dictionaries, Oxford University Press, 2014. Disponible en: <http://oxforddictionaries.com/> Accesado por última vez: el 1 de agosto, 2014.

			Pallant, Julie, SPSS survival manual: A step by step guide to data analysis using SPSS, Buckingham, Open University Press, 2010.

			Piermartini, Roberta y Budetta, Michele, “A mapping of regional rules on technical barriers to trade”, en Antoni Estevadeordal, Kati Suominen y Robert Teh [eds.], Regional rules in the global trading system, Cambridge, Cambridge University Press, 2009.

			Prusa, Thomas J. y Teh, Robert, Protection reduction and diversion: PTAs and the incidence of antidumping disputes, Documento de trabajo (w16276), Cambridge, National Bureau of Economic Research, 2010.

			Rickard, Stephanie J. y Daniel Y. Kono, “Policy transparency and preferential trade agreements”, Documento de trabajo prepa­rado para APSA Annual Meeting, Seattle, 199X

			Roy, Martin, “Democracy and the political economy of multilateral commitments on trade in services”, en Journal of World Trade, vol. 45, núm. 6, 2011.

			Rugman, Alan y Richard Hodgetts, “The end of global strategy”, en European Management Journal, vol. 19, núm. 4, 2001.

			Shadlen Kenneth C., “Exchanging development for market access? Deep integration and industrial policy under multilateral and regional-bilateral trade agreements”, en Review of Interna­­tional Political Economy, vol. 12, núm. 5, 2005.

			Solano, Oliver y Andreas Sennekamp, Competition provisions in regional trade agreements, Documento de trabajo (31), París, Orga­­nización para la Cooperación Económica y el Desarrollo, 1xxx.

			Tamames, Ramón [ed.], Entre bloques y globalidad, Madrid, Edito­­rial Complutense, 1995.

			Teh, Robert, “Competition provisions in regional trade agreements”, en Antoni Estevadeordal, Kati Suominen y Robert Teh [eds.], Regio­­nal rules in the global trading system, Cambridge, Cambridge Univer­­sity Press, 2009.

			Teh, Robert; Prusa, Thomas J. y Michele Budetta, “Trade remedy provisions in regional trade”, en Antoni Estevadeordal, Kati Suominen y Robert Teh [eds.], Regional rules in the global trading system, Cam­­­bridge, Cambridge University Press, 2009.

			Wignaraja, Ganesha; Ramizo, Dorothea y Burmeister Luca, Asse­­ssing Liberalization and Deep Integration in Asia-Latin America Free Trade Agreements, Working paper, 2013.

			
				
					1 Ver: OMC, World Trade Report: The WTO and preferential trade agreements: From co-existence to coherence, p. 110

				

				
					2 Ibid.

				

				
					3 Para construir esta base de datos, los textos disponibles de todos los acuerdos comerciales recíprocos establecidos por los países de América Latina de 1982 a 2010 fueron recopilados, analizados, codificados manualmente, y comparados con las bases de datos que se superponen parcialmente con la desarrollada para esta investigación.

				

				
					4 Barbara Koremenos y Duncan Snidal, “Moving forward, one-step at a time,” pp. 431-444.

				

				
					5 Raymond Hicks y Soo Yeon Kim, “Credible commitment through PTAs and their effects on trade: A study of Asia’s reciprocal trade agreements”, p. 2.

				

				
					6 Robert Teh, “Competition provisions in regional trade agreements”; Raymond Hicks y Soo Yeon Kim, op. cit., p. 17; Leonardo Baccini, et al., The design of preferential trade agreements: A new dataset in the making; Leonardo Baccini, et al., “The politics of trade agree­­ment design: The obligation-flexibility trade-off”; Jeffrey Kucik, “The domestic politics of institutional design: Producer preferences over trade agreement rules”, pp. 95-118.

				

				
					7 Los textos jurídicos de los acuerdos comerciales y de inversión revelan su intencionalidad al establecer derechos y obligaciones. OMC, op. cit., p. 129. En consecuencia, los acuerdos son cuidadosamente negociados para incluir o excluir áreas específicas (Allee y Peinhardt, 2010, p. 8) de acuerdo con las necesidades y demandas de los go­­­biernos y de los agentes económicos. Todd Allee y Clint Peinhardt, “Revisiting rational design: Preferences, power, and the design of bilateral investment treaties”; Raymond Hicks y Soo Yeon Kim, op. cit., p. 17.

				

				
					8 Raymond Hicks y Soo Yeon Kim, loc. cit.

				

				
					9 Edward D. Mansfield, et al., “Vetoing co-operation: The impact of veto players on preferential trading arrangements,” pp. 403-432.

				

				
					10 Raymond Hicks y Soo Yeon Kim, op. cit. 

				

				
					11 David Evans, et al., A framework for evaluating regional trade agreements: Deep integration and new regionalism; OMC, World Trade Report: The WTO and preferential trade agreements: From co-existence to coherence.

				

				
					12 La integración en un acuerdo comercial es superficial cuando solamente se eliminan barreras comerciales fuera de las fronteras de los países miembros del acuerdo. Robert Z. Lawrence, Regionalism, multilateralism, and deeper integration, Washington, p 8. En esta investigación no se analizaron las variaciones en integración superficial porque se estudian acuerdos que deben liberalizar significativamente todo el comercio (Artículo XXIV de la OMC). Además, específicamente sobre América Latina, los países de la región han removido sustancialmente sus barreras arancelarias. BID, Beyond borders. The new regionalism in Latin America. Economic and social progress in Latin America. p. 4.

				

				
					13 Aunque en diversos estudios sobre acuerdos comerciales se agregan disposiciones que se relacionan directamente e indirectamente con el comercio en este análisis es importante distinguir unas de otras porque benefician/perjudican distintos grupos de interés. OMC, World Trade Report: The WTO and preferential trade agreements: From co-existence to coherence; Leonardo Baccini, et al., “The politics of trade agreement design..., op. cit. Por ejemplo, los mecanismos de solución de controversias generalmente protegen los intereses de los exportadores; mientras que las disposiciones ambientales y laborales generalmente responden a intereses de grupos que producen para el mercado interno. Raymond Hicks y Soo Yeon Kim, op. cit. Dentro de las áreas no directamente relacionadas con el comercio, Hicks y Kim identifican disposiciones relativas a la inversión, el trabajo, los derechos de propiedad intelectual, y el medio ambiente. Leonardo Baccini, et al., The design of preferential trade agreements...; Leonardo Baccini, et al., op. cit.; Kenneth C. Shadlen, “Exchanging development for market access? Deep integration and industrial policy under multilateral and regio­­nal-bilateral trade agreements”, op cit., pp. 750-775.

				

				
					14 OMC, World Trade Report: The WTO and preferential trade agreements: From co-existence to coherence.

				

				
					15 Oxford Dictionaries. http://oxforddictionaries.com/, Accesado por última vez: el 1 de agosto, 2014, Oxford University Press, 2014.

				

				
					16 En otros estudios sobre el diseño de acuerdos comerciales es usual que, en aras de la parsimonia, los acuerdos se analicen aislándolos de otras instituciones comerciales. Barbara Koremenos, et al., “The rational design of international institutions”, pp. 761-799; Barbara Koremenos, et al., “Rational design: Looking back to move forward”, pp. 1051-1082. En esta investigación también se sigue este enfoque.

				

				
					17 Hasta donde conozco, solamente en el estudio de Wignaraja et al., sobre los acuerdos suscritos entre América Latina y Asia se busca medir la profundidad de la integración comercial. Ver: Ganesha Wignaraja, Dorothea Ramizo y Luca Burmeister, Assessing Liberalization and Deep Integration in Asia-Latin America Free Trade Agreements, Working paper, 2013. En esta investigación se enfrentaron problemas similares a los mencionados en dicho estudio. Primero, debido a que estos acuerdos se han firmado recientemente no han recibido suficiente atención. Segundo, reunir los textos de los acuerdos es problemático pues, en ocasiones, parte de los acuerdos no se encuentran disponibles al público. Tercero, frecuentemente los acuerdos, o parte de los mismos, no están redactados en inglés o español. Cuarto, se requiere un examen sumamente minucioso y detallado de los textos. Por último, no existe una metodología internacionalmente aceptada para evaluar la integración profunda en los acuerdos comerciales. Un problema adicional identificado en la investigación realizada en este capítulo es que, a menudo, los acuerdos firmados son reemplazados por sus versiones modificadas o actualizadas, por lo que obtener las versiones originales de los acuerdos es complicado.

				

				
					18 En los estudios sobre acuerdos comerciales usualmente se considera la diada (dos países que establecen un acuerdo comercial entre sí) como unidad de observación. Leonardo Baccini, et al., “The politics of trade agreement design: The obligation-flexibility trade-off”, op. cit. En esta investigación se consideró que los grupos de países que firman un acuerdo comercial con otro país o países son un solo actor cuando los países que pertenecen al grupo no pueden vetar la firma del acuerdo o no requieren la ratificación de sus respectivos órganos legislativos nacionales. No hubo ningún caso con estas condiciones en la muestra de acuerdos diádicos analizados.

				

				
					19 Como en otros estudios similares, se favoreció un enfoque general por área debido a la gran cantidad de recursos y tiempo que requeriría un enfoque más específico. En este sentido, Roy señala que aunque un enfoque general no distingue entre compromisos parcialmente o totalmente vinculantes, este tipo de enfoque si permite evaluar el número de sectores en los que existen compromisos sustantivos. Martin Roy, “Democracy and the political economy of multilateral commitments on trade in services”, pp. 1157-1180.

				

				
					20 Existen dos consideraciones con respecto a la medición de las variables y la selección del análisis. Primero, se re-escalaron las puntuaciones en el intervalo [0,1] para cumplir con el requisito que presenta el análisis de componentes principales de la integración profunda. Así, también se facilita la comparación entre las diferentes áreas y acuerdos. Los valores más altos corresponden a las puntuaciones más altas alcanzadas en los acuerdos comerciales incluidos en la muestra (y a su vez, en cada uno de los aspectos medidos). La asignación de valores a las puntuaciones más bajas sigue la misma lógica. Segundo, la desventaja de utilizar valores o puntuaciones agregados con base en factores es que a cada área se le da el mismo peso, independientemente de la fuerza con que cargue en cada factor. Se eligió este método porque es el más conveniente para mantener la variación de los datos originales. Linda S. Fidell, y Barbara G. Tabachnick, Using multivariate statistics. Otros criterios relevantes son que también es el método de agregación más adecuado cuando las escalas para codificar los datos originales se desarrollaron recientemente. Joseph F. Hair, et al., Multivariate Data Analysis, p. 140; y es también apropiado cuando en los datos existe una estructura simple. DiStefano, et al., “Understanding and using factor scores: Considerations for the applied researcher”, p. 3.

				

				
					21 David J. Bartholomew, Analysis of multivariate social science data, p. 117.

				

				
					22 BID, Beyond borders. The new regionalism in Latin America. Economic and social progress in Latin America, op. cit. p. 87.

				

				
					23 Ramón Tamames [ed.], Entre bloques y globalidad; Alan Rugman y Richard Hodgetts, “The end of global strategy”, pp. 333-343; Edward D. Mansfield, et al., “Vetoing co-operation: The impact of veto players on preferential trading arrangements”, op. cit. pp. 403-432; Edward D. Mansfield y Helen V Milner, Votes, vetoes, and the political economy of international trade agreements.

				

				
					24 Los acuerdos sectoriales no se consideran cualitativamente similares al resto de los acuer­­dos estudiados porque no requieren que el comercio total sea liberalizado significativamente.

				

				
					25 BID, Beyond borders. The new regionalism in Latin America. Economic and social progress in Latin America, p. 88; Raymond Hicks y Soo Yeon Kim, op. cit., p. 14.

				

				
					26 La medición de la capacidad institucional se basa en la categorización de instituciones “formales” desarrollada por Hicks y Kim (2010). Esta investigación se añade la especificidad en el ámbito de decisiones que puede tomar las principales instituciones del acuerdo. También se distinguen las capacidades administrativas del acuerdo de aquéllas que tienen un efecto sobre aspectos sustanciales del comercio (por ejemplo, la modificación de calendarios de liberalización). 

				

				
					27 BID, Beyond borders…, op. cit.; Raymond Hicks y Soo Yeon Kim, op. cit.

				

				
					28 BID, Beyond borders…, ibid., p. 89.

				

				
					29 Ibid., p. 90.

				

				
					30 Aunque no se usaron índices de restricción de reglas de origen, la lógica detrás de la construcción del índice elaborado por Estevadeordal et al. se mantiene en esta inves­­­tigación. Estevadeordal, Antoni, et al., “Harmonizing preferential rules of origin regimes around the world”, en Richard Baldwin y Patrick Low [eds.], Multilate­­ralizing Regionalism: Challenges for the Global Trading System, Cambridge University Press, 2009. No fue posible usar directamente los índices porque cubren un número reducido de los acuerdos analizados en esta investigación. Otro aspecto que se tomó en consideración es que la amplia variación de restrictividad correspondiente a los distintos productos y sectores limita las posibilidades de generalización de un índice de restricción a un acuerdo comercial en su conjunto. David A. Lynch, Trade and Globalization: An Introduction to Regional Trade Agreements.

				

				
					31 En esta área se identificó si entre los miembros del acuerdo existe reconocimiento mutuo (en vigor o programado) de estándares, armonización y evaluaciones de conformidad. Roberta Piermartini y Michele Budetta, “A mapping of regional rules on technical barriers to trade”, proporcionan el más completo estudio sobre obstáculos técnicos al comercio. Kenneth Heydon y Sthephen Woolcock, The rise of bilateralism: comparing American, European and Asian approaches to preferential trade agreements; Roberta Piermartini y Michele Budetta, op. cit.; Raymond Hicks y Soo Yeon Kim, op. cit.; Leonardo Baccini, et al., The design of preferential trade agreements: A new dataset in the making, op. cit.

				

				
					32 Kenneth Heydon y Sthephen Woolcock, loc. cit.; Robert Teh, “Competition provisions in regional trade agreements”, op. cit.; Stephanie J. Rickard, y Kono, Daniel Y. (2011) “Policy transparency and preferential trade agreements”.

				

				
					33 Oliver Solano y Andreas Sennekamp, Competition provisions in regional trade agreements; Robert Teh [eds.], Regional rules in the global trading system, op. cit.

				

				
					34 Como en otros estudios (Baccini, et al., las disposiciones en el área de servicios no se identificaron en el nivel producto/sector porque el gran número de sub-sectores y modalidades en esta área lo hacen poco factible para el número de acuerdos analizados en esta investigación. Ver: Leonardo Baccini, et al., op. cit., p. 17. 

				

				
					35 Robert Teh, et al., “Trade remedy provisions in regional trade”, op.cit.; Raymond Hicks y Soo Yeon Kim, op. cit.; Thomas J. Prusa y Robert Teh, Protection reduction and diversion: PTAs and the incidence of antidumping disputes; Leonardo Baccini, et al., The design of preferential trade agreements: A new dataset in the making.

				

				
					36 Antonio Ortiz-Mena L. N., The politics of institutional choice: International trade and dispute settlement mechanisms; Raymond Hicks y Soo Yeon Kim, op. cit.; Leonardo Baccini, et al., op. cit.

				

				
					37 Kenneth C. Shadlen, op. cit., pp. 750-775.

				

				
					38 Ver Julie Pallant, SPSS survival manual: A step by step guide to data analysis using SPSS, p. 181; David J. Bartholomew, op. cit., p. 117.

				

				
					39 Julie Pallant, op. cit., p. 183.

				

				
					40 D. J. Bartholomew también menciona que en el análisis de componentes principales la importancia de cada componente se determina por su contribución a la expli­­cación de la varianza, en lugar de su contribución a otra estadística (como la esta­­­dística chi-cuadrada de Pearson en el análisis de correspondencia). Otro enfoque común para entender la estructura de un conjunto de variables es el análisis de factores. Ver David J. Bartholomew, op. cit., p. 118. La desventaja de éste análisis en relación con los objetivos de este estudio es que para determinar los factores sólo se analiza la varianza compartida. Ver Julie Pallant, loc. cit. 

				

				
					41 El tamaño de la muestra (256 acuerdos diádicos) es superior a 150 casos que se considera una muestra pequeña. La relación de casos (256) a componentes (2) supera las recomendaciones de 10 a 1 y 5 a 1. Ver Julie Pallant, loc. cit.

				

				
					42 Andy Field, Discovering statistics using IBM SPSS statistics.

				

				
					43 Julie Pallant, op. cit., p. 183.

				

				
					44 En las rotaciones ortogonales los ejes de los componentes están colocados en ángulo recto. Ver David J. Bartholomew, op. cit., p. 119.

				

				
					45 David J. Bartholomew, ibid., p. 124.

				

				
					46 Ver Julie Pallant, op. cit., p. 181.

				

			

		

	
		
			Cooperación sur-sur desde una perspectiva latinoamericana: problemas, perspectivas e impactos

			Gladys Lechini

			Introducción

			El presente escenario internacional se muestra plagado de turbulencias e incertidumbres con respecto a quienes establecen las reglas del juego y cómo se estructuran las jerarquías interna­ciona­les de los actores estatales y de los grupos privados, principal­mente aquellos que controlan las finanzas y el uso de la fuerza, a través de variados tipos de terrorismo.

			El fin de la guerra fría mostró el fin de las certezas y el inicio de un proceso de ajustes y cambios en el sistema internacional. Procesos lentos, difusos, a veces engañosos, con modificaciones en la superficie, que no necesariamente se reflejan en la estructura. Luego de una década de pensamiento único neoliberal, con el inicio del siglo XXI sobrevino un periodo donde parecía que se estaba produciendo una fuerte reconfiguración y reordenamiento de fuerzas, mostrando una transición desde un orden dominado por la hegemonía norteamericana a un escenario más multipolar, multinivel y multilateral, donde algunos estados o potencias me­­­dias comenzaban a sobresalir y emerger en función de sus procesos de crecimiento económico, dando lugar al surgimiento de variadas combinaciones de coaliciones de emergentes, que hacían suponer un nuevo formato para el escenario global.1

			Por otra parte, los estados más poderosos comenzaron a mos­­­trar fracturas internas, principalmente a partir de la crisis financiera de 2007 —surgida del quiebre del mercado subprime en los Estados Unidos— y que se globalizó afectando principalmente a las economías más desarrolladas, las cuales, experimentaron una etapa de bajo crecimiento económico, elevado desempleo y ex­­­tre­­ma volatilidad de los mercados. Tal situación llevó a un desplazamiento coyuntural y táctico del G-8 por el G-20 en la discusión sobre las medidas para salir de la crisis financiera. A pesar de la mencionada crisis global, estos países/mercados emergentes, continuaron presentando cifras de crecimiento altas, lo que hizo pensar que la sortearían sin mayores dificultades, convirtiéndose en objeto de cortejo por parte de actores gubernamentales y privados, así como objeto de debates en el mundo académico. En ese contexto, las actuales potencias tienen más dificultades que antes para imponerse y deben negociar con actores emergentes, los cuales, aún cuando hayan adquirido mayor protagonismo, no están todavía en condiciones de cambiar las reglas de juego por sí solos.

			La idea de un rediseño del orden global con la participación de potencias medias, regionales o emergentes abrió todo un nuevo debate y un nuevo espectro de coaliciones de estados que aspiraban a “su lugar en el mundo”. Entre estos emergentes sobresalió un grupo de países, los BRICS (Brasil, Rusia, India, China y Su­­­dá­­frica) que al momento de su creación como entidad (2001) eran solo una sigla inventada por inversores capitalistas, no imaginando la relevancia que iban a adquirir en el contexto global al marcar una nueva relación entre economía y política. En tanto desde el Sur, la coalición IBSA, creada en 2003 entre India, Brasil y Sudáfrica co­­­menzó a tomar forma, con menos publicidad y más masa crítica.

			Pueden mencionarse también otros nuevos grupos de “emergentes”, tales como: BRICET (BRIC + Europa Oriental y Turquía), BRICM (BRIC + México), BRICK (BRIC + Corea del Sur), Next Eleven (Bangladesh, Egipto, Indonesia, Irán, México, Nigeria, Pakistán, Filipinas, Corea del Sur , Turquía y Vietnam) y CIVETS (Colombia, Indonesia, Vietnam, Egip­­to, Turquía y Sudáfrica). Todas estas asociaciones fueron producto de la efervescencia de un diagnóstico que preanuncia turbulencias. Estos países provienen de otras geografías, complejizándose la clásica división entre Norte y Sur —desarrollados/subdesarrollados— Occidente y Oriente. Hay “Sures” que emergen en el Norte y “Nortes” que emergen en el Sur. Hay una concentración de poder en pocas manos junto a una di­­­fusión de poder en múltiples centros. El poder se dirige hacia otras regiones, desplazándose del Norte y de Occidente hacia el Sur y Oriente. Algunos países emergentes provienen del Sur y otros del Este. 

			Por otra parte, los procesos de globalización y transnacionalización generaron una nueva relación entre cultura, religión y política, habilitando una diferente discusión sobre el eurocentrismo, los criterios civilizatorios y los modos de analizar el mundo presente, llevando a plantearnos si necesitamos nuevos mapas cognitivos y nuevas combinaciones disciplinarias para entender dónde estamos y hacia dónde vamos. ¿Oriente asumirá los pa­­­trones de Occidente? ¿Occidente cederá a la presión numérica de Oriente? ¿Confrontación o miscigenación? ¿Habrá un cambio de sis­­tema o más de lo mismo? ¿Tendremos una nueva ruta de la seda? ¿Cómo quedará posicionada Latinoamérica y sus propios emergentes? ¿Los países del Sur podrán modificar su actual inserción periférica? ¿Qué rol le cabe a la cooperación Sur-Sur?

			Para responder dichas cuestiones este trabajo reflexiona sobre “el Sur” en tanto actor de la Cooperación Sur-Sur desde una perspectiva latinoamericana y frente a un escenario de reconfiguración de fuerzas globales, donde algunos poderes emergentes pueden provocar movimientos tectónicos, preguntándose sobre la vigencia y operacionalidad de esta nueva Cooperación Sur-Sur revitalizada y ampliada, que aborda ámbitos bilaterales y multilaterales.

			¿Los emergentes del sur?

			Junto al inicio de este nuevo siglo, los emergentes comenzaron a jugar roles crecientemente relevantes en la economía y en la política global, aunque no siempre compartiendo una agenda común. El sistema internacional parecía vivir un momento distinto, quizás replicándose la euforia de los setentas, cuando post shock petrolero, el mundo desarrollado estaba en crisis, los países productores de materias primas veían sus ingresos por exportaciones crecer geométricamente y se hablaba de un nuevo orden económico internacional, donde se redistribuiría el poder global. Este escenario fue efímero y duró tanto cuanto las economías de los países centrales lograron superar la crisis y recomponerse.

			Por ello, si bien hoy existe cierto consenso en cuanto a que esta­­mos en un orden en transición, hay dudas respecto a la forma que tendrá ese orden, en un mundo donde se destaca la emergencia de China y su desembarco en los países del Sur, en una escalada que comenzó en la subregión asiática, desembarcó en África y avanza sobre América Latina. La India, que ingresa al juego luego de transformaciones económicas y cambio de alianzas políticas, junto a una Rusia que regresa al ruedo tratando de recuperarse “de su propia década perdida” de finales de los ochenta. Brasil y eventualmente México, Sudáfrica junto a Nigeria y quizás An­­­gola, aparecen como las potencias de sus respectivos ámbitos, discutiéndose sus intenciones de ejercer liderazgo regional a la vez que jugar el juego global sentándose junto a los grandes. 

			Estos denominados “actores emergentes” poseen una alta participación del Estado y en muchos casos se acomodaron al proceso de transnacionalización que les permitió expandirse fuera de sus fronteras, de la mano de actores privados y público-privados. Con importantes clases medias ascendentes, aquellos que implementaron políticas sociales más inclusivas, como Brasil y Sudáfrica, aun no superaron las deudas sociales y están con mayores dificultades económicas en un modelo de neodesarrollis­mo el primero y liberal el segundo que se combina con un potencial neoextractivismo, del cual China a India son hoy los principales promotores. 

			Por otra parte, y en paralelo a estos ascensos individuales, se ha promovido el multilateralismo junto a un proceso de reorganización y creación de nuevas alianzas, tales como la Organización de Cooperación de Shanghai (OCS) en 2001, y las reuniones a partir de 2009 del grupo brics (Brasil, Rusia, India, China y Sudá­­frica). En América Latina, fue el presidente Lula Da Silva quien fomentó la creación de la ya mencionada IBSA y otras asociaciones interregionales como ASPA (América del Sur-Países Árabes en 2005) y ASA (América del Sur-África en 2006) que comenzaron a dar forma a una nueva geografía de relaciones múltiples, de la mano de emergentes regionales como Brasil. 

			La primera década del presente siglo mostró las fortalezas de los emergentes, en tanto nos preguntamos cuáles de entre ellos sobrevivirán a la segunda, en iguales o mejores condiciones relativas. En 2014 la reunión de los BRICS en Fortaleza pareció ser el clímax en este nuevo momento de cambios y ajustes, cuando el ba­­­rril de petróleo aún estaba a 115 dólares. No obstante, desde junio de ese año el precio del petróleo se derrumbó hasta caer por debajo de los 50 dólares por barril, alterando la realidad mundial y pre­ocupando a los gobiernos que habían confiado en un petróleo de alto costo, así como al resto de los actores globales. 

			En este contexto cabe destacar que muchas veces se caracteriza a todos los emergentes como pertenecientes al Sur global. Y no todos poseen esta condición. Si se toma el caso más paradigmático, que son los BRICS, puede observarse que Rusia sería un re-emergente en tanto fue superpotencia hasta hace menos de 50 años y China, que en lo discursivo se autoproclama como país del Sur, juega permanentemente un doble estándar. Incluso, hasta los miembros de la coalición IBSA cambian de “traje” según las circunstancias lo ameritan, comportándose como representantes del Sur, o aspirando a un lugar en las grandes ligas con ambiciones y comportamientos de los países centrales.2

			Por otra parte, y como sucediera en los setentas, los emergentes que se situaban “en el Sur”, otrora “Tercer Mundo”, co­­­mienzan a diferenciarse cada vez más de su grupo “a medida que emergen” y crecen en términos económicos, ingresando al sistema capitalista global. Este ascenso les otorga mayores cuotas de poder que, en última instancia los habilitaría a modificar las reglas internacionales en función de sus necesidades e intereses. En esta línea ascendente pareciera que estos emergentes están generando un nuevo multipolarismo que no implica una caída estrepitosa del poder de EUA, sino más bien un lento descenso que compartirá con el ascenso chino en un liderazgo bifronte. 

			Aun cuando pudiera haber pronósticos más optimistas o más pesimistas en torno a la forma que tomará el sistema internacional, el mundo del siglo XXI ya no es el mismo que en el siglo pa­­sado, por lo que amerita repensar y rediscutir cómo optimizar las variadas opciones que se le presentan a América Latina y a los países del Sur en los escenarios que se le avecinan.

			El sur global y la Cooperación Sur-Sur

			El concepto Sur surgió en el Norte como complementario a otra realidad diferente de la de los países industrializados y comenzó a ser utilizado en el llamado “Informe Brandt” de la Comisión Independiente sobre Problemas Internacionales del Desarrollo o Diálogo Norte-Sur.3

			Pero la idea de “Sur” desborda la categoría geográfica y se asienta en una concepción política y económica, que hasta ahora ha sido utilizada para mostrar fragilidades y discapacidades. Refiere a los países que no están en condiciones de incidir en las reglas de juego del sistema internacional para mejorar su status periférico, el cual, en general devino de su tardía inserción en la dinámica de la economía capitalista. Por ello, los países del Sur son países en vías de desarrollo que comparten situaciones de vulnerabilidad y similares desafíos. No son un grupo homogéneo debido a sus diferencias socio-económicas y político-culturales, tanto entre sus contextos locales como en los ámbitos regionales. Sin embargo, la idea del otro, del ser colonizado, es de alguna manera uno de los conectores entre los países del Sur, del “Global South”. 

			El concepto Sur es difuso y multidimensional y por ello muchas veces se lo iguala con Tercer Mundo y Periferia.4 El Sur como realidad ingresó en el vocabulario de las relaciones internacionales con la independencia de los países de Asia y África, a partir de la segunda postguerra. En tanto nueva voz en los escenarios globales, el grupo dio muestras de su presencia a partir de la conferencia de Bandung, realizada en Indonesia, entre el 18 y el 24 de abril de 1955. Con este puntapié inicial fue desarrollándose un proceso nuevo, muchas veces eufórico, esperanzado y en otras oca­­­siones más cautivo de limitaciones propias y sistémicas. América Latina apoyó desde Naciones Unidas el proceso, sin comprometerse demasiado con una realidad que para entonces se le aparecía como diferente y ajena.

			En tanto, el también multifacético concepto de Cooperación Sur-Sur, tal como lo conocemos en la actualidad, emergió durante los años 70’. La cooperación Sur-Sur fue primero implementada a través de acciones desplegadas desde un país en desarrollo hacia otro, también en desarrollo, en un contexto de solidaridad y ayuda, compartiendo experiencias adquiridas en variados niveles —desde los aspectos políticos de las luchas por la independencia, hasta aspectos técnicos como la gestión del Estado y la búsqueda del desarrollo económico. Estas acciones fueron posteriormente catalogadas bajo el nombre de Cooperación Sur-Sur.

			Esta relación novedosa para los países implicados, en un primer momento, conllevó dos aspectos: por una parte una solidaridad política que apuntaba a sumar a los países en similares situaciones, para adquirir mayor poder de negociación frente a los países centrales —quienes desde siempre y como tales—, habían impuesto sus condiciones en el sistema internacional en beneficio propio. Este accionar conjunto les permitiría obtener mayor autonomía y margen de acción para generar coaliciones o alianzas en pos de modificar las reglas del juego que los perjudicaban. Muestras de esta idea de cooperación Sur-Sur política son las negociaciones desarrolladas para establecer un nuevo orden económico internacional (NOEI) o para conseguir los votos del Tercer Mundo frente a la causa árabe palestina, en el conflicto contra Israel. Este apoyo también incluyó el respaldo al embargo y boicot petrolero de 1973, que se sumaba a la cuadruplicación del precio del petróleo, beneficiando solo a unos pocos productores y exportadores del Sur.

			En paralelo, y frente a las diferencias relativas de desarrollo entre los países de América Latina, Asia y África surgió la opción de que aquellos en mejores condiciones realizaran una transferencia “en cascada” de las técnicas aprendidas de los países más desarrollados y adaptadas a las condiciones locales geográficas, climáticas y de desarrollo. Estas dos modalidades se entremezclaron y fueron cooptadas por las instituciones internacionales que le dieron forma a su medida y con su propia lógica, no siempre acorde con las prácticas que reclamaba la realidad. De alguna manera lo antedicho sirve para explicar los variados usos y contenidos del término cooperación Sur-Sur, según sus contextos, igualándose a ayuda, asistencia, alianza, transferencia de tecnología y know- how.

			Por ello es que la cooperación Sur-Sur puede ser entendida en un sentido amplio, como “coalition building”, es decir, como coope­­ración esencialmente política; o en un sentido más restringido, acercándose a las definiciones utilizadas por el Programa de Nacio­­nes Unidas para el Desarrollo, que la interpreta de una manera más pragmática, concreta y específica, como cooperación horizontal o cooperación técnica entre países en desarrollo.5 

			Como se observa, el concepto de cooperación Sur-Sur ha sido utilizado con variado contenido a lo largo de los años, en función del posicionamiento del tema en la agenda de los estados, de las condiciones del sistema internacional y de las posiciones políticas de los gobiernos que la implementan. Claro está que estas concepciones políticas han sufrido variaciones y han subido o bajado en la agenda global en función de los vaivenes del sistema internacional, resurgiendo en momentos de transición, turbulencias y cuestionamientos de sus reglas de juego.

			Consecuentemte y frente a la necesidad de una definición, entendemos aquí a la cooperación Sur-Sur como cooperación entre países periféricos, de naturaleza esencialmente política, que apunta a reforzar las relaciones bilaterales y formar coaliciones en los foros multilaterales, para obtener mayor poder de negociación conjunto, defender sus intereses y cambiar reglas de juego que les son adversas. Se parte de la idea que es posible crear una conciencia cooperativa que les permita a los países del Sur reforzar su capacidad de negociación con el Norte, sumando autonomía y mayores márgenes de maniobra internacional. Cabe aclarar aquí que la cooperación Sur-Sur se diferencia de las Relaciones Sur-Sur en la medida en que estas últimas se despliegan naturalmente entre los varios actores públicos y privados con base estatal o trasnacional entre las diferentes regiones de América Latina, África y Asia, en tanto la cooperación Sur-Sur es una construcción política que por su propia naturaleza requiere de ciertos supuestos básicos comunes (likemindedness) entre los estados.6 

			Asimismo, se debe agregar que en términos geográfico-espaciales, puede producirse Cooperación Sur-Sur en el ámbito regional (en nuestro caso, por ejemplo, con los países de América del Sur), en el contexto inter-regional (la que se desarrolla entre regiones, es decir entre los países de América del Sur y África o América del Sur y Países Árabes) o trans-regional (como el caso de la asociación entre India, Brasil y Sudáfrica -IBSA). En cuanto a los actores involucrados, la Cooperación Sur-Sur está básicamente implementada por los estados, pero también son muchas veces relevan­tes las con­­­tribuciones realizadas por actores no guber­­namentales en el desa­­­rrollo de sus programas y proyectos, dándole vida y contenido a la cooperación gubernamental o a veces complementándola. 

			Respecto a sus dimensiones se destacan la técnica y científico-tecnológica, la económica-comercial, la académica y la diaspórica, entre las más relevantes. La llamada cooperación horizontal entre estados de similar desarrollo refiere por lo general a la cooperación técnica y científico-tecnológica. La cooperación técnica alude a la transferencia de capacidades técnicas y administrativas (el know-how o saber-hacer) entre los propios países en desarrollo, en tanto la segunda se orienta a la realización de actividades conjuntas de investigación para promover avances científico-tecnológicos que les permitan un desarrollo integral. En otras palabras, corresponde a la idea restringida de cooperación Sur-Sur.

			El primer gran momento de la cooperación Sur-Sur en todas sus variantes fue entre los sesenta y setenta, en paralelo al apogeo de los países del Sur, por su desempeño en Naciones Unidas en la formación de coaliciones y la aprobación de resoluciones en la Asamblea General en defensa de sus intereses, tales como la De­­­cla­­ración de un Nuevo Orden Económico Internacional7 y la Carta de los Deberes y Derechos Económicos de los Estados.8 A partir de los ochenta, como consecuencia de cambios sistémicos y domésti­­cos, y principalmente por la crisis de la deuda externa, este entu­­­sia­mo se diluyó, disgregó y desarticuló. En los noventa, la cooperación Sur-Sur perdió fuerza y contenido por el triunfo del neoliberalismo como pensamiento único y su modelo de economía de mercado como única salida. 

			Sin embargo, nuevamente cambios sistémicos en el orden eco­­­nómico internacional y en el doméstico de algunos estados produjeron en el siglo XXI una vuelta a la cooperación Sur-Sur, ahora resignificada y redimensionada, a partir de las políticas y acciones de algunos estados del Sur que comenzaron a adquirir más peso económico y consecuentemente político, a nivel regional y global.

			Esta reedición de la cooperación Sur-Sur se produjo en un con­­­texto de globalización y de procesos de cambios a largo plazo, algunos evidentes y otros ocultos a los parámetros con los que estamos acostumbrados a leer la realidad internacional. En este nuevo siglo los estados de América del Sur vivieron procesos de cambios en el signo político y orientación de sus gobiernos, promoviendo la transición de una década neoliberal a una más cercana al neodesarrollismo y a la autonomía.9 Es en ese sentido que los cambios domésticos trajeron consigo una reorientación de las miradas hacia la región latinoamericana y hacia los vecinos del Sur. La cooperación Sur-Sur que había quedado relegada como impertinente y obsoleta tomó vuelo discursivo y se encarnó en prácticas diversas, potenciando el accionar externo bi y multilateral, a la par que abría las puertas a un proceso de internacionalización de actores gubernamentales, que en muchos casos fueron acompañados por actores privados.

			Cooperación Sur-Sur bilateral

			Desde la independencia de los países africanos y asiáticos, algunos estados latinoamericanos iniciaron un proceso de acercamiento con las nuevas naciones independientes, particularmente del continente africano. La iniciativa ideológica cubana de exportar la revolución —que se prolongó por aproximadamente tres décadas—, el tercermundismo mexicano de los setentas, el acercamiento comercial y político-estratégico de Brasil —en el contexto de su política atlántica reforzado por el africanismo del ex presidente Lula da Silva en los inicios del siglo XXI—, los impulsos argentinos de diferentes gobiernos que —para encontrar mercados o conseguir votos en apoyo de la causa Malvinas—, se acercaron en distintos momentos a los jóvenes estados o el relativamente reciente acercamiento venezolano con la petro-diplomacia de Chávez, son todos ejemplos de distintas estrategias bilaterales que, con compromiso y constancia dispar pueden insertarse en el contexto de una cooperación sur-sur bilateral.10 

			En todos los casos la iniciativa provino de los gobiernos latino­­americanos, que ya tenían un camino forjado en el sistema inter­­nacional y en su región. El caso más paradigmático es el brasileño, sobre el que se realizará un breve análisis. Usando como elementos de acercamiento un discurso culturalista sobre la base del le­­­ga­do de la herencia africana en el componente identitario brasileño y la deuda moral por los años de esclavitud, Brasilia fue diseñando estrategias de cooperación con los países del continente africano, las cuales mostraron su punto más alto con la presidencia de Lula da Silva. Durante su gestión en el Palacio del Planalto, la di­­­mensión africana volvió a tomar fuerza de la mano de Itamaraty, en el contexto de una política pragmática, vinculada al interés na­­­cional en tanto hilo conductor de un conjunto de intereses subna­­cio­­nales, donde la cooperación Sur-Sur tenía reservado un lugar. 

			Consecuentemente, con Lula la actividad diplomática con los países africanos se intensificó a nivel bilateral y también multilateral, a la vez que la relación comercial se incrementaba. Durante sus dos mandatos, el presidente realizó 11 giras por el continente, visitando 23 países y cerrando su gestión con un viaje a Mozam­­bique junto a la presidenta electa, Dilma Rousseff. La activa actua­­ción presidencial tuvo su correlato en el dinamismo diplomático, revirtiendo el retraimiento de los noventas. Sobre un total de 54 países africanos, Brasil posee 31 misiones diplomáticas per­ma­­nentes,11 siendo que 15 fueron abiertas durante la gestión de Lula. Del mismo modo, aumentaron la cantidad de actos internacionales firmados con los países africanos, los que ascendieron a 346, un 67 % de los 519 firmados en el período 1960-2010.

			Un dato interesante que da muestras de la voluntad política de cooperación es la creación de la UNILAB (Universidad de Inte­­gración Internacional de Lusofonía Afro-brasileña) vinculada al Ministerio de Educación de la República, con sede en la ciudad de Redenção, en el estado de Ceará. Fue creada por Ley nº 12.289, el 20 de julio de 2010, e inaugurada el 25 de mayo de 2011, fecha del nacimiento en 1963 de la Organización de la Unidad Africana, hoy Unión Africana. Esta universidad tiene como misión específica la formación de recursos humanos para contribuir a la integración entre Brasil y los países miembros de la Comunidad de Países de Lengua Portuguesa (CPLP) en su mayoría ex colonias afri­­canas. Al recibir a estudiantes africanos, instaura un modelo nove­­doso y osado de cooperación afrobrasileña para formar recursos humanos que contribuyan a la integración entre los pueblos y a la creación de cuadros y técnicos que promuevan la cooperación horizontal, el desarrollo regional, el intercambio cultural, científico y educacional.

			La política africana de Brasil ha sido siempre concebida en un contexto donde la cooperación Sur-Sur es una opción estratégica de “parceria”, un instrumento de política externa del cual se sirve para asegurar su presencia positiva y creciente en países y regiones que considera primordiales. Para Brasil, la cooperación Sur-Sur es entendida en su dimensión amplia, en tanto como se detalló, busca desarrollar asociaciones con otros países, y también restringida, en el sentido de CTPD (cooperación técnica entre países en desarrollo). La cooperación técnica está gestionada desde 1987 por la Agencia Brasileña de Cooperación (ABC). Según, la ABC, la cooperación técnica horizontal no implica condiciones de contrapartidas comerciales o garantías de acceso a recursos naturales -tal como sucede con la cooperación que brindan algunos otros países emergentes-, ni es asistencialista. Parte de la premisa que el respeto a la soberanía y el desarrollo de las capacidades locales son fundamentales para la absorción efectiva de los conocimientos.

			Son datos destacables que el 50% de los gastos de ejecución se destinan a proyectos desarrollados en África y que entre 2005 y 2009 el presupuesto de la ABC para los países africanos se incrementó en un 1578%. Las principales áreas temáticas son agricultura, combate contra el hambre, preservación del medio ambien­­­te y salud pública, destacándose por su magnitud los siguientes cuatro proyectos: fortalecimiento de la industria algodonera de los “Cotton 4” (Benin, Burkina Faso, Chad y Mali); apoyo al desa­­­rrollo de la ricicultura en Senegal; el programa de cooperación triangular para el desarrollo agrícola de las sabanas tropicales en Mozambique (ProSAVANA); y fortalecimiento y apoyo técnico a la pla­­taforma de Innovación Agropecuaria de Mozambique (IIAM).12

			Desde la perspectiva de la construcción de alianzas o coaliciones, Brasil ha desarrollado una activa estrategia multilateral en el Sur. Una de estas asociaciones tiene a Sudáfrica y la India como vértices. Avanzando en las negociaciones entre MERCOSUR y SACU, ha promovido el dialogo trilateral IBSA13 fomentando a la vez otro acuerdo trilateral de Libre comercio entre India-MER­CO­SUR-SACU. Es en esta estrategia de geometría variable que Brasil ha sido un activo promotor de las iniciativas ASPA y ASA, y ha reactiva­do en varias oportunidades la ZPCAS (Zona de Paz y Cooperación del Atlántico Sur) promoviendo las asociaciones multilaterales.

			La cooperación Sur-Sur multilateral

			En este nuevo siglo, y como ha podido observarse, a medida que los países latinoamericanos avanzaban desarrollando las relaciones bilaterales y la cooperación Sur-Sur, se promovía el multilateralismo (en Naciones Unidas y la Organización Mundial del Co­­­mer­­cio), el mini-lateralismo (IBSA- G20 comercial y G20 financiero)14 y el inter-regionalismo (ASPA, ASA, ZPCAS), algunos de los cuales abordaremos a continuación. 

			La implementación de interacciones horizontales entre Amé­­ri­ca Latina y África ha implicado para ambas regiones una diversi­­fi­cación de las tradicionales relaciones Norte-Sur y una reorientación de los flujos comerciales y las inversiones. Las acciones brasileñas, argentinas, cubanas, mexicanas, venezolanas se han valido de mecanismos de la cooperación Sur-Sur en sus relaciones con África a nivel bilateral y los han extendido al plano multilateral. 

			Como se mencionó, el diálogo político interregional se ha plas­­mado en las Cumbres América del Sur-África (ASA) y América del Sur-Países Árabes (ASPA), las cuales conforman plataformas de concertación entre estados ubicados a ambos lados del Atlántico que, junto a la Unión Suramericana de Naciones (UNASUR) y la Unión Africana (UA), abordan cuestiones políticas y económicas. En ellas, los estados participan a título individual en reuniones más o menos regulares de alto nivel, aunque existe algún tipo de coordi­­­­­­nación intra-grupo a través de las instituciones regionales. La defi­­nición de los grupos es más laxa, y pueden no coincidir con regiones formalmente constituidas. La gran cantidad de miembros involucrados, la diplomacia de alto nivel, que reúne periódicamente ministros y primeros mandatarios, la flexibilidad institucional, y la revalorización del rol del Estado en el desarrollo de las naciones, son características particulares de esta relación trans-regional.

			ibsa, simple pero efectiva

			Este grupo conformado por India, Brasil y Sudáfrica —tres países de peso en sus respectivas regiones que enfrentan realidades e intereses semejantes— fue lanzado en la 58° Asamblea General de las Naciones Unidas en septiembre de 2003. Su objetivo es maximizar los acercamientos mutuos y sinergizar los esfuerzos para promover una estrategia coherente en las organizaciones internacionales tales como la OMC. Sus gobiernos consideran que sólo actuando de manera cohesiva y al unísono podrán vencer los obstáculos en temas críticos como los acuerdos sobre subsidios agrícolas, los trips y la salud pública. También han identificado las diversas áreas de excelencia que cada una de sus sociedades posee, especialmente en los campos de la ciencia y la tecnología (biotecnología, fuentes de energía alternativas, espacio exterior, aeronáutica, tecnología informática y agricultura), ofreciendo así un amplio espectro de oportunidades potenciales para el comercio, las inversiones y el turismo. Al otorgarle prioridad a la promoción de la equidad social y la inclusión, demostraron su interés en pos del logro del bienestar de sus respectivas poblaciones y, al mismo tiempo, una de sus mayores debilidades: la deuda social. 

			A partir de las reuniones e instancias de cooperación, los gobiernos de los tres países decidieron articular sus iniciativas de liberalización comercial, conscientes de la creciente vulnerabilidad económica de los países en desarrollo a las fluctuaciones en los precios globales de las materias primas. Por ello destacaron la importancia de un sistema de comercio internacional predecible, transparente y basado en reglas claras, que permitiría a los países del Sur maximizar sus oportunidades a través de las ganancias obtenidas por el aumento de las exportaciones de bienes y servicios.

			Los tres países comparten también otros puntos de la agenda internacional, tales como el fortalecimiento de la ONU y su pretensión de obtener un lugar en el Consejo de Seguridad como miembros permanentes, en caso de que su estructura fuera reformada y ampliada. Por ello, sus gobiernos acordaron respaldarse mutuamente dado que en cada una de sus regiones se deberán resolver los diferendos surgidos a partir de aspiraciones semejantes de otros estados. 

			IBSA es una coalición de potencias medias emergentes y sus go­­biernos coordinan políticas en múltiples foros internacio­na­les,15 usando su “soft diplomatic power” para promover sus posiciones. Más aún, a pesar de que tienen agenda propia, intentan desarrollar reclamos convergentes. De esta manera luchan por mantener un equilibrio difícil entre sus intereses nacionales individuales y los comunes.

			Desde sus orígenes ibsa fue pensado como “something relatively simple: a small group -only three countries- one in each continent of the South […] with an ever-increasing role in the world”.16 Tal como se expresa en la página web de su secretaría trilateral ibsa:

			[…] is a coordinating mechanism amongst three emerging countries, three multiethnic and multicultural democracies, which are determined to contribute to the construction of a new international architecture, to bring their voice together on global issues and to deepen their ties in various areas. ibsa also opens itself to concrete projects of cooperation and partnership with less developed countries. 17

			A pesar de su origen silencioso, el grupo creció en densidad y la cooperación comenzó a intensificarse entre los tres socios, respaldados por una estructura institucional informal que incluye varios niveles de coordinación. El más alto es la cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno y sus respectivos ministros de asuntos exteriores.18 El segundo nivel corresponde a encuentros de Mi­­nistros de Asuntos Exteriores,19 y el tercero a puntos focales. Por debajo están los coordinadores nacionales, responsables por las actividades de los 16 grupos de trabajo. 

			IBSA se ha constituido en una fuerza que representa al Sur en varias arenas internacionales con el desarrollo de mecanismos para la construcción de consenso, mostrando un compromiso explícito para coordinar sus respectivas posiciones en las negociaciones llevadas adelante en diferentes instituciones multilaterales como NU, OIT, FAO, OMC, principalmente la Ronda Doha, OMPI, UNESCO, Conferencias de cambio climático, entre otras. También tienen posiciones anti hegemónicas y mantienen un discurso Sur-Sur. 

			Por ello, puede decirse que actúan en tres frentes: en el prime­ro, operan como un foro de consulta y coordinación en los asuntos políticos mundiales y regionales; en el segundo, implementan la cooperación Sur-Sur en proyectos concretos, a través de los catorce grupos de trabajo y los seis foros “people to people”, y en el tercero, ayudan a otros países en desarrollo mediante la adopción de proyectos a través del Fondo IBSA.

			A la hora de evaluar IBSA a poco más de 10 años de su creación, puede acompañarse el discurso indio que sostiene que es un foro único en el que todos sus miembros están desarrollando una cooperación plural, multicultural, multiétnica, multilingüe y multirracial.20 IBSA es un grupo de países de ideas afines con muy poco equipaje que muestra la viabilidad y pertinencia de la cooperación Sur-Sur, contribuyendo al desarrollo de sus miembros y a sugerir la inclusión de temas del Sur en la agenda global.

			América del Sur-Países Árabes, un largo camino para andar

			El Foro ASPA fue una iniciativa del entonces presidente de Brasil, Luiz Inácio Lula da Silva, principal promotor de los vínculos birre­­­gionales. La I Cumbre ASPA, se llevó a cabo en Brasilia el 10 y 11 de mayo de 200521 y participaron 34 países, 22 de los cuales fueron del Medio Oriente y el Norte de África22 y 12 de América La­­­tina.23 Esta primera Cumbre planteó sus objetivos en tres grandes ejes: el ámbito político en donde se buscaba profundizar el diálogo interregional, concertar sobre los principales temas de orden regional e internacional e intensificar la cooperación en el seno de los foros multilaterales y entre las organizaciones regionales. En el plano económico se trataba de establecer un nuevo vínculo de cooperación explorando las potencialidades que disponen las dos regiones, al tiempo que consolidar la cooperación Sur-Sur a través de mayores intercambios comerciales, de turismo e inversión. En el terreno cultural se perseguían nuevas vías de comunicación e intercambio, la divulgación de patrimonio árabe en los países de América y viceversa y el fomento de la imagen del mun­­do árabe ante la sociedad civil y los líderes sudamericanos.24

			 La II Cumbre ASPA se realizó en marzo de 2009 en Doha,25 en un contexto de crisis económica internacional. Entre los temas de agenda estuvieron el fortalecimiento de la cooperación birregional, de las relaciones multilaterales, de la paz y de la seguridad, cooperación cultural, cooperación económica, comercio internacio­nal, sistema financiero internacional y el desarrollo sostenible.

			La III Cumbre ASPA26 en Lima, Perú, se celebró el 2 de octubre de 2012, pero fue justamente el contexto vivido en la región mesoriental y de África del Norte el que caracterizó y marcó la Cumbre de Lima. La participación fue mayoritaria, aunque con ausencias importantes de uno y otro lado: estuvieron presentes la mayoría de los países sudamericanos, con la excepción de Para­­guay27 mientras que del lado de la Liga de Estados Árabes, hubo dos ausencias, Siria, excluida de la LEA y Somalia que no acreditó delegación. Para el 2015, año en que se llevará a cabo la próxima cumbre en el Reino de Arabia Saudita, en Riad, habrá que evaluar cuáles han sido los avances del Foro. Si bien es una iniciativa que parece tener aspectos positivos, debemos reconocer que existen grandes desafíos para el foro birregional. Tal como expresa el informe elaborado por la Secretaría Permanente del Sistema Económico Latinoamericano y del Caribe: 

			Los retos de ASPA están en hacer coincidir las prioridades de ambas regiones que si bien están planteadas como estrategias generales, aún falta concretar en líneas de acción con objetivos puntuales que lleven a fortalecer los vínculos bilaterales y regionales. Pero encontrar los puntos de coincidencia no es una tarea fácil.28

			En términos de Vagni29 el área cultural es donde pueden iden­­ti­­ficarse los proyectos de cooperación más avanzados. Por un lado Ar­­­ge­­­lia como líder de la cooperación cultural árabe-latinoamericana impulsó la creación de una biblioteca árabe-sudamericana, BibliASPA,30 en Argel. Por otro lado, Marruecos presentó una iniciativa para la creación de un Instituto de Estudios y de Investigaciones sobre América del Sur, Egipto y Túnez manifestaron su intención de organizar eventos artísticos birregionales. En este mismo marco, desde Sudamérica se promueve la formación de programas de apoyo al intercambio de producciones artísticas, la cooperación educativa a través de becas de estudio, la organización de simposios sobre temas de interés común, la ela­­­boración de revistas científicas y la cooperación técnica en materia de restauración de monumentos históricos y obras de arte.

			Las Cumbres asa, tendiendo puentes entre dos vertientes del Sur

			La I Cumbre asa tuvo lugar en Abuja, capital de Nigeria, el 30 de noviembre de 200631 y fue precedida por la realización de un Foro de ONGs, una Reunión de Expertos y una Reunión de Minis­­tros de Relaciones Exteriores. Con el propósito de fortalecer una renovada estrategia Sur-Sur, asistieron a Abuja, 53 ministros de Relaciones Exteriores de los países miembros de la UA y de los 12 países que conforman la Comunidad Sudamericana de Naciones (CSN). Como resultado surgió la propuesta de crear un Banco África-América del Sur que impulse el comercio y las inversiones birregionales y se dio inicio a un Grupo de Coordinación del Foro de Cooperación América del Sur-África (ASACOF), que mantuvo reuniones periódicas y elevó sus propuestas a las Reuniones de Altos Mandatarios, determinándose en 2007 la conformación de ocho Grupos de Trabajo.32

			La II Cumbre, se desarrolló en la isla Margarita, Venezuela, entre el 26 y 27 de septiembre de 2009, con la presencia de 61 delegaciones.33 Los resultados del encuentro fueron volcados en la denominada “Declaración de Esparta”. En agosto de 2010 se rea­­li­zó la primer Reunión de Trabajo de la Mesa Presidencial Estra­­tégica de la Cumbre ASA en la sede de la cancillería venezolana, para dar seguimiento a los proyectos de cooperación adoptados, y contó con la participación de los presidentes Luiz Inacio Lula da Silva y Hugo Chávez y del secretario general de la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR), el ex presidente argentino Néstor Kirchner.

			La III Cumbre asa se desarrolló en Malabo, Guinea Ecua­­to­­rial, los días 20, 21 y 22 de febrero de 2013. En el marco del Foro se elaboró la “Declaración de Malabo” en la cual se reconocieron los avances por parte de los Estados Miembros en el desarrollo de acciones conjuntas en las áreas de salud, alfabetización, igualdad de género y seguridad alimentaria estipulados en los Objetivos de Desarrollo del Milenio.

			Tal como en el caso anterior, la amplitud de miembros y de temas, sumado a la reciente interconexión, auguran un buen por­­venir para ambos procesos de superarse las lagunas existentes. Habida cuenta de su origen como iniciativa presidencial, cabe pre­­guntarse sobre su continuidad de variar los signos políticos de los gobiernos a ambos lados del Atlántico.

			La Zona de Paz y Cooperación del Atlántico Sur (zpcas), la primera iniciativa, último relanzamiento

			También en esta primera década del siglo XXI y en el contexto de una política exterior activa y asertiva, el gobierno de Brasil apostó al relanzamiento de la Zona de Paz y Cooperación del Atlántico Sur34 en Luanda, Angola, entre el 18 y 19 de Junio de 2007, a través de su VI Reunión Ministerial.

			La ZPCAS surgió en 1986, por Resolución 41/11 de la Asam­­blea General de las Naciones Unidas. Esta asociación fue uno de los puntos de encuentro multilaterales iniciales creados entre los países atlánticos de Sudamérica y África, con el objetivo de promover la cooperación y el mantenimiento de la Paz y Seguridad en el Atlántico Sur y de esta manera prevenir la creciente militarización de la región y la posible injerencia de potencias extra-regionales. 

			La ZPCAS pasó por varios períodos, resultado tanto de los cambios sis­témicos como de los procesos políticos y económicos domésticos que vivían los países a ambos lados del Atlántico, “aggiornando” y modificando sus objetivos. Desde su creación se realizaron las siguientes reuniones ministeriales: en Brasilia (1988 y 1994); en Abuja, Nigeria (1990); en Sommerset West, Sudáfrica (1996) y en Buenos Aires (1998). Luego de su relanzamiento en Luanda, la última reunión ministerial se produjo en Montevideo, Uruguay, en 2013; está en preparativos la próxima en Cabo Verde, para mayo de 2015.

			Con estos altos y bajos, y a pesar de la voluntad puesta en la organización de las reuniones, se debe reconocer que los avances no han sido muchos, en parte debido a las condiciones domésticas de los países participantes y a su gran número y a la amplitud de la agenda propuesta. No obstante las buenas intenciones a nivel declarativo, se observan serias dificultades en la puesta en marcha de actividades comunes, lo que pone en duda la efectividad de este tipo de cooperación Sur-Sur en la práctica.

			Reflexiones finales

			En este nuevo siglo, los cambios internacionales y regionales hacen necesario rediscutir y repensar las categorías y los conceptos utilizados, para plantear nuevas formas de inserción internacional. Frente a la incertidumbre del actual orden político y económico in­­­ternacional y las recurrentes crisis locales, se hace ineludible la construcción de criterios propios, derivados de la experiencia com­­­partida entre los países del Sur.

			En este período más que en ningún otro se está construyendo la cooperación Sur-Sur con un capital simbólico que incide en el com­­­portamiento de los estados en una combinación ideacional y ma­­­terial. Estas iniciativas se gestan desde los gobiernos como una cooperación esencialmente política, de solidaridad y búsqueda de consenso en los ámbitos multilaterales, entre estados que pretenden mejorar su inserción internacional y modificar las reglas de juego que les son desventajosas. Hoy la agenda esta más diversificada y resignificada.

			Sin embargo, en muchas oportunidades se ha utilizado retóricamente el discurso de la cooperación Sur-Sur en ámbitos multilaterales, en visitas y encuentros bilaterales, como parte de una “puesta en escena”, pero con baja intencionalidad. Las propias realidades domésticas y los múltiples y variados intereses nacionales y locales no siempre marchan en la misma dirección de las cuestiones compartidas (“commonalities”) expresadas en los dis­­­cursos oficiales.

			Asimismo, como fue mencionado, esta cooperación Sur-Sur tiene variadas dimensiones en su implementación, siendo la cooperación técnica y la científico tecnológica la cara concreta más vi­­sible. En ese sentido, cada una de las acciones y sus efectos traen por detrás actores específicos estatales y no estatales. Aunque esta cooperación Sur-Sur lleva consigo un modelo de desarrollo de matriz capi­­talista, se diferencia del tradicional modelo Norte-Sur, en el sen­­tido que implementa una cooperación “entre países con similares desa­­rrollos” y prácticas que apuntan a compartir una expertise adquirida. 

			También en este ámbito y en particular referido a la cooperación técnica, vale mencionar las contradicciones que se presentan a los gobiernos del Sur entre discurso y práctica, entre compromisos externos y demandas domésticas. En situaciones frente a las cuales existen importantes deudas sociales al interior de estos países, donde todavía hay amplios sectores de población marginal con demandas legítimas insatisfechas, es una cuestión compleja para los gobiernos justificar los fondos que se dedican a la cooperación internacional al desarrollo, aún cuando la misma se ejecuta en un contexto de solidaridad Sur-Sur y en función de los intereses nacionales.

			Desde las independencias africanas, los estados de América Latina han desarrollado con estos nuevos actores del Sur una cooperación incipiente, con altibajos y discontinuidades, muy dependiente de los imperativos domésticos y aprovechando los márgenes de maniobra del sistema internacional. El discurso soli­­dario no siempre tuvo su correlato en acciones cooperativas, en parte debido a intereses divergentes, y a la distancia entre deseos y posibilidades.

			Brasil ha mantenido una política africana a lo largo de los años, profundizando el enfoque a partir de la gestión de Lula da Silva y utilizando la “diplomacia cultural” y la Cooperación Sur-Sur como paraguas protector. Argentina y Venezuela sostienen un discurso de cooperación Sur-Sur pero en la práctica el acercamien­to es de tipo comercialista. La primera, con acercamientos espasmódicos, ha desplegado cooperación técnica, aunque nunca llegó a sostener una estrategia de acercamiento, en tanto Venezuela, se convirtió, con Chávez en la presidencia, en el nuevo jugador africano, desplegando una “petro-diplomacia” con límites precisos.

			Entre el acercamiento bilateral y las estrategias multilaterales y regionales, los estados de América Latina y de África deben de­­­­sen­­volverse en un mundo que está cambiando a partir de una nueva reconfiguración de fuerzas. Para optimizar su inserción internacional necesitan desarrollar nuevas estrategias en un contexto de marcos conceptuales y analíticos propios, sobre la base del conocimiento construido, adquirido y compartido desde diferentes lati­tudes y elaborar una concepción pluralista y renovada para un mundo incluyente y mejor distribuido. Es un desafío inmenso, pero se ha comenzado a recorrer el camino.

			Respecto a las iniciativas y prácticas de cooperación interregional y a pesar de que se han abordado aquí brevemente algunas experiencias, cabe señalar que estos procesos, aun con intermitencias y excesivo discurso voluntarista, han mantenido vivo los contactos, incrementándose el conocimiento mutuo y esbozando nuevos escenarios de cooperación bi y multilateral. Las reuniones cumbres y de alto nivel, muchas veces se acompañan de grupos de trabajo gubernamentales y privados, que son los actores que desde la base, viabilizan la cooperación, promoviendo un conocimiento más profundo de las respectivas burocracias y sus agen­­das. Las sociedades civiles y los movimientos sociales tienen mucho que decir a la hora de los encuentros, aunque no siempre son escuchados por los gobiernos.

			Si bien es cierto que muchas veces desarrollan una retórica solidaria amplia, con un impacto simbólico alto y plantean compromisos difíciles de cumplir, se debe reconocer que los pequeños avances generan con el tiempo una masa crítica no despreciable, a la hora de las evaluaciones pormenorizadas. Por otra parte, las declaraciones finales plantean posiciones revisionistas respecto al presente orden internacional, convirtiéndose estos encuentros en canalizadores de ideas que no tendrían eco en otros foros, tales como la protección de los recursos naturales y energéticos, el comercio desigual e injusto, las intervenciones externas, la revisión de la dependencia, por solo mencionar algunas.

			La cooperación Sur-Sur a pesar de todas sus debilidades, está promoviendo un tipo de vinculación diferente que permite pensar que otro mundo es posible. Descolonizar las ciencias sociales posibilitará modificar la forma de producción de conocimiento y las relaciones de poder, desarrollando nuestros propios marcos conceptuales y analíticos sobre la base del conocimiento construido, adquirido y compartido desde diferentes latitudes. De este modo se podrá elaborar una concepción pluralista y renovada para un mundo incluyente y mejor distribuido. El objetivo es evitar el síndrome del pensamiento subordinado que, como re­­­fiere Devés-Valdés “basta una suave descalificación proveniente del centro para que la intelectualidad periférica sangre hemo­­fílicamente”.35
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México Colombia Crile Perii
Depeus | Dep-China | DepEus | Dep-China | Depus | Dep-China | Depfua | Dep-China
1990 155 02 124 01 91 05 61 03
1991 237 01 13 01 87 08 40 06
1992 237 01 109 01 80 14 52 09
1993 234 02 17 02 87 10 59 07
1994 272 02 87 02 84 11 55 09
1995 39 05 95 02 87 12 59 12
19% 466 04 97 02 86 15 67 11
1997 461 05 92 02 82 16 75 12
1998 489 06 9.0 03 80 16 83 07
1999 491 06 114 03 84 17 79 07
2000 495 07 107 03 82 25 73 15
2001 27 09 100 06 87 29 68 16
2002 399 13 93 06 85 33 74 17
2003 372 17 106 09 84 48 81 18
2004 377 23 100 11 85 62 99 25
2005 370 25 101 13 95 67 98 39
2006 373 31 101 16 101 64 91 43
2007 363 34 9.0 20 96 97 87 53
2008 366 38 106 21 11 95 92 63
2009 349 44 97 20 82 114 73 60
2010 385 53 96 26 78 127 86 62
2011 403 56 106 31 96 127 86 70
2012 17 59 98 36 104 123 85 71
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